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INTRODUCCIÓN 

 

 

1. Tema 

 

El proceso de democratización iniciado en 1983 en Argentina, en el contexto de la tercera 

ola de democratización (Huntington, 1996:3), ha resultado distante de los estándares clásicos 

de las democracias contemporáneas de los países desarrollados. El optimismo inicial despertado 

por la apertura democrática en Argentina y en toda la región, ha virado hacia una contemplación 

resignada de “lo que podríamos haber sido” y en otros contextos a una actitud anómica de “que 

se vayan todos”. 

Las unidades subnacionales (en adelante provincias) también han manifestado trayectorias 

dispares. Cada una de ellas ha experimentado una transición particular. Por una parte provincias 

como Santa Cruz, La Rioja, San Luis, Formosa o Tucumán, en las cuales los regímenes políticos 

han mantenido una tensa relación intra-poderes e inter-poderes, muy limitada rendición de 

cuentas o accountability, débiles sistemas judiciales, abusos frecuentes de poder y débil 

protección de derechos políticos, incluso de derechos civiles. En contraste, otras provincias han 

manifestado sistemas institucionales robustos, estables en el tiempo, con óptimos mecanismos 

intra e inter-poderes de accountability, efectivos estados de derecho y sólido respeto por los 

derechos civiles y políticos; además, una constante evolución en la adopción de mecanismos 

que tienden a fortalecer el respeto a la ley, la transparencia y la defensa de derechos individuales 

(Leiras, 2007). 

Muchas de estas sub-transiciones han resultado en un número importante, sistemas muy 

próximos al autoritarismo, con Estados capturados que producen resultados democráticos 

deficientes (Ardanaz, Leiras y Tommasi, 2012; Gervasoni, 2010, Behrend, 2008 y 2011), al 

punto que muchos analistas1 expresan que en Argentina la democracia no ha llegado al interior 

del país. Otras transiciones como las de Mendoza, Córdoba, Santa Fe y la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires (en adelante CABA) han convergido en democracias más consolidadas. 

                                                
1 Jacqueline Behrend, en Voces del Fénix, sin fecha. Cf. <http://www.vocese- nelfenix.com/content/la-

democracia-en-las-provincias-un-balance-de-tres- d%C3%A9cadas> [consulta: 17/04/2015]. 
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Como destaca Behrend (2008), las diferencias de performance democrática de las 

provincias argentinas se pueden observar en distintas áreas: en la dimensión electoral, donde 

hay provincias que son más o menos competitivas y pluralistas, en el ejercicio de los derechos 

humanos y la democratización de las policías provinciales, en el acceso a la Justicia y la 

independencia de los sistemas judiciales provinciales del poder político. También se observan 

diferencias importantes en la concentración económica y el acceso a oportunidades de negocios, 

sobre todo en las provincias más chicas donde carecen de una estructura económica 

diversificada y la actividad económica se realiza al amparo del Estado provincial. Incluso en la 

concentración de los medios de comunicación hay grandes diferencias entre los regímenes 

locales. 

 

1.2. Rendición de Cuentas o Accountability. 

Hacia principios de los 1990s, Guillermo O´Donnell introdujo el concepto de Democracia 

Delegativa,2 mediante el cual caracteriza estas nuevas democracias impregnadas de matices 

propios que ameritan un análisis específico. Para el autor la ausencia de rendición de cuentas o 

accountability horizontal3 es la dimensión que define las diferencias entre las democracias 

consolidadas y las democracias de la región. El accountability se manifiesta débil o bien ausente 

en los regímenes de transición, y es precisamente esta ausencia la que define trayectorias 

resultantes diferenciadas, tanto de calidad democrática, como políticas, sociales y económicas, 

entre las democracias desarrolladas y las emergentes (O’Donnell, 1998:9). 

El autor argentino, en un contexto donde surgían de manera creciente episodios de 

corrupción y abuso de poder que se manifestaban en Argentina y el resto de países 

latinoamericanos, advirtió graves falencias en los mecanismos de rendición de cuentas 

horizontales que caracterizan a una democracia representativa. Este sistema resultante 

configura un tipo de democracia no institucionalizada, en la cual conviven elecciones periódicas 

con un pronunciado déficit de sus aspectos institucionales.4 

                                                
2 El primer texto que acuño el concepto circuló en Diciembre de 1990 en el IUPERJ (Brasil) y se publicó en 

portugués en la revista Novos Estudos del CEBRAP de San Paulo. (información proporcionada por Gastón Mutti 

para la elaboración del libro “Democracia Delegativa” (Prometeo Libros) en 2011. En 1992 el texto se publicó en 

español (cuadernos del CLAEH, Montevideo) y en 1994 se publica en inglés (Journal of Democracy). Este texto 

fue recogido en la obra Contrapuntos (1997) que se editó en Argentina (Paidós) y también en inglés 

(Counterpoints) en 1999. 
3 Mainwaring et al (2003) indica que el concepto fue introducido en la literatura por Guillermo O’Donnell (1998). 
4 Así los funcionarios electos se sienten autorizados a gobernar como lo crean conveniente, considerando a los 

otros poderes de gobierno, así como a los organismos de control, como obstáculos a vencer en la “misión” que el 

pueblo les habría encomendado. 



 11 

 

1.2.1. La rendición de cuentas o accountability como causa de eficiencia. 

Para O’Donnell,5 el problema central de las democracias emergentes, y los rasgos que las 

diferencian de democracias desarrolladas y consolidadas, radica en esta dimensión: el 

accountability horizontal (O’Donnell, 1998:9), es decir aquel tipo de control que se ejerce desde 

los organismos intermedios diseñados especialmente a tal efecto. El accountability horizontal 

es una práctica que fortalece las instituciones democráticas y el estado de derecho. La ausencia 

de este mecanismo genera los incentivos necesarios para una débil efectivización de la 

representación, así Przeworski y Stokes sostienen que "la votación retrospectiva, que toma 

como información sólo el desempeño pasado de los funcionarios, no es suficiente incentivo 

para inducir a los gobiernos a actuar con responsabilidad" (Przeworski y Stokes, 1995). 

Los Estados que obligan a sus funcionarios públicos y gobernantes a rendir cuentas de 

manera periódica e institucionalizada suelen ser también las naciones que ostentan mejores 

condiciones de vida, economías más fuertes y ejercen una mejor defensa de las libertades 

individuales. Si un Estado no garantiza el accountability y los ciudadanos no tienen acceso a 

una información fidedigna y adecuada de las acciones de gobierno, entonces, existirán mayores 

riesgos de que las instituciones públicas se corrompan.  

 

(…) el impacto de las demandas sociales y de los medios periodísticos, cuando denuncian actos de 

gobierno presuntamente ilícitos y/o exigen su sanción o reparaciones, depende en gran medida de 

acciones que agencias estatales debidamente autorizadas lleven a cabo con el propósito de investigar 

delitos y, llegado el caso, sancionarlos. Sin tales acciones, las demandas sociales y la cobertura de los 

medios –en especial si son abundantes y se refieren a temas que la opinión pública considera  

importantes- tienden a crear un clima de desafección pública en relación con el gobierno (y en ocasiones 

con el propio régimen) que puede obstruir sus políticas y terminar con su derrota en las próximas 

elecciones. Pero estos hechos no necesariamente generan procedimientos públicos apropiados, aun 

cuando son exigidos por la legislación vigente. Cuando, como a menudo ocurre en las nuevas 

poliarquías, se generaliza el sentimiento de que el gobierno incurre una y otra vez en prácticas corruptas, 
los medios tienden a convertirse en tribunales sustitutos. Exponen los presuntos delitos, señalan a los 

supuestos responsables y dan a conocer detalles que consideran relevantes. Sin la apropiada acción del 

Estado, en estos casos algunos funcionarios son eximidos de las sanciones que probablemente les 

habrían cabido si hubieran intervenido los correspondientes tribunales y/u otras agencias públicas 

(O’DOnnell, 1998:12). 

 

                                                
5 O’Donnell vincula la calidad democrática de manera íntima con el concepto de accountability. Sus reflexiones 

apuntan a que el grado de “democraticidad” está relacionado directamente con la concreción de un “Estado 

efectivo”, el cual no sólo implica la dimensión inter-institucional, sino también que ninguna institución estatal 

escape al control de legalidad de sus acciones, que el sistema legal se extienda de forma homogénea a través de 

todo el territorio y que los derechos se apliquen de forma universal, con independencia de los atributos personales. 

Esto último incluye la concepción del ciudadano como agente, portador de derechos legalmente asignados sobre 

bases universalistas. En base a ello, el autor estima que las instituciones del Estado pueden ser consideradas más 

o menos democráticas según el grado en que reconocen estos derechos 
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La rendición de cuenta es una condición necesaria para el control efectivo de la corrupción 

(y para el desarrollo social, económico y cultural) y la correcta dinámica democrática, pues 

supone transparentar el quehacer del gobierno y hacerlo sujeto al escrutinio de la población. De 

allí se infiere el estrecho vínculo entre la calidad democrática y la rendición de cuentas. Sin 

embargo, por otra parte se sabe de instituciones formales que no prestan el servicio para el que 

fueron creados, son superados por la realidad de la dinámica corrupta que supera dichas 

instituciones relegándolas a una mera formalidad. 

Esta investigación parte de esta premisa causal, bajo el entendimiento de que el 

accountability es la piedra angular de la calidad democrática que define su fortaleza o debilidad. 

La rendición de cuentas emerge de la interacción de diversos organismos y poderes del Estado. 

En esta investigación se focalizará la mirada en tres “organismos de control” (OC) encargados 

de la rendición de cuentas horizontal en Tucumán: el Tribunal de Cuentas de la Provincia (TC), 

ente de fiscalización superior de los recursos financieros y bienes públicos de la provincia; la 

Junta Electoral Provincial (JEP), organismo encargado de la gestión de las elecciones y la 

Fiscalía Anticorrupción (FA), órgano instituido para llevar a delante las cuestiones vinculadas 

a delitos de corrupción. 

Teniendo en cuenta que los OC son elementos estructurantes de la calidad democrática de 

los Estados, este trabajo se propone analizar las singularidades emergentes que manifiestan 

estos organismos en la provincia de Tucumán. El interés por comprender la efectividad de estos 

organismos tiene por objeto comprobar el estado de rendición de cuentas de la provincia, como 

elemento de su calidad democrática. Además de ello resulta particularmente interesante analizar 

el impacto en el comportamiento de estos organismos en un período muy especial de la historia 

provincial: 2003-2015. Este especial período ha cristalizado a José Alperovich cómo el 

gobernador provincial que ha batido récords: la concentración de poder del gobernador ha 

registrado niveles hegemónicos sin precedentes, porcentajes comiciales inéditos y el período de 

gobierno más prolongado de la historia provincial. 

 

 

2. Justificación 

 

2.1. Tucumán. 
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La provincia de Tucumán forma parte de las 24 unidades subnacionales de Argentina. Posee 

una superficie de escasos 22.524 kilómetros cuadrados (apenas el 0,81% de la superficie 

nacional) y una población considerablemente abundante de aproximadamente 1.700.000 

habitantes (la 5° provincia más poblada de Argentina), que da una idea de los potenciales 

conflictos de convivencia, como consecuencia de su alta densidad poblacional (72,04 hab/km2). 

Se ubica geográficamente en el noroeste argentino. Su identidad cultural y étnica surge del 

mestizaje indígena y español de siglo XV, con una fuerte impronta de la inmigración de fines 

de siglo XIX de origen predominantemente español, italiano, árabe y judío. 

 

Cuadro 0.1: Provincia de Tucumán 

 

 

En términos de desarrollo puede decirse que es la jurisdicción de mayor expansión de la 

región Norte del país. No obstante ello, las diferencias de trayectorias y resultados sociales, 

económicos y culturales que manifiesta con el corredor centro de Argentina (Ciudad Autónoma, 

Buenos Aires, Córdoba, Santa Fe y Mendoza) son enormes. Su historia es rica en episodios 

claves de la construcción nacional. Es el lugar donde se declaró la independencia argentina de 

la metrópoli española, la tierra de Juan Bautista Alberdi, arquitecto de la Constitución Nacional 

y territorio donde, en la década de 1970s, se libraron los combates de campo entre el ejército 

nacional y las organizaciones terroristas de origen marxista. 

Se advierte en Tucumán una secuencia de señales que inducen a pensar en un 

funcionamiento anómalo de sus instituciones: los indicadores sociales son alarmantes, 

demostrado tanto en sus resultados de evaluación educativa y déficits de talla -ambas 
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dimensiones de correlación directa con la mal nutrición de los primeros años de vida; la 

evaluación de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) que posiciona a la provincia entre los 

seis más bajas del ranking nacional;6 las denuncias frecuentes sobre manipulación de datos 

estadísticos de mortalidad infantil7 y desnutrición en menores;8 la impunidad y violación de 

derechos humanos en procesos judiciales (caso Paulina Lebbos: un crimen de vinculación 

política que ha inhibido al padre de la víctima el acceso al expediente judicial durante siete 

años);9 y la presencia omnisciente de la palabra corrupción. 

Se pueden considerar asimismo episodios calamitosos como el otorgamiento de permisos 

desde la Subsecretaría de Estado de Recursos Naturales para desmontes en áreas clasificadas 

“zona roja” por la Ley Nacional N° 25.675, que habrían provocado serias inundaciones en 

distintas poblaciones, el colapso de 12 puentes en la provincia y 10.000 tucumanos evacuados;10 

los episodios de saqueos masivos a comercios y supermercados de 2013 durante varios días 

consecutivos con la población civil sometida en el caos, la anomia y ausencia de autoridad 

estatal.11  

La actividad clientelar ha manifestado límites impúdicos en la provincia. Los sectores más 

vulnerables son objetivo de la entrega de alimentos y otras dádivas. Los planes sociales y los 

bolsones con mercaderías en Tucumán se confunden con la actividad partidaria. Alperovich ha 

defendido públicamente esta posición sosteniendo que la asistencia social no se interrumpirá en 

época de elecciones.12 En épocas no electorales, la entrega de planes asistenciales es una 

                                                
6 Cfr. Web-INDEC-sociedad: 

<http://www.indec.gov.ar/nivel4_default.asp?id_tema_1=4&id_tema_2=27&id_tema_3=66> [consulta: 

05/05/2017]. 
7 Cfr. Diario La Gaceta del 26/11/2009: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/358305/opinion/mitos-demonios-

mortalidad-infantil.html> [consulta: 05/05/2017]. 
8 Cfr. Diario La Gaceta del 2/1/2011: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/415379/actualidad/barbarita-lloro-

hambre.html> [consulta: 05/05/2017]. 
9 Cfr. Diario La Gaceta del 3/3/2016: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/672989/policiales/linea-tiempo-

cronologia-caso-paulina-lebbos.html> [consulta: 05/05/2017]. 
10 Entre 2006 y 2011 el gobierno provincial permitió que se arrasaran con 25.333 hectáreas de bosques nativos, 

bosques en galería, bosques bajos, bosques abiertos y arbustales. Los departamentos más cstigados fueron 

Graneros (12.110 has.) La Cocha (4.900 has.), Burruyacu (2.744 has.), Simoca (2.246 has.) y Cruz Alta (958 has.). 

En 2006, ya había alrededor de un millón de hectáreas degradadas. Solo el 18% del territorio estaba cubierto de 

bosques. La deforestación impidió la filtración del agua en el suelo durante las grandes tormentas. Las 

inundaciones producidas fueron causadas por la deforestación para cultivo y explotación inmobiliaria de barrios 

cerrados en la zona pedemontana. Cfr. Diario La Gaceta del 26/12/2016 < 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/712879/opinion/creacion-parque-nacional-aconquija.html> 
11 Cfr. Diario La Gaceta del 10/12/2013: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/571619/politica/saqueos-miedo-caos-

tucuman.html> [consulta: 05/05/2015]. 
12 Cfr. nota La Gaceta: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/565762/politica/se-reparten-bolsones-sin-tapujos.html> 

[consulta: 12/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/565762/politica/se-reparten-bolsones-sin-tapujos.html
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práctica común donde se superponen planes nacionales con los propios del gobierno. Éste ha 

llegado a implementar un plan “anti-saqueo” durante las fiestas navideñas con el objeto de 

calmar a grupos amplios de vándalos que actúan en grupos sobre todo tipo de comercios 

instalados.13 

El caso Lebbos ha desnudado un aparato represivo activo en los servicios de seguridad del 

Estado. Así, Bernardo Lobo Bugeau, auditor de la Secretaría de DDHH de la Nación en el juicio 

del crimen de Paulina Lebbos;14 ha sido víctima de amenazas en su entorno familiar al igual 

que Alberto Lebbos, padre de Paulina Lebbos;15 asimismo se ejerció presión a todo opositor 

que pudiera incomodar la gestión de gobierno, tal como el médico que denunció la desnutrición 

en Tucumán.16 La violencia también se manifiesta verbalmente en los funcionarios, así el 

improperio violento y discriminatorio de Beatriz Rojkés (esposa del gobernador, senadora 

nacional y presidenta del PJ local) en ocasión de visitas clientelares a damnificados que 

perdieron sus casas en una importante inundación: “vagos de mier…”.17  

Durante el Tucumanazo,18 fueron objeto de amenazas los jueces que investigaban la 

legalidad de las elecciones19 y durante el tiempo que duró la decisión del Supremo Tribunal de 

Tucumán, hubo un “acampe” de partidarios del FPV durante cinco días en la plaza Irigoyen, 

frente al Palacio de Tribunales provincial, con banderas y pancartas amenazantes a los 

magistrados.20 

La ilegitimidad institucional en la provincia ha sido cubierta con un manto de legalidad en 

varios aspectos del tracto cotidiano. La sanción de la nueva Constitución provincial de 2006, 

ha establecido que el gobernador ha de ser la única persona en Tucumán en acceder a tres 

mandatos consecutivos. Se prohibió a los funcionarios públicos a tomar licencia previa a las 

elecciones por el hecho de ser candidato. El gobernador puede legislar por decreto, y si en el 

                                                
13 Cfr. nota La Gaceta: < http://www.lanacion.com.ar/1735885-alperovich-instrumenta-un-plan-antisaqueos-que-

incluye-el-pago-de-nuevos-planes-sociales> [consulta: 12/05/2015]. 
14 Cf. < http://www.tucumanalas7.com.ar/nota.php?id=87386> [consulta: 12/05/2015]. 
15 Cf. < http://www.ctagenero.org/noticia.php?id=184> [consulta: 12/05/2015]. 
16 Cf. < http://www.laolla.tv/2015/04/tucuman-continuan-las-amenazas-para-ocultar-la-desnutricion-en-la-

provincia/> [consulta: 12/05/2015. 
17 “Vago de miércoles, pedazo de animal” Cf. < http://www.lanacion.com.ar/1778362-beatriz-rojkes-de-

alperovich-insulto-a-las-personas-afectas-por-las-inundaciones> [consulta: 12/05/2015]. 
18 Cfr. Diario La Gaceta del 9/4/2014: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/585957/espectaculos/tucumanazo-

contado-sus-protagonistas.html> [consulta: 05/05/2016]. 
19 Cfr. < https://www.clarin.com/politica/Presion-Justicia-amenaza-intervencion_0_H1Lex0zYvmg.html> 

[consulta: 12/05/2015]. 
20 Cfr. Diario La Gaceta 21/9/2015: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/654461/politica/hubo-cantos-festejos-

plaza-cuando-se-conocio-sentencia-tribunal-provincial.html> [consulta: 05/05/2016]. 

http://www.lanacion.com.ar/1735885-alperovich-instrumenta-un-plan-antisaqueos-que-incluye-el-pago-de-nuevos-planes-sociales
http://www.lanacion.com.ar/1735885-alperovich-instrumenta-un-plan-antisaqueos-que-incluye-el-pago-de-nuevos-planes-sociales
http://www.tucumanalas7.com.ar/nota.php?id=87386
http://www.ctagenero.org/noticia.php?id=184
http://www.laolla.tv/2015/04/tucuman-continuan-las-amenazas-para-ocultar-la-desnutricion-en-la-provincia/
http://www.laolla.tv/2015/04/tucuman-continuan-las-amenazas-para-ocultar-la-desnutricion-en-la-provincia/
http://www.lanacion.com.ar/1778362-beatriz-rojkes-de-alperovich-insulto-a-las-personas-afectas-por-las-inundaciones
http://www.lanacion.com.ar/1778362-beatriz-rojkes-de-alperovich-insulto-a-las-personas-afectas-por-las-inundaciones
http://www.lagaceta.com.ar/nota/585957/espectaculos/tucumanazo-contado-sus-protagonistas.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/585957/espectaculos/tucumanazo-contado-sus-protagonistas.html
https://www.clarin.com/politica/Presion-Justicia-amenaza-intervencion_0_H1Lex0zYvmg.html
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lapso de 20 días hábiles la Legislatura guarda silencio, queda consagrada la norma como ley. 

El vicegobernador, presidente de la Legislatura, decide de manera discrecional cuánto perciben 

como dieta y como “gastos sociales” los legisladores, sin norma constitucional que lo 

establezca. Las comisiones legislativas son integradas por el Presidente de la cámara, las de 

Hacienda y Presupuesto, están íntegramente constituidas por oficialistas. Los temas a tratar en 

sesión los define el presidente. El Consejo Asesor de la Magistratura (CAM), encargado de la 

selección de los jueces, está compuesto en la actualidad por miembros designados por el 

gobernador.  

La informalidad ha sido la forma corriente de acceso a los cargos públicos y el intercambio 

de favores, fundados en la lealtad a los líderes, el sistema partidario y las prácticas obsecuentes. 

De esta manera, la administración Pública carece de un servicio civil de carrera, de sistemas de 

ingresos competitivos, de capacitación y evaluación. Recién hacia 2012 se implementó el 

sistema de concursos para acceder a los puestos del Poder Judicial. A la fecha (2017) el ingreso 

a la planta centralizada del ejecutivo, entes autárquicos, ni de la Legislatura cuentan con 

sistemas de selección de aspirantes. Unos años antes, a fines del 2010s recién se implementó el 

sistema de elección de magistrados y funcionarios basados en la idoneidad a través del CAM. 

El caso emblemático del fiscal Albaca, que ralentizó la causa Lebbos, tuvo como epílogo que 

se fuera de su cargo con una jubilación de privilegio, aún sin contar con los años de aportes 

necesarios.21 

De manera específica, con relación al objeto de este trabajo, es decir episodios que han 

afectado a los OC que se analizarán, es necesario mencionar la crisis institucional generada en 

las tristemente célebres elecciones a gobernador del 23/08/2015. Con denuncias de fraude, 

quema de urnas, balaceras en los centros de votación, amenazas de muerte a candidatos, 

funcionarios y jueces, siete días de manifestaciones populares en la plaza pública con afluencia 

promedio de 20.000 auto-convocados, represión policial violenta y un escándalo de 

proporciones internacionales. 

Hacia mediados de 2015, una publicación del diario local denuncia un hecho escandaloso 

aún sin dilucidar.22 Según una denuncia anónima desde el Banco del Tucumán, desde la cuenta 

de la Legislatura provincial, en junio, se extrajeron recursos por $ 47,8 millones; en julio, por 

                                                
21 Cfr. Nota de La Gaceta del 20/06/2014: http://www.lagaceta.com.ar/nota/595781/local/fiscal-albaca-percibira-

jubilacion-52776-segun-cano.html [consulta: 28/05/2015]. 
22 Cfr Diario La Gaceta, 2/11/2015: <http://www.lagaceta.com.ar/nota/659536/politica/auto-legislatura-cargan-

valijas-plata.html> [consulta: 05/05/2016]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/595781/local/fiscal-albaca-percibira-jubilacion-52776-segun-cano.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/595781/local/fiscal-albaca-percibira-jubilacion-52776-segun-cano.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/659536/politica/auto-legislatura-cargan-valijas-plata.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/659536/politica/auto-legislatura-cargan-valijas-plata.html
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$ 53 millones; y en agosto, mes de las PASO y los comicios locales, alrededor de $ 91,7 

millones en efectivo. La publicación muestra fotos de una camioneta en la que un empleado de 

Tesorería retira dinero en efectivo. Entre junio y agosto fueron extraídos de una de las cuentas 

$ 192,5 millones, según se pudo constatar. Este escándalo reveló un problema de larga data en 

la provincia. Se trata de recursos públicos que aportan los contribuyentes contemplados dentro 

del presupuesto del Poder Legislativo: para 2015 inicialmente se iba a disponer de $ 959 

millones. De ese monto, $ 741 millones estaban destinados a gasto de personal, $ 156 millones 

a los recursos de uso discrecional y el resto para funcionamiento del edificio de Muñecas 951. 

Pero en septiembre, el oficialismo logró una ampliación de los gastos para la partida “ayudas 

sociales a personas” llegó a los $ 505,6 millones.  

Estos fondos son manejados de manera discrecional y distribuidos por el propio presidente 

de la Cámara entre los miembros del cuerpo y no integran la dieta propia que por ley recibe 

cada legislador, tampoco se puede conocer el criterio ni los montos de reparto, todo es parte de 

un oscuro secreto. En el ámbito de pasillos se conoce que el rubro “gastos sociales” de los que 

no se rinden cuenta, se los utiliza para “hacer política” o son para “la gente necesitada”. Las 

autoridades legislativas han negado sistemáticamente dar información sobre el manejo de 

dichos fondos y han sido infructuosas los pedidos formales desde los partidos de oposición, al 

punto que legisladores de oposición han tenido que recurrir a la Justicia para transparentar esos 

oscuros recursos provinciales.23 

Por otra parte, y como dato institucional alarmante, se puede mencionar que en Tucumán 

los legisladores tienen restringido el acceso a la cuenta de inversión de gastos y recursos de la 

provincia, esto es, la ejecución del presupuesto provincial y las correspondientes notas, 

observaciones y sugerencias que debe realizar el Tribunal de Cuentas de la provincia. La 

Legislatura de la provincia ha resignado el ejercicio de su rol constitucional de controlar la 

ejecución presupuestaria del período anterior, y la aplicación de los recursos es una caja de 

pandora.24 El Presupuesto ejecutado del gobierno nunca es tratado en la Legislatura. El 

vicegobernador, compañero de fórmula del gobernador y presidente de la Legislatura, según las 

facultades que le otorga el reglamento de la cámara, no está obligado a convocar a constituir la 

“comisión especial” de tratamiento, y la Constitución prevé de manera artera que se considerará 

aprobada si la Legislatura no la trata durante dos períodos consecutivos (aprobación ficta). 

                                                
23 Cfr. Diario La Gaceta del 4/6/2016: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/732402/actualidad/radical-denuncia-

alperovich-giro-570-millones.html> [consulta: 05/05/2015]. 
24 Cfr. Diario La Gaceta del 16/10/2016: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/703490/politica/opositores-quieren-

revisar-cuenta-inversion.html> [consulta: 05/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/732402/actualidad/radical-denuncia-alperovich-giro-570-millones.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/732402/actualidad/radical-denuncia-alperovich-giro-570-millones.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/703490/politica/opositores-quieren-revisar-cuenta-inversion.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/703490/politica/opositores-quieren-revisar-cuenta-inversion.html
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La Fiscalía Anticorrupción tuvo gran impulso en su nacimiento a instancias del entonces 

fiscal Esteban Jerez. Entre 2000 y 2003 asumió el manejo de 8300 causas de corrupción: en 

2.000 ingresaron 3.190 causas; en el año 2.001, 2940; en 2.002: 1.054; en 2.003: 1.116, y hacia 

el alejamiento del entonces fiscal Jerez en 2.004, ingresaron 381 causas, lo que implica una 

disminución del 88% en el ingreso de delitos entre 2.000 y 2.004, y de 66% entre 2.003 y 2.004. 

Estas causas nunca tuvieron dilucidación ni condenados. 

En un primer momento la FA investigó sobre los fondos reservados de la Legislatura; los 

gastos de publicidad oficial de la Secretaría de Información Pública; la investigación sobre 

“coimas” para la habilitar la reforma constitucional de 1990, que involucró al convencional 

Mariano Póliche y Roque Tobías Álvarez;25 la licitación irregular del servicio de trenes entre 

Tucumán y Retiro y la aparición de bonos provinciales “mellizos”. También se investigó a 

familiares de José Alperovich (su esposa, Beatriz Rojkés) a través de la Fundación Pibe por el 

manejo de la publicidad oficial, quien fue finalmente sobreseída cuando Jerez ya había dejado 

de ser Fiscal Anticorrupción.26 La actuación de Jerez había alcanzado la “caja negra” de la 

política tucumana cuando finalmente la Legislatura en la madrugada del 19/04/2002, decidió 

desplazarlo modificando la Ley Orgánica de Tribunales, creando tres fiscalías anticorrupción 

pero adjudicando las mismas a otros funcionarios y apartando a Jerez de las mismas, lo que 

constituye un “court packing”. 

De los episodios mencionados puede observarse el escandaloso descontrol que ha llevado 

a consecuencias lamentables en materia electoral (Tucumanazo del 15/10/15);27 por otra parte 

las limitaciones y carencia de control efectivo sobre los recursos provinciales por parte del 

organismo de control correspondiente, el Tribunal de Cuentas; y la tremenda debilidad de la 

mencionada Fiscalía Anticorrupción que fue finalmente disuelta. Esta preocupante realidad que 

aflige, sobre todo en la observación de su dinámica regresiva, induce a la pregunta ¿Cuáles son 

las variables institucionales y políticas que favorecen el desmanejo, a través de los organismos 

horizontales de rendición de cuentas, de las elecciones, las cuentas provinciales, y la 

imposibilidad de investigar actos de corrupción? 

 

                                                
25 Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/14688/politica/> [consulta: 05/05/2015]. 
26 Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/98907/politica/sobreseyeron-esposa-alperovich-causa-pibe.html> 

[consulta: 05/05/2015]. 
27 A la fecha de esta tesis (junio 2017), mas allá de la proclamación de la Junta Electoral Provincial, la Justicia no 

ha llegado aún a confirmar la validez de las elecciones provinciales 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/14688/politica/
http://www.lagaceta.com.ar/nota/98907/politica/sobreseyeron-esposa-alperovich-causa-pibe.html
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2.2. El ámbito político de Tucumán. 

Desde el retorno democrático, la provincia estuvo históricamente signada por el Partido 

Justicialista en sus gobernaciones, así como en las mayorías legislativas, y su predominio en el 

poder judicial con excepción del período de surgimiento del bussismo hacia los 1990s, donde 

la aparición de un tercer actor modificó el equilibrio de poder y el ambiente político se 

manifestó más competitivo. Sin embargo, el Partido Justicialista local pudo conservar una 

representación legislativa cercana al 50% y el control del poder judicial. Con posterioridad a la 

crisis de 2001 el surgimiento de la figura del gobernador electo en 2003 José Alperovich, fue 

de tal magnitud que el desbalance de poder fue inédito, obtuvo preferencias electorales cercanas 

al 80%, habilitó la reforma constitucional en 2006 y le permitió el ejercicio de gobierno por 

hasta 12 años. La historia política de la provincia no registra antecedentes sobre la magnitud de 

las mayorías electorales conseguidas desde 2003 hasta el presente, ni de las mayorías 

legislativas consolidadas. Este escenario hegemónico, de baja competitividad electoral ha 

generado consecuencias institucionales cuyo sentido, como se analizará, han configurado 

verdaderas improntas de poder. 

 

2.3. La agenda institucional en Tucumán. 

Los cambios institucionales, de reproducción mimética con el orden nacional e 

interprovincial, se comienzan a verificar en Tucumán, desde mediados de los 1990s. A los ya 

existentes organismos de control: 1) Tribunal de Cuentas y 2) Junta Electoral Provincial, se 

sumaron nuevos organismos a su estructura institucional, tales como el 3) Consejo Asesor de 

la Magistratura (CAM) creado originalmente en 1991 por un decreto-acuerdo del entonces 

gobernador Ramón Ortega;28 4) el Defensor del Pueblo (Ley Nº 6.644 de 1995); 5) la Fiscalía 

Anticorrupción (Res. MPF 10/05/00); los entes de control de las empresas privatizadas como 

6) el EPRET (Ente Regulador de la Energía Eléctrica, Ley provincial N° 6423/92) y 7) el 

ERSACT (Ente Regulador de Servicios de Aguas y Cloacas de Tucumán, Ley Provincial N° 

6445. 

Todos estos organismos fueron modificados hacia los 2000s, bajo el gobierno de José 

Alperovich. El análisis sólo se enfocará en tres de estos organismos: Tribunal de Cuentas, 

Fiscalía Anticorrupción y Junta Electoral. En el análisis procedente se verificará si estos 

                                                
28 Si bien la versión tucumana de este organismo no es estrictamente de control, sí ejerce la función de elegir a los 

agentes que por antonomasia son los encargados de ejercer control, los jueces. 
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cambios tradujeron un progreso sensible en los criterios de eficiencia y consolidación de los 

organismos, constituyéndose en actores de función genuina para el funcionamiento de las 

instituciones y el estado de derecho, o por el contrario, se convirtieron en organismos 

superficiales cuyo valor oculto es la legitimación de políticas públicas opacas y corrupción, con 

una función de escaso valor institucional. 

 

 

3. Definición Conceptual de las Categorías de Análisis 

 

La comprensión de la propuesta de tesis que se ofrece en este trabajo, requiere de la 

definición conceptual de un conjunto de categorías necesarias para su abordaje. En los próximos 

párrafos se delimitan algunos significados de las principales variables con la que se trabajará. 

 

3.1. ¿Por qué importan las instituciones? 

En el transcurso de los últimos años se ha asumido la importancia de las instituciones para 

una adecuada comprensión de cuestiones esenciales de la sociedad. Las ciencias sociales, 

especialmente la economía ha desarrollado el análisis institucional, realizando múltiples 

avances tanto en el ámbito teórico como en el aplicado, y así podemos concluir que el 

conocimiento alcanzado sobre las instituciones es por un lado más extenso y profundo que 

nunca, pero también que no existe una única concepción sobre las instituciones ni un único 

método para el análisis institucional. El análisis institucional contemporáneo se está 

desarrollando sobre la base de un pluralismo metodológico en el que conviven aportaciones de 

distintas ciencias sociales, diversos enfoques analíticos y variados programas de investigación. 

Como lo argumentó Douglas North (1995), las instituciones conforman el sistema de reglas 

de juego de una sociedad, sin ellas no hay orden ni civilización. Por un lado, están las reglas 

formales, que se explicitan mediante constituciones, leyes, códigos y reglamentos, definidos 

claramente por las entidades públicas y son de carácter obligatorio. Por el otro, están las reglas 

informales, que no se especifican taxativamente pero que hacen referencia a las normas de 

comportamiento, los convenios y los códigos de conducta de naturaleza cultural que regulan 

una parte considerable de las relaciones humanas.  
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En este sentido, ambos tipos de reglas deben complementarse y, sobre todo, cumplirse: la 

combinación de reglas formales e informales y las características de aplicación coercitiva y 

simbólica de las mismas, configuran la estructura de incentivos de una sociedad. Y cuando estos 

incentivos alientan o impulsan a los actores a ser productivos, las sociedades crecen. También  

puede ocurrir lo contrario. 

 

3.1.1. ¿Qué son los organismos de control? 

El sistema clásico de división del poder (Legislativo-Ejecutivo-Judicial) es superado por la 

complejidad de las relaciones humanas del mundo contemporáneo, y justifica la emergencia de 

nuevas organizaciones administrativas de mayor sofisticación. Todo sistema político 

democrático, cualquiera sea su variante ideológica o su forma de gobierno, requiere de un 

sistema de control del poder, tanto en su dimensión administrativa propia como en su equilibrio 

con otros poderes. Así surge como materia ineludible la consideración de su sistema de control, 

rendición de cuentas o accountability.  

Esta transformación radical de la concepción clásica del Estado se manifiesta en las dos 

últimas décadas tanto en la cantidad de organismos independientes de accountability, así como 

en el aumento de su poder de actuación. Es de advertir una ola mundial, una proliferación de 

nuevos Ombudsmen, “defensores del pueblo”, auditores independientes, comisiones contra la 

corrupción, institutos electorales, organismos reguladores de mercado y bancos centrales 

autónomos. La estructura institucional de la democracia moderna se está redefiniendo. 

En Argentina, desde la instauración del sistema democrático en 1983 hasta fines de los 

1990s se experimentaron en el orden nacional, así como en las provincias argentinas, una serie 

de reformas institucionales (reformas de primera generación) que crearon nuevos OC. Estas 

reformas, en general obedecieron al contexto de su tiempo que reclamaba la adecuación de las 

instituciones provinciales y nacionales a criterios modernos de organización social, en un 

mundo cada vez más interrelacionado, al cual resultaba necesario incorporarnos civil y 

comercialmente. Las reformas incipientes fueron variadas en las provincias argentinas 

produciendo resultados diversos. Posteriormente, desde los 2000s, muchas de estas reformas 

provinciales fueron ajustadas y mejoradas con el criterio de mejorar su efectividad, en lo que 

se dio en llamar “reformas de segunda generación” (v.gr. normas de Ética Pública en 12 
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provincias argentinas, modificaciones al ERSEP Córdoba,29 etc.), en otras provincias los OC 

fueron degradados o aún eliminados (v. gr. fiscalía anticorrupción en Tucumán). En Tucumán, 

organismos de baja o nula funcionalidad han cedido sus facultades propias a la dinámica de 

poderes ejecutivos fuertes, de poder concentrado, de procesos encriptados y opacos, de difícil 

o imposible conocimiento para el ciudadano. 

 

3.2. Rendición de cuentas o accountability 

Según Andreas Schedler et al (1999), existen múltiples conceptos que son frecuentes en el 

mundo angloparlante que no tienen una traducción directa en el idioma español. Si bien se ha 

buscado una denominación que describa con la máxima aproximación al concepto de 

accountability (se ha traducido como rendición de cuentas, control, fiscalización,  

respondabilidad), no se ha logrado con la denominación rendición de cuenta una apreciación 

ajustada. No se trata de una simple cuestión nominativa, sino de implicancias conceptuales 

diferentes como se explicará a continuación. 

En primer lugar, argumenta Schedler, accountability conlleva un sentido de obligación que 

no comparte “rendición de cuenta”, cuyo significado parece sugerir un acto voluntario, una 

gracia generosa del soberano que lo hace por propia voluntad. En segundo lugar, este criterio 

de obligatoriedad del accountability implica su contraparte: es decir, el derecho a exigir por 

parte de la ciudadanía. En la noción de accountability coexisten tres nociones simultáneas: la 

obligación del funcionario de acudir a rendir cuentas, la obligación de informar y justificar sus 

actos (answerability), y por último la dimensión sancionatoria en caso de violación de deberes 

propios (enforcement). Es decir que el accountability implica tres mecanismos para ser ejercida: 

1) obligación de los funcionarios a acudir a la indagación (answerability), 

2) obligación a explicar y justificar sus actos y 

3) eventualmente ser sancionados (enforcement). 

Las tres dimensiones convierten a la noción de accountability en un concepto denso que 

resulta más riguroso en términos académicos que rendición de cuentas. Ello es en virtud que 

involucra otros conceptos vinculados, que se analizarán a continuación. 

                                                
29 El organismo de control de servicios públicos de la provincia de Córdoba fue modificado asumiendo modernos 

criterios de diseño institucional. Ver: Barbará (2000). 
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3.2.1.1. Answerability. 

Tampoco se encuentra una palabra en español que sea similar, no obstante algunos han 

intentado llamarla respondabilidad.30 Ésta se puede definir como la capacidad para realizar 

preguntas, así como la obligación de responderlas. Al respecto advertimos que realizar 

preguntas significa a su vez solicitar o ser solicitado de informar y explicar. Es decir que a la 

obligación o el derecho de dar o solicitar información, le acompañan sus correspondientes 

explicaciones, razones o justificación.31 Este sometimiento de los actos a ser 

“accountabilizados” establece una relación dialéctica entre los actores que exigen y los que 

rinden cuentas. La rendición de cuentas, por tanto, es un mecanismo interactivo de preguntas, 

respuestas, argumentos y contra-argumentos contraria no sólo al ejercicio nudo del poder, sino 

también a controles nudos y unilaterales del poder. 

 

3.2.1.2. Enforcement. 

El accountability contiene el término enforcement, palabra sin correspondencia con otra en 

español. Constituye el elemento coactivo que le da significado al accountability. Implica que 

los agentes que exigen cuentas no solamente “cuestionan”, sino que eventualmente también 

“castigan” el comportamiento irregular de los agentes públicos (O’Donnell 1994: 61). Es decir 

que los que rinden cuenta no solo deben contar lo que han hecho y porqué lo han hecho, sino 

que además se hacen responsables por lo realizado. Esta cualidad determina una dimensión 

simbólica de mayor importancia. 

La relación estrecha entre el accountability y la aplicación de sanciones refuerzan la 

posición neo-institucionalista sobre las fuentes de instituciones efectivas.32 De lo contrario, si 

ante una conducta impropia el principal solo procede a su denuncia o exposición pública y no 

se aplican los castigos correspondientes, la función de control queda abstracta, como acto 

inocuo, que conlleva un significado simbólico dañoso para la sociedad que deriva finalmente 

en la sensación generalizada de impunidad.  

                                                
30 Cfr. el proyecto “Respondabilidad – Anticorrupción en las Américas” (www. respondanet.com). 
31 Los dos aspectos de la respondabilidad se refieren tanto a decisiones pasadas como futuras. Ver también 

Maravall (1999). 
32 El llamado neo-institucionalismo en la ciencia política se asocia al redescubrimiento de la relevancia de las 

instituciones formales. Véase Schedler (1999). 
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La literatura neo-institucionalista sostiene que la efectividad de las normas formales debe 

necesariamente ir acompañada de mecanismos de sanción. Ambos mecanismos, la vigilancia 

efectiva y la sanción efectiva, son cruciales para establecer una “estructura de incentivos” que 

funcione de manera eficiente. Intervienen en este aspecto cuestiones simbólicas que tienen un 

efecto disuasivo, tanto la probabilidad de que se detecten inobservancias a las normas, como la 

probabilidad de que sean castigadas (Collier, 1999; O’Donnell, 1999 y Maravall, 1999). 

Además de ello tienen un efecto catártico fundamental conceptualizado desde la corriente del 

análisis institucional histórico comparativo. Dimensión ésta, donde no solo cobran importancia 

las instituciones, sino que se entremezcla con las creencias, los valores sociales y el sentido de 

reparación que la víctima o damnificado exigen de parte del Estado. 

 

3.2.2. Accountability político, vertical y horizontal. 

La literatura ha convenido la existencia de dos variantes de accountability, el vertical o 

político y el horizontal. El accountability político supone una relación entre dos tipos de actores: 

los ciudadanos, quienes vendrían a ocupar el lugar del principal, en el cuál finalmente reside el 

sujeto activo de la función; y los gobernantes quienes vendrían a ser los agentes. El mecanismo 

implica un intercambio de responsabilidades y sanciones eventuales como base de este 

mecanismo. Es eminentemente una relación de poder: los gobernantes a quienes los ciudadanos 

han “empoderado” (dotado de poder) con autoridad para ejercer sus cargos están obligados a 

mantener a los ciudadanos (o sus representantes) informados y a ofrecer sus explicaciones y 

justificaciones por las decisiones hechas. Si sus respuestas no resultan satisfactorias, los 

ciudadanos (o sus representantes) pueden imponer sanciones; “… es una variedad específica 

de poder: la capacidad para demandar de alguien la razón de ser de su comportamiento, y/o 

la capacidad para imponer una sanción por su inconducta” (Goetz y Jenkins, 2005: 8). 

Se puede definir al accountability político como una relación jerárquica en la cual la 

ciudadanía tiene el poder para cambiar, remover y reemplazar al gobernante (Gloppen et al 

2010). Esto significa reservar el término accountability político a lo que la literatura ha 

denominado de común acuerdo accountability vertical. En este sentido este tipo de 

accountability es el principal mecanismo de funcionamiento de la democracia. 

Por otra parte, el accountability horizontal trata con diferentes organismos del Estado, lo 

que O’Donnell (2003:34) ha denominado “las instituciones legales de desconfianza”. Éstas 

hacen referencia a cuerpos pertenecientes al Estado que han sido dotados de poder para 
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controlar a otras instituciones del mismo, los que a su vez están obligados a explicar y justificar 

cómo han ejercido ese poder con el cual han sido empoderados. Guillermo O´Donnell ha 

definido el accountability horizontal como: 

 

(…) la existencia de agencias del Estado que están legalmente autorizadas y empoderadas y 

fácticamente habilitados y disponibles para ejercer desde una veeduría rutinaria hasta sanción penal o 

juicio político en relación a las acciones u omisiones de otros agentes o agencias del Estado que pueden 

ser calificadas como ilegales (O’Donnell, 1998). 

 

En las relaciones de accountability horizontal, las diferentes agencias son independientes 

entre sí. En algunos casos, cada una de estas agencias tiene un mandato diferente de los votantes 

(v.gr. legislaturas y ejecutivo en el sistema presidencialista bajo el criterio de división de 

poderes). En otros casos las instituciones del Estado actúan como controladoras (las Cortes, los 

Ombudsmen, las comisiones de derechos humanos, las auditorías, los bancos centrales, los 

organismos electorales, en Argentina, los entes controladores de las empresas privatizadas, 

etc.), son establecidas y fondeadas por las mismas instituciones que han de ser controladas 

(ejecutivo y parlamento). Así se distinguen dos tipos de agencias de rendición de cuentas: las 

de balance (referidas a la separación de las ramas del poder público: ejecutiva, legislativa y 

judicial, y sus relaciones de frenos y contrapesos) y las asignadas (las fiscalías, auditorías, 

ombudsman). Las relaciones inter-institucionales y controles de unas agencias estatales sobre 

otras procuran la realización de un Estado efectivo, el cual no sólo implica la dimensión 

interinstitucional, sino también que ninguna institución estatal escape al control de legalidad de 

sus acciones, que el sistema legal se extienda de forma homogénea a través de todo el territorio 

y que los derechos se apliquen de forma universal, con independencia de los atributos 

personales. 

 

3.2.3. Accountability de las Cortes y organismos de control. 

Las democracias modernas requieren de un conjunto de órganos de control. En Argentina 

el principal mecanismo disponible para los ciudadanos para ejercer el accountability vertical 

son las elecciones de representantes. A tal efecto se ha dispuesto de una amplia estructura 

electoral para el control de los cuerpos políticos. Los rendimientos experimentados a nivel 

nacional en general han sido considerados óptimos y han funcionado satisfactoriamente. Las 

elecciones son para elegir representantes en el parlamento y en el ejecutivo, los jueces en 

cambio, son seleccionados a través de métodos indirectos, variables en cada jurisdicción. 
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En esta función propia de la democracia moderna, el control ejercido por las Cortes es 

asistido por otras agencias del Estado que ejercen las funciones de accountability horizontal. 

La división de trabajo de las Cortes con otros órganos varía de provincia a provincia. Los 

organismos especializados de accountability se pueden clasificar en tres categorías. Todas estas 

categorías cumplen funciones similares o complementarias de las Cortes: En primer lugar se 

consideran aquellos órganos destinados a la protección de derechos básicos, especialmente se 

habla de Ombudsmen y/o comisiones de derechos humanos que se vinculan a las Cortes de 

manera indistinta, pero generalmente actúan desempeñando una función complementaria. 

El segundo grupo de organismos especializados de control está especialmente vinculado al 

contralor de asuntos administrativo-económico-financieros e incluye a las auditorías y a los 

organismos anticorrupción. El control administrativo-financiero constituye un aspecto central 

de la función de accountability, y estos organismos complementan investigando materias 

complejas sin llegar a competir con la función propia de la Justicia. Generalmente la 

participación de los organismos es previa al conocimiento de la Justicia. 

En la tercera categoría, están aquellos destinados al fortalecimiento de la estructura básica 

antes descripta. Se incluyen por ejemplo comisiones electorales independientes que son 

establecidas para desplazar responsabilidades del Estado a cuerpos imparciales para 

observación, administración, etc. en el proceso electivo. También existen organismos para 

regular los sistemas informativos y mediáticos en el proceso electoral. En todos los casos, la 

Justicia no se desentiende de su función judicial, sino que actúa como tribunal de apelación ante 

las decisiones de estos organismos. 

Dentro de esta categoría es posible ubicar a los recientemente creadas consejos de la 

magistratura, los cuales han sido implementados con el objeto de mejorar el servicio de 

justicia, transparentar su selección y en algunas jurisdicciones, remoción de sus integrantes y 

administración de presupuesto del poder judicial. En algunas provincias, su función es realizar 

el accountability de la actividad propia de los jueces, es decir el especial desafío que conlleva 

la frase “controlar a los controladores”, sin comprometer su independencia. 

Esta última consideración tiene implicancias cuestionables con relación a los organismos 

especializados de control: la protección de su independencia necesariamente debe ser más débil 

frente al poder judicial. Los organismos de control desarrollan una función útil, pero no 

significa que un alto número de estas instituciones sea favorable para tener a un gobierno 

controlado. Puede ser negativo en dos aspectos: puede funcionar como un mecanismo de 
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“control aparente” que formaliza un sistema de control, pero que está funcionalmente 

controlado por el propio ejecutivo, desvirtuando así el objetivo principal, y además puede dar 

lugar a debate las actitudes de funcionarios de gobierno con la participación de personas sin 

conocimiento en la materia. 

 

3.2.4. Tipos y Subtipos de Accountability 

El proceso de accountability, se manifiesta de diferentes maneras e intervienen diversos 

elementos, según se aprecia en el Cuadro 0.2. Los funcionarios públicos y los organismos 

administrativos que actúan en el sistema, enfrentan al menos seis subtipos de procesos, sin que 

este número sea taxativo. Estos principales demandan diferentes tipos de información y aplican 

diferentes criterios para determinar la responsabilidad en la ejecución de la tarea encomendada  

(cometido): 

 

Cuadro 0.2: Esquema del proceso de accountability 

 

Agente                                                                  Principal 

 

 

Informa sobre un acto                    Debate                 Juicio 

 

                                                                                  Consecuencia 

 

Accountability político: Evalúa las decisiones tomadas y los efectos producidos por efecto 

de las políticas públicas. En esta clasificación se encuentra el denominado accountability 

horizontal y vertical. Como se ha visto en el accountability vertical (a través de las elecciones), 

los funcionarios serán enjuiciados mediante el sistema electivo, sin llegar a instrumentarse un 

mecanismo administrativo. Este tipo de accountability no va más allá del desplazamiento del 

cargo y eventualmente el desprestigio político. Los sujetos activos responsables por juzgar a la 

política bajo criterios políticos recaen en los ciudadanos, las asociaciones civiles, periodismo, 

ONGs y partidos políticos. 
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Accountability horizontal: Se parte de la idea de una relación entre iguales: sugiere la idea 

de que las partes, a diferencia de la vertical, se encuentran en una relación de igualdad. La idea 

de división de poderes se aproximaría a este concepto, los poderes ejecutivos, legislativos y 

judiciales se controlan y se equilibran de manera interactiva en un sistema de frenos y 

contrapesos. 

Sin embargo es necesario distinguir entre contrapeso de poder y accountability propiamente 

dicho. A tal efecto para precisar el concepto se entiende que es necesario examinar la función 

de accountability por sustancia, puesto que no se pueden aplicar a todas las calidades de 

accountability entre los órganos del Estado. En ese sentido no se puede exigir igualdad de 

condiciones a la agencia que rinde cuentas que aquella que la exige, se asume que el controlador 

es más poderoso y puede aplicar sanciones. No obstante ello el poder judicial del Estado en 

Argentina aparece como el último enjuiciador o controlador de los demás poderes. Las agencias 

de accountability deben contar con un nivel de independencia tal que le permita llevar a cabo 

sus investigaciones con libertad. Por lo que debe tener una competencia establecida por ley, 

protección institucional y los recursos materiales adecuados para investigar, exigir 

justificaciones e imponer sanciones. La literatura, como se ha dicho, usa la expresión horizontal 

cuando se refiere a relaciones de control entre agencias de Estado, y en cambio vertical a 

exigencias de accountability de la ciudadanía hacia el Estado. 

Accountability judicial: Su acción recae dentro de la más estricta de las definiciones, pues 

se trata de la función propia del órgano especialmente diseñado por el Estado para ello, y reviste 

la última instancia para garantizar los derechos de los ciudadanos. Está estrictamente regulada 

por las normas legales de procedimientos, y en el sistema de civil law, que rige en la mayoría 

de los países americanos, no se puede construir judicialmente el derecho, no obstante una fuerte 

corriente judicial contemporánea denominada “activismo judicial” está cobrando fuerza. 

Accountability administrativo: Los procedimientos administrativos tienen un fundamento 

legal y buscan determinar si se ha incurrido en transgresiones que traigan aparejadas sanciones 

de tipo pecuniario o administrativas. Pueden ser el paso previo para someter un caso al ámbito 

judicial. Para este ámbito, la función de accountability se encarga a agencias de auditoría 

especializadas, también a defensores del pueblo, tribunales administrativas, y agencias 

anticorrupción. Los funcionarios que la desarrollan son los auditores, inspectores, etc. Como lo 

destaca O’Donnell (op. cit.), junto al sistema judicial, constituye la red de agencias necesarias 

para desarrollar el accountability horizontal. Como parte de la red de agencias de control 
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necesarias, deben contar con la correspondiente autarquía financiera e independencia orgánica 

para trabajar con libertad. 

Accountability Social: Es la capacidad que tienen las asociaciones civiles, ONGs, acciones 

colectivas espontáneas e inorgánicas (cacerolazos en Argentina), para modificar la dirección de 

una política (Smulovitz y Peruzzotti, 2000). En la era moderna se advierte una carencia de 

confianza en las instituciones clásicas, por ello se desarrollan nuevas formaciones no 

gubernamentales con el cometido de controlar determinados aspectos de la sociedad: 

corrupción, pobreza, derechos humanos, etc. Además la creciente influencia de las redes 

sociales ha impulsado la creación y participación ciudadana. Se forman paneles con la 

participación de funcionarios del Estado, meetings, acciones colectivas masivas, etc. y poseen 

una influencia decisiva en algunos casos. 

Accountability Diagonal o Trasnacional: El fenómeno de globalización moderna ha 

resignificado este mecanismo. Con relación a la manipulación de datos estadísticos del Estado 

argentino, pervirtiendo cifras de inflación, pobreza, etc., el FMI ha amenazado al país con la 

expulsión de su organización33 si no corrige la metodología y transparencia de sus datos.34 Este 

tipo de accountability, si bien es difícil clasificarla como amplia o estricta, horizontal o vertical, 

sin dudas como consecuencia de la globalización, ha provocado un efecto definido de presión 

con amenaza de sanción desde organismos externos hacia los estados nacionales. La gama de 

actores es amplia: Amnistía Internacional, la Corte Penal Internacional, el Fondo Monetario 

Internacional, el Foro Mundial Social, el Protocolo de Kioto, Greenpeace, el Centro Carter, la 

Organización de Estados Americanos, etc. Entre lo vertical y lo horizontal, se puede designar 

como la “tercera dimensión” del accountability. Argentina después de la reforma constitucional 

de 1994 ha conferido carácter constitucional a un conjunto de tratados internacionales que a 

partir de entonces tienen aplicación jurídica directa. 

Accountability profesional: Desarrollada por los colegios o corporaciones que agrupan a 

profesionales. El objeto es determinar si la actuación profesional se adecua a los cánones de 

comportamiento establecidos en normas corporativas que contemplan el desempeño y la ética 

profesional. Puede tener consecuencias civiles, administrativas y hasta penales. 

                                                
33 Cfr. nota en La Nación 01/02/2013: http://www.lanacion.com.ar/1550781- por-el-indec-el-fmi-podria-

sancionar-hoy-a-la-argentina 
34 Esta sanción habría de ser la primera vez que se implementa en el mundo, sin embargo a la fecha, no ha existido 

ningún tipo de acuse de recibo del gobierno de CFK y las cifras y datos se siguen manipulando de manera 

fraudulenta. 
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3.3. Competencia y competitividad electoral. 

La democracia es un proceso en constante construcción y reconstrucción, en búsqueda 

permanente por encontrar la necesaria legitimidad de representación. En el plano de la 

organización política, la competencia de partidos es el medio para lograr satisfacer las 

necesidades materiales y espirituales de la población, por lo que existe un lazo inalterable entre 

la democracia y elecciones. Según Nohlen “sin elecciones, sin la abierta competencia por el 

poder entre fuerzas sociales y agrupaciones políticas, no hay democracias” (Nohlen, 1994:12). 

Dahl destaca como elemento necesario de la poliarquía “(…) la competencia abierta por el 

poder a través de elecciones periódicas, libres y justas; una ciudadanía incluyente, que 

garantice el derecho de participación a prácticamente todos los adultos como electores o como 

candidatos, y una amplia libertad de organización y acceso a la información” (Dahl, 1991:21).  

Los autores con el tiempo, han distinguido los conceptos de competencia y competitividad. 

La competencia política sólo será “competitiva” en la medida que reúna dos condiciones: a) por 

un lado la posibilidad de ofrecer al elector la presencia de dos o más partidos que disputen entre 

ellos, para lo cual se ha puesto de relieve las reglas de competencia y contexto donde se aplican 

(Dhal, 1971; Gastil, 1987 y 1993; Beetham, 1994); y b) La segunda exigencia son las reglas 

electorales, es decir, el conjunto de normas e instituciones que intervienen en la dinámica del 

proceso electoral. Los autores coinciden en que las normas electorales, la forma de 

instrumentarlas y el proceso de conteo determinan la existencia de condiciones de “mercado” 

para una competencia libre y justa: 

 

La competencia económica se hace posible con dos condiciones: primero, que el mercado escape al 

control monopólico; en segundo lugar, y no menos importante, que las mercancías sean lo que se 
espera que sean. En el campo de la economía esta última condición se satisface por medio de control 

legal. (…) De manera similar, aunque menos rigurosa, las condiciones aplican a la competencia 

política. La política competitiva está condicionada no sólo por la presencia de más de un partido, sino 

también por un mínimo de competencia justa (y de mutua confianza) bajo la cual un mercado político 

apenas podría funcionar como un mercado competitivo. Obviamente, en política debemos ser menos 

exigentes, y el fraude político es más difícil de detectar y de controlar que el fraude económico 

(Sartori, 1976:139-140). 

 

La analogía descrita enfatiza las condiciones necesarias para que exista la competencia: 

por un lado, la falta de control monopólico o la presencia de más de un competidor; por otro 

lado el elemento institucional, normas aceptadas y confianza recíproca. Sartori destaca que “la 

competencia es una estructura o regla de juego. La competitividad es un estado concreto del 
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juego” (Sartori, 1976:218). La competencia, por lo tanto, abarca a la no-competitividad y a la 

competitividad. 

La competencia supone la existencia de posibilidad de alternancia en el poder, que no haya 

manejo monopólico, ni manipulación alguna sobre la elección, y que la mayoría de los puestos 

sean disputados entre dos o más partidos independientes en igualdad de condiciones y derechos. 

A ello se debe agregar la confianza general de los contendientes sobre las reglas de juego, y el 

respeto a las mismas, lo que otorga legitimidad a los resultados. Con respecto a la 

competitividad, Sartori destaca que a través de los resultados de una elección se puede observar 

en que medida un sistema es competitivo. A tal propósito sugiere tres “criterios generales para 

medirlo:  

 a) cuando los partidos principales se aproximan a una distribución casi-nivelada de 

fuerza electoral;  

b) cuando dos o más partidos obtienen resultados cercanos y ganan con ligero margen y  

c) por la frecuencia con la cual los partidos se alternan en el poder” (Sartori, 1976:218-

219).  

Con esta definición el autor destaca dos aspectos de importancia: en primer lugar, el 

carácter cuantitativo de la competitividad y la necesidad de su operacionalización; y en segundo 

lugar, su carácter sistémico, dado que para que se verifiquen los tres criterios es necesario que 

el sistema genere estos out-put de manera consistente. 

La literatura de transición democrática, originalmente descriptiva, fue dando paso a 

investigaciones comparadas en dos vertientes. Por un lado análisis estadísticos de amplios 

universos de casos, y por otro, estudios de casos. Esta profusa investigación fue abriendo la 

perspectiva de enfoque conceptual sobre la democracia y las elecciones, replanteando el análisis 

de la competencia, la competitividad electoral y la calidad de la democracia. En tal sentido un 

aporte importante de la literatura sobre transiciones ha sido reconocer las limitaciones y los 

efectos de las nuevas democracias que no han mostrado un funcionamiento pleno, y han 

recibido el nombre de regímenes híbridos, mixtos o ambiguos, y hacen referencia a una 

combinación de rasgos autoritarios y reglas de juego democráticas (Levitsky y Way, 2002; 

Diamond, 2002; Schedler, 2002) que configurarían una “zona gris” de la política (Diamond, 

2003; Schedler, 2001) o lo que O’Donnell (1993) identifica como “zonas marrones”.  

Surgió así, como tema de investigación de la política comparada el estudio del llamado 

autoritarismo competitivo (Levitsky y Way, 2002) y el autoritarismo electoral (Schedler, 
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2002). En el autoritarismo competitivo, un tipo específico de régimen híbrido,35 las 

instituciones democráticas formales siguen siendo el principal medio para obtener y 

ejercer la autoridad política, pero las violaciones de los criterios mínimos de la democracia 

crearían un campo de juego desigual entre gobierno y oposición. No obstante, los líderes 

autoritarios competitivos “no pueden eliminar o reducir a una mera fachada” las normas 

democráticas, las que los legitiman frente a otros actores institucionales (Levitsky y Way, 2004: 

163). También en su trabajo de 2011 sostiene: 

 

En lugar de infringir abiertamente los criterios democráticos (por ejemplo prohibiendo o reprimiendo a 

la oposición y a los medios informativos), es más probable que empleen el soborno, la cooptación y 

formas más sutiles de acoso, como el uso de las autoridades tributarias, un poder judicial condescendiente 

y otros organismos del Estado para, de manera “legal”, hostigar, perseguir y extorsionar a los críticos a 

fin de obtener una conducta cooperativa de su parte (Levitsky y Way, 2011: 8). 

 

El autoritarismo electoral, en cambio, es un sistema en el que “se llevan a cabo elecciones 

multipartidarias con regularidad en todos los niveles de gobierno, sin embargo violan 

gravemente y en forma sistemática las normas democráticas fundamentales” (Schedler, 2011: 

135). A diferencia de los totalitarismos y gobiernos militares, donde se apela al terror y la 

represión abierta, en estos casos se acude a diversas formas de manipulación para mantener el 

control sobre los representantes y adversarios en ámbitos institucionales como el legislativo y 

el judicial, los medios de comunicación, la sociedad civil. Estas manipulaciones condicionarían 

las reglas por las cuales los partidos de oposición no tendrían posibilidades reales de acceso al 

poder. Por lo tanto estaríamos en presencia de una competencia política formal, pero sin 

oportunidades efectivas de alternancia. Los líderes autoritarios tratarían de “cosechar los frutos 

de la legitimidad electoral sin correr los riesgos de la incertidumbre democrática” (Schedler, 

2004). 

En este contexto crítico de emergencia de nuevas formas democráticas que “a falta de una 

definición clara y detallada de los elementos constitutivos de una elección libre y justa” 

(Goodwin-Gill, 1994:vii), surge la necesidad de establecer parámetro mínimos para su correcta 

implementación. En este sentido es importante destacar la labor realizada por la Unión Inter-

Parlamentaria, la que en 1994 encargó a un grupo de estudiosos definir criterios de requisitos 

mínimos sobre las elecciones. El resultado de este trabajo (Free and Fair Elections; 

International Law and Practice) incluye la “Declaración sobre los Criterios para Elecciones 

                                                
35 Otros tipos de regímenes serían las “repúblicas exclusivas -que poseen instituciones democráticas sólidas, pero 

leyes civiles muy restrictivas- y las democracias “tutelares” o “guiadas”, es decir, regímenes competitivos en que 

actores no democráticos como el Ejército o las autoridades religiosas ejercen el poder de veto” (Levitsky y Way, 

2004: 164). 
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Libres y Justas” adoptada por el Consejo Inter-Parlamentario en 1994 la que prescribe requisitos 

tales como: 

 Administración electoral imparcial, 

 Igualdad de oportunidades en el acceso a los medios de comunicación, 

 Eliminación de restricciones a las candidaturas, 

 Derecho a la actividad de los partidos y a realizar campañas, 

 Independencia de los órganos encargados de dirimir las diferencias entre actores 

políticos y órganos electorales. 

La importancia de realizar elecciones competitivas es una noción generalizada en el 

consenso de los autores: “la democracia liberal es más que elecciones, pero no puede ser 

menos” (Schedler 2001:7). La importancia de elecciones competitivas es reconocida en la 

mayoría de los trabajos sobre transición y consolidación democrática, constituyendo el umbral 

de la normalidad democrática: “(…) las democracias modernas poseen un centro institucional 

concreto: las elecciones libres, limpias, inclusivas y competitivas, que permiten identificar el 

umbral entre la transición y la consolidación democrática” (Schedler, 2001:7). Tal es la 

centralidad de las elecciones competitivas que para Linz y Stepan “una democracia no puede 

evaluarse como consolidada hasta que no haya completado la transición, para lo cual una 

condición necesaria, pero no suficiente, es la celebración de elecciones libres y competidas, 

que cumpliendo con los siete requisitos institucionales de una poliarquía según Dahl” (Linz y 

Stepan, 1997:14). 

 

3.4. Gobiernos de poder concentrado. 

También llamados de poder hegemónico, de mayorías habilitantes o democracias 

mayoritarias, son aquellos ejecutivos que concentran las funciones y facultades propias de otros 

poderes de Estado en un sistema de división de poderes. Esto ocurre por el diseño legal de los 

regímenes, por una afluencia de electores adscriptos al gobierno que le otorgan las mayorías 

necesarias en los mecanismos claves de decisión (poder legislativo o judicial), o por la 

conjunción de ambas anteriores, como es el caso de Tucumán. En estos casos la causa que 

motiva estos efectos es adjudicada a la escasa competitividad electoral.36 Sin elecciones 

                                                
36 Por competitividad se entiende a la concurrencia de resultados electorales que reflejan escasos márgenes de 

diferencia entre el partido ganador y su más próximo contendiente. Ver punto anterior 3.3. 
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competidas los actores políticos carecerían de incentivos para responder a las demandas del 

universo del electorado, y sólo beneficiarían al electorado adscripto al partido ganador. 

Los efectos que produce este tipo de regímenes son endocéntricos, es decir, favorecen la 

perpetuación del partido oficial y sus integrantes, en detrimento de la rotación partidaria, el 

consenso social y la distribución justa, igualitaria y equitativa de los bienes democráticos. En 

materia electoral afectan la competitividad, otorgan amplias ventajas electorales a los 

candidatos del oficialismo, y dificultan la alternancia en el gobierno. Tiende a producir baja 

competitividad en todas sus dimensiones funcionales (ejecutivo, legislativo y judicial) al no 

tener exigencia de rendición de cuentas, ni vertical ni horizontal.  

En el largo plazo su permanencia hegemónica se fortalece (Schiumerini y Page, 2012) y el 

partido estrecha vínculos con los actores sociales más poderosos, las elites políticas y 

económicas, periodismo, formadores de opinión y crea grupos de militancia activa con 

objetivos clientelares. Cuando el partido se confunde con el gobierno, los empresarios, los 

líderes sociales, los jueces, empresarios y medios de comunicación juegan el juego del 

oficialismo. Al erigirse en la única opción viable, el ejecutivo pierde competitividad para 

mejorar su desempeño y se relajan o eliminan los mecanismos de accountability. 

Todos los actores con vocación política, reconocen que la única manera de formar parte, 

tener influencia social o ambición de crecimiento en su carrera política, profesional o 

económica, es a través del partido oficial, quien ofrece la vía más rápida o quizás la única. Así 

el sistema se convierte en una red de contactos de lógica propia y sentido jerárquico de 

dominación caudillezca. Este sistema informal así creado, sostiene la estructura partidaria bajo 

el señorío de unos pocos líderes con capacidad ejecutiva. 

En este juego de “suma cero” el aumento creciente del volumen del oficialismo, contrasta 

con el debilitamiento creciente de la oposición. Un partido que pierde de manera constante las 

elecciones conspira con la credibilidad de sus electores para convertirse en opción real. La única 

forma de “estar adentro” es la continuidad del ganador. Los partidos opositores pierden el favor 

ciudadano, pero además pierden dinero, equipos técnicos, recursos de calidad, expertise, 

capacidad de gobierno, y si acceden a algún ejecutivo menor (municipalidad o comuna) son 

interpelados por los cambios que intentan producir, reproduciendo habitualmente las malas 

prácticas del gobierno anterior por temor a perder electorado. El debilitamiento también se 

produce en el vínculo con los militantes, provocando un gran efecto de deserción. Los militantes 

fieles que permanecen por convicciones ideológicas, son personas de grandes principios pero 
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de baja flexibilidad para incorporar los cambios, acumular aprendizajes sobre las demandas y 

necesidades sociales y el ejercicio del liderazgo social y de gobierno. 

Paradójicamente, la propia convicción que enaltece a las personas que se mantienen en sus 

principios, “… genera un efecto de desanclaje, de divorcio entre opositores y sociedad, y más 

tarde, lleva a los partidos de oposición a espacios simbólicos, carentes de injerencia efectiva 

en las instituciones públicas” (Miño y Busmail, 2015).  

Se trata de un sistema que profundiza las notas negativas de la competencia política, un 

continuo de efectos que se regeneran, y provocan el agrandamiento de la base electoral 

oficialista, de sus mayorías habilitantes en los parlamentos y organismos de control, de la 

presencia de jueces propios en los poderes judiciales, de la opinión pública a través del control 

de medios, el debilitamiento en los mecanismos de frenos y contrapesos institucionales y 

obviamente una detracción en la dimensión rendición de cuentas. Se trata de un sistema que 

transmuta de lo formal a lo informal. Allí impera la lógica de relación jerárquica y la 

obsecuencia al poderoso, y se nutre lamentablemente de las necesidades de los más vulnerables. 

Se constituye un régimen de “partido hegemónico o preponderante” (Craig y Cornelius, 1997). 

Uno de los aspectos más cuestionables de estos modelos de baja o nula rendición de cuentas, 

se verifican cuando se sistematiza la corrupción, el clientelismo, el asistencialismo estatal y los 

vínculos perversos con los más necesitados que no dudan en brindar apoyo a los candidatos que 

van solucionar problemas básicos de alimentación y vivienda, aun apelando a prácticas ilegales. 

El principal efecto del régimen de partido hegemónico es su permanencia en el tiempo y su 

tendencia creciente a influir los mecanismos institucionales de veto claves del sistema: poder 

judicial, legislativo, organismos de control, entes autónomos, etc., en una dinámica de 

dominación creciente. Ejemplos de este tipo de regímenes pueden observarse con el PRI de 

México, el Partido Nacional de Sudáfrica, el PSUV de Hugo Chávez, y el PJ argentino 

expresado en múltiples enclaves subnacionales, tal el caso de Tucumán. 

 

3.5. El ambiente de los actores políticos. 

¿El agente público que toma una decisión en un entorno respetuoso del estado de derecho, 

y alternancia de elites en el poder, percibe la misma libertad de acción que aquél otro que decide 

en el ambiente de un régimen hegemónico, que se perpetúa de manera consistente y acumula 

poder y voluntades de distintos actores con el tiempo? ¿Un ambiente permisivo, de carencia de 

accountability e impunidad incentiva al agente a ser pro-activo, reactivo o cometer actos de 
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corrupción? ¿Sus decisiones serán las mismas? ¿Cómo determina el “ambiente” el 

comportamiento de los actores? ¿Cuáles categorías son más influyentes y determinantes? 

Un patrón de comportamiento generalizado debe ser evaluado a partir de sus niveles micro, 

las tendencias comportamentales generales surgen de la agregación de conductas individuales. 

La apreciación del comportamiento particular de los funcionarios con responsabilidad política 

debe ser comprendida por los incentivos y restricciones que los condicionan, donde cobran 

fundamental importancia los deseos particulares de los actores, el alcance que otorga el 

ordenamiento legal y el ambiente en donde se desempeñan. En tal sentido el análisis de los 

fenómenos sociales, políticos y económicos, desde el neoinstitucionalismo, a partir del último 

cuarto de siglo pasado (March y Olsen, 1997: Powell, 2001; North, 1995), ha dado especial 

importancia a la manera en que los incentivos y restricciones de instituciones (formales y no 

formales) impuestos a los comportamientos de los diferentes agentes y actores, modelan la 

formulación de políticas públicas que tienen impacto en los resultados medidos en términos de 

crecimiento y desarrollo. El entorno de trabajo condiciona la subjetividad de los actores y puede 

generar condiciones variadas de comportamiento probable. 

El Premio Nobel de Economía Gary Becker (1974), sostiene que el cumplimiento de las 

leyes no debe darse por sentado, solo por estar vigentes. Al contrario, el proceso racional de los 

sujetos que cometen ilícito hace una composición de costo-beneficio, donde se evalúan los 

beneficios de violar la ley, las posibilidades de ser descubiertos y más concretamente de ser 

castigados. Becker a partir de su enfoque, observó cómo, en lo que al crimen se refiere, sería 

más probable que una persona actúe criminalmente en caso de confluir tres condiciones: 1) 

probabilidad de captura baja, 2) duración de la sentencia o castigo bajo, y 3) beneficio 

económico alto por violar la ley (Becker, 1974). En tales circunstancias, el crimen sería 

esperable y racional en términos de la evaluación costo-beneficio del mismo criminal. 

El análisis de los incentivos y las restricciones (de ahora en adelante matriz de 

oportunidades) prevé la consideración de dos aspectos: por un lado la dimensión subjetiva de 

los actores, esto es la concepción teórica que comprende cómo actúan los mismos al momento 

de una decisión. Y por otro lado, un aspecto poco explorado en la literatura de manera sistémica: 

el “ambiente” que influye en los actores. Con relación a la primera cuestión (dimensión 

subjetiva de los actores), ha sido extensamente investigado dando lugar a posiciones teóricas 

clásicas (enfoque legalista, de la elección racional, modelo neo-institucional, actitudinal, 

estratégico, versiones mixtas). Se asume en este trabajo como premisa del aspecto subjetivo, la 

posición teórica de la elección racional, donde el comportamiento de los actores debe ser 
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explicado a partir de sus deseos egoístas. Es decir, el comportamiento debe ser analizado a la 

luz del cálculo costo/beneficio que forma parte del proceso cognitivo propio de los actores 

(comportamiento estratégico). En esta dimensión subjetiva, las reglas institucionales que 

intervienen entre las preferencias de los agentes y el resultado social deben ser descartadas. 

Con relación a la segunda cuestión, las condiciones de “ambiente”, no se advierte en la 

literatura un modelo que sistematice el aspecto complementario de la matriz de oportunidades. 

El trabajo de Dan Ariely (2012) examina esta matriz y concluye que para comprender 

porque las personas violan las leyes es necesario analizar otros factores: el ejemplo de los 

demás, el comportamiento de los líderes, lo que Ariely denomina la “brújula moral” (el 

resultado de las acciones que varias personas que, a pesar de que valoran la moral y de 

que desean ser vistos como personas éticas, a menudo no logran resistirse a la tentación 

de actuar de forma deshonesta) y el entorno en que trabajan.37 

Los entornos son distintos según el tipo de trabajo desempeñado, así por ejemplo en estudios 

de sociología jurídica es posible advertir el peso que tiene en la subjetividad de los jueces 

aspectos tales como la independencia, la estabilidad, la intangibilidad de salarios, equilibrio de 

poder, etc. En entornos más amplios, de mayor alcance social, como el de los agentes de 

organismos públicos, con actores políticos con responsabilidad ejecutiva de impacto social, las 

dimensiones incidentes son amplias y variadas, pudiendo en estos casos y por su condición 

compleja ser denominado “ambiente”. 

En este trabajo se pretende, como una contribución metodológica, y superando el enfoque 

teórico de la dimensión subjetiva de los actores, identificar, desglosar y estudiar el concepto 

teórico de “ambiente”, para ser utilizado como variable independiente en la consideración del 

accountability. En tal sentido, en el trabajo, el ambiente va a ser concretamente focalizado en 

                                                
37 Ariely sintetiza el argumento en un modelo que condensa el comportamiento deshonesto. En lugar de señalar a 

personas deshonestas y honestas, se concentra en los actos realizado, en líneas similares a las de Phil Zimbardo 

quien planteó un poderoso argumento para explicar porqué personas esencialmente sanas pueden -por el contexto 
de reglas y condiciones del ambiente- llegar a comportamientos atroces. El modelo de Ariely postula que todos 

los humanos tienen una brújula moral que de manera permanente testea desde pequeños o grandes beneficios 

deshonestos sin riesgo de ser descubiertos –desde un piropo mentiroso o “crear” una historia para quedar bien con 

otros o llegar tarde a una cita, hasta robos complejos y cuantiosos; y por otra parte una búsqueda constante por 

reflejar una imagen positiva de nosotros mismos. Sostiene Ariely que curiosamente son esas pequeñas pérdidas 

por actos deshonestos las que provocan mayores costos en la sociedad, como pequeños hurtos en oficinas o 

negocios, compañías de seguro y asistencia médica, que a los grandes casos reconocidos mediáticamente como 

fraudes y grandes robos a los que les prestamos mayor atención. Para el modelo de Ariely, una gran cantidad de 

individuos se atreven a pequeños actos deshonestos –unos pocos a los grandes fraudes, en los que paralelamente 

buscan ese balance entre las ganancias de la deshonestidad y el mantenimiento de una alta imagen personal. Por 

ello, sugiere Ariely, debemos estar reiniciando nuestro sistema de brújula moral para mantener vigente y presente 

esa segunda fuerza, la de la imagen que tenemos de nosotros mismos. 
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la subjetividad de los funcionarios de organismos públicos, para poder conjuntamente con el 

análisis del diseño legal de los OC, cuantificarlo en términos sociológicamente relevantes.  

Para su abordaje es necesario superar el esquema clásico de instituciones formales y no 

formales y buscar el aporte de dimensiones tales como el equilibrio de poder, predictibilidad 

del contexto político, libertad de acción, variedad de medios de información y las lagunas 

legales que permiten la discrecionalidad, así como la impunidad y la consecuente concreción 

de ilícitos o, por el contrario, realización de comportamientos pro-activos. En éste último 

sentido, oportunidades de promoción personal, como reconocimiento internacional, 

posibilidades de desarrollo profesional, lustre social, etc. pueden generar los incentivos para 

fomentar el ejercicio de sus tareas de accountability. Son estos aspectos complejos los que van 

a configurar el “ambiente” donde se desenvuelven los actores y pueden considerarse 

determinantes para interpretar las preferencias probables, que no significa otra cosa que la 

aptitud funcional de los OC para ejercer el accountability. Estas variables, como se verá, se 

relacionan directamente con las nociones de “rendición de cuentas” y “pro-actividad”. 

Pro-actividad: Se define pro-actividad como la actitud en la que el sujeto u organización 

asume el pleno control de su conducta de modo activo, lo que implica la toma de iniciativa en 

el desarrollo de acciones creativas y audaces para generar mejoras, haciendo prevalecer la 

libertad de elección sobre las circunstancias del contexto. La libertad implica no tener 

compromisos con el gobierno. Significa no sólo tomar la iniciativa, sino asumir la 

responsabilidad de hacer que las cosas sucedan; decidir en cada momento lo que resulte 

conveniente para la sociedad. La pro-actividad implica la satisfacción de los intereses egoístas 

de los actores y el beneficio colateral de la sociedad en una relación coincidente. A los efectos 

de este trabajo la pro-actividad será sinónimo de un accountability eficiente que ejerza un valor 

simbólico de buen gobierno. 

Lo contrario va a ser definido como reactividad. En ésta el actor está condicionado en su 

libertad de acción por intereses dominantes. La satisfacción de los intereses egoístas de los 

actores políticos no coincide con los intereses sociales. 

 

3.5.1. Componentes del ambiente político. 

Los aspectos que aquí se toman en consideración, son aquellos que adquieren especial 

importancia en la subjetividad de los funcionarios con responsabilidad vinculante de los OC a 

la hora de evaluar el entorno político. Son: 
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3.5.1.1. El contexto internacional, nacional y provincial.  

En el contexto nacional se verifican las condiciones de relacionamiento entre la provincia 

y la Nación. Para mensurar la importancia de este aspecto, hay que tener en cuenta dos 

cuestiones. En primer lugar, la distribución de recursos fiscales en Argentina a través del 

sistema de coparticipación federal genera un estilo de dominación que impone sentido a la 

aplicación de políticas públicas (Ardanaz et al, 2012) con efecto en los OCs. Esta relación es 

particularmente importante, especialmente en aquellas provincias carentes de recursos propios. 

La jurisdicción subnacional ejercería un estilo de liderazgo interno funcional a los intereses 

nacionales y a la lógica propia de preservación y continuidad.38 También se debe tener en cuenta 

la influencia del relacionamiento internacional del Estado federal. Diferentes sistemas de 

relacionamiento imponen o absuelven el tratamiento de convenios recíprocos. Los tratados 

internacionales que la Nación adhiere, implica cierto comportamiento armónico por parte de 

las provincias y actúa como accountability diagonal indirecto. Así, múltiples innovaciones 

orgánicas en Tucumán se dieron a la luz de la influencia internacional (Consejo Asesor de la 

Magistratura, Fiscalía Anticorrupción, etc.). Es decir, las condiciones nacionales e 

internacionales de presión o influencia exógena, generan un tipo de accountability diagonal 

que es necesario merituar en el proceso de conocimiento de interpretación del comportamiento 

de los líderes locales. 

En segundo lugar hay que tener en cuenta un aspecto intangible pero de crucial influencia. 

Se vincula al efecto mimético que se aprecia en las relaciones de dominación. Se ha destacado 

en párrafos anteriores la importancia que le otorga Dan Ariely (2012) a la interpretación de la 

“brújula moral” y el comportamiento de los líderes. El perfil de situación durante el período de 

análisis, en el ámbito nacional tuvo impacto directo en las provincias, por las necesidades vitales 

en la transferencia de fondos nacionales. En este sentido se observa una especie de viralización 

que actúa como “relato” o “mensaje”. En la praxis presidencial se puede apreciar una 

transferencia de valores, creencias, prioridades y comportamientos que “bajan” como decálogo 

de instrucción hacia el resto de los ciudadanos (especialmente a los funcionarios locales) y que 

los gobernantes interpretan, decodifican para conquistar sus voluntades. Los gobernadores 

sienten necesidad de congraciarse con el estilo presidencial y manifiestan reflejos empáticos 

                                                
38 Con relación al impacto en los OC se puede decir que cuando la relación de provisión de recursos excede lo 

legalmente previsto en el pacto de coparticipación (a través de ATNs, concesión de contratos de obra pública, 

p.ej.), obliga a los organismos respectivos, múltiples acrobacias contables para ejercer los asientos, que la propia 

informalidad/ilegalidad impone, y condiciona la flexibilidad de los mismos. 
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hacia su figura. Este mensaje delimita los alcances de comportamiento, habilita los ámbitos de 

penetración y establece códigos informales sobre lo que está bien y lo que está mal, lo que se 

debe hacer y lo que no, hasta donde es posible estresar la ley y cuáles son los límites tolerables 

por el presidente (el ciudadano común piensa si “los de arriba roban…). Robert Klitgaard cita 

en su libro “Controlling Corruption” un significativo párrafo del Huai-nan Tzu, escrito en China 

122 años antes de Cristo: 

 

La intachable integridad del jefe es citada a menudo como una precondición clave para la limpieza de 

una organización (o de una nación) corrupta",…el poder de alcanzar el éxito o el fracaso reside en el 

gobernante. Si la guía es firme, el árbol crecerá recto. Del mismo modo, si el gobernante es honesto y 

probo, los funcionarios de su gobierno serán honrados y los pícaros deberán ocultarse. Pero si el 

gobernante no es probo, los malvados harán su voluntad y los puros quedarán aislados (Huai-nan Tzu, 

apud Klitgaard, 1988). 

 

En definitiva, el “estilo presidencial” impregna el estilo actitudinal y el comportamiento del 

resto de la sociedad (esta asimilación actitudinal tendría especialmente incidencia entre 

funcionarios y legisladores de los niveles de Estado inferiores). La valoración de estos mensajes 

es una apreciación etnográfica que surge de la valoración simbólica del entorno. 

 

3.5.1.2. Contexto democrático competitivo. 

La verificación de elecciones constantes y limpias favorece el accountability horizontal, la 

rotación y recambio de los ejecutivos tienen impacto directo en la percepción de los agentes de 

OC. Aquellos funcionarios que perciben la temporalidad de los cargos de las elites gobernantes, 

así como la de sus propios cargos no encuentran incentivos para realizar conductas impropias. 

Por el contrario, la temporalidad de los cargos, la posibilidad que administraciones posteriores 

revisen su conducta y el escrutinio general de los mecanismos de control interno de los 

organismos respectivos, favorecerán un estilo pro-activo. 

  

3.5.1.3. El equilibrio de poder. 

Se trata de otro factor considerado decisivo por la posibilidad de ejercer un control vis-à-

vis a los otros poderes de gobierno. Allí donde existe un partido o una coalición partidaria 

hegemónica, que no alterne sus períodos de gobierno con otros partidos, es previsible que los 

diseños institucionales de los organismos de control asuman una posición deferente a las 
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decisiones del ejecutivo, es decir, poca capacidad de accountability que se traduciría en intentos 

de manipulación y control. El conocimiento de esta situación puede conducir a los titulares de 

organismos una auto-censura para impugnar al oficialismo, es decir, una reactividad funcional. 

Por otra parte también podrían ocurrir casos donde la oposición no encuentra ámbitos de debate 

para expresar sus ideas y decida acudir a la Corte a través de juicios de naturaleza política que 

aumentarían la oportunidad de las Cortes para decidir casos políticamente relevantes. Esto 

ocurre porque los responsables de los OC generalmente rinden cuenta ante los parlamentos, así 

los vocales del TC son sujetos de juicio político, igual que el Defensor del Pueblo. Cuando el 

equilibrio de fuerzas del parlamento está hegemonizado por el partido gobernante, los titulares 

de los OC mostrarán una conducta armónica con el PE (porque la mayoría parlamentaria es 

oficialista), renunciando así a su rol de controlador. En cambio, cuando el parlamento esté 

equilibrado, gozarán de libertad para ejercer sus funciones y podrá ser pro-activo. 

En democracias donde las diferencias de resultados electorales son muy amplias, la 

existencia de la oposición puede llegar a desaparecer, capturada por el control del oficialismo. 

De manera que la existencia de un partido de oposición fuerte, aún en significante minoría, se 

relaciona con las chances propias de conseguir el poder, renovar su presencia y cargos, y con 

la subjetividad de sus líderes.  

El alcance hasta donde los organismos de control ejercen su función de accountability va a 

depender del alcance hasta donde lleguen las normas jurídicas protectivas, que hagan muy 

costoso para el gobernante invadir su independencia. Estas normas protectivas de la 

independencia de los OC además de depender de la jerarquía propia de la norma (constitución 

o ley), va a depender del apoyo que reciba de otros grupos de interés: donaciones de entidades 

internacionales, auditorías, ONGs, académicos y en los últimos años: la presión social ejercida 

por la ciudadanía (accountability social). Pero especialmente va a ser sensible a la presencia de 

dos o más partidos con posibilidades concretas de acceder al poder, y limita una eventual 

vocación hegemónica del ejecutivo contra los OC.  

Si el segundo partido tiene peso suficiente, ponderará sus posibilidades de renovar –o aún 

aumentar- su presencia política a través de acciones de accountability (denuncias de ilícitos, 

presentaciones judiciales, investigaciones de conductas de los funcionarios, movimientos de 

prensa, etc., a los que los responsables de OCs no querrán ser sometidos). Por el contrario, 

cuando las posibilidades de acceso al poder son bajas, las acciones de los opositores pueden 

convertirse en un arma de doble filo y ser utilizada en contra a través de una sutil persecución 

política (negación de acceso laboral a los parientes, inspecciones fiscales, restricción de los 
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beneficios que se les otorga al resto de los políticos, como pasajes aéreos, fondos reservados 

etc.) y generalmente pactan con el oficialismo. 

 

3.5.1.4. Composición de la Corte Suprema. 

La Corte Suprema de un Estado define de alguna manera los parámetros de interpretación 

de la ley y da sentido al comportamiento social. En aspectos cruciales de implicancia política, 

una decisión proclive al gobierno dependerá de cuál es el origen de sus miembros. Se entiende 

que un vocal de Corte designado durante el período de un gobernador determinado, le resulta 

adicto al mismo. Por ello, en la medida que la composición de la Corte Suprema esté integrada 

por miembros electos en distintos ciclos de gobierno, mayor será su distancia ideológica, y sus 

decisiones serán ajenas a los favores recibidos por su selección. Cuanto mayor sea la distancia 

ideológica de sus vocales, mayor será su independencia del gobierno. En igual sentido, una 

distancia ideológica del alto tribunal será condición fundamental para interpretar posibles 

desvíos de la ley de los actores o interpretación correcta de las decisiones en el ejercicio de sus 

funciones específicas. 

 

3.5.1.5. Libertad de prensa. 

Es un aspecto fundamental en la composición de la poliarquía. La libertad de expresión y 

su correspondiente manifestación es una condición insoslayable en la consideración 

democrática de los Estados. Tal es su importancia que aun habiendo un solo medio de prensa 

independiente, éste puede generar las condiciones de opinión pública necesarias para contribuir 

a una correcta dinámica democrática y actuar como controlador del comportamiento de los 

titulares de OC. 

 

3.5.1.6. Hábitos democráticos de accountability. 

Esta categoría tiene relación con el registro mnémico de los antecedentes por hechos 

delictuales o pro-activos. La opinión pública es sensible a la impunidad que produce la inacción 

del Estado ante actos de corrupción, pero también los funcionarios, como mencionamos en 

párrafos anteriores, hacen una composición de costo-beneficio contemplando los antecedentes 

de sanción en caso de ser descubiertos y las probabilidades de sufrir una pena. Por ello, una 

tradición legal que sea rigurosa en el cumplimiento de la ley y aplicación de penas, será más 
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efectiva en propiciar un marco de acción pro-activo. En cambio, en un ambiente donde cunde 

de manera reiterada la impunidad, ofrecerá condiciones propicias para el comportamiento 

reactivo y corrupción. 

 

3.5.1.7. Sociedad demandante. 

Una sociedad demandante (accountability social) exige a sus funcionarios un 

comportamiento honesto. Siguiendo el criterio de Smulovitz y Peruzzotti (2000), éste 

comportamiento social surge ante la inefectividad de las organizaciones institucionales para dar 

respuesta orgánicas a la sociedad. Se ejemplifica con las conocidas marchas de colectivos en 

defensa de objetivos vulnerados, y que en algunos casos han generado verdaderos cambios 

políticos en las sociedades (caso María Soledad Morales en la provincia de Catamarca). Por el 

contrario, una sociedad anómica, será impávida ante hechos de inconducta. Definir el nivel de 

exigencia o demanda social es una tarea bastante imprecisa. Su emergencia es de 

comportamiento volátil e impredecible. Surge espontáneamente en ciertos casos, y en otros no, 

sin responder este resultado de argumentos racionales que puedan ser categorizados. Sin 

embargo, se sostiene que una sociedad que reclama con habitualidad un comportamiento 

definido en sus funcionarios, a través de consecuentes manifestaciones sociales, genera un 

sentimiento de respeto hacia el indefinido colectivo social, que actúa en los funcionarios como 

elemento de auto-restricción (temor al “escrache”). 

 

3.5.2. Tipos de ambientes ideales. 

Se puede pensar en múltiples matices de los escenarios posibles. Su influencia en los 

agentes respectivos variará en función de grado. Se plantean a simple vista dos tipos de 

escenarios ambientales ideales opuestos –entre la amplia variedad que puedan ser pensados: 

3.5.2.1. Escenario competitivo. 

Se verifica un fuerte sentido de legalidad y respeto a las normas. La actuación de los 

funcionarios es transparente y la sociedad puede acceder a su conocimiento. Se beneficia al 

funcionario pro-activo, el ambiente incentiva su competitividad, el funcionario verifica que el 

comportamiento apegado a la ley favorecerá su promoción personal, será respaldado en su 

gestión por la demanda de eficiencia de la población, sus acciones contribuirán al cuerpo social 

y las eventuales irregularidades serán sancionadas. En este escenario, el único incentivo posible 
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es la pro-actividad, el funcionario gozará del beneplácito general y podrá aspirar a fortalecer su 

carrera política. Dadas estas condiciones ambientales, el sistema llamará al mejor (en tanto pro-

activo) y eliminará a los corruptos. 

3.5.2.2. Escenario regresivo. 

El segundo escenario es aquel donde el ambiente es regresivo, la sociedad no es demandante 

de legalidad porque ha naturalizado la corrupción, el cuerpo social en general no es apegado al 

cumplimiento de normas y la opresión política sobre los organismos de veto es ampliamente 

mayoritaria. No existen antecedentes simbólicos de restricciones legales a las irregularidades 

(impunidad) y el funcionario no encuentra beneficios en actuar apegado a la ley. En este 

escenario, la promoción personal es inexistente porque el entorno no la incentiva. La opacidad 

del sistema oculta cualquier actitud pro-activa y, aún, se sospecha de su apego a la legalidad. A 

este funcionario le será muy difícil ser pro-activo porque el sistema y la sociedad no lo 

premiarán, al contrario, podrá ser acusado de ingenuo e idealista y probablemente el sistema lo 

deglutirá rápidamente porque no se adapta a las tramas y negociados preexistentes. En este 

entorno, el sistema llamará a los peores, el funcionario que asuma será más funcional al sistema 

si es corrupto, porque todo el sistema actúa de manera regresiva. En este escenario de bajo 

accountability lo que sucumbe es la pro-actividad y el perjudicado es la sociedad. 

La diferencia que marca ambos escenarios es la profundidad en que se anclan los criterios 

de observancia a la ley, la cultura de la legalidad. Pero además, como se observa, se vinculan 

en cuán claras y prescriptivas son las normas del sistema institucional. Cuando las normas son 

difusas, variables y carecen del componente sanción, no tendrán oportunidad de arraigar y 

generar la creencia social de su obligatoriedad (dura lex sed lex). Tucumán no responde a 

ninguna de estos tipos ideales, pero como se verá, si se debe localizar su cercanía claramente 

se ubicará en el escenario dos. 

En orden a conseguir su mayor beneficio personal, el actor evaluará en primera instancia el 

entorno de trabajo y características del ambiente. El actor filtra la información y realiza un 

análisis costo-beneficio para sus intereses personales. Si el actor se encuentra ante un ambiente 

competitivo, buscará su beneficio personal evaluando las condiciones de diseño legal que le 

permitan ser exitoso en el gerenciamiento de su actividad. Para este propósito serán notas 

valiosas el conjunto de categorías analizadas en la disección legal que se realiza de cada 

organismo, que le permitan actuar con libertad, independencia, eficiencia, rendición de cuentas 
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y publicidad de su gestión. Todo ello con el propósito de renovar, mantener y/o mejorar su 

carrera profesional o política ante una constante interpelación de la sociedad. 

Si por el contrario, del análisis preliminar del ambiente surge que el ambiente es viciado y 

regresivo, no tendrá en consideración las condiciones de libertad o autonomía para su pro-

actividad. En este caso evaluará las condiciones para lograr su beneficio personal que no será 

especialmente la pro-actividad con efecto social colateral, por ello no serán de mayor 

importancia los elementos analizados en la disección de los organismos que se analiza por 

cuanto el sistema no premiará su buena gestión, sino que su propósito egoísta será mantenerse, 

enriquecerse, conseguir favores a terceros o tal vez lograr un espacio de poder dentro del partido 

o elite del que provenga. Sin embargo, el actor en este ambiente tratará en lo posible de 

mantener su actuación dentro de un manto de legalidad y apego a la ley, por lo que la rendición 

de cuentas también será en este caso (si no el único) un elemento a tener en cuenta. Como se 

observa, la rendición de cuentas es una dimensión merituada en todos los ambientes. Es 

necesario aclarar que se habla de una dimensión subjetiva, por lo tanto hace no al accountability 

del organismo que administra, sino al accountability de su gestión personal. Por ello se 

denomina a esta categoría rendición de cuentas debida.  

Rendición de cuentas debida: Se define como la posibilidad de ser descubiertos en 

actitudes irregulares. Esta última magnitud, la rendición de cuentas, también se manifiesta 

de manera positiva, es decir, el titular está incentivado a actuar de manera pro-activa si el 

ambiente premia a aquellos que realizan bien su cometido social. En este caso su deseo de 

promoción personal en un entorno de competencia favorecerá un accountability positivo. 

Asimismo se debe distinguir tres tipos de rendición de cuentas: la rendición de cuentas de 

gestión, la de administración de recursos y la opinión pública. La rendición de cuentas de 

gestión será una evaluación meramente política de su desempeño satisfactorio o negativo, 

por parte del forum a que rinde cuenta. La rendición de cuentas de administración de 

recursos será realizada ante el organismo auditor superior, el Tribunal de Cuentas de la 

provincia. La rendición de cuentas ante la opinión pública es la forma en que se comunica 

masivamente la gestión. El nuevo paradigma de “open government” y política 2.0 facilitan 

y exigen transparencia de la gestión global de los organismos a través de recursos digitales 

e internet. Esta forma de comunicar es extensiva, no sólo la totalidad de la población local 

y la diversidad de sus intérpretes, sino al público más remoto del orbe, permitiendo inferir 

datos para el análisis académico, periodístico o policial. La posibilidad de control que 

ofrecen estos medios supera en efectividad a cualquiera de los métodos conocidos y tiene 
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un impacto potencial definitivo en la opinión pública. Sin embargo es de notar que a los 

efectos de esta investigación, este aspecto no será tenido en cuenta por cuanto los medios 

informáticos son recientes en el tiempo y no permiten su comparación con el período 

anterior.  

Es necesario tener en cuenta que los distintos subtipos de rendición de cuentas debida 

no serán aplicables en todos los ambientes. Así en un ambiente regresivo, sólo ha de tenerse 

en cuenta la rendición de cuentas de administración de recursos, por los posibles efectos 

penales que pudieran suceder. En cambio la rendición de cuentas de gestión y la rendición 

de cuentas de opinión pública, no son generalmente tenidas en cuenta debido a que en el 

primer caso el forum que la realiza está generalmente dominado por el partido oficialista y 

en el segundo caso (de opinión pública) generalmente se realiza en entornos encriptados 

de difícil acceso al conocimiento de la gestión. 

 

 

4. Literatura 

 

La literatura vinculada al cambio institucional y la reforma del Estado es prolífica, variada 

y se enfoca desde diversas perspectivas. Se ajustará la mirada en aquellos trabajos que hacen 

una apreciación política de las instituciones de control horizontal del Estado, también 

denominados organismos autónomos, sobre todo teniendo especial atención en aquellas que 

agregan los distintos organismos bajo patrones de comportamiento común. En el orden 

internacional, trabajos clásicos que han influenciado la ciencia política, son los siguientes: 

En primer lugar y con la impronta que define este trabajo es indispensable mencionar el 

trabajo de Guillermo O´Donnell quien, tal como se comentó en las notas introductorias, ha 

elaborado desde 1990 el concepto de democracia delegativa, el cual con el tiempo, se ha 

perfeccionado al punto que en su revisión de 2010 (O’Donnell et al, 2011) concluye el autor 

que para los gobernantes los organismos de control son “estorbos” al cumplimiento de la 

“misión” que el pueblo les habría encomendado. Esta tendencia se robustece tras las cíclicas 

crisis socioeconómicas, y luego amparados en el excepcionalidad del contexto y la necesidad 

de salir a flote, los gobernantes se sienten eximidos de rendir cuentas: 
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“(…) Los líderes delegativos se esfuerzan en anular, cooptar, suprimir, privar de recursos y/o ignorar 

los organismos de control. Por añadidura, esta intención de al menos soslayar toda institución u 

organización que pueda ser un “obstáculo “a las decisiones de las democracias delegativas se suele 

extender, afuera ya del aparato estatal, a diversas instituciones sociales y/o representativas de intereses. 

El éxito de estos intento depende de las relaciones de fuerza variables de caso a caso y de período a 

período en la existencia de las democracias delegativas” (O´Donnell et al, 2011:22).  

 

Como se observa de la definición revisada de O’Donnell (2011) es posible entrever la 

importancia que el autor otorga a los OC, en la red de agencias de accountability horizontal 

indispensable del Estado. También se advierte la tendencia a suprimir los OC y la mención a 

las relaciones de fuerza del contexto. 

Trabajos pioneros en materia de accountability e instituciones son los de Douglas North 

(1981, 1994 y 1995) cuando presenta el caso del Estado español en los siglos XV, XVI y XVII 

como un ejemplo de cómo la monarquía, que no estaba sometida a mecanismos de control como 

los existentes en Inglaterra tras la Revolución Gloriosa (North y Weingast, 1989), no genera 

avances institucionales ni económicos. En cambio, el modelo político de la monarquía inglesa, 

consigue con la mencionada revolución un avance institucional que favorecerá el desarrollo, 

los derechos de propiedad, la credibilidad del compromiso y, por lo tanto el crecimiento 

económico 

Unos años más adelante, en Estados Unidos, en relación a los efectos de los gobiernos 

unificados, Terry Moe (1995) y Mc Nollgast (1999), han propuesto que el estatuto de un 

organismo gubernamental debería ser más fuerte cuando lo promueve una coalición unificada, 

tanto entre la presidencia y el Congreso como dentro del propio Congreso. Desde esta visión, 

cuando la “coalición promulgante” está unificada, el estatuto tendrá más coherencia ya que 

estará libre de acuerdos paralelos y negociaciones políticas que puedan obstaculizar su diseño 

institucional. En cambio un gobierno dividido, supuestamente, llevaría a un impasse político y 

a una delegación inconexa. 

Charles Bennett (1997) y Moshe Maor (2004), han postulado que en los organismos 

reformados en condiciones de profunda incertidumbre política (v.gr. transición política), una 

coalición unificada sería más importante para asegurar organismos fuertes y eficientes. Ello, 

debido a que estos períodos se caracterizan por un aumento del conflicto político, una coalición 

promulgante dividida llevaría a un proceso de delegación contradictoria, en tanto que las 

facciones de poder diferenciadas, competirían por el control del nuevo organismo. 

Enfocado en la creación del servicio civil de carrera en Estados Unidos, Stephen 

Skowroneck (1982), y el análisis sobre el surgimiento del Estado administrativo de Bernard 
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Silverman (1993), a través de aproximaciones históricas, muestran que una “muerte política 

inminente” alienta a los líderes autoritarios a institucionalizar rápidamente su legado por medio 

del fortalecimiento del aparato burocrático. 

Delya Boylan (2001a y 2001b) indaga en las reformas del Banco Central de México y 

Chile, y sostiene que la incertidumbre política, estimula la delegación efectiva a las burocracias 

y los organismos autónomos creados durante períodos de gobierno autoritario y unificado, 

especialmente cuando el gobierno está bajo presión para aumentar su legitimidad pública. 

Éstos, bajo estas condiciones, serían más fuertes y eficaces que aquellos creados en una 

situación de gobierno democrático y dividido. 

George Tsebelis (1995, 2002) realizó un trabajo innovador, en el cual postula que los 

gobiernos unificados favorecen la innovación de las políticas públicas y el fortalecimiento de 

las instituciones, mientras que un incremento en el número de “jugadores de veto” conduce a 

una estabilidad o impasse de las políticas públicas. Mientras mayor sea el número de actores 

políticos (gobernadores, partidos políticos, grupos parlamentarios) que sean necesarios para 

aprobar una decisión política particular, es más difícil alcanzar el consenso mínimo necesario 

para crear nuevas leyes e instituciones. De acuerdo con Tsebelis, el efecto multiplicador de los 

múltiples jugadores de veto se incrementa tanto con un aumento en la distancia ideológica entre 

ellos como una reducción de la coherencia interna de cada jugador. El sentido común indica 

que es mucho más difícil lograr consenso entre actores desorganizados y diferentes, que entre 

actores similares. 

Crisp, Moreno y Shugart (2003) han realizado un estudio liminar en las instituciones de 

control, postulando que los organismos de control se generan cuando en determinados Estados 

la rendición de cuentas es débil. Y esos organismos a su vez, están condenados a ser 

dependientes e ineficaces. Los autores sostienen en su tesitura que los organismos de control 

son creados por gobiernos autoritarios, de mayorías habilitantes, que funcionan sustentados en 

prácticas clientelares, y que utilizan a los organismos de control como medio superficial para 

adquirir legitimidad, sin transformar su comportamiento de fondo: 

 

La proliferación de entidades de vigilancia en América Latina debería considerarse, en consecuencia, 

como un producto del descontento con el funcionamiento de la rendición de cuentas, y del mismo modo 

representa una forma de darle la vuelta al problema del déficit de rendición de cuentas sin resolverlo de 
raíz (Crisp et al, 2003). 
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El argumento de esta posición enfoca el problema de las nuevas democracias, no tanto en 

los organismos en sí mismos, sino fundamentalmente, en perfeccionar las reglas de votación y 

las instituciones electorales. 

Sin embargo esta posición escéptica de gran aceptación en el pasado, ha sido superada por 

visiones más sofisticadas de su necesario protagonismo. John Ackerman (2007), contrariamente 

a la posición dominante, describe cómo, en ambientes de gobierno dividido y de amplias 

coaliciones de oposición, es posible estructurar reformas innovativas y progresistas (2007: 32). 

Sostiene que Crisp et al, desconocen que la proliferación de estos organismos coincide con el 

movimiento democratizador denominado tercera ola (Huntington, 1996) por lo que estos 

organismos, en vez de ser tratados como encubridores superficiales, deben ser reconocidos 

como un nuevo fenómeno democrático expresado en la proliferación de organismos autónomos, 

cuyo análisis y desmenuzamiento de la compleja dinámica de poder que opera bajo su diseño 

institucional es necesario para comprender el producto social –output- de su resultado. “No fue 

sino hasta el surgimiento de un gobierno abiertamente dividido que se pudo construir 

instituciones realmente fuertes y eficaces. A veces el pluralismo y el conflicto político son 

sumamente positivos para la reforma del Estado” (Ackerman, 2007:35). 

Es decir que para esta posición una participación incremental y plural, han estimulado 

mayor y mejor innovación institucional. Puede ser que esta clase de “innovación” a mucho más 

fácil en una situación de gobierno hegemónico, porque tales instituciones pueden ser creadas y 

eliminadas según se desee. Sin embargo, la creación de un organismo verdaderamente 

independiente y robusto depende de una amplia diversidad de “jugadores de veto” en la 

confección de su diseño. Solo de esta manera puede la oposición limitar y superar las 

intenciones destructivas de las coaliciones autoritarias. Es necesario advertir al lector que el 

optimismo de John Ackerman, deviene de la observación de una dinámica pro-activa, generada 

en un ambiente excepcionalmente competitivo y participativo de un período único de la historia 

mexicana (caída del régimen priísta), cuyo horizonte de exploración transcurre en el período 

1996-2003. 

Payne et al (2006) han sostenido que las instituciones funcionan de forma diversa en 

función del contexto socioeconómico y cultural en el que se desempeñan. Esto ha llevado a 

algunos observadores a una visión pesimista y bastante determinista de los procesos de reforma: 

están abocados al fracaso cuando el contexto no reúne condiciones mínimas o una “masa 

crítica” necesaria para producir cambios sustanciales. Sin embargo, instituciones más 

democráticas y eficientes deberían inducir comportamientos más democráticos en las 
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poblaciones por ellas gobernadas. Una mayor eficacia institucional debería verse reflejada en 

una mayor satisfacción pública y por lo tanto en un mayor reconocimiento de la ciudadanía 

hacia las elites e instituciones que los representan; dicho con otras palabras, en un aumento de 

la legitimidad del sistema y de sus instituciones. Se iniciaría así un círculo virtuoso en el que 

instituciones más democráticas producirían comportamientos más democráticos, que a su vez 

tendrían como resultado un fortalecimiento de las primeras. 

En Argentina, Daniel Zovato (2003), ha sostenido que una escasa participación electoral 

puede desencadenar un ciclo de deterioro en el que la desilusión ante el desempeño de la clase 

política se convierte en caldo de cultivo de una mayor desconfianza y distanciamiento de la 

política lo que, a su vez, reduce aún más la participación y los incentivos para un buen 

desempeño. 

CIPPEC (Centro para la Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el 

Crecimiento) desarrolló en el año 2010 (Page, 2010) una investigación en donde se evalúa el 

funcionamiento de los mecanismos institucionales de control en cada una de las provincias. La 

investigación se focalizó en el marco legal y jurídico de las jurisdicciones locales, constituyendo 

hasta el presente el primer trabajo de envergadura realizado para establecer un diagnóstico sobre 

el funcionamiento institucional de los Estados provinciales. Para desarrollar las herramientas 

de evaluación se trabajó a partir de los indicadores diseñados por Global Integrity.39 Estos 

indicadores toman en cuenta las leyes y mecanismos institucionales que promuevan la 

integridad del sistema jurídico y político de los Estados. La matriz de muestreo aborda cinco 

dimensiones: (1) acceso a la información, (2) elecciones provinciales, (3) rendición de cuentas 

de los poderes de gobierno, (4) proceso presupuestario y transferencias fiscales, y (5) 

administración pública provincial (en relación a las contrataciones del estado). 

 

4.1. El aporte a la literatura. 

La literatura sobre transición democrática y escenarios de baja competitividad electoral 

(Levitsky y Way, 2002 y 2011; Diamond, 2003; Schedler, 2002 y 2004; O´Donnell, 1991, 1993; 

Gibson, 2005 y 2009; Maravall. 1999), no obstante estar de acuerdo en destacar la importancia 

de las elecciones competitivas, no solo por lo que representan, sino más en lo que puedan 

significar a futuro, en los cambios que puedan traer aparejados, ha dado respuesta limitada a 

                                                
39 Organización independiente sin fines de lucro que investiga aspectos relacionados con la corrupción a lo largo 

del mundo. Cf. < https://www.globalinte- grity.org/> [consulta: 31/08/2015] 
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los efectos potenciales de la no-competitividad en la arena política. Preguntas tales como ¿Qué 

impacto tienen en otras esferas de la vida política?, a pesar de su trascendencia, no ha 

recolectado de manera sistemática investigaciones sobre el tema: “Hasta ahora, la evidencia 

empírica de los beneficios potenciales de la competitividad en la arena política (o la falta de 

ellos) no ha sido recolectada ni analizada sistemáticamente y las investigaciones sobre el tema, 

si existen, son lamentablemente muy reducidas” (de Hoyos, 2003:39). 

Tampoco la literatura en Argentina, especialmente sobre las provincias, ha abordado de 

manera sistemática el funcionamiento de las instituciones. Existe una importante carencia de 

relevamientos de diseño institucional desde una perspectiva que trascienda lo eminentemente 

jurídico. Si bien el estudio de CIPPEC realiza una evaluación de marcos jurídicos 

institucionales, no analiza en detenimiento los mecanismos intrínsecos de los estatutos que 

favorecen las debilidades de los sistemas y los incentivos que generan. El trabajo de Page 

(2010), constituye un aporte de carácter cuantitativo que no enfoca el cambio institucional 

sometido a variables electorales ni equilibrio político.  

Este trabajo constituye un aporte al análisis de diseño institucional en provincias argentinas 

en la comprensión de los diversos mecanismos de poder, sobre los nodos institucionales que 

articulan el funcionamiento del Estado, con impacto directo en calidad democrática. Asimismo, 

la metodología utilizada en esta tesis aspira a consolidar un aporte innovador que trascienda los 

enfoques mono-causales. No se advierten en Argentina numerosos estudios de este tipo. 

Comprender la realidad de las instituciones, especialmente su transformación, desde una 

perspectiva que contemple dimensiones diversas, ofrece la posibilidad de acceder a una mirada 

abarcativa del contexto social y político.  

El enfoque a utilizar aporta fundamentos de carácter micro para desentrañar los fenómenos 

macropolíticos como la corrupción y las elecciones críticas. El análisis tendrá por objeto 

estableces cómo las instituciones influencian los resultados probables, y constatar que los 

detalles de nivel micro tienen gran influencia sobre los resultados. Pero además, indagar por 

qué las instituciones adoptan una forma y no otra, y por qué son alteradas en unas circunstancias 

y no en otras. Un modelo de estabilidad institucional debe permitir a los actores particulares 

alterar las instituciones y se propone en este trabajo establecer los incentivos que mueven a los 

actores particulares a alterar las instituciones (self-enforcing) o por qué esos actores no tienen 

incentivos para hacerlo (Weingast, 1995).  
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Asimismo ha de ser un avance de alto valor heurístico la propuesta metodológica que 

intenta la modelización formal del análisis institucional, disectando las dimensiones de diseño 

legal y de ambiente, en unidades menores de análisis micro para definir variables de 

características observables, susceptibles de adoptar distintos valores o de ser expresadas en 

varias categorías de análisis para favorecer el trabajo empírico. 

El trabajo empírico en la action arena (Ostrom, 2007) a través de un modelo analítico de 

insumos ecológicos, adaptable a diferentes ambientes de observación, se beneficia de las 

particularidades de los sistemas específicos. La unidad analítica central es endógena porque 

interactúan dimensiones variables en el tiempo y contextos y permite una generalización 

metodológica de accesible adaptación. 

 

 

5. Marco Teórico 

 

La descripción del abordaje teórico que enmarca la investigación facilita la comprensión 

del análisis en tanto se verifican los nexos teóricos y empíricos de su objeto. En este trabajo se 

asume como marco conceptual el enfoque neo-institucionalista en la variante teórica que 

proponen autores como Evans et al (1985) y la propuesta contemporánea de Bates, Greif, Levi, 

Rosenthal y Weingast (1998), denominada narrativa analítica. 

El neo-institucionalismo surge como crítica a los enfoques conductistas y de elección 

racional que habían prevalecido en las ciencias sociales desde 1950. March y Olsen lo 

caracterizaban como reduccionistas, utilitarias, instrumentalistas y funcionalistas (March y 

Olsen, 1997: 33). Estos autores, quienes dieron nombre al movimiento, propusieron un nuevo 

institucionalismo que posicionara la acción colectiva en el centro del análisis, y reemplazara las 

principales características de la ciencia política tradicional. 

La perspectiva neo-institucionalista comprende que el objetivo de la política no se debe 

reducir al estudio del enfrentamiento, sino al análisis de los mecanismos de formación de metas 

colectivas y consenso en la sociedad. Este cambio implica desplazar el eje del individuo, y 

focalizar el análisis en el conjunto de reglas, tradiciones e instituciones (formales y no formales) 

existentes en las diversas organizaciones del sistema político, conocido bajo el nombre de 

marco institucional. Para esta concepción las instituciones son pautas de conducta humana y 
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elemento fundamental de la sociedad, dado que tienen impacto directo e indirecto en el 

comportamiento de los sujetos que habita el sistema socio-político. Para esta posición, la 

política se explica por el efecto de las instituciones en la sociedad. La estabilidad y la 

inexistencia de grandes conflictos sociales es resultado de la anuencia al conjunto de reglas que 

regulan la actividad humana. Estas reglas pueden ser formales o informales y su obediencia se 

garantiza por la amenaza de sanciones a quienes la transgredan. En este ámbito, los cambios 

institucionales son marginales, es decir ajustes progresivos, adaptativos, pequeños pero 

constantes a las reglas y a los mecanismos de sanción. Los agentes de cambio son individuos y 

organizaciones que pretenden maximizar sus intereses particulares, en respuesta al conjunto de 

incentivos del entramado institucional (North, 1995: 15). 

El concepto de cambio institucional es una dimensión central del neo-institucionalismo 

económico. Según Peters (2003), a través de un proceso de aprendizaje las instituciones 

identifican las circunstancias cambiantes de su entorno y luego se adaptan a ella. Así los 

cambios del entorno constituyen un complejo de oportunidades y amenazas para las pautas 

establecidas. Además, destaca el autor, el carácter aleatorio del cambio en las organizaciones, 

es contrastante a los programas de reforma consensuados, que caracterizan a la elección racional 

(Peters, 2003: 57). 

Algunos autores han advertido que muchas decisiones de políticas públicas son mal 

interpretadas por los diseñadores en la lectura de las señales emitidas por la sociedad, resultando 

un cambio institucional disfuncional. Sin embargo teniendo en cuenta el rasgo de adaptabilidad 

que se propone, las instituciones tendrán la posibilidad de rectificar su rumbo para ajustar su 

diseño (Sánchez Gonzalez, 2008:102 y 103). No obstante, los cambios no son frecuentes ni 

rutinarios, porque son habitualmente difíciles de implementar. La ocurrencia de los cambios es 

episódica, generado en breve períodos de crisis, y seguidos de largos períodos de estabilidad y 

desarrollo, dependiendo de la trayectoria (Powell, 2001: 255). El cambio puede ser 

consecuencia de limitaciones informales que generan episodios de inobservancias legales 

colectivas o carencia de efectividad, y aunque son generalmente incrementales, no son 

discontinuos, son habitualmente una línea consecuente con la anterior, pero modificada.  

Douglas North sostiene que los cambios incrementales, y aún aquellos que no lo son 

(revoluciones y guerras civiles), no son nunca totalmente discontinuos, sino expresan el 

resultado de la acumulación de limitaciones informales en las sociedades donde la percepción 

de agentes influyentes de interés, promueven los mismos en busca de maximizar sus beneficios 

(North, 1995: 17). De acuerdo a esta argumentación, el cambio institucional responde a 
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decisiones racionales relativamente convencionales, donde intervienen actores que buscan 

optimizar sus beneficios movilizando recursos al modificar ciertas reglas. Si bien el enfoque de 

cambio institucional sugiere una evolución de arreglos institucionales eficaces, Douglas North 

señala que los mercados son imperfectos, la información de los actores incompleta y los costos 

de transacción elevados, por lo cual se genera una situación de relativa incertidumbre para la 

aproximación racional de la situación. En tales circunstancias, los actores acuden a ideologías, 

teorías y modelos históricos determinados para intentar interpretar la realidad (North, 1993: 

159). 

March y Olsen (1997: 40) han sostenido que el comportamiento de los individuos es más 

fácilmente explicable desde la interpretación de los roles asignados en la organización y en las 

reglas institucionales, que bajo el supuesto del rent seeking de la elección racional. Elaboraron 

un modelo de toma de decisiones para explicar el comportamiento institucional, la lógica del 

apropiado, consistente en el entramado de normas y tradiciones institucionales donde los 

actores deciden, no con la expectativa de maximizar sus preferencias, sino con la idea de ser 

congruentes con la responsabilidad asignada según las normas y tradiciones institucionales. 

Esto implica que el agente se enfrenta a una doble instancia de decisiones: en primer lugar 

identifica quién es él, cuál es su rol dentro de la organización y en segundo lugar debe decidir 

que acciones son las apropiadas ante determinada circunstancia de acuerdo a las normas de la 

institución.  

Los autores han sostenido que el cambio institucional es ambiguo y generalmente puesto 

en práctica a medias, y finalmente olvidados por sus promotores para prestar su atención a 

problemas más urgentes. Sostienen que el cambio institucional es un proceso de adaptación que 

ocurre desde la interacción entre medio ambiente e institución donde se verifica una dinámica 

que señala en principio una inercia de las rutinas y otros vicios institucionales que tienden hacia 

la estabilidad. Y por otro lado, existen las presiones del medio ambiente que influyen sobre las 

instituciones para provocar su cambio. En esta circunstancia la institución tratará de adaptarse 

a las presiones del medio ambiente echando mano a soluciones que encuentre a su alcance -

bote de basura-.  

La efectividad en el cambio institucional se relaciona directamente con el tiempo de su 

aceptación social. Es el proceso social por medio del cual se ha aprendido a obedecer las reglas, 

las normas deben ser obedecidas y acatadas por todos los actores para establecer estabilidad 

institucional. Para que ello se produzca debe existir confianza en las instituciones, elemento 

fundamental para la internalización de normas y reglas (March y Olsen, 1997: 84-85). El 



 55 

proceso implica la rutinización de los hábitos, que con el tiempo se transforman en normas y 

convenciones, que van a conformar la cultura organizacional. Sin embargo para que ello ocurra, 

la reforma debe comprender no solamente un cambio de estructuras y procedimientos, sino en 

el comportamiento de los administradores orientados hacia el acatamiento normativo.  

La reforma, para ser integral, debe incluir una transformación en las reglas de 

funcionamiento e interacción entre los agentes. Pero si la organización no prevé en su diseño 

con el desarrollo de un servicio profesional de carrera que garantice la capacitación y genere la 

jerarquización meritocrática de sus miembros, a través de medidas transparentes y de 

accountability, el cambio institucional será débil y limitado. La eficacia del cambio 

institucional no dependerá solamente de los agentes que integran la institución, y de los recursos 

financieros que controlan los diseñadores, sino de la naturaleza del poder y de las reglas 

específicas por medio de las cuales se reproducen, asignan y controlan los recursos. La 

naturaleza del poder establecido en las organizaciones proporcionaría oportunidades específicas 

no solo para la reproducción, sino también para la transformación (Friedland y Alford, 

2001:60). 

La importancia de las instituciones adquiría relevancia en la discusión económica del 

desarrollo de los países. La variable dependiente en esta propuesta teórica ha sido el ingreso 

per cápita de los países, y la hipótesis es que determinadas instituciones favorecen el desarrollo 

y el ingreso de sus habitantes. Douglas North y otros teóricos,40 cuya afirmación principal es 

que las instituciones son la causa primaria del desarrollo económico:  

 

Para darle sentido a la evidencia histórica y contemporánea, debemos repensar todo el proceso de 

crecimiento económico (…) la fuente primaria del crecimiento económico es la estructura 

institucional de la economía política (North, 1995: 224).  

(…) los países del tercer mundo son pobres debido a que sus constreñimientos institucionales definen 

una serie de pagos para la actividad política-económica que no fomentan la actividad productiva 

(North, 1995:110).  

 

En esta posición teórica no solo se concede particular atención e importancia a las 

instituciones y estructuras, sino también asume otras variables que conforman el espectro 

económico-político, tales como las organizaciones, reglas formales e informales, que tienen 

impacto en las conductas, comportamientos, estabilidad de los gobiernos y “al papel de 

producción y reproducción de la sociedad” (Giddens, 1996).  

                                                
40 Véanse los trabajos de James March y Johan Olsen, 1997; Douglas North, 1995; Peter Hall y Taylor, 1996; 

Cohen, 1996; entre los más destacados. 
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Douglas North argumenta que las sociedades que prosperan poseen incentivos claros para 

producir y obtener ganancias en el marco de la cooperación social, que se obtiene mediante la 

especialización y el comercio. Los incentivos además de ser claros deben permitir a los 

individuos y empresas interactuar de un modo socialmente eficiente. En contraste, en un mundo 

dominado por derechos restringidos, un sistema judicial débil y la presencia de fuertes 

monopolios, el intercambio será precario y conducirá a la predación, corrupción, ineficiencia e 

inequidad. El ethos humano se comporta en base a un sistema poderoso de incentivos que 

influyen en la conducta. En este sentido dos preguntas necesita responder el neo-

institucionalismo: ¿porque la democracia no ha surgido en todos lados o porque no se ha 

consolidado en todos ellos? y en segundo lugar: ¿cuáles son los factores que favorecen la 

democracia? La respuesta es que ésta solo puede surgir cuando existen los incentivos que 

permiten involucrar a la mayoría en la consolidación de un sistema de intereses inclusivos 

alineados y coincidentes con los intereses sociales.  

Ésta idea conduce a North a descubrir un aspecto crucial en su teoría: un conjunto similar 

de instituciones conduce a resultados diferentes en diferentes economías, es decir, el mismo 

tipo de instituciones no tienen los mismos efectos en todas las sociedades. En este sentido se 

puede afirmar que diferentes democracias producen también diferentes resultados de calidad y 

buen gobierno, así como diferentes estructuras de poder y procedimientos decisorios pueden 

generar variaciones significativas en el desempeño económico. Un Estado dominado por 

camarillas de intereses estrechos producirá una democracia débil, lo que en definitiva conducirá 

a la corrupción. La mejor democracia, medida por la capacidad para mejorar el desempeño 

económico, será aquella que sea capaz de dar solución a intereses diversos de manera inclusiva, 

equiparar y compatibilizar incentivos. En las democracias, al igual que en los regímenes 

autoritarios, los intereses egoístas de élites gobernantes, buscan de manera estratégica, obtener 

la voluntad de la mayoría del electorado o del apoyo de las masas. Estos incentivos conducen 

de modo decidido a incrementar el gasto público y, en algunos casos, a disminuir impuestos 

con el consiguiente riesgo de crisis fiscal con el uso indebido e ineficiente de los recursos 

públicos. Una carencia de restricciones adecuadas pueden afectar tanto a regímenes autoritarios 

como a democráticos. 

Las especulaciones alrededor de la democracia han sido motivo de amplios planteos 

críticos: ¿Acaso la competencia política ocasiona distorsión en los incentivos para aumentar los 

gastos (y después los impuestos)? ¿Los partidos que buscan maximizar sus resultados 

electorales aumentarán la presión fiscal a la población a su máximo nivel? La mayoría, en el 
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gobierno, tiene potenciales incentivos para propiciar tanto una economía de mercado 

competitiva, así como una actitud populista en las políticas distributivas de la riqueza, la 

pregunta que surge es: ¿Por qué determinadas sociedades controlan o despilfarran el uso de sus 

recursos? La respuesta desde el neo-institucionalismo ha de ser que en estas sociedades los 

políticos y los burócratas están restringidos por instituciones que funcionan bien: sistema de 

frenos y contrapesos, accountability, auditorías, etcétera. En los Estados autoritarios la 

tentación a caer en políticas populistas, corrupción o predación es muy grande porque las 

instituciones restrictivas son débiles o simplemente no existen. Otros autores han colaborado 

en este sentido afirmando la importancia de las instituciones. En su artículo “Las instituciones 

mandan: La primacía de las instituciones”. Rodrik, Subramanian y Trebbi (2002) afirman que: 

 

(…) la teoría del crecimiento se ha centrado tradicionalmente en la acumulación de capital físico y 

humano, y en la certeza de que la endogeneidad del crecimiento, fundada en el cambio tecnológico, 
produce el desarrollo económico. Sin embargo, la acumulación y el cambio tecnológico son en todo 

caso, causas inmediatas del desarrollo económico (Rodrik, Subramanian y Trebbi, 2002:2).  

 

Acemoglu sostiene que: “(…) los países pobres carecen de mercados que funcionen, sus 

poblaciones están poco educadas y su maquinaria y tecnología son obsoletas o inexistentes, 

sin embargo éstas son solo causas cercanas a la pobreza” (Acemoglu, 2003a). La importancia 

de estos postulados teóricos radica en el resultado de las políticas: da preeminencia a la 

ingeniería institucional, en el abordaje de las soluciones sociales. En definitiva, para esta 

corriente conceptual, el cambio institucional a lo largo del tiempo define la matriz de 

comportamiento humano. 

 

5.1. La narrativa analítica. 

La narrativa analítica es una derivación del neo-institucionalismo y se denomina así porque 

usan un marco teórico para el análisis y narrativas porque utilizan la evidencia cualitativa 

histórica, aunque puede también recurrir a la evidencia cuantitativa. De acuerdo con la 

propuesta de Bates et al (1998), este marco teórico se diferencia de otros –que constituyen 

metanarrativas- en el énfasis de fundamentar a nivel micro el análisis. Esto resulta razonable en 

un enfoque institucional que pretende respetar el individualismo metodológico. Así, las 

metanarrativas explican la aparición de ideas o fuerzas políticas, mientras las narrativas 

analíticas exploran mecanismos específicos que dirigen la interacción entre actores estratégicos 

y explican sus resultados. Mientras la narrativa analítica institucional se centra en elecciones y 
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decisiones con rasgos micro, más que macro, otras narrativas de rasgos estructurales se centran 

en los impactos estructurales de las instituciones. El método resulta acertado para la 

incorporación de información nueva, rica, cualitativa y descriptiva, que incluya elementos 

relevantes de rasgos institucionales. A su vez permite responder a cuestiones generales en 

concordancia con las cuestiones más finas o específicas, debido a que al fundamentarse en un 

nivel micro, permite describir un sistema explícito y riguroso para manejar los eventos. Por ello 

la narrativa analítica se vincula muy íntimamente con la evidencia histórica, los análisis de caso 

y la información empírica. Exige la inmersión en el caso objeto de estudio para identifica los 

actores, los nodos de decisión, las elecciones, las sendas que se asumen y explican cómo se 

generan los resultados, por lo cual resulta útil para estudiar porqué ciertos mecanismos 

convierten las fuerzas históricas en resultados políticos específicos. La narrativa posee un 

contenido teórico, un comienzo, una secuencia de escenas y un final, y se complementa 

correctamente a los enfoques macro-estructurales. Frente a otras perspectivas, no supone falta 

de coherencia o de rigor, por el contrario, al decir de Caballero Miguez et al (2011), la clave de 

su acierto radica en una aplicación correcta del razonamiento y la lógica, contrastada con la 

verdad empírica:  

 

La narrativa analítica puede responder satisfactoriamente a preguntas que otros métodos no consiguen. 

De este modo, el análisis se circunscribe a determinados períodos y contextos, trazando el 
comportamiento de actores particulares, clarificando secuencias, describiendo estructuras y explorando 

patrones de interacción. La formación de leyes universales de comportamiento humano escapa por tanto 

de los objetivos inmediatos de una narrativa analítica institucional (Caballero Miguez et al, 2011: 235) 

 

Como sugiere Bates et al (1998) el uso de la teoría de la elección racional es un elemento 

determinante de la narrativa analítica, se focaliza en las decisiones de los actores y permite su 

utilización en la teoría de los juegos para lograr análisis extensivos. 

 

 

6. Objetivos de la Investigación 

 

Este trabajo se propone identificar las variables que determinan el bajo rendimiento de los 

mecanismos de accountability en los organismos de control en Tucumán. Para ello se definen 

dos objetivos: 
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1) En primer lugar, evaluar la aptitud funcional, a través del tiempo y bajo el impacto 

del gobierno hegemónico de 2003-2015, de los organismos de control, para realizar 

accountability. La aptitud funcional de los mismos será evaluada en base a la “matriz de 

oportunidades” que surge de la consideración de las condiciones de diseño legal y el ambiente 

político que condiciona la actuación de los funcionarios de los OC, brindando de esta manera 

condiciones para la pro-actividad o para la reactividad (como contrario de pro-actividad). La 

aptitud funcional de la matriz de oportunidades de los OC será analizada en términos 

diacrónicos en el período 1990/2003- 2003/2015 en los organismos seleccionados, para tener 

una idea clara del efecto que produjeron 12 años de poder hegemónico en la funcionalidad de 

los mismos. 

Los organismos de control que se analizarán son:  

a) el Tribunal de Cuentas de la Provincia, principal órgano auditor de las finanzas públicas 

provinciales, 

b) la Junta Electoral Provincial, órgano de administración, control y fiscalización de las 

elecciones provinciales y 

c) La Fiscalía Anticorrupción, organismo sugerido por los tratados internacionales y leyes 

nacionales para luchar contra la corrupción. 

La muestra no agota el total de organismos provinciales con función de accountability pero 

resultan medulares en la dinámica institucional efectiva que deben sostener al andamiaje estatal, 

y constituyen una muestra representativa de los cambios operados y de la eficacia de los mismos 

en la democracia tucumana desde 2003 a 2015.  

2) En segundo lugar nos interesa validar y/o refutar las teorías existentes en materia de 

instituciones de control y proponer conclusiones y resultados que constituyan un aporte a la 

teoría. 

3) Proponer una metodología de trabajo novedosa, con valor heurístico para futuras 

investigaciones sobre la materia y 

4) Finalmente sintetizar nuestra mirada sobre los OC tucumanos y proponer una razón 

explicativa, realizando de esta manera un aporte a una materia poco explorada en las 

democracias subnacionales de baja competitividad electoral. 
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Se procederá a realizar un análisis del diseño legal de los OC. El análisis institucional 

implicará la disección de las instituciones en tres categorías definidas: legal, funcional, y en 

relación con los otros poderes.  

Se realizará un análisis del entorno político, bajo la premisa de que un “ambiente político 

sofocante” conspira contra la libertad de acción y buen desempeño de los funcionarios. El 

análisis del entorno político, supondrá la observación de las variaciones de equilibrio de poder 

en el Poder Legislativo y en el Poder Judicial. El Poder Legislativo es el “juez político” natural 

de los funcionarios con responsabilidades funcionales directas, el análisis de las cuentas 

públicas, la elaboración del presupuesto de gastos, la aprobación de la ejecución de la Cuenta 

de Inversión, el comportamiento de los vocales del TC y de la JEP, quienes deben rendir cuentas 

a la Legislatura de la provincia, por ello resulta fundamental considerar su composición y las 

mayorías necesarias para actuar como organismo de veto y control.  

De la ponderación de estas dimensiones mencionadas (diseño legal y ambiente político) se 

podrá inferir claramente cómo se configura la matriz de oportunidades (incentivos y 

restricciones) que afecta la toma de decisiones y la consecuente efectividad de los organismos 

analizados. 

Todas estas dimensiones serán analizadas en un marco diacrónico-longitudinal para 

acceder al conocimiento de la efectividad de las reformas producidas. 

 

 

7. Hipótesis 

 

Como se ha observado en la descripción del marco teórico, esta investigación adhiere a 

una interpretación endógena de la conformación, así como en la aptitud funcional, de las 

instituciones formales e informales que delimitan los comportamientos sociales. Por ello se da 

especial importancia a dos dimensiones interactuantes, sin que prevalezca ninguna de ellas: el 

“ambiente político” y el “diseño institucional”. De esta interacción surge la matriz de 

oportunidades (incentivos/restricciones) que condiciona la conducta probable (pro-

actividad/reactividad) de los agentes para ejercer el accountability. Por ello como hipótesis se 

sostiene que el bajo rendimiento del sistema de accountability se explica en la interacción de 

dos dimensiones determinantes por: las capacidades institucionales de baja intensidad o poco 
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desarrolladas y el entorno político que favorece un comportamiento regresivo, todo ello como 

efecto de la falta de competitividad electoral. 

En largos períodos de dominación partidaria, la hegemonía sobre los mecanismos 

habilitantes del sistema (parlamento y judicatura), favorecen la estabilidad dinámica en los 

regímenes, pero otorgan a los mismos características antidemocráticas. Esta circunstancia 

inhibe la introducción de mejoras o cambios que alteren el núcleo de concentración de poder. 

La centralización de facultades neutraliza los mecanismos de veto, atrofiando la funcionalidad 

específica de los organismos de control, propiciando así una mera formalidad burocrática. 

En síntesis, la hipótesis del trabajo postula que en regímenes de gobierno concentrado, 

como efecto de la falta de competitividad electoral, los diseños legales de los organismos 

de control tienden a ser débiles y permiten la permeabilidad de los ejecutivos. De manera 

adyacente, el ambiente político opresivo incentiva la reactividad de los funcionarios; por 

lo tanto la aptitud funcional de los sistemas de accountability horizontal de los organismos 

de control y la consecuente calidad democrática se ve debilitada, generando condiciones 

sistémicas de permanencia que inhiben la rendición de cuentas y la transparencia.  

 

 

8. Metodología de la Investigación 

 

El criterio de evaluación de los organismos de control no es una tarea fácilmente 

aceptada. Como sostiene Ackerman (2007:27) lo ideal sería evaluar el impacto que cada 

organismo ha tenido en el mundo exterior: ¿La Junta Electoral Provincial ha auspiciado la 

vida democrática de Tucumán? o ¿El Tribunal de Cuentas ha reducido la corrupción? La 

dificultad de esta aproximación radica en la imposibilidad de construir indicadores 

objetivos de realidades sutiles, como el grado de violación a los derechos humanos o el 

nivel de corrupción, para los cuales se dispone especialmente de apreciaciones subjetivas, 

estudio de caso o informes de ONGs internacionales. Por otro lado, aún en el caso de 

acceder a estos indicadores, persistiría el problema de evaluar el impacto específico que el 

organismo ha tenido en su esfera de acción (v.gr. ¿Cuánto ha mejorado la transparencia de 

las cuentas fiscales en la provincia?). Estas preguntas son difíciles de resolver, sin embargo 

es posible acceder a su instancia inmediata anterior, esto es, la aptitud que tienen los 

organismos para cumplir su cometido. Aptitud que no se vincula estrictamente con el 
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diseño legal de los organismos, sino que debe ser evaluado en su interacción con otras 

dimensiones del sistema, bajo la premisa que cada sistema genera otros sistemas diferentes. 

Los criterios de abordaje para evaluar los organismos de control pueden ser 

distinguidos en los siguientes métodos: En primer lugar se puede evaluar la solidez de la 

estructura de los organismos, sus relaciones internas (agente-principal), sus relaciones 

externas inter-orgánicas y con los poderes del Estado. En la primera mirada, se observan 

en qué medida las líneas de poder, de autoridad y de accountability se encuentran 

establecidas con claridad y operando de manera eficiente (Bovens, 1998). En la segunda 

mirada los temas centrales son: a) el grado de autonomía del organismo que pueda resistir 

la corrupción de su dinámica (Maor, 2004), y b) el alcance de sus atribuciones legales 

para ejercer su poder (Chibber, 2002). 

En segundo lugar, con relación a su funcionamiento, tiene que ver tanto con la 

eficiencia, como con la flexibilidad de sus procedimientos formales e informales. Se 

evalúa: a) ¿el organismo funciona con la teoría de “bote de basura”? (March y Olsen, 

1975), b) ¿Qué tan eficiente es el control de los subordinados -problemas endémicos – 

(Moe, 1984)?, y c) ¿en qué medida el organismo se encuentra capturado por intereses 

impropios? (Stigler, 1971). 

En tercer lugar el análisis se centra en el producto –output- del organismo ¿Cuántos 

productos genera el organismo? ¿Con que intensidad, en qué momento, cuál es su 

naturaleza, tamaño, etc.? En cuarto lugar la evaluación se centraría en el impacto del 

mundo exterior. El análisis de estructura, de procedimientos operativos dice muy poco de 

la verdadera contribución a la vida social, por lo tanto el impacto del organismo se torna 

fundamental para apreciar su eficiencia. Sin embargo, como se dijo al comienzo, esta 

apreciación del impacto resulta dificultosa y, dependiendo del enfoque ideológico, hasta 

imposible. 

El enfoque metodológico que se emplea en el trabajo es abiertamente diferente al 

enfoque tecnócrata de las auditorías tradicionales -lo que Barzelay (1997:238) denomina 

“evaluación de programas”. El propio Barzelay propone la “evaluación de desempeño” 

que implica la evaluación de toda la cadena de valor de la acción gubernamental: 

 

Insumos                        Procesos                 Productos                   Resultados 
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Sin embargo, como se destacó anteriormente, siempre la apreciación de los resultados 

será poco consistente para consolidar el análisis. Por esta razón desde el criterio 

aproximativo seguido, esta última instancia –impacto, será apreciada en términos teóricos, 

especulando su efecto con afirmaciones de episodios puntuales de conocimiento general 

y especialmente con la valoración periodística de su resonancia pública. Pero no es ésta, 

la valoración periodística, el objetivo del trabajo, sino que su mención es un aporte para 

la simple afirmación del criterio especulativo. El objetivo de la cadena de valor perseguido 

será establecer el producto jurídico –output, pero valorando su efectividad en el contexto 

de variables que lo condicionan, no su impacto social. La efectividad de los organismos, 

asimismo será ponderada con dimensiones diferentes de análisis, y he aquí lo novedoso 

del método empleado. 

Un organismo de control no sólo será efectivo si su arquitectura jurídica responde a 

los criterios de parámetros referentes (óptimo institucional) que indican su composición, 

sino que el criterio de autonomía empoderada que se propicia en este trabajo, debe ser 

flexible a los contextos particulares donde se aplica, es decir deberá tener en cuenta los 

datos de contexto. Por ejemplo, bajo determinados ambientes participativos de ciertas 

jurisdicciones y con un relativo accountability, la selección de sus autoridades será 

cumplida con la aprobación de las mayorías simples de los parlamentos, en tanto en ésta 

han intervenido al menos dos partidos y se facilita de esta manera la gobernabilidad. Pero 

en otros contextos ambientales, donde la mayoría legislativas ha demostrado persistencia 

mayoritaria de un solo partido, las mayorías convenientes para la selección de sus 

autoridades deberá ser calificada, propiciando la participación de otro partido. Por lo 

tanto, se considerará su efectividad en base a la consideración cualitativa de dimensiones 

políticas que se implican mutuamente y generan diversos escenarios de acción, donde 

tiene especial importancia la matriz de oportunidades que estas combinaciones generan. 

 

8.1. El “estudio de caso” como mecanismo exploratorio 

El empleo del “estudio de caso” como metodología de abordaje es conveniente al tipo 

de investigación que se propone realizar. La complejidad de las variables incidentes, así 

como la minuciosidad del análisis y las características metodológicas a emplear, requieren 

de una mirada detenida y profunda que es posible a partir de la fortaleza exploratoria que 

ofrece este método. Como destaca Germán Lodola: “el método resulta apto para la 
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construcción de teorías, la innovación conceptual, el refinamiento operacional, y la 

elaboración de mecanismos causales” (Lodola, 2009:8). Desde hace ya cuatro décadas, 

surgió una creciente valoración por los estudios de caso, rebatiendo la tesitura de los 

críticos de considerar negativa este método para la recolección de conocimiento científico. 

Las cuatro principales limitaciones que pueden ser identificadas por la crítica son:  

1) Los estudios de caso carecen de un componente comparado: Esta crítica sostenida 

por Verba (1967) y George (1979), (apud Lodola, 2009), postula que constituyen la gestalt 

de alguna cuestión particular, meramente configurativos e irrefutables a la lógica 

científica de la inferencia causal. Se reconoce que los estudios puramente interpretativos 

carentes de rigor metodológico no aportan claves serias para la investigación científica. 

No obstante, cuidadosamente seleccionados, éstos pueden aportar valiosa información 

sobre temas desconocidos de valor heurístico para la construcción de teorías (Eckstein, 

1975, apud Lodola, 2009). Un caso especialmente relevante puede ser fructífero en las 

primeras etapas del proceso de investigación para generar nuevas ideas, preguntas teóricas 

y definir el objeto de estudio (Collier, 1999, apud Lodola, 2009). Una segunda fortaleza, 

del estudio de caso es su capacidad para generar conceptos propios de un entorno político 

particular. Por ejemplo: Ackerman (2007), sobre cambio institucional en México; Lipjart 

(1975a) sobre los Países Bajos y Putnam (1993a) sobre democracia y capital social en 

Italia (apud Lodola, 2009). Una tercera fortaleza sería si el método es utilizado para 

aplicar teorías preestablecidas. En los casos de estudio, a través del análisis de “unidades 

ajustables”, o como se ha denominado al método “de categorías agregadas” empleado en 

este trabajo, resultará eficiente para refinar teorías generales y modelos existentes cuya 

validez se pretende demostrar. 

2) Están sometidos al error aleatorio y al error sistémico: Se sostiene que violan un 

principio fundamental de la investigación empírica: maximizar la varianza experimental, 

minimizar el error de la varianza y controlar la varianza extraña (Peters, 1998, apud 

Lodola, 2009). Las diferencias (varianzas) ocurridas en la variable dependiente como 

resultados de las variables independientes son asumidas en los estudios cualitativos de 

caso. Ello es así debido a la imposibilidad de establecer si el caso elegido varía a lo largo 

de todos los valores posibles de las variables independientes. Para los críticos 

cuantitativos esta debilidad define un “sesgo de selección” (Achen y Snidel, 1989; King, 

Keohane y Verba 1994; apud Lodola, 2009). Si bien la crítica es considerable, se pierde 

de vista el principal objetivo analítico que se propone el estudio de caso. “La propuesta 
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del estudio de caso no es descubrir relaciones causales universales entre variables sino 

determinar cómo un grupo de factores opera dentro de algunos casos individuales” 

(Collier, Mahoney y Seawright, 2004, apud Lodola, 2009). 

En el presente caso de estudio, no se buscan generalizaciones amplias o universales, 

sino enfocarnos en los mecanismos causales intervinientes y en las condiciones de alcance 

de las teorías a verificar. En este sentido, en una serie de trabajos sobre inflación y 

crecimiento económico identificados por Gedes (1990, apud Lodola, 2009), el argumento 

crítico de “sesgo de selección” ha venido a representar un grave problema que debe tratar 

de evitarse. Otros investigadores, por el contrario, otorgan a la forma extrema del “sesgo 

de selección” una razón de utilidad para probar la presencia de condiciones necesarias y/o 

suficientes, para eliminar hipotéticas causas y para probar teorías complejas o “densas” a 

partir de predicciones precisas (Braumoeller y Goertz 2000; Collier 1998; Collier, Brady 

y Seawright 2004; Dion 1998; apud Lodola, 2009). 

3) Son débiles para reducir la varianza de error y controlar la varianza extraña: Esta 

debilidad se vincula a la imposibilidad del investigador de someter su investigación a las 

“normas de replicabilidad”, reduciendo así la identificación de errores aleatorios en la 

recopilación de datos. Sin embargo los científicos sociales que realizan estudios de caso 

sostienen que “el principio de replicabilidad está siempre implícito en afirmaciones 

relativas a casos que son teóricamente ejemplares, extremos o decisivos” (Sjoberg et al, 

1991, apud Lodola 2009). Se va a considerar en tal sentido que el estudio de un solo caso 

en combinación con el trazado de procesos históricos y con comparaciones al interior del 

objeto de estudio, es menos vulnerable al problema del sesgo de selección que los estudios 

de pocos y muchos casos basados en el método de “regresión intuitiva” de Mill. El caso 

de estudio considerado es estrictamente dependiente de los antecedentes culturales y 

preconcepciones teóricas, así como de la exploración intuitiva y comprensión del medio 

analizado, por lo que, al contrario de constituir una limitación, es de considerar como 

valorable una preocupación superior por la validez conceptual de reforzar la validez 

externa de una teoría y generalizar las relaciones observadas entre variables. La 

comprensión de los detalles de las fuentes secundarias, evita la codificación errónea de 

variables, reduciendo los errores de medición. Con relación a la “varianza extraña”, para 

solucionar esta limitación, se definen criterios de investigación y selección de unidades 

de análisis, controlando fuentes de varianzas sistémicas ex ante de la investigación. “La 

principal cuestión no es cuántos casos sino cuáles” (Peter, 1998:36, apud Lodola, 2009). 
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4) No están en condiciones de probar teorías: Debido a que los estudios de casos 

incluyen mayor cantidad de factores causales para observar, incurre en el dilema de 

“muchas variables, pocos casos” (Lijphart, 1971:686, apud Lodola, 2009). Incurren en el 

problema de aislar la relación causal “verdadera” de un conjunto de explicaciones en 

competencia, así, cualquier variable explicativa puede ser la causa de la variación 

observada en la variable dependiente, por lo tanto habría más inferencias que 

observaciones violando un principio básico de la investigación: “comparar es controlar” 

(Sartori, 1991, apud Lodola, 2009). Se han propuesto diferentes métodos de constatación 

de teorías para neutralizar esta debilidad. Estos métodos propician los estudios de casos 

más comparables y contrastables. Los métodos aplicables al análisis cualitativo son: 

Prueba de plausibilidad para confirmar y refutar teorías: Si se está en una etapa del proceso 

de investigación donde no existe todavía una teoría general a ser contrastada, el test de 

“plausibilidad” viene a ser una proto-teoría sobre la investigación. Si el caso proporciona 

respaldo a la intuición teórica, se emprende el trabajo de campo con mayor confianza. 

Casos “menos probable” y “más probable”: Serían adecuados para validar o falsear 

hipótesis. Se considera que cuanto más sorprendente es un resultado respecto de una teoría 

existente, más confianza se tiene en esa teoría (George y Bennett, 2005, apud Lodola, 

2009). 

Por otra parte si el supuesto teórico sugiere que una teoría puede ser confirmada a 

través de un estudio de caso, y el caso no es compatible con la teoría, entonces se tendrían 

sobrados motivos para rechazar la teoría. En las dos instancias se está ante un análisis de 

“caso crucial” (Lodola, 2009). Caso desviante: Se trata de casos cuyos resultados no se 

ajustan a las predicciones teóricas. Los investigadores cualitativos asumen que estas 

desviaciones se producen por la exclusión de variables con fuerte poder explicativo o 

errores de medición. De acuerdo con ello, los casos desviantes pueden ser analizados en 

diferentes momentos del ciclo de investigación convirtiéndose en potentes generadores 

de nuevas hipótesis y variables (Bennet y Elman, 2007, apud Lodola, 2009). 

Se reconocen las limitaciones propias que entraña el método empleado, sin embargo 

un incremento del número de casos (provincias) implicaría un trabajo que excede las 

limitaciones de esta obra y le quitaría profundidad de análisis al objeto de estudio. Por el 

contrario, es de destacar su valor heurístico en la medida que la profundidad investigativa 

y los resultados obtenidos sólo serán alcanzables a través de una minuciosa penetración en 

los intersticios del objeto de estudio. Así, un trabajo cuantitativo aplicado al análisis 
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institucional como el de Page (2010), de mayor número de unidades de estudio, cuyo valor 

inferencial se destaca, ha demostrado ser de utilidad relativa para descubrir los mecanismos 

intrínsecos que posibilitan la configuración de determinadas conductas. El mencionado 

trabajo parte de la consideración de las condiciones legales de los institutos orgánicos, pero 

se queda en el camino de descubrir los procesos internos de cada organismos, procesos 

históricos influenciados por distintos factores intervinieron y la matriz de oportunidades 

que el mismo genera a través del contexto político que lo contiene; dimensiones estas de 

un importante efecto incidente. 

El marco teórico utilizado en este trabajo, el neo-institucionalismo, considera clave los 

estudios de caso porque permiten analizar los determinantes y las consecuencias de las 

instituciones “son los bloques con los que construir sólidos fundamentos teóricos y 

empíricos para una teoría de la dinámica del cambio institucional” (Alston, 2008). Este 

tipo de investigaciones “permiten recoger cuestiones cualitativas que resultan difícil 

cuantificar, enriqueciendo el detalle institucional, para lo que puede valerse de encuestas 

y entrevistas” (Alston, 2008). Resultan relevantes por la capacidad de pasar desde lo 

específico a lo general en base al estudio de ese caso. Así, “los casos relevantes son 

aquellos que muestran un asunto de interés en sí mismo, pero especialmente si ese caso 

ilustra y analiza un problema general” (Alston, 2008). 

El trabajo de North y Weingast (1989), en uno de los estudios de caso más relevantes 

en la literatura, señalan que el paso de un modelo de Estado depredador a un Estado 

contractual, fue el elemento clave del rumbo histórico hacia el crecimiento económico de 

Inglaterra del siglo XVII. Los autores, a través de un estudio de caso, han realizado un 

aporte determinante para esclarecer, no sólo aspectos nacionales, sino cuestiones de interés 

general sobre la economía política del desarrollo. 

En el estudio de caso que se emprende en este trabajo, el método resulta efectivo para 

contrastar y eventualmente refinar teorías preestablecidas, se desarrollarán conceptos 

propios desde una mirada multidimensional, pero especialmente se aportará información 

inside a través de la observación participante y entrevistas en profundidad, donde el 

conocimiento del universo, constituye un beneficio. La propuesta de la investigación, sin 

aspirar a establecer patrones universales, se propone, sobre un episodio particular, 

determinar los factores que lo condicionan y determinan. La exploración intuitiva definida 

ex ante y la comprensión del medio analizado, se beneficiará la profundidad de la 

investigación y la consideración de los detalles intervinientes. 



 68 

Es de destacar la consideración multi-causal de variables independientes en tanto 

forman parte del conjunto de factores que inciden en la conformación del objeto de estudio. 

Por el contrario una utilización mono-causal, como en el trabajo de Page (2010), inhibe el 

conocimiento de un conjunto de fuerzas actuantes con efecto directo. 

 

8.2. La multi-causalidad. 

Resulta imprescindible considerar la multi-causalidad con método de abordaje, incluso 

la multidisciplinariedad en el análisis de instituciones. A través de su observación es 

posible advertir procesos que no se ajustan a lo estrictamente político, económico, social o 

psicológico, sino más bien un mix de ellos (Caballero Miguez y Vázquez, 2011). 

Múltiples intentos investigativos han producido resultados especializados, desde 

enfoques particulares. Muchos de estos trabajos han resultado sesgados, otros incompletos 

y otros fallidos. Autores como Basabé Serrano (2008:174) y Gloppen et al. (2010) 

recomiendan expresamente la combinación de distintos métodos para las aproximaciones 

exploratorias. En este trabajo se coincide con estos autores, los numerosos intentos 

explicativos deben ser sistematizados a través de una mirada desde un marco interpretativo 

que no reduzca la investigación a visiones mono-causales. Las visiones de este tipo son 

insuficientes para advertir las variaciones en el status quo. Es decir, explican por qué una 

situación determinada se plantea en el contexto histórico, pero no dan respuesta cuando 

esta situación se modifica. Es decir, cuando intervienen factores causales que no responden 

a la dimensión sobre la que se está trabajando, sino a dimensiones que deben ser abordadas 

desde otro marco interpretativo (v. gr. las reformas institucionales implementadas en 

provincias argentinas en los 1990s han constituido un salto cualitativo en su 

funcionamiento operativo, pero ningún trabajo realizado en Argentina -que ha 

abordado el tema desde una perspectiva institucionalista- explica por qué se 

produjeron, las motivaciones de los actores que las impulsaron o el contexto político que 

funcionó como incentivo. La observación de las variaciones, se considera que resulta 

crucial para el análisis longitudinal de los organismos de control 

No se trate de una acumulación de respuestas donde cada uno elija la conveniente, sino 

de sistematizar diferentes verdades, buscando causas más profundas, compartidas o incluso 

multivariadas. La pretensión metodológica es proponer un marco teórico que desafíe los 

abordajes mono-causales que explican el comportamiento de las instituciones. Para lo cual 
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se construirá en este trabajo un marco conceptual que integre las teorías dominantes que 

mejor analizan estos elementos, incluyendo sus variaciones. 

Esta perspectiva combina dos tipos de variables explicativas: 

1) el ambiente político, dentro del cual es necesario analizar las categorías que tienen 

impacto directo en la subjetividad de los funcionarios con responsabilidad institucional, y 

2) el marco legal e institucional: incluye el tratamiento y limitantes que otorga la ley 

como “arquitectura” del sistema jurídico, las protecciones legales que el régimen otorga 

para garantizar la autonomía funcional de los organismos, y el acceso a los mismos. 

El modelo va a servir de núcleo investigativo a una combinación de factores a través 

de diferentes contextos empíricos proveyendo una fuerte razón explicativa bidimensional 

(ambiente y diseño legal) del comportamiento de los organismos con relación a la 

contención de los poderes políticos, la provisión de su servicio institucional y en relación 

a su modificación en el tiempo. Además resulta valioso este acercamiento para evaluar la 

performance de las teorías explicativas predominantes a las diversas realidades empíricas. 

 

8.3. Estrategia de abordaje metodológico. 

El objetivo de esta tesis, como se mencionó en el punto seis de esta Introducción, es 

evaluar la aptitud funcional de los OC de Tucumán de manera comparativa en dos períodos 

de tiempo 1990/2003 – 2003/2015. En esa revisión diacrónica, además de la aptitud 

funcional, se podrá apreciar el cambio institucional producido en los períodos comparados. 

Dado que se entiende como “institucional” tanto las reglas formales, como las no formales, 

“institución” se considerará en esta tesis la endogeneidad que se produce entre el ambiente 

político y el diseño legal. Analizar el cambio institucional, en su sentido endógeno, 

permitirá advertir tanto el cambio en los diseños legales, como el cambio del ambiente 

incidente. Esta evaluación se hará bajo los criterios de debilidad/ fortaleza.  

 

8.3.1. Variables independientes. 

Para este abordaje se considera que las variables que operan sobre la aptitud de los OC: 

1) el ambiente político y 2) el diseño legal de los organismos de control. Ambas variables 

tienen incidencia directa sobre la percepción de los titulares de organismos al momento de 

enfrentar decisiones. De esta ponderación se infiere la conformación de la matriz de 
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oportunidades. Esta matriz conforma el modelo de incentivos y restricciones que enfrentan 

los funcionarios en la toma diaria de decisiones, impactando en el sentido probable de 

gestión o pro-actividad del mismo, que va a caracterizar la aptitud final del organismo en 

eficiente/ineficiente. 

1) El ambiente político, considerará el equilibrio parlamentario, primera minoría de 

oposición, equilibrio del Alto Tribunal de Justicia, antecedentes de accountability, contexto 

nacional favorable, contexto provincial democrático y libertad de prensa 

2) El diseño legal de los organismos de control se valuará según el enfoque conceptual 

de John Ackerman (2007) de autonomía empoderada.41 Se considera que la única 

posibilidad de los organismos de llevar adelante su función de manera adecuada es a través 

de su “fortaleza” y “aptitud”. Para cumplir cabalmente su mandato, el organismo, antes que 

nada, debe ser autónomo. Pero además requiere de mucho más que libertad de actuación. 

Requiere de facultades legales que le den herramientas para el ejercicio de su autoridad, 

tales como atribuciones de investigación y sanción. Pero además es necesario una 

estructura legal que fomente la profesionalización, y el comportamiento “pro-activo” de 

sus funcionarios. El criterio de autonomía empoderada incluye tres dimensiones básicas:  

Autonomía: Esta dimensión considera aspectos tales como: status legal, autonomía 

política, financiera, técnica, de gestión, mecanismos de nombramiento y destitución de sus 

titulares, tipo y nivel de influencia del organismo supervisor a quien rinde cuenta. 

Capacidad: Se relaciona con el nivel de actuación que le ha sido delegado: capacidad 

de investigación, sanción, atribuciones y limitaciones que afectan su función.  

Estructura: Se relaciona con los recursos que los sustentan: nivel de profesionalización 

del personal, servicio civil de carrera, estructura administrativa optimizada y racional, 

libertad de trabajo con fuentes externas, y con la sociedad civil. 

Además de estas características generales de los organismos de control, cada uno de 

ellos presenta rasgos particulares que se asumen de la función propia que realizan y que 

son analizadas en el Anexo Metodológico de este trabajo. El análisis particular desagrega 

                                                
41 El concepto se inspira en el concepto de “embedded autonomy” de Peter Evans, en tanto afirma de manera 

simultánea la importancia de los elementos de independencia, profesionalismo y experticia. Además el autor señala 

la importancia de que el gobierno vaya más allá de la tecnocracia, y no confundir “autonomía” con “aislamiento”. 

Sin embargo la posición de Ackerman (2007), a diferencia de la de Evans, se basa en que para el segundo es 

necesario que los organismos “se incrusten” con los actores sociales y del mercado, mientras que para Ackerman, 

los organismos de control deben ser “empoderados” para actuar con plena fuerza y de manera creativa. 
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a los mismos valorando tres dimensiones de su composición: dimensión legal, dimensión 

funcional interna y la dimensión de su relación con los poderes de gobierno. 

Por otro lado se destaca la característica de adaptación que implica el concepto de 

autonomía empoderada. El criterio no debe ser anclado a reglas fijas, sino por el contrario, 

debe ser pensado en el ambiente histórico donde se desarrolla con la posibilidad de ser 

adaptado a diferentes matices sistémicos. Finalmente se enfatiza que cuando se habla de 

efectividad de los organismos de control, se hace alusión a su diseño institucional apto para 

funcionar en un ambiente particular, cuya verificación de efectividad será confirmada por 

la matriz de oportunidades existente en el sistema y reafirmada por la repercusión social, 

mediática, de opinión, etc. Que estos generen. 

 

8.3.2. Variable dependiente. 

Será la aptitud funcional de los OC para ejercer accountability. Para ello se recurre a 

la construcción de un modelo que sistematice las variables que inciden sobre la matriz de 

oportunidades que enfrentan los titulares de los organismos definiendo su pro-actividad. 

Como se ha mencionado anteriormente, este enfoque resulta novedoso y pretende realizar 

un aporte a la literatura para estandarizar métodos de cuantificación empírica sobre los 

incentivos y restricciones que genera el diseño legal y el ambiente político que lo contiene. 

 

 

 

 

 

Gráfico 0.3. Variables que afectan la aptitud de los Organismos de Control 

 

 

VARIABLE DEPENDIENTE 

MATRIZ DE OPORTUNIDADES: INCENTIVOS Y RESTRICCIONES QUE PERCIBEN 

LOS FUNCIONARIOS RESPONSABLES: APTITUD FUNCIONAL DE ACCOUNTABILITY 

VARIABLES INDEPENDIENTES 

DISEÑO LEGAL AMBIENTE POLÍTICO 
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8.3.2.1. Selección de casos. 

La selección de los casos está definida por la importancia de los organismos en el contexto 

de las instituciones fundamentales del sistema democrático focalizadas en episodios frecuentes 

de elecciones y corrupción. Se evaluará el Tribunal de Cuentas de la Provincia de Tucumán, 

órgano rector en la fiscalización de los recursos públicos, y principal agente para la 

neutralización de la corrupción. Se analizará la Junta Electoral Provincial, organismo a cargo 

de la fiscalización de los actos electorales y se analizará la Fiscalía Anticorrupción de 

Tucumán. Además de los organismos analizados, se advierte de la inexistencia de organismos 

medulares del entramado institucional cuya carencia repercute de manera sintomática en la 

vocación política de los gobernantes y por su no-inclusión, son el principal significante de la 

aviesa intencionalidad de la elite dominante de los últimos años en Tucumán.  

 

8.3.2.2. Aspectos operativos. 

Técnicas de recolección de datos: 

Exploración documental: El trabajo de campo se realizó entre 2013-2015. Se trabajó tanto 

con registros de observación participante, como consultas jurídicas a sistemas informáticos para 

abordar las unidades de observación. Se ha realizado una evaluación de normas legales, algunas 

derogadas, abrogadas y vigentes. Se ha acudido principalmente al Sistema Informático del 

Gobierno de Tucumán <http://rig.tucuman.gov.ar/leyes/>. Se acudió a la oficina de 

Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia de Tucumán, para solicitar copias de 

acordadas, cuya consecución fue una tediosa aventura burocrática porque por su antigüedad no 

figuraban en el sistema informático, siempre con la mejor predisposición del personal a cargo. 

Se acudió al Ministerio Público fiscal solicitando copia de resoluciones ministeriales, también 

encontrando amplia disposición de su personal. Se realizaron pedido de datos electorales que 

fueron gentil y rápidamente provistos por la Junta Electoral Provincial (JEP).42 En la Honorable 

Legislatura de Tucumán, se realizó una extraña gestión para conocer la composición de la 

cámara, dado que mientras el subdirector del área ponía trabas burocráticas y pedidos de notas, 

los empleados amablemente la iban imprimiendo (su impresión fue tan desorganizada, que 

componer los datos fue una costosa empresa). Y nuevamente en la Secretaría de 

Superintendencia de la SCJT se solicitó la composición anual de los integrantes vocales del 

                                                
42 Mi agradecimiento en tal sentido al Dr. Alberto Borsini. 

http://rig.tucu-/
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superior tribunal y no pudieron acceder a esos datos, se sugirió su búsqueda en la biblioteca de 

la CSJN. Finalmente fue posible conocer a los mismos, en el trabajo de Zavalía (2007a). 

Entrevistas en profundidad: Estas entrevistas pueden ser distinguidas con dos grupos de 

entrevistados: 1) se han realizado entrevistas a expertos y a actores protagónicos de la vida 

institucional de los organismos de control analizados, y 2) también a periodistas especializados 

en temas políticos. En el primer caso, con el fin de conocer fenómenos y realidades de la 

dinámica institucional, se ha explorado a los sujetos actuantes, sus interpretaciones, 

interferencias, limitantes y todo lo que estos caracterizan, deducen o concluyen de sus 

realidades y percepciones, sobre aspectos funcionales, de las conductas de sus semejantes, de 

las acciones que emprenden y los vínculos con el entorno. En el segundo grupo, con relación a 

la apreciación del ambiente político, los entrevistados fueron tres periodistas, dos de ellas 

mujeres de aproximadamente 35 años y un periodista varón de aproximadamente 45 años. Los 

tres fueron consultados a través de una encuesta semi-estructurada donde se abordaba sus 

percepciones sobre tres dimensiones de la vida política: Antecedentes de accountability, 

Libertad de prensa y Sociedad Demandante. Cada entrevista duró en promedio 20 minutos y 

los entrevistados fueron gratificados con el obsequio de un libro por el tiempo prestado a la 

investigación. 

El trabajo de investigación con expertos “dentro de las instituciones” se realiza a través de 

entrevistas libres y en profundidad, que pretenden conocer características desconocidas de cada 

organismo en particular dadas sus especificidades, especialmente vinculados a su 

funcionamiento, su demanda y productos –output- Además de la mención de los casos, se ha 

indagado de manera específica sobre aspectos vinculados no sólo a su faz performativa, sino a 

consideraciones valorativas sobre rendimientos, opiniones y valoraciones axiomáticas. Las 

entrevistas fueron las siguientes: 

1) Relator del Tribunal de Cuentas de la Provincia, cuyo nombre prefirió reservar en el 

anonimato y cuya memoria en audio puede encontrarse en: 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_ GK_TC_18-02-

15_D0010218.mp3 [consulta: 17/09/2015]. 

2) Dr. Damián Paz, ex Defensor del Pueblo durante el período bussista, cuya memoria en 

audio puede encontrarse en: 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista%20Damian%20Paz_DP_09-

06-2015_A0020108.mp3 [consulta: 17/09/2015]. 
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3) Dr. Carlos López, ex secretario de la Fiscalía VI Nom. (ex fiscalía anticorrupción), actual 

Secretario del Juzgado de Instrucción V Nom., cuya memoria en audio puede encontrarse en: 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_ LOPEZ_FA_17-9-

2015_A0040418.mp3 [consulta: 17/09/2015]. 

4) La entrevista prevista con el funcionario de alta jerarquía de la Junta Electoral 

Provincial, no pudo realizarse a causa de los disturbios generados por el escándalo electoral 

conocido como Tucumanazo del 24 de Agosto en adelante. La mayoría de los funcionarios 

fueron amenazados de muerte. 

 

8.4. Categorías de análisis para la evaluación de las dimensiones observadas. 

Para realizar la clasificación del diseño legal de los organismos de control se ha diseñado 

un método inspirado en el trabajo de Mora Brenes (2014), donde se distinguen dimensiones, 

categorías y subcategorías según el criterio de autonomía empoderada. Siguiendo las 

sugerencias metodológicas de Geddes (2003) y Snyder (2001) (apud Lodola, 2009), quienes 

recomiendan una estrategia de desagregación consistente en identificar subniveles de análisis 

dentro de un caso determinado. Se procede a identificar dimensiones, categorías y subcategorías 

de análisis en los organismos, respetando sus especificidades y construyendo un método de 

evaluación cuasi-normalizado, con la intención que el mismo pueda ser estandarizado para 

futuras investigaciones. El método diseñado, al que se ha denominado análisis de componentes 

agregados, se adapta a las singularidades de cada organismo pero manteniendo los criterios 

conceptuales de autonomía empoderada. 

Análisis de componentes agregados: Los organismos son clasificados en tres dimensiones: 

a) legal, b) funcional-operativa y c) relación con los otros poderes y accountability. Cada 

dimensión es analizada por categorías constitutivas. Las categorías son propuestas de manera 

arbitraria, teniendo en cuenta sugerencias de entidades internacionales, de la literatura, 

principios consagrados en tratados de derechos humanos, etc., mencionadas sus fuentes en el 

análisis de cada capítulo. Las categorías tienen en cuenta aspectos tales como: la solidez 

jurídica, autonomía, prerrogativas de actuación, recursos financieros, recursos humanos, etc. 

A su vez estas categorías se constituyen con subcategorías, también establecidas 

discrecionalmente por el autor y variables en cada organismo en base a sus particularidades. 

Estas subcategorías tienen en cuenta los siguientes aspectos: designación y destitución de 

titulares, gestión interna, universo de trabajo, capacidad para determinar daños, capacidad de 
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investigación, asesoría, proceso de asignación de recursos financieros, capacitación e idoneidad 

del personal, vínculos con los otros poderes de Estado, relación de dependencia, etc. 

La evaluación de las subcategorías se hace validando los componentes que la integran, los 

cuales son establecidos también discrecionalmente. Cada subcategoría se clasifica, teniendo en 

cuenta determinados componentes cuya presencia o ausencia determinan su clasificación. Cada 

subcategoría es clasificada en: alta, media o baja según cumpla con los requisitos 

discrecionalmente establecidos por el autor, los cuales se especifican de manera precisa para 

cada una de las subcategorías de cada organismo en particular, según se detalla en los puntos 

siguientes. 

Los componentes de las subcategorías son establecidos discrecionalmente teniendo en 

cuenta los criterios antes mencionados y se pretende con ello, definir un método estandarizado 

que permitan futuras investigaciones y trabajos comparativos que faciliten desarrollos 

empíricos y teóricos. 

 

8.5. Identificación de los indicadores para la evaluación del Diseño Legal. 

En este punto se observará la metodología empleada, la que se ha denominado “de 

componentes agregados”, para segmentar diferentes elementos de cada uno de los tres OC 

analizados. 

 

8.5.1. El Tribunal de Cuentas o Entidad de Fiscalización Superior (EFS). 

Se analiza el organismo desde tres dimensiones: a) legal, b) funcional-operativa y c) 

Relación con los otros poderes y accountability. Se resumen las categorías de la siguiente 

manera: 

 

a) Dimension legal 

a’) Solidez jurídica 

a”) Fundamento Constitucional: Este status contribuye a la fortaleza institucional del 

EFS, su ausencia por el contrario, refleja debilidad en tanto sus facultades y atribuciones 

carecen del respaldo que les otorga una norma con mayor dificultad de modificación. Las 

normas constitucionales le otorgan claridad y definición a su naturaleza jurídica, sus facultades 
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y atribuciones, forma de designación de sus autoridades y destitución de las mismas. Se 

recomienda que se garantice de manera explícita la autonomía funcional, de gestión, técnica y 

presupuestaria. 

b”) Claridad Jurídica: Es habitual que las reformas legales introduzcan confusiones e 

inconsistencias en el plexo normativo. Estas fallas jurídicas, dan lugar a planteos judiciales, 

interpretaciones erradas o maliciosas, y en definitiva se traducen en el desprestigio e ineficacia 

del organismo. Muchas reformas han instituido organismos consagrados constitucionalmente, 

pero en el contexto del sistema jurídico, su beneficio ha quedado neutralizado por una técnica 

legislativa ineficiente. 

b’) Autonomía43  

Se la define en relación con otra institución u organismo. Una EFS es autónoma cuando no 

depende de los sujetos que fiscaliza, En los casos en que se coordine con el Poder Legislativo, 

su presencia no debe implicar subordinación o mando jerárquico. Esta dimensión se encuentra 

compuesta por cinco categorías: 

a”) Nombramiento de los titulares: Este requisito se valida cuando el modo de 

designación y su destitución están claramente definidos en la ley a través de la exposición de 

sus requisitos y procedimientos. Se recomienda que la elección cuente con la aprobación de una 

mayoría calificada del parlamento y sin intervención del Poder Ejecutivo. Se considera 

asimismo que el proceso de destitución debe estar claramente definido. 

b”) Destitución de titulares: Este requisito se valida con los mismos parámetros del 

punto anterior. 

c”) Libertad de gestión:44 Se considerará cumplido este requisito cuando en la ley quede 

establecida la independencia de la EFS para el desempeño de su actividad. Dentro de su 

independencia funcional figuran el nombramiento del personal, libertad de organización 

                                                
43 Se clasificará la dimensión autonomía en alta, media y baja según se verifiquen distintos criterios establecidos. 

Esta dimensión se encuentra constituida por cinco componentes, si en el análisis de la ley surge la presencia de 

cuatro o más de los componentes considerados, se clasificará como autonomía alta, si la presencia de los mismos 

refleja dos o tres, se establecerá que posee una autonomía media. La intervención del Poder Ejecutivo en el proceso 

de nombramiento del titular o titulares de la EFS es considerado una importante intromisión en su funcionamiento 

que afecta la autonomía de la entidad, por lo cual se considerará autonomía baja si sólo se cumple con uno de los 
componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención del Poder Ejecutivo. 
44 Esta dimensión ésta constituida por seis componentes. Se clasificará en; autonomía alta si en la ley se observan 

cinco o más de los componentes, autonomía media si la ley cumple con cuatro o tres de los componentes 

establecidos. Se considera que la intervención del Poder Ejecutivo en algunos de los aspectos establecidos afecta 

de forma importante la autonomía de la entidad, por lo cual se clasificará como autonomía baja si sólo se cumple 

con dos de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención del Poder Ejecutivo. 
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interna, atribución de elaborar y aprobar su reglamento interno y la preparación y ejecución 

presupuestaria independiente, sin necesidad de aprobación del ejecutivo. 

d”) Universo de trabajo: Se vincula a la potestad de elaboración y aprobación de su 

cronograma anual de trabajo sin estar sujeto a la aprobación de otra institución, especialmente 

dependiente del ejecutivo y a la capacidad de establecer metodologías propias en la revisión de 

la contabilidad pública. Este requisito se valida si la ley establece la independencia de la EFS 

para realizar estas funciones.45 

e”) Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones: Se dará por 

cumplido con este requisito si a la EFS posee capacidad para la determinación de daños en la 

hacienda pública y la capacidad para establecer directamente sanciones e indemnizaciones 

(iniciar juicios y/o aplicación de multas). También se considera la capacidad para iniciar los 

procedimientos correspondientes por responsabilidades (denuncia ante la justicia, promoción 

de destituciones, aplicación de sanciones).46 

c’) Facultades 

 La EFS debe disponer con facultades amplias para su ejercicio de fiscalización. Para ello 

se considera indispensable contar con las siguientes: 

a”) Control de operaciones del Estado: En esta facultad se considera la capacidad para 

controlar presupuestos, realizar auditorías de gestión, operativas, financieras y controles 

legales. Se consideran las acciones relacionadas con el uso de los fondos públicos, control de 

ingresos y egresos fiscales, rentabilidad y legalidad, control de contratos públicos, obras 

públicas, adjudicación de bienes, servicios y vivienda. Se considera la oportunidad del control 

ex ante o ex post.47 

b”) Capacidad de investigación e información: Es correlativo a su funcionamiento que 

la EFS posea potestad suficiente para investigar en instituciones donde se presuma la ocurrencia 

                                                
45 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
46 Esta categoría se constituye con dos componentes, se considerará autonomía alta si la ley cumple con los dos 

componentes establecidos, autonomía media si cumple con uno de los componentes, y baja si se encuentran 
ausentes los componentes establecidos. 
47 La capacidad de control de operaciones está constituida por nueve componentes: control de fondos públicos, 

control presupuestario, control financiero, control operativo, auditoría de gestión, control legal, control de 

ingresos, control de egresos y contratos estatales. Se considerará que la EFS posee facultades altas si en el análisis 

de la ley se observan siete o más de los componentes establecidos, facultades medias si cumple entre seis y cuatro 

de los componentes y baja si cumple tres o menos de los criterios establecidos. 
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de actos ilícitos. Se valida este componente si la EFS tiene capacidad para acceder de manera 

ilimitada, libre y directa a la documentación que considere necesaria para la función de 

fiscalización.48 

c”) Función de asesoramiento: La EFS debe realizar esta función en todo el ciclo 

financiero. Debe solicitar a las autoridades adoptar las medidas necesarias y establecer 

responsabilidades.49 

 

b) Dimension funcional administrativa 

Se abordará este aspecto a partir de los mecanismos institucionales previstos para la 

selección y capacitación del personal. Se obviará un análisis exhaustivo de los recursos 

humanos en el marco teórico de la teoría de las organizaciones, por cuanto supone un nivel de 

complejidad que excede el propósito de este trabajo, dada la limitación propia de información 

específica. 

a’) Recursos financieros: Se analizará el proceso de asignación del presupuesto. Es de 

esperar que la EFS estime los recursos financieros necesarios para su funcionamiento y que la 

participación del Poder Ejecutivo sea limitada. Se parte de la premisa que la EFS que cuente 

con recursos necesarios e independencia en la administración de su presupuesto fortalece su 

función de control. Se valora como positivo que el presupuesto de gastos sea elaborado por la 

propia entidad y que en su elaboración no intervenga el ejecutivo. Si se observara intervención 

del ejecutivo se considerará que la EFS posee recursos financieros limitados en el desempeño 

de sus funciones. 

b’) Recursos humanos: Se considera importante que el personal a cargo de la fiscalización 

de los recursos públicos sea suficiente en cantidad, y calificado para el desempeño de su 

función. Se valorará que se establezcan criterios claros para el proceso de selección, así como 

mecanismos de capacitación del personal. Estos aspectos contribuyen al fortalecimiento del 

                                                
48 En esta dimensión se observan dos componentes, se considerará que la EFS posee alta facultad si cumple con 

los dos, si cumple con uno solo de ellos se considerará facultad media y si ambos componentes se encuentran 

ausentes, se considerará que posee facultad baja. 
49 Esta facultad está constituida por dos componentes, si se verifican ambos, se considerará que posee facultad alta, 

si cumple con uno de ellos se considerará que posee facultad media y si ambos se encuentran ausentes se 

conssiderará baja facultad. 
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ente. Se considerará que la entidad posee personal calificado si cuenta con personal 

universitario en tareas específicas y se incluyen procesos de capacitación.50  

 

c) Dimensión Relación con los poderes del Estado 

Se analizan los vínculos de la EFS con el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. Es de 

esperar que la entidad posea independencia suficiente para el desempeño de su función 

fiscalizadora y sus vínculos con los poderes del Estado, especialmente con el Poder Ejecutivo, 

sean débiles o escasos. 

a’) Relación con los poderes del Estado provincial:  

Se observa en esta dimensión la relación que se establece entre la EFS y el poder del Estado 

al cual debe rendir cuenta de sus acciones. El informe de su trabajo podrá ser presentado ante 

el ejecutivo o ante el legislativo, se valorará como positivo que el forum ante quien rinda cuenta 

sea el Poder Legislativo, asimismo se observará si esta relación es de carácter auxiliar o 

dependiente.51 

b’) Relación de dependencia:  

En esta dimensión observa la injerencia del Poder Ejecutivo en el funcionamiento y control 

de las actividades de la EFS a través de aspectos centrales de su dinámica: designación de 

titulares, aprobación de presupuesto financiero, programa de actividades, etc. La prevalencia 

de los Poderes en sus funciones específicas es considerada una intromisión grave en los asuntos 

de la EFS. Se considerará que la EFS posee un diseño institucional fuerte si se verifican 

limitaciones jurídicas a la intervención de los poderes del Estado, especialmente del Poder 

Ejecutivo.52 Es posible observar en el cuadro siguiente los diversos componentes que permiten 

identificar las cualidades/atributos de la entidad para medir su grado de fortaleza/debilidad del 

                                                
50 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee 

recursos humanos media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención del poder ejecutivo se clasificará como recursos humanos baja. 
51 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
52 Esta dimensión se forma por dos componentes. Si en el análisis de la ley se observan la presencia de los dos 

componentes se entenderá que posee una autonomía alta, si se observa uno solo de ellos se considerará que posee 

una autonomía media y, si no cumple ninguno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención dell ejecutivo se clasificará autonomía baja. 
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diseño institucional. El grado de fortaleza puede ser evaluado mediante la ausencia/presencia 

de los componentes en su marco legal (ver Cuadro 0.4). 

 

Cuadro 0.4. Fundamentos básicos del diseño institucional del TCPT 

Dimensión Categoría Subcategorías Que se espera de los Indicadores 

Le
g

a
l 

S
o

lid
e

z 

ju
rí
d

ic
a

 Status 

constitucional 

En la Constitución provincial se garantiza la independencia, 

autonomía técnica y de gestión. Se le otorga legitimidad activa y 

pasiva. Autarquía financiera 

Claridad 

jurídica 

El plexo normativo es claro y consistente. Las modificaciones no 

provocaron confusión y posibilidades de planteos judiciales 

A
u

to
n

o
m

ía
 

Designación 

de titulares 

La Constitución provincial expone los requisitos con claridad, describe 

el procedimiento de selección. Son elegidos por la Legislatura. 

Destitución de 

titulares 

Se exponen requisitos y procedimientos con claridad. Son destituidos 

por la Legislatura. 

Gestión interna 

Nombra a su personal, se organiza internamente, elabora y aprueba 

reglamento interno, elabora su presupuesto, ejerce su presupuesto, el 

Poder Legislativo aprueba su presupuesto. 

Universo de 

trabajo 

Elabora su programa de trabajo, aprueba su programa de trabajo, 

establece las metodologías en la revisión.  

Determinación 

de daños 

Establece directamente las indemnizaciones y sanciones pecuniarias, 

inicia procedimientos correspondientes. 

P
re

rr
o

g
a

ti
v
a

s 

Investigación 
Acceso oportuno, ilimitado, directo y libre a toda la documentación y 

la información. Emprende investigaciones especiales 

Control de 

operaciones 

del Estado 

Control financiero, control operativo. Auditoría de gestión, control 

legal, control de ingresos, control de egresos, contratos estatales. 

Asesoría 
Asesora a los poderes públicos. Puede dirigirse a la autoridad 

competente. 

fu
n

c
io

n
a

l 

a
d

m
in

is
tr

a

ti
v
a

 

Recursos 

financieros 

Proceso de asignación de 

recursos 

A través del presupuesto provincial por medio del Poder 

Ejecutivo y Poder Legislativo. 

Recursos 

humanos 
Capacitación del personal Los cargos directivos requieren estudios superiores. 

R
e

la
c

ió
n

 

c
o

n
 

o
tr

o
s 

p
o

d
e

re
s 

d
e

l 

E
st

a
d

o
 

Vínculos con el legislativo y 

el ejecutivo 

Debe estar vinculado al Poder Legislativo y ser auxiliar de 

éste en materia de control del gasto público. 

Relación de dependencia Independiente del Poder Ejecutivo. 

Fuente: Elaboración propia, a partir de Figueroa Neri (2009); INTOSAI 

declaración de Lima (1977); Daft (2000); Mora Brenes (2014). 

 

 

8.5.2. Indicadores de evaluación de la Fiscalía Anticorrupción 2000-2005. 

En la siguiente sección se analizan los componentes institucionales de la Fiscalía 

Anticorrupción (FA) existente en Tucumán entre el período 2000–2005, bajo el criterio legal 

de la resolución del Ministerio Público Fiscal 36 de 10/05/2015, la Ley Orgánica de Tribunales 

N° 6.238, y la Constitución de 1990. Se analiza el organismo desde tres dimensiones: a) legal, 
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b) funcional-administrativa y c) Relación con los otros poderes y Accountability. Se resumen 

las categorías de la siguiente manera: 

 

a) Dimension legal 

a’) Solidez jurídica: 

Contribuye a la fortaleza institucional del Organismo Anticorrupción (OA), su ausencia 

por el contrario, refleja debilidad en tanto sus facultades y atribuciones carecen del respaldo 

que les otorga una norma con mayor dificultad de modificación. Las normas constitucionales 

otorgan claridad y definición a su naturaleza jurídica, sus facultades y atribuciones, forma de 

designación de sus autoridades y destitución de las mismas. Se recomienda que se garantice de 

manera explícita la autonomía funcional, de gestión, técnica y presupuestaria. 

b’) Autonomía:  

Se define en relación con otra institución u organismo. Un OA es autónomo cuando su 

conformación está libre de influencia política, especialmente del partido del gobernador. Se 

considera que la integración del mismo por miembros del Poder Judicial, garantiza la 

imparcialidad dados los mecanismos de selección de sus integrantes. Sin embargo, si el 

organismo prevé mecanismos de selección independientes y democráticos, serán justamente 

valorados. Esta dimensión se encuentra compuesta por cinco categorías: 

a”) Nombramiento de los titulares: Este requisito se valida cuando el modo de 

designación y su destitución están claramente definidos en la ley a través de la exposición de 

sus requisitos y procedimientos. 

b”) Destitución de titulares: Este requisito se valida con los mismos parámetros del 

punto anterior. 

c”) Libertad de gestión: Se considerará cumplido este requisito cuando en la ley quede 

establecida la independencia del OA para el desempeño de su actividad. Dentro de su 

independencia funcional figuran el nombramiento del personal, libertad de organización 

interna, atribución de elaborar y aprobar su reglamento interno y la preparación y ejecución 

presupuestaria independiente, sin necesidad de aprobación del ejecutivo.53 

                                                
53 Esta dimensión ésta constituida por seis componentes. Se clasificará en; autonomía alta si en la ley se observan 

cinco o más de los componentes, autonomía media si la ley cumple con cuatro o tres de los componentes 

establecidos. Se onsidera que la intervención del Poder Ejecutivo en algunos de los aspectos establecidos afecta 
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d”) Universo de trabajo: Se vincula a la capacidad del OA para desarrollar su cometido. 

Este requisito se valida si la ley establece la independencia del OA para realizar estas 

funciones.54 

e”) Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones: Se dará por 

cumplido con este requisito si el OA posee función jurisdiccional y aptitud para la 

determinación de infracciones a las leyes que afecten el patrimonio público. La capacidad para 

establecer directamente sanciones e indemnizaciones (iniciar sumarios y/o aplicación de 

multas).55 

c’) Facultades:  

El OA debe disponer facultades amplias para su ejercicio de trabajo. Se considera necesario 

que su objeto de investigación recaiga sobre los miembros de los tres poderes de Estado, y sobre 

los organizamos descentralizados de la Administración Pública, que administren fondos 

públicos. 

a”) Facultades administrativas: El organismo debe tener capacidad de cotejar datos y 

realizar compulsas y entrecruzamiento de información con otros organismos paralelos 

provinciales, nacionales e internacionales, para lo cual debe estar legamente habilitado y poseer 

personería propia. Debe tener plena capacidad para solicitar informes en registros públicos, 

cuentas bancarias, bases de datos disponibles. 

b”) Capacidad de investigación e información: El OA debe poseer capacidad suficiente 

para acceder a todos los datos que considere necesario para encauzar su investigación. Además 

se valora si posee capacidad para iniciar sumarios por propia iniciativa. 

c”) Función de inteligencia: La corrupción se caracteriza por sus prácticas ocultas, y 

por el desarrollo de sofisticados métodos para lograr su objetivo. De allí la necesidad de dotar 

al OA con recurso humanos altamente calificados, que posean la capacidad de entrecruzar datos 

con otros organismos de control de diversas materia y lugares. Este sistema organizativo debe 

                                                
de forma importante la autonomía de la entidad, por lo cual se clasificará como autonomía baja si sólo se cumple 

con dos de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención del Poder Ejecutivo. 
54 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
55 Esta categoría se constituye con dos componentes, se considera autonomía alta si la ley cumple con los dos 

componentes establecidos, autonomía media si cumple con uno solo de los componentes, y baja si se encuentran 

ausentes los componentes establecidos. 
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ser elaborado de manera minuciosa, y debe contar con su propio servicio de carrera, y sus 

normas de capacitación permanente. 

d”) Función de asesoramiento: El asesoramiento del OA debe estar orientado en dos 

sentidos. Debe ser constante, frecuente y generalizado en todo el ámbito de la Administración 

Pública. Y por otro lado, debe impulsar la participación ciudadana, a través de mecanismos 

descentralizados y ágiles de denuncia. La función difusora del OA es similar a la del DP. 

 

b) Dimensión funcional administrativa 

a’) Recursos financieros:  

Se analiza el proceso de asignación del presupuesto. Es de esperar que el OA estime los 

recursos financieros necesarios para su funcionamiento y que la participación del Poder 

Ejecutivo sea limitada. Se parte de la premisa que el OA que cuente con recursos necesarios e 

independencia en la administración de su presupuesto, fortalece su función de control. Se valora 

como positivo que el presupuesto de gastos sea elaborado por la propia entidad y que en su 

elaboración no intervenga el ejecutivo. Si se observara intervención del ejecutivo, se considera 

que el OA posee recursos financieros limitados en el desempeño de sus funciones. 

b’) Recursos humanos:  

Se considera de fundamental importancia que el personal a cargo de la defensa de los 

derechos y garantías de los ciudadanos y los sujetos de derecho en general, sea suficiente en 

cantidad, y calificado para el desempeño de su función. Se valoran los criterios claros para el 

proceso de selección, así como mecanismos de capacitación del personal. Estos aspectos 

contribuyen al fortalecimiento del OA. Se considerará que la entidad posee personal calificado 

si se cuenta con personal universitario en tareas específicas, y se incluyen procesos de 

capacitación.56 

 

c) Dimensión Relación con los poderes del Estado 

                                                
56 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee 

recursos humanos media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención del poder ejecutivo se clasificará como recursos humanos baja. 
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Se analizan los vínculos del OA con el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. Es de 

esperar que la entidad posea independencia suficiente para el desempeño de su función 

fiscalizadora y sus vínculos con los poderes del Estado, especialmente con el Poder Ejecutivo, 

sean débiles o escasos. 

a’) Relación con los poderes del Estado provincial:  

Se observa en esta dimensión la relación que se establece entre el OA y el poder del Estado 

al cual debe rendir cuenta de sus acciones. El informe de su trabajo debe ser presentado ante el 

Poder Legislativo, asimismo se observará si esta relación es de carácter auxiliar o dependiente.57  

b’) Relación de dependencia:  

En esta dimensión se observa la injerencia del Poder Ejecutivo en el funcionamiento y 

control de las actividades del OA a través de aspectos centrales de su dinámica: designación de 

titulares, aprobación de presupuesto financiero, programa de actividades, etc. La prevalencia 

de los Poderes en sus funciones específicas es considerada una intromisión grave en los asuntos 

del OA. Se considerará que el OA posee un diseño institucional fuerte si se verifican 

limitaciones jurídicas a la intervención de los poderes del Estado, especialmente del Poder 

Ejecutivo.58 

Se puede observar en el cuadro 0.5. siguiente los diversos componentes que permiten 

identificar las cualidades/atributos de la entidad para medir su grado de fortaleza/debilidad del 

diseño institucional. El grado de fortaleza puede ser evaluado mediante la ausencia/presencia 

de los componentes en su marco legal. 

 

 

 

 

 

                                                
57 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
58 Esta dimensión está constituida por dos componentes, si en el análisis de la ley se observan dos componentes se 

establecerá que posee una autonomía alta, si se observan uno solo de los componentes se considerará que posee 

una autonomía media y, no cumple ninguno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
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Cuadro 0.5. Fundamentos básicos del diseño legal de la FA 2000 - 2005 

Dimensión Categoría Componentes Que se espera de los Indicadores 

Legal 

Solidez 

jurídica 

Status 

constitucional 

Claridad 

jurídica 

En la Constitución provincial se garantiza la 

independencia, autonomía técnica y de gestión. Se 

le otorga legitimidad activa y pasiva. Autarquía 

financiera 

Autonomía 

Designación de 

titulares 

La Constitución provincial expone los requisitos con 

claridad, describe el procedimiento de selección. 

Son elegidos por la Legislatura. 

Destitución de 

titulares 

Se exponen requisitos y procedimientos con 

claridad. Son destituidos por la Legislatura. 

Gestión interna 

Nombra a su personal, se organiza internamente, 

elabora y aprueba reglamento interno, elabora su 

presupuesto, ejerce su presupuesto, el Poder 

Legislativo aprueba su presupuesto. 

Universo de 

trabajo 

Elabora su programa de trabajo, aprueba su 

programa de trabajo, establece las metodologías 

de investigación.  

Determinación 

de daños 

Establece directamente las indemnizaciones y 

sanciones pecuniarias, inicia procedimientos 

correspondientes. 

Prerrogativas 

Fiscalización 
Tiene alta capacidad de investigación sobre 

múltiples personas y organismos 

Investigación e 

información 

Acceso oportuno, ilimitado, directo y libre a toda la 

documentación y la información. Emprende 

investigaciones especiales 

Inteligencia 
Realiza tareas de Inteligencia y cotejo de datos con 

otras instituciones 

Asesoría 
Asesora a los poderes públicos. Puede dirigirse a la 

autoridad competente. Asesora a la comunidad 

Funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de  

asignación  

de recursos 

A través del presupuesto provincial por medio del 

Poder Ejecutivo y Poder Legislativo 

Recursos 

humanos 

Capacitación  

del personal 
Los cargos directivos requieren estudios superiores. 

Relación con otros poderes del 

Estado 

Vínculos con  

el legislativo y  

el ejecutivo 

Debe estar vinculado al Poder Legislativo y ser 

auxiliar de éste en materia de control del gasto 

público 

Relación de 

dependencia 
Independiente del Poder Ejecutivo. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

 

8.5.3. Indicadores para la evaluación de la Junta Electoral Provincial (JEP). 

Se analiza el organismo desde tres dimensiones: a) legal, b) funcional-operativa y c) 

Relación con los otros poderes y Accountability. Se resumen las categorías de la siguiente 

manera: 

 

a) Dimensión legal 

a’) Solidez jurídica 
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a”) Fundamento Constitucional: Contribuye a la fortaleza institucional del Organismo 

Electoral (OE), su ausencia por el contrario, refleja debilidad en tanto sus facultades y 

atribuciones carecen del respaldo que les otorga una norma con mayor dificultad de 

modificación. Las normas constitucionales otorgan claridad y definición a su naturaleza 

jurídica, sus facultades y atribuciones, forma de designación de sus autoridades y destitución 

de las mismas. Se recomienda que se garantice de manera explícita la autonomía funcional, de 

gestión, técnica y presupuestaria. 

b”) Claridad jurídica: Es habitual que esta materia tan efervescente esté dispersa en 

diversos estatutos legales, generando confusión en la interpretación de las normas. La buena 

técnica legislativa sugiere la consolidación de un texto único, definido, claro en su 

conocimiento y de fácil comprensión. 

b’) Autonomía:  

Se define en relación con otra institución u organismo. Un OE es autónomo cuando su 

conformación está libre de influencia política, especialmente del partido del gobernador. Se 

considera que la integración del mismo por miembros del Poder Judicial garantiza la 

imparcialidad, dadas las condiciones de imparcialidad de sus mecanismos de selección. Sin 

embargo, si el mecanismo estipulado cumple, con los mismos requisitos, será valorado 

positivamente. Esta dimensión se encuentra compuesta por cinco categorías: 

a”) Nombramiento de los titulares: Este requisito se valida cuando el modo de 

designación y su destitución están claramente definidos en la ley a través de la exposición de 

sus requisitos y procedimientos. 

b”) Destitución de titulares: Este requisito se valida con los mismos parámetros del 

punto anterior. 

c”) Legitimidad de origen: Se recomienda que la designación cuente con la mayor 

cantidad de garantías de imparcialidad, sin participación de sectores de interés. Estos sectores 

podrán constituirse en una instancia de control del organismo pero no en su dirección. Si bien 

el origen de sus titulares es la piedra angular de su conformación, esta puede ser variada 

dependiendo del modelo o tipo de organismo. De los cuatro tipos de conformación verificados 

en la literatura, la JEP asume una variante mixta, es decir que es de esperar que los titulares 

provengan del estamento judicial de manera mayoritaria. Asimismo para este tipo de 

conformación no sólo se solicita que su extracción sea de mayoría judicial, sino que los mismos 

sean elegidos en sus fueros por medios legítimos, sin la intervención del ejecutivo. 
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d”) Libertad de gestión: Se va a considerar cumplido este requisito cuando en la ley 

quede establecida la independencia del OE para el desempeño de su actividad. Dentro de su 

independencia funcional figuran el nombramiento del personal, libertad de organización 

interna, atribución de elaborar y aprobar su reglamento interno y la preparación y ejecución 

presupuestaria independiente, sin necesidad de aprobación del ejecutivo.59 

e”) Universo de trabajo: Se vincula a la potestad de elaboración y aprobación de su 

cronograma anual de trabajo, sin estar sujeto a la aprobación de otra institución, especialmente 

dependiente del ejecutivo, y a la capacidad de establecer metodologías propias en la revisión 

de la contabilidad pública. Este requisito se valida si la ley establece la independencia de la OE 

para realizar estas funciones.60 

f”) Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones: Se dará por 

cumplido con este requisito si el OE posee función jurisdiccional y aptitud para la 

determinación de infracciones a las leyes electorales. La capacidad para establecer directamente 

sanciones e indemnizaciones (iniciar sumarios y/o aplicación de multas).61 

c’) Facultades:  

El OE debe disponer facultades amplias para su ejercicio de trabajo. Para ello se considera 

indispensable contar con las siguientes: 

a”) Facultades administrativas: Estas comprenden la capacidad de administrar los 

trámites de inscripción, fiscalización de padrones electorales, registro de partidos, de electores, 

y toda la documentación relativa a la organización de los procesos electorales. 

b”) Facultades organizativas: Se relaciona a la implementación del acto comicial. Todo 

lo referido a la selección de fiscales, la confección de padrones, la administración de los 

recursos materiales para el cumplimiento del acto, la contratación de provisión de recursos, etc. 

                                                
59 Esta dimensión ésta constituida por seis componentes. Se clasifica en; autonomía alta si en la ley se observan 

cinco o más de los componentes, autonomía media si la ley cumple con cuatro o tres de los componentes 

establecidos. Se considera que la intervención del Poder Ejecutivo en algunos de los aspectos establecidos afecta 

de forma importante la autonomía de la entidad, por lo cual se clasificará como autonomía baja si sólo se cumple 

con dos de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención del Poder Ejecutivo. 
60 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
61 Esta categoría se constituye con dos componentes, consideraremos autonomía alta si la ley cumple con los dos 

componentes establecidos, autonomía media si cumple con uno solo de los componentes, y baja si se encuentran 

ausentes los componentes establecidos. 
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c”) Control de actividad de los partidos políticos: En esta facultad se analiza la 

capacidad de fiscalización de la vida interna de los partidos, su adecuación a la normativa, el 

cumplimiento de las actuaciones previstas en la ley, etc. 

d”) Fiscalización del financiamiento de los partidos: En esta facultad se considera de 

especial importancia la capacidad para controlar el financiamiento de los partidos políticos, sus 

presupuestos, control, operativo, financiero y controles legales. Se consideran las acciones 

relacionadas con el uso de los fondos públicos, control de ingresos y egresos, rentabilidad y 

legalidad, control de contratos, control de cumplimiento de obligaciones partidarias, monitoreo 

de campaña. Se considera la oportunidad del control ex ante o ex post.62 Además de ello, son 

funciones inherentes, la atribución de distribuir los fondos del Estado dirigidos a los partidos 

políticos, y el monitoreo de la cobertura de las campañas políticas por los medios de 

comunicación. 

d’) Obligaciones:  

El OE tiene obligaciones propias que son improrrogables: 

a”) Funciones organizativas: Es su obligación Convocar, organizar, dirigir y vigilar por 

el cumplimiento de las leyes, en orden a los principios rectores de los procesos electorales. 

b”) Función de asesoramiento: El OE debe realizar esta función en todo el ciclo 

electoral. Debe solicitar a las autoridades partidarias adoptar las medidas necesarias y establecer 

responsabilidades.63 

c”) Funciones de rendir cuentas: El OE más allá de su autonomía funcional, no debe 

quedar exento de rendir cuenta del ejercicio de sus actividades. Dentro de la misma está la 

obligación de publicar sus resultados. 

 

b) Dimensión funcional administrativa 

                                                
62 La capacidad de control de operaciones está constituida por nueve componentes: control de fondos públicos, 

control presupuestario, control financiero, control operativo, auditoría de gestión, control legal, control de 

ingresos, control de egresos y contratos estatales. Se considerará que la EFS posee facultades altas si en el análisis 

de la ley se observan siete o más de los componentes establecidos, facultades medias si cumple entre seis y cuatro 

de los componentes y baja si cumple tres o menos de los criterios establecidos. 
63 Esta facultad está constituida por dos componentes, si se verifican ambos, se considerará que posee facultad alta, 

si cumple con uno solo de ellos se considerará que posee facultad media y si ambos se encuentran ausentes se 

considerará baja facultad. 
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Se abordará este aspecto a partir de los mecanismos institucionales previstos para la 

selección y capacitación del personal. Como ya mencionamos en las unidades de análisis 

anteriores, se obviará el análisis exhaustivo de los recursos humanos en el marco teórico de la 

teoría de las organizaciones, por cuanto supone un nivel de complejidad que excede el 

propósito de este trabajo, dada la limitación propia de información específica. 

a’) Recursos financieros:  

Se analiza el proceso de asignación del presupuesto. Es de esperar que OE estime los 

recursos financieros necesarios para su funcionamiento, y que la participación del Poder 

Ejecutivo sea limitada. Se parte de la premisa que el OE que cuente con recursos necesarios e 

independencia en la administración de su presupuesto, fortalece su función de control. Se valora 

como positivo que el presupuesto de gastos sea elaborado por la propia entidad y que en su 

elaboración no intervenga el ejecutivo. Si se observara intervención del ejecutivo, se 

considerará que el OE posee recursos financieros limitados en el desempeño de sus funciones. 

b’) Recursos humanos:  

Se considera de fundamental importancia que el personal a cargo de la fiscalización de los 

recursos públicos sea suficiente en cantidad, y calificado para el desempeño de su función. Se 

valorarán los criterios claros para el proceso de selección, así como mecanismos de capacitación 

del personal. Estos aspectos contribuyen al fortalecimiento del ente. Se considera que el 

organismo posee personal calificado si se cuenta con personal universitario en tareas 

específicas, y se incluyen procesos de capacitación.64 

 

c) Dimensión Relación con los poderes del Estado 

Se analizan los vínculos del OE con el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo. Es de esperar 

que la entidad posea independencia suficiente para el desempeño de su función fiscalizadora, y 

sus vínculos con los poderes del Estado, especialmente con el Poder Ejecutivo, sean débiles o 

escasos. 

a’) Relación con los poderes del Estado provincial:  

                                                
64 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee 

recursos humanos media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención del poder ejecutivo se clasificará como recursos humanos baja. 
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Se observa en esta dimensión la relación que se establece entre el OE y el poder del Estado 

al cual debe rendir cuenta de sus acciones. El informe de su trabajo podrá ser presentado ante 

el ejecutivo o ante el legislativo, se valorará como positivo que el forum ante quien rinda cuenta 

sea el Poder Legislativo, asimismo se observará si esta relación es de carácter auxiliar o 

dependiente.65 

b’) Relación de dependencia:  

En esta dimensión observa la injerencia del Poder Ejecutivo en el funcionamiento y control 

de las actividades del OE a través de aspectos centrales de su dinámica: designación de titulares, 

aprobación de presupuesto financiero, programa de actividades, etc. La prevalencia de los 

Poderes en sus funciones específicas es considerada una intromisión grave en los asuntos del 

OE. Se considera que posee un diseño institucional fuerte si se verifican limitaciones jurídicas 

a la intervención de los poderes del Estado, especialmente del Poder Ejecutivo.66 

 Se puede observar en el cuadro 0.6. siguiente los diversos componentes que permiten 

identificar las cualidades/atributos de la entidad para medir su grado de fortaleza/debilidad del 

diseño institucional. El grado de fortaleza puede ser evaluado mediante la ausencia/ presencia 

de los componentes en su marco legal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
65 Esta dimensión está constituida por tres componentes, si en el análisis de la ley se observan tres componentes 

se establecerá que posee una autonomía alta, si se observan dos de los componentes se considerará que posee una 

autonomía media y, si sólo cumple con uno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o intervención 

del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 
66 Esta dimensión está constituida por dos componentes, si en el análisis de la ley se observan dos componentes se 

establecerá que posee una autonomía alta, si se observan uno solo de los componentes se considerará que posee 

una autonomía media y, no cumple ninguno de los componentes o se establece alguna dependencia y/o 

intervención del poder ejecutivo se clasificará como autonomía baja. 

 



 91 

Cuadro 0.6. Fundamentos básicos del diseño institucional de la JEP 

Dimensión Categoría Componentes Que se espera de los Indicadores 

Legal 

S
o

lid
e

z 
ju

rí
d

ic
a

 

Status 

constitucional 

En la Constitución provincial se garantiza la 

independencia, autonomía técnica y de gestión. 

Se le otorga legitimidad activa y pasiva. Autarquía 

financiera 

Claridad 

jurídica 

El plexo normativo es claro y consistente. Las 

modificaciones no provocaron confusión y 

posibilidades de planteos judiciales 

Autonomía 

Designación 

de titulares 

La Constitución provincial expone los requisitos con 

claridad, describe el procedimiento de selección.  

Destitución de 

titulares 

Se exponen requisitos y procedimientos con 

claridad. Son destituidos por la Legislatura. 

Legitimidad de 

origen 

Los titulares deben ser electos por sus estamentos 

de manera legítima. Debe haber preponderancia 

del Poder Judicial 

Gestión interna 

Nombra a su personal, se organiza internamente, 

elabora y aprueba reglamento interno, elabora su 

presupuesto, ejerce su presupuesto, el Poder 

Legislativo aprueba su presupuesto. 

Universo de 

trabajo 

Elabora su programa de trabajo, aprueba su 

programa de trabajo, establece las metodologías 

en la revisión.  

Determina 

Daños y aplica 

sanciones 

Establece directamente las indemnizaciones y 

sanciones pecuniarias, inicia procedimientos 

correspondientes. 

Prerrogativas 

Administrativas 
Capacidad de administrar toda la documentación 

de electores y partidos. 

Organizativas 
Capacidad para desarrollar el todo el proceso 

anterior, concomitante y posterior al acto comicial 

Control 

partidario 

Capacidad para fiscalizar la vida institucional 

interna de los partidos 

Control de 

financiamiento 

Capacidad de fiscalizar los bienes y recursos de los 

partidos 

Obligaciones 

Funciones 

organizativas 

Tiene la responsabilidad de convocar, organizar, 

dirigir y vigilar el desarrollo del acto comicial 

Funciones 

asesoramiento 

Tiene responsabilidad en desarrollar un completo 

sistema de enseñanza del sistema de elecciones 

Accountability 
Debe rendir cuentas de su gestión y del dinero que 

administra 

funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de 

asignación de 

recursos 

A través del presupuesto provincial por medio del 

Poder Ejecutivo y Poder Legislativo. 

Recursos 

humanos 

Capacitación 

del personal 
Requiere personal capacitado. 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el 

legislativo y el 

ejecutivo 

Debe ser independiente de los poderes políticos 

(ejecutivo y legislativo) y rendir cuentas de gestión 

al legislativo. 

Relación de 

dependencia 
Independiente del Poder Ejecutivo. 

Fuente: Elaboración propia. 

 

 

8.6. Identificación de los indicadores para la evaluación del ambiente político. 

Una vez consolidado el conjunto de los diseños institucionales de los organismos 

analizados, se realiza una valoración cualitativa de los mismos a través del sistema 
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multidimensional que se explica a continuación. La apreciación de estos indicadores será 

sometido a la valoración en baja, media o alta, y la misma será evaluada de diferentes formas. 

Esta categoría analiza siete componentes.67 En primer lugar se analiza: 

1) Contexto nacional favorable/desfavorable: el contexto nacional verifica las condiciones 

de relacionamiento entre la provincia y la Nación. Esta relación en Argentina es particularmente 

importante, teniendo en cuenta la fuerte relación de dominación que se ejerce a través de las 

transferencias de recursos fiscales a las provincias por del sistema de coparticipación federal. 

Una evaluación que indique una alta armonía entre el PEN y el gobierno provincial, será 

contraria a la percepción de libertad funcional e independencia de gestión de los titulares de los 

OC. Para la apreciación de armonía relacional se tendrá en cuenta la afinidad partidaria 

(pertenecientes al mismo partido político) y la afinidad personal de los líderes, ambas en un 

50% de importancia. La afinidad personal será teniendo en cuenta los datos que aportan actores 

intérpretes del contexto. Se entrevistará a tres periodistas políticos en actividad, para solicitar 

su opinión. 

2) Competitividad democrática provincial: El segundo componente es la competencia 

democrática. Se sostiene que la verificación de elecciones constantes y limpias favorece el 

accountability horizontal. Asimismo la presencia de dos o más partidos es una garantía de 

posibilidades competitivas y limita una eventual vocación hegemónica del ejecutivo contra los 

organismos de control. La valoración de esta categoría será teniendo en cuenta la fórmula 

matemática que estima la cantidad de partidos existentes. Un solo partido será una 

competitividad baja, dos partidos consideraremos competitividad aceptable. 

3) Equilibrio parlamentario: este factor es considerado decisivo por la posibilidad de 

ejercer un control vis-à-vis a los otros poderes de gobierno. Allí donde existe un partido o una 

coalición partidaria hegemónica, que no alterne sus períodos de gobierno con otros partidos, es 

previsible que los diseños institucionales de los organismos de control asuman una posición 

deferente a las decisiones del ejecutivo, es decir, poca capacidad de accountability que se 

traduciría en intentos de manipulación y control. La conciencia de esta situación puede conducir 

a los titulares de organismos una auto-censura. Por otra parte también podrían ocurrir casos en 

donde la oposición no encuentra ámbitos de debate donde expresar sus ideas, probablemente 

                                                
67 Esta categoría se encuentra constituida por siete componentes, si se verifica la presencia de los seis o más de los 

componentes considerados, se clasificará al ambiente político como alto, si verificamos la presencia de cuatro o 

cinco se clasificará como medio, si se verifica menos de cuatro se considerará entorno político bajo. 
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acuda a la Corte a través de juicios de naturaleza política que aumentarían la oportunidad de las 

Cortes para decidir casos políticamente relevantes. Para la consideración de un equilibrio 

parlamentario alto, se exigirá un escenario donde la voluntad política calificada (2/3 de los 

miembros presentes) se obtiene con la participación de más de dos partidos de oposición. Para 

un equilibrio político medio, se exigirá la necesidad de al menos dos partidos políticos; y un 

equilibrio político bajo, se obtendrá con la presencia de un solo partido que forma la voluntad 

parlamentaria. Para la determinación de la cantidad de partidos políticos en la Legislatura se 

empleará el siguiente procedimiento: Se calcula con la fórmula Laakso y Taagepera (1979) 

 , en donde el indicador mide el número efectivo de partidos que compiten 

electoralmente. Los valores más altos indican un mayor fraccionamiento. En la fórmula, Ci 

indica la proporción de votos obtenida por el partido i. Todos los partidos reincluyen en la 

cuenta por lo que se considera exhaustiva. Dado que el impacto de cada partido en el agregado 

es determinado por la proporción de votos que obtuvo, el indicador captura el grado efectivo 

de fragmentación de los votos. Así, por ejemplo, un número efectivo de partidos de 2,5 indica 

que los votos se repartieron entre dos partidos principales y un tercer espacio, que puede ser 

ocupado por uno o más partidos menores. 

4) Equilibrio del Alto Tribunal: El cuarto componente de esta categoría está dado por la 

composición de la Corte Suprema. Se parte de la premisa de que un vocal de Corte designado 

durante el período de un gobernador determinado, le resulta adicto al mismo. Por ello, en la 

medida que la composición de la Corte Suprema esté integrada por miembros electos en 

distintas épocas, mayor será su distancia ideológica. Se considerará que habrá un equilibrio alto 

cuando tres o más vocales no pertenezcan al partido del gobernador, (en Tucumán la CSJ está 

conformada por cinco miembros) equilibrio medio, cuando al menos dos vocales no 

pertenezcan al partido del gobernador; y equilibrio cuando un solo vocal no pertenezca al 

partido del gobernador pertenezcan al partido del gobernador.  

5) Antecedentes de accountability: Se analiza la trayectoria histórica de episodios de 

resonancia social que hayan sido sancionados. La apreciación de esta categoría está relacionada 

con la consideración mnémica de los actores participantes de la vida política provincial, sus 

recuerdos, sus consideraciones personales, sus valoraciones subjetivas. Para la valuación de 

esta categoría se procederá a solicitar a tres periodistas políticos “en actividad” y de diversos 

medios, su valuación. El modelo de valuación se guiará por las pautas del siguiente modelo: 
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Cuadro 0.7: Encuesta-Evaluación de antecedentes de accountability 

ANTECEDENTES DE RENDICIÓN DE CUENTAS. En esta categoría nos interesa comprender la 

percepción sobre antecedentes registrados que indiquen sometimiento a “rendición de cuentas” 

por parte del gobierno y sus funcionarios durante el período analizado (2003-2015). 

Indique con una cruz en una escala del 1 al 7, cómo define el historial de rendición de cuentas en 

la provincia de Tucumán: 

 

  <2003 
2003-

2015 

1 Accountability limitada. No existen antecedentes de limitaciones regulares 

sobre las acciones del ejecutivo y el comportamiento de sus funcionarios 
  

2 Categoría intermedia entre 1 y 3.   

3 Accountability escaso a moderado. Existen algunos antecedentes de 

limitaciones reales pero limitadas sobre las acciones del ejecutivo. 
  

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.   

5 

Accountability sustancial. El ejecutivo ha ejercido más autoridad efectiva 

que cualquier otro grupo obligado a rendición de cuentas, pero estás 

sujeto a limitaciones sustanciales impuestas por dichos grupos. Se registran 

casos de condenas judiciales. 

 
 

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.   

7 

Sometimiento del gobierno y sus funcionarios a rendición de cuentas de 

manera habitual y constante. La rendición de cuentas es ejercida 

eficazmente sobre el ejecutivo. Existen reconocidos casos de condenados 

judicialmente 

 
 

 

En la escala propuesta se considera un ambiente favorable, si se cumple hasta el 5° lugar 

de la escala, en caso de valoraciones menores, se considerarán condiciones desfavorables o 

bajas para el ambiente de antecedentes de rendición de cuentas. 

 

6) Sociedad demandante: Una sociedad demandante de legalidad exigirá, a través de 

expresiones colectivas o de actos de repudio particulares, una conducta proba y eficiente a sus 

funcionarios, por el contrario, una sociedad anestesiada por años de injusticia y falta de 

rendición de cuentas de sus funcionarios, será inmune a los actos de corrupción y mucho más a 

la inactividad o falta de pro-actividad. Un buen indicador de esta condición se ve reflejado en 

la falta de credibilidad a los funcionarios. En Tucumán, son muy poco los relevamientos de 

opinión de este tipo, pero se deducirá esta condición de la opinión de tres periodistas políticos 

especializados que valuará la demanda social en alta, intermedia o baja, teniendo en cuenta 

episodios históricos registrados en la provincia, en el período. El modelo de valuación se guiará 

por las pautas del siguiente modelo: 
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Cuadro 0.8: Encuesta-Evaluación de sociedad demandante 

SOCIEDAD DEMANDANTE. En esta categoría nos interesa conocer la percepción sobre “cuán 

exigente” es la sociedad tucumana sobre políticas públicas que den respuestas a necesidades 

sociales durante el período analizado (2003-2015). 

Indique con una cruz en una escala del 1 al 7, cómo define el historial de rendición de cuentas en 

la provincia de Tucumán: 

 

  <2003 
2003-

2015 

1 
Sociedad anómica. Existe indiferencia social generalizada hacia las 

acciones/omisiones del gobierno. No existen manifestaciones públicas ni 

acciones colectivas identificables 
  

2 Categoría intermedia entre 1 y 3.   

3 Demanda social escasa a moderada. Existen algunos antecedentes de 

acciones colectivas reales pero limitadas sobre las acciones del ejecutivo. 
  

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.   

5 Demanda social sustancial. Se han verificado acciones colectivas 

puntuales, pero estás sujeto al carácter extraordinario de los casos.  
  

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.   

7 

Sociedad demandante. Se activa la acción colectiva ante el menor dato 

de injusticia o destrato. La sociedad, de manera generalizada, se 

manifiesta a través de todos los medios de difusión. Los funcionarios 

públicos son “escrachados” en público. Vota en consecuencia y opera el 

recambio de elites 

 

 

 

En la escala propuesta se considerará un ambiente favorable, si se cumple hasta el 5° lugar 

de la escala, en caso de valoraciones menores, se considerarán condiciones desfavorables o 

bajas para el ambiente de sociedad demandante. 

 

7) Libertad de prensa: Se analiza la libertad de los medios de prensa para su 

funcionamiento, para la publicación de información. La apreciación de esta categoría está 

relacionada con la consideración mnémica de los actores participantes de la vida política 

provincial, sus recuerdos, sus consideraciones personales, sus valoraciones subjetivas. Para la 

valuación de esta categoría se procederá a solicitar a tres periodistas políticos “en actividad” y 

de diversos medios, su valuación. El modelo de valuación se guiará por las pautas del siguiente 

modelo: 
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Cuadro 0.9: Encuesta-Evaluación de percepción de libertad de prensa 

LIBERTAD DE PRENSA. En esta categoría se quiere conocer la percepción subjetiva de libertad de 

prensa y difusión de opiniones durante el período analizado (2003-2015). 

Indique con una cruz en una escala del 1 al 7, cómo define la libertad de prensa en la provincia de 

Tucumán: 

  <2003 
2003-

2015 

1 Libertad limitada. Existen restricciones a la existencia y publicación de 
periódicos.  

  

2 Categoría intermedia entre 1 y 3.   

3 Libertad escasa a moderada. Existen algunas libertades reales pero 

limitadas sobre las acciones de los medios independientes. 
  

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.   

5 

Libertades sustanciales. Los medios tienen libertad de publicación de todos 

los temas sin embargo el sentido de la información es complaciente con el 

gobierno. El criterio editorial evita el tratamiento de “ciertos temas”. Existen 
“incentivos” a un sentido determinado de la información. 

 

 

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.   

7 Libertad plena de información, no existen obstáculos para la opinión libre. 
Todos los medios compiten en igualdad de condiciones. 

  

 

En la escala propuesta se considerará un ambiente favorable, si se cumple hasta el 5° lugar 

de la escala, en caso de valoraciones menores, se considerarán condiciones desfavorables o 

bajas para el ambiente de libertad de prensa.  

Una vez realizadas las comprobaciones, éstas serán resumidas en el siguiente cuadro: 

  

Cuadro 0.10: Evaluación del contexto político 

Entorno político 

Contexto nacional favorable 

Competitividad democrática provincial 

Equilibrio parlamentario 

Equilibrio Alto Tribunal (Distancia ideológica) 

Antecedentes de accountability 

Sociedad demandante 

Libertad de prensa 
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Una vez realizada la valoración de estas categorías particulares, se exigirá la existencia de 

al menos seis calificaciones altas de las mismas para considerar un ambiente político óptimo o 

alto, se considerará ambiente político intermedio si cumple con al menos cuatro de las 

categorías altas establecidas; y bajo si es cuatro o menor. 

 

8.7. Interpretación de la Matriz de Oportunidades. 

El actor, de manera intuitiva, evalúa el tipo de ambiente en el cual opera y realiza un análisis 

costo-beneficio de las conductas posibles, que variarán entre los opuestos de pro-actividad y 

reactividad-corrupción, según parámetros que evalúan si el ambiente, en conjunción con los 

límites del diseño legal, va a premiar o sancionar su comportamiento (escenario competitivo) o 

si por el contrario, el ambiente en conjunción con lagunas que pueda encontrar en el diseño 

legal y en el sistema jurídico global “no va a premiar ni sancionar” su comportamiento 

(escenario regresivo). 

Ambiente competitivo: Si el escenario es favorable tendrá en cuenta oportunidades de 

promoción personal a través de promoción mediática, premios, reconocimiento, prestigio, 

ascensos en su carrera política, renovación de su gestión, etc. Para ello serán especialmente 

importantes las categorías que se evaluarán en cada organismo, por cuanto un buen diseño legal 

favorecerá una buena gestión profesional. 

Ambiente regresivo: Si el ambiente es desfavorable, el sujeto no tendrá en cuenta las notas 

valiosas de los diseños de los organismos, por cuanto el ambiente no premiará su buena gestión. 

En esta circunstancia el agenta evaluará cuán efectivas son las medidas restrictivas del sistema 

sancionatorio. Si el mecanismo punitivo resulta lábil, si los antecedentes de sanciones efectivas 

son escasos o incluso inexistentes, entonces el agente tendrá en cuenta: oportunidades de 

retribución económica, de posible publicidad de su comportamiento en los medios (denuncias 

mediáticas como efecto de probable sanción social), de ser efectivamente sancionado con una 

pena costosa, etc. 

La matriz de oportunidades debe ser interpretada como el resultado o balance de la 

combinación de las categorías anteriores: diseño legal y ambiente histórico. La combinación 

del diseño institucional con el ambiente histórico analizado en los Capítulos I de esta 

investigación, da forma a la matriz de oportunidades: incentivos/restricciones que los actores a 

cargo de ejercer la función pública enfrentan diariamente. La matriz de oportunidades es el 

conjunto de elementos que el “agente percibe” como modelo de condiciones antes de tomar una 
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decisión. Ésta se configura en parámetros simples, que condicionan la conducta. Los parámetros 

se reducen en su análisis por cuanto constituyen “indicadores simbólicos” de la conveniencia 

de asumir una conducta ante un hecho concreto donde el agente debe tomar decisiones. La 

categoría rendición de cuentas y pro-actividad pueden ser definidas así: 

 

8.7.1. Rendición de cuentas percibida. 

Esta categoría puede considerarse como el resumen general de la combinación ambiente-

diseño donde se aprecian las condiciones generales de rendición de cuentas, más no las 

condiciones objetivas. La categoría es considerada en ambos tipos de ambientes, en uno de ellos 

será utilizada para la promoción personal de los actores, en el otro para evitar ser descubierto. 

La propensión a la rendición de cuenta será mayor si el agente ha sido designado por la primera 

minoría de legisladores y su forum de accountability está conformado por legisladores 

opositores y viceversa. La propensión a rendir cuentas será menor si el agente es designado por 

mayoría simple, por “sugerencia del gobernador” y el forum de accountability es de mayoría 

del partido de gobierno.  

Un aspecto determinante de la categoría es la percepción de la posibilidad de aplicación de 

sanciones, para lo cual cobra especial importancia la merituación ambiental de antecedentes de 

accountability, es decir, el conocimiento del efecto que en casos anteriores ha producido una 

conducta similar, tanto pro-activa como corrupta. La libertad de medios actuará como difusor 

de su conducta, contribuyendo a formar una masa crítica contraria o favorable en la opinión 

pública, de allí que la existencia de medios de prensa libres es una condición necesaria para el 

fortalecimiento institucional. 

 

8.7.2. Pro-actividad. 

Esta categoría se constituye por las condiciones que el sujeto evaluará en términos de costo-

beneficio para ser pro-activo. En esta categoría se analizarán los supuestos que estimulan la 

actividad del funcionario. La actividad del funcionario podrá variar desde pro-actividad, 

conducta corrupta o simplemente reactividad como sinónimo de “dejar hacer, dejar pasar”, es 

decir una conducta anodina sin compromiso social. A los efectos de este trabajo, sólo interesa 

el cumplimiento/incumplimiento de su pro-actividad, dejando de lado otras conductas.  
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La actividad pro-activa supone el aporte de acciones novedosas y creativas para el 

cometido de su función, más allá de la obligación estrictamente rutinaria o legal. Tiene especial 

importancia en esta categoría el conjunto de valores y creencias sociales sobre las acciones que 

debe realizar el agente. En un ambiente dominado por la baja propensión a la legalidad, las 

omisiones formales de actos o conductas serán consideradas naturales y viceversa. Un aspecto 

determinante para el estímulo a la pro-actividad será la existencia potencial de jugadores que 

aspiren a reemplazarlo de su cargo en un ambiente de competencia y resultados obtenidos. 

 

  Cuadro 0.11. Dimensiones que el agente percibe como Matriz de Oportunidades 

Matriz de oportunidades Que se espera de los indicadores 

Condiciones habilitantes 

de diseño legal 

Libertad de acción de amplio alcance y sin compromisos 

políticos 

Rendición de cuentas 
La gestión debe ser escrutada en todo el proceso de 

producción, resultado e impacto, bajo riesgo de sanciones. 

Pro-actividad 
El entorno debe constreñir a la conducta pro-activa bajo 

riesgo de reemplazo 

Fuente: Elaboración propia a partir de la combinación de las dimensiones de 

contexto político y diseño institucional. 

 

Finalmente se elabora un cuadro de aproximación para comprender el funcionamiento del 

organismo analizado bajo la incidencia de todas las variables intervinientes (Cuadro 0.9). 
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Cuadro 0.12: Mapa de condiciones que el agente percibe como Matriz de Oportunidades 

Dimensiones de análisis para evaluación de los organismos de control 
A

m
b

ie
n

te
 p

o
lí
ti
c

o
 

Contexto nacional favorable 
El ambiente nacional es favorable a la legalidad, a 

través del accountability diagonal que ejercen los 

organismos internacionales 

Competitividad democrática provincial La existencia de al menos 2 partidos competitivos 

garantiza la posibilidad de recambio en los cargos 

Equilibrio parlamentario Implica la necesidad de consensos para la 

selección de los titulares 

Equilibrio Alto Tribunal (Distancia ideológica) Garantiza la racionalidad en las decisiones 

jurisdiccionales 

Partido de oposición importante Garantiza la visibilidad de los conflictos y la eventual 

judicialización 

Antecedentes de accountability Opera sobre las consideraciones de costo-beneficio 

del agente al tomar una decisión 

Sociedad demandante Garantiza el factor de accountability social en caso 

de notable injusticia 

Libertad de prensa Otorga la transparencia de posiciones competitivas, 

estimula la pro-actividad y el accountability 

D
is

e
ñ

o
 I

n
st

it
u

c
io

n
a

l Le
g

a
l 

S
o

lid
e

z 

ju
rí
d

ic
a

 

Status constitucional: se da cuando en la Constitución provincial se garantiza la 

independencia, autonomía técnica y de gestión. Se le otorga legitimidad activa y 

pasiva. Autarquía financiera. Claridad jurídica: El plexo normativo es claro y 

consistente. Las modificaciones no provocaron confusión y planteos judiciales 

A
u

to
n

o
m

ía
 

Designación de titulares 

La Constitución provincial expone los requisitos con claridad, describe el 

procedimiento de selección. Son elegidos por la Legislatura. 

Destitución de titulares 

Se exponen requisitos y procedimientos con claridad. Son destituidos por la 

Legislatura. 

Gestión interna 

Nombra a su personal, se organiza internamente, elabora y aprueba reglamento 

interno, elabora su presupuesto, ejerce su presupuesto, el Poder Legislativo aprueba 

su presupuesto. 

Universo de trabajo 

Elabora su programa de trabajo, aprueba su programa de trabajo, establece las 

metodologías en la revisión.  

Determinación de daños 

Establece directamente las indemnizaciones y sanciones pecuniarias, inicia 

procedimientos correspondientes. 

P
re

rr
o

g
a

ti
v
a

s 

Investigación 

Acceso oportuno, ilimitado, directo y libre a toda la documentación y la 

información. Emprende investigaciones especiales 

Control de operaciones del Estado 

Control financiero, control operativo. Auditoría de gestión, control legal, control de 

ingresos, control de egresos, contratos estatales. 

Asesoría 

Asesora a los poderes públicos. Puede dirigirse a la autoridad competente. 

fu
n

c
io

n
a

l 

a
d

m
in

is
tr

a
ti

v
a

 

Recursos 

financieros 
Proceso de asignación de recursos 

A través del presupuesto provincial por medio del Poder Ejecutivo y Poder Legislativo. 

Recursos 

humanos 
Capacitación del personal 

Los cargos directivos requieren estudios superiores. 

Relación con 

otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el legislativo y el ejecutivo 

Debe estar vinculado al Poder Legislativo y ser auxiliar de éste en materia de control 

del gasto público. 

Relación de dependencia 

Independiente del Poder Ejecutivo. 

Matriz de 

oportunidades 

Autonomía 

percibida 

Libertad de acción de amplio alcance y sin compromisos 

políticos 

Rendición de 

cuentas 

La gestión debe ser escrutada en todo el proceso de 

producción, resultado e impacto, bajo riesgo de sanciones. 

Output Pro-actividad 
El entorno debe constreñir a la conducta pro-activa bajo riesgo 

de reemplazo 

Fuente: Elaboración propia 



 101 

8.8. Criterios Interpretativos Desde el Modelo Multidimensional. 

Basados en la literatura de diseño institucional, se asume un rango de factores que impactan 

en la capacidad funcional de los organismos de control para actuar como agentes de 

accountability. Desde este enfoque se asume que el ambiente político y el marco legal 

determinan la capacidad de ejercer su cometido en función del alcance de las normas que 

garantizan su autonomía empoderada. 

El análisis de las diferentes variables que inciden sobre los organismos de control pretende 

evaluar el potencial explicativo de cada conjunto de factores y la subjetividad de los actores 

respectivamente, de manera simultánea el modelo contribuye a una exploración sistémica de la 

interacción de las distintas variables. 

El modelo multidimensional pretende poner el acento en la “dinámica” entre los conjuntos 

de variables. Las variables, políticas e institucionales interactúan. El ambiente político ejerce 

influencia definitiva en la aptitud de los OC, conjuntamente con la estructura jurídica que 

genera los organismos de control. Por otra parte puede ocurrir que contextos similares 

produzcan diseños diferentes (implicando un accountability más o menos fuerte). Este trabajo 

tiene como objetivo central, investigar entre estos varios aspectos para lograr una mejor 

comprensión del accountability de los organismos de control. 

Este modelo presta especial importancia a explorar en profundidad cómo la configuración 

de incentivos ejerce influencia en las decisiones de los directores de OC, cómo afecta los 

distintos aspectos de la estructura institucional, y cuán importante es el contexto político. Se 

asume además que la motivación de los funcionarios para ejercer su cometido depende de dos 

conjuntos de variables: a) intereses personales y profesionales (aquello que los funcionarios de 

manera individual y el órgano como institución ganan o pierden desafiando o adhiriendo al 

gobierno), y b) las normas externas a la subjetividad del actor que favorecen o limitan su 

comportamiento. Como se mencionó anteriormente, el análisis de los organismos de control 

evaluará desde el potencial explicativo de cada conjunto de factores, contexto y diseño legal 

respectivamente, de manera simultánea colaborando en una exploración sistémica de la 

interacción de las distintas variables. 

 

 

9. Premisas de la Investigación 
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A manera de síntesis se destacan los principales ejes de nuestra investigación: 

 

9.1. Los Organismos de Control importan. 

La sofisticación administrativa del mundo contemporáneo exige la colaboración de 

organismos de control. Conforman la red de agencias que habilita el accountability intra-

institucional del propio Estado. Esta proposición no invalida ni delega las responsabilidades 

propias de cada poder del Estado. En el caso de los organismos de control su efectividad está 

directamente vinculada a la efectividad del poder judicial, con el cual co-constituyen el 

accountability horizontal.  

 

9.1.1. La efectividad de los organismos de control favorece la calidad democrática. 

La tendencia de los gobiernos a avanzar sobre funciones propias de los otros poderes de 

Estado, así como a prerrogativas legítimas de la ciudadanía, forma parte de su lógica expansiva. 

Esta debe ser neutralizada por los organismos de control para propiciar un funcionamiento 

equilibrado del gobierno, evitar así los abusos de poder y propender al pleno ejercicio de una 

democracia social. En la medida que el funcionamiento del Estado sea respetuoso de los 

ciudadanos y sus derechos, el funcionamiento institucional favorecerá la igualdad de 

oportunidades, el desarrollo de competencias personales, y se obtendrá un Estado eficiente a 

través de una democracia de calidad. Es necesario advertir que la efectividad de los organismos 

de control es una condición necesaria pero no suficiente para la calidad democrática. Ésta 

también dependerá de la efectividad del poder legislativo y del ejecutivo. 

 

9.1.2. Aptitud de los organismos de control. 

Ésta depende de su organización jurídica interna (diseño institucional) y de la aceptación 

mayoritaria como valor simbólico de referencia (dimensión simbólica), sobre la cual actúa el 

ambiente político. Los organismos para ser eficientes y controlar al ejecutivo deben ser: 

 Autónomos en su funcionamiento,  

 Habilitados con poder suficiente para ejercer su cometido,  

 Independientes de los otros poderes de Estado y  
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 Rendir cuenta de su actuación. Si bien el accountability debido se relaciona 

principalmente con los parlamentos, es necesario pensar en mecanismos de 

apertura a la plena transparencia de su gestión para que la ciudadanía pueda 

escrutar su comportamiento y eventualmente ejercer presión para desplazar a sus 

funcionarios.  

Pero a la vez debe operar en un entorno que estimule la pro-actividad, donde las diferentes 

variables del ambiente coincidan en su sentido: 

 Contexto nacional favorable 

 Competitividad democrática provincial 

 Equilibrio parlamentario 

 Equilibrio Alto Tribunal (Distancia ideológica) 

 Antecedentes de accountability 

 Sociedad demandante 

 Libertad de prensa 

 

 

Cuadro 0.13: Implicancia de variables en los organismos de control y calidad democrática 

 

 

 

9.2. Motivaciones personales. 

FACTORES DE AMBIENTE: 

 
a) Contexto nacional 

favorable 

b) Competitividad 

democrática provincial 

c) Equilibrio parlamentario 

d) Equilibrio Alto Tribunal 

(Distancia ideológica) 

e) Antecedentes de 

accountability 

f) Sociedad demandante 

g) Libertad de prensa 

 

ORGANISMOS 
DE CONTROL 

FACTORES JURÍDICOS DE 

DISEÑO LEGAL: 

 

a) Autonomía funcional,  

b) Capacidad para 

ejercer su cometido,  

c) Independencia de los 

otros poderes de 

Estado y  

d) Rendición de cuenta 

de su actuación. 

 
 

 

CALIDAD DEMOCRÁTICA 

ACCOUNTABILITY 
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El autor de este trabajo reside en una de las provincias con mayores vulnerabilidades 

sociales y episodios de corrupción del país, siendo a su vez Argentina uno de los países más 

corruptos del mundo. 68 Aunque no existen relevamientos sobre corrupción a nivel regional, 

diversos indicios alertan de un proceso de degradación institucional creciente que se manifiesta 

en episodios sintomáticos, como se verá en las páginas siguientes. Se observa con preocupación 

cómo la ciudadanía va naturalizando a su estilo de vida un sistema cada vez más endogámico y 

regresivo, que lo aleja de las oportunidades de desarrollo e inserción regional y global, todo 

ello en un contexto de violación al estado de derecho, abuso de libertades y derechos 

individuales. Las motivaciones personales que movilizan esta investigación se refieren a la 

necesidad de comprender los mecanismos que configuran una democracia “aparente” que no 

da satisfacción a necesidades sociales, y así, una vez identificadas, estimular el debate y el 

aporte de propuestas concretas que colaboren a la construcción de un sistema de organización 

social que sea garante de la libertad de sus ciudadanos en todos los sentidos: de seguridad, de 

trabajo, de expresión, de seguridad jurídica e instituciones previsibles, para favorecer el 

desarrollo pleno de las potencialidades y competencias.  

 

 

10. Estructura de la Investigación 

 

Esta investigación se ordena de la siguiente manera: En el capítulo I se analiza la 

delimitación conceptual del ambiente político, que favorece las condiciones de dominación y 

manipulación de los OC. Se describen las relaciones de intercambio de la provincia con el 

gobierno federal, las condiciones sociales y las prácticas de convivencia emergentes, que darán 

una idea de la necesidad de acumular poder por parte de los gobernadores. Se describe el 

                                                
68 Según el informe de Transparency International de 2014, Argentina se encuentra en el puesto 107 de un total 

de 174 países, lo que implica que forma parte del 40% de países percibidos como más corruptos del planeta. Por 

otra parte, un reciente informe del Foro Económico Mundial de Davos 2014-2015 (WEF), Argentina se encuentra 

entre los países con más corrupción y menor índice de competitividad en el contexto internacional, que ubica al 

país en el puesto 104 de un ranking que contempla a 144 países (entre el 30% de menor competitividad). El informe 

evalúa con mínimas calificaciones los indicadores que miden la calidad institucional y transparencia. El mismo 

menciona que "…el desvío de fondos públicos, el despilfarro del gasto del gobierno, la confianza pública en los 

políticos, el favoritismo en las decisiones de gobierno y los pagos irregulares y las coimas. Después de varios 

años de caída en el ranking, este año se mantiene estable, aunque en una posición muy baja". El informe destaca 

que el país "sufre" de una baja calidad institucional. Argentina aparece en el puesto 139 en la categoría "ética y 

corrupción"; ocupa el penúltimo lugar en "desvío de fondos públicos" -sólo delante de Venezuela-, y se posiciona 

141° en el indicador de "confianza pública en los políticos". Además, ocupa el puesto 127 de "independencia 

judicial" y en "pagos irregulares y sobornos". 
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entorno político nacional, su cambio de posición estratégica en el contexto de 

interrelacionamiento global, se analiza su relación con el gobernador de la provincia de análisis, 

y especialmente la configuración del equilibrio de poder.  

A partir del capítulo II, hasta el capítulo IV, se aborda el análisis específico de los 

organismos de control. En cada uno de ellos se realiza el análisis institucional de los mismos y 

se somete a la ponderación del sistema de análisis multidimensional que se propone. En el 

capítulo II, analizaremos el Tribunal de Cuentas de Tucumán. En el capítulo III, la Fiscalía 

Anticorrupción, actualmente eliminada, y en el capítulo IV, se analiza el sistema electoral de 

Tucumán donde se divide el trabajo en dos partes, en primer lugar el sistema electoral vigente 

“de acople” y el derogado sistema “de lemas”. En la segunda parte del capítulo, el organismo 

electoral de la provincia, la Junta Electoral Provincial. El Capítulo V será dedicado a la 

explicación de los casos desde el modelo multidimensional, resumen y conclusiones de tesis. 

Esta tesis contiene en sus anexos una Matriz de Consistencia y un Anexo de Imágenes que 

ilustran acontecimientos históricos y los sucesos más significativos de los últimos años. 
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CAPÍTULO I 

Ambiente Político 

 

La forma cómo se constituyen los ejes de poder, son fundamentales para el análisis del 

cambio institucional. En este capítulo se va a explorar cómo el sistema político tucumano se ha 

configurado generando mayorías habilitantes que otorgaron un poder inédito al gobernador José 

Alperovich. Mayorías que le permitieron modelar las instituciones tucumanas y los organismos 

de control. Asimismo se analizará cómo este sistema, que a su vez forma parte de otros sistemas 

más amplios, como el que define los términos de intercambio de los recursos federales, influyen 

en la conformación de estilos de liderazgos característicos.  

La perspectiva moderna sobre calidad de la democracia atribuye especial importancia a las 

condiciones subyacentes de aspectos sociales, institucionales y de partidos políticos (Rodden, 

2004 y 2006b; Stepan, 2004). En general los autores han comenzado a advertir que la forma en 

que esas interacciones se desarrollan y el modo en que el federalismo impacta de manera crucial 

en la configuración de los incentivos políticos, especialmente la de los políticos profesionales: 

 

La clave para advertir la eficiencia a través de la descentralización está en “advertir los incentivos de 

los gobiernos locales” (Careaga & Weingast, 2003: 403). “En el retorno al tratamiento de la cuestión 

clásica del federalismo, el desafío central para los políticos locales es establecer cómo la estructura de 

oportunidades política está inclinada a colectar bienes para servir mejor a sus electores, mientras 

minimizan incentivos y oportunidades para enfrentar el conjunto de problemas comunes que amenazan 

la provisión de recursos federales (Rodden, 2006a: 361). 

 

Como resultado de estos estudios, se ha abordado con mayor interés el análisis de la 

estructura de incentivos políticos, el sistema de partidos, la organización legislativa y las reglas 

electorales. A los efectos de especificar tales incentivos la literatura se ha focalizado en 

determinar sus factores en tres grandes temas: las instituciones de representación, los partidos 

políticos y la estructura de intercambio de recursos fiscales (Rodden, 2006a y Wibbels, 2006). 

El capítulo se organiza de la siguiente manera. En el punto uno de este trabajo se observa 

el Entorno Político, donde se da especial importancia en primer lugar a los términos de 

intercambio entre la Nación y las provincias a través del régimen de coparticipación federal y 

los hábitos de liderazgo derivados, y en segundo lugar el Contexto Nacional, donde se da 
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importancia al entorno político internacional, nacional y provincial. En el punto 2 se analiza la 

competitividad democrática de la provincia y el número efectivo de partidos que disputan la 

gobernación. En el punto 3 se analiza el balance de poder de la Legislatura provincial, en el 

punto 4, la composición de la Corte Suprema de Justicia y la distancia ideológica de los jueces. 

En el punto 5, los antecedentes de accountability que se registran en el imaginario colectivo, en 

el punto 6 se evalúa la reactividad de la sociedad a la emergencia de episodios abusivos del 

gobierno. En el punto 7 se analiza la libertad de prensa. 

Se da especial importancia al desequilibrio de poder generado por la aparición de mayorías 

inéditas tanto en el poder judicial como en el poder legislativo. En las conclusiones del capítulo, 

se pondera las dimensiones analizadas, para establecer el ambiente político sobre el cual se 

producen los cambios institucionales. 

 

 

1. Contexto nacional 

 

1.1. Condiciones y liderazgos derivados del intercambio de los recursos federales. 

En Argentina, una importante cantidad de provincias presentan peculiaridades en sus 

hábitos de convivencia y de organización social, que distan mucho a los ideales de alternancia, 

pluralismo, equilibrio de poder y, en definitiva, de una democracia de calidad. Muchas de ellas 

están dominadas por gobernadores que ejercen verdaderos autoritarismos provinciales, en 

sistema de clasificación híbrida. Dentro de la literatura que encuentra la lógica subyacente de 

este fenómeno en causas políticas y económicas, lo explican por la distribución de los recursos 

fiscales, la descentralización política garantizada por el federalismo, y la capacidad o carisma 

de los líderes locales para construir su espacio de poder y legitimidad de modos múltiples, 

formales y no formales.  

 

1.1.1. Causas del fenómeno. 

El análisis de las causas propuestas en la literatura para explicar las relaciones de poder 

entre Nación y provincias, así como las manifestaciones socio-culturales consecuentes, revisten 

particular importancia para el objeto de estudio, en tanto explica, la emergencia de “institutos 
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jurídico-políticos” formales y no formales propios que resultan necesarios conocer para 

comprender nuestra tesis. 

Esta literatura explica estos regímenes mediante el análisis de factores endógenos y 

exógenos vinculados a la relación que se establece con el gobierno nacional. Estos factores 

políticos, económicos y culturales son analizados por una vasta cantidad de estudios de anclaje 

empírico que demuestra que el diseño de la estructura fiscal y la estructura política federal son 

factores decisivos. Estos datos pretenden superar la visión clásica que adjudica al “caudillismo 

histórico latinoamericano” la prevalencia de prácticas sociales ancestrales. Desde nuestra 

perspectiva no se descarta la explicación que busca sus raíces en cuestiones económicas y 

políticas, pero se considera que, las costumbres atávicas por un lado y los elementos políticos 

y económicos -que a continuación se detalla- por otro lado, se refuerzan entre sí en una dinámica 

endógena para dar lugar a un ambiente socioeconómico-político-cultural propio. 

 

1.1.1.1. Factores económicos. 

Cobran especial importancia en esta dimensión el criterio de distribución de las 

transferencias fiscales a las provincias, el grado de dependencia fiscal respecto del Estado 

Nacional derivado a su vez de las diferencias de recursos productivos regionales y finalmente 

de las relaciones rentísticas de algunas provincias. Es necesario tener en cuenta que las 

diferencias en las variables institucionales tienen lugar en un contexto caracterizado también 

por enormes desigualdades regionales en la distribución de las dotaciones económicas y en el 

desempeño de los indicadores sociales.  

Argentina se caracteriza por importantes diferencias en el tamaño, nivel de desarrollo y la 

distribución de recursos económicos entre sus provincias. El informe del PNUD del año 200269 

destaca que tan solo cinco provincias argentinas (Buenos Aires, Ciudad de Buenos Aires, 

Córdoba, Santa Fe y Mendoza) concentran el 80% del Producto Bruto Geográfico. Las 

diferencias en las tasas de mortalidad infantil provincial refleja la dimensión social de estas 

desigualdades. En un país donde el promedio nacional de la tasa de mortalidad infantil es de 

1,14 %, la tasa de mortalidad infantil en Corrientes es de 1,97 %, mientras que en la Ciudad de 

Buenos Aires es 0,62 %.  

                                                
69 PNUD. Aporte para el Desarrollo Humano de la Argentina. La competitividad de las provincias, 2002. 
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El objetivo del federalismo es atenuar estas diferencias y promover un desarrollo 

equilibrado fundado en la solidaridad. Sin embargo se puede observar que el sistema 

implementado por la Ley de Coparticipación Federal no beneficia a las provincias más 

necesitadas, sino a provincias con menor densidad poblacional.70 De acuerdo con este sistema 

de coparticipación, el gobierno central recauda los impuestos y los reasigna a las provincias 

través de una compleja combinación de mecanismos automáticos “formales”,71 así como 

“discrecionales”,72 mientras las autoridades provinciales establecen sus presupuestos, 

administran sus fondos y transfieren sus ingresos a los municipios de acuerdo con sus propias 

prioridades. Los gobiernos provinciales gastan alrededor del 50 por ciento del gasto público 

nacional consolidado y cobran sólo el 20% de sus ingresos consolidados (Braun y Ardanaz, 

2008). En algunas provincias escasamente pobladas, las transferencias federales constituyen el 

80% de los ingresos provinciales (Ardanaz, Leiras y Tommasi, 2012).  

Como definen estos autores: “Los políticos provinciales disfrutan de una gran porción de 

los beneficios políticos del gasto, no obstante, sólo contribuyen con una pequeña fracción del 

costo político de la tributación” (Ardanaz et al, 2012). Teniendo en cuenta la estructura 

descentralizada del gobierno federal y la autonomía provincial para prestar servicios públicos 

y para instrumentar políticas, el sistema de transferencias intergubernamentales no sólo ha 

conspirado con su perfil expansivo, sino también conspira contra la cooperación 

intergubernamental tanto vertical como interprovincial (Mark, Saiegh, Spiller y Tommasi; 2002 

y Fenwick, 2010). 

 

 

                                                
70 Por ej. Santa Cruz ($ 4.000 anuales per cápita) recibe siete veces más dinero que la provincia de Buenos Aires 

($ 745 anuales per cápita), aún cuando la cantidad de pobres es menor. 
71 En 1988, durante la presidencia de Alfonsín, se sancionó la ley 23.548 de Coparticipación Federal que distribuyó 

primariamente los recursos impositivos coparticipables, adjudicando el 44% a la Nación y el 56% a las provincias, 

debiéndose asegurar para las provincias, como mínimo, el 34% del total anual de la recaudación. La reforma 

constitucional federal de 1994 disponía que antes de que finalizara 1996 una nueva ley de coparticipación federal 

con nuevos principios de distribución debía ser implementada. Los gobiernos que sucedieron no cumplieron esta 

disposición. Hoy el gobierno federal se queda con más del 74% de la recaudación y las provincias solo reciben el 

26% restante. En 1993, debido al Pacto Federal para el Crecimiento y la Producción, las provincias cedieron el 

15% de su coparticipación federal para sostener el sistema previsional ANSES recientemente privatizado. A pesar 

de la eliminación del sistema de jubilación privada AFJP en 2008, ese 15% nunca se devolvió a las provincias. 
Solo para Tucumán ese 15% representa más de 3.000 millones de pesos anuales (aproximadamente 300 millones 

de dólares). 
72 Los instrumentos usados a tal efecto son los proyectos de obra pública con recursos federales decididos por el 

Ministerio de Planificación Social y los llamados ATN (adelantos del Tesoro Nacional), mediante los cuales el 

Poder Ejecutivo Nacional decide de manera discrecional a quien se los otorga. Habiendo provincias beneficiadas 

y otras perjudicadas. Cfr. <http://www.parlamentario.com/noticia-68747.html> 



 110 

Cuadro I.1: Desequilibrio fiscal: Transferencias Federales como% del total de ingresos (2008) 

 

Fuente: Secretaría de Coordinación Fiscal con las Provincias (apud Ardanaz et al, 2012). 

Debido a estas condiciones el principal objetivo de las provincias para asegurar recursos 

provenientes de la Nación, consiste en proveer votos para facilitar la aprobación de leyes en el 

Congreso de la Nación que le faculten la gobernabilidad al ejecutivo nacional. Pero el gobierno 

central no puede garantizar el uso y destino de los recursos por parte de las autoridades 

provinciales.  

La tensión generada alrededor de la distribución de recursos a provincias es utilizada por 

los presidentes para construir poder y gobernabilidad, lo que explica que la discrecionalidad en 

la distribución de fondos nacionales no se funde en criterios geográficos ni sociales73 (Ardanaz 

et al, 2012: 27). Esto en la práctica demuestra que los gobernadores aliados se ven beneficiados 

hasta un 60% más que los no aliados.74 Para las provincias pobres esta vía de financiación (la 

provisión de votos) se ha constituido en la principal herramienta para la consecución de 

recursos. Estas condiciones han generado en las provincias ejecutivos necesariamente fuertes, 

que en muchos casos, siguiendo la lógica del aporte de votos en el Congreso y ante la necesidad 

de dar respuestas a su electorado, se han volcado abiertamente a desarrollar su vocación 

hegemónica en sus propias provincias, subsumiendo a las legislaturas y a las judicaturas 

provinciales. En tal sentido Gervasoni (2010) ha argumentado: 

                                                
73 En Estados Unidos cuando un presidente reparte entre los estados gobernados por aliados y los que no son 

aliados con una oscilación de cuatro puntos, se considera una brecha demasiado grande y se investiga; en India, 

esta brecha es de 16 puntos; en Brasil, 20 puntos. En Argentina hoy, la diferencia entre lo que se les da a los 

gobernadores aliados y a los que no lo son es de 60 puntos (entrevista a Lucas González, diario La Voz del interior, 

Córdoba 2012) . 
74 Santa Cruz, la provincia más favorecida en la era kirchnerista, así como La Rioja en la era Menemista. 
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Por un lado, algunas provincias argentinas son auténticos estados rentísticos: recaudan escasos impuestos 

propios pero reciben grandes sumas del gobierno federal, muy superiores a las que obtendrían aun si 

hicieran un gran esfuerzo recaudatorio propio (Gervasoni, 2010).  

 

La consecuencia de este desfase provoca que las provincias destinen un altísimo porcentaje 

de su coparticipación en gasto público sin fomentar las actividades productivas. Este sistema se 

ha constituido en una valiosa herramienta para el entramado de actividades clientelares a través 

del “empleo público” o planes sociales, en el entorno de economías poco competitivas, gran 

desocupación, y alto grado de necesidades sociales. La relación de dominación que se establece 

en provincias donde la mayoría de la población económicamente activa depende del empleo 

público, se explica por el temor a perder su fuente de ingresos si un opositor llegara a ocupar 

su cargo. Peor situación aún se verifica en las provincias puramente rentísticas (Santa Cruz, 

Neuquén, La Rioja y San Luis).75 Así en La Rioja (el 93% de sus ingresos provienen del Estado 

Nacional), el 75% de los habitantes dependen directamente del Estado Provincial, quien 

asegurando la provisión de recursos al empleo público, asegura la fidelidad del voto local.  

 

1.1.1.2. Factores políticos. 

Argentina tiene graves problemas de sobrerrepresentación, o a la inversa, de sub-

representación, como consecuencia de su arquitectura institucional y de los pactos fundantes 

(Gervasoni, 2010). Esta característica tiene consecuencia en la consolidación de poder 

provincial. El presidente Perón reformó la Constitución en 1949 y se estableció un mínimo de 

dos diputados por provincias. En el año 1972 se amplió a tres y en 1983 a cinco, mientras el 

máximo se estableció en 70. Estas condiciones dieron como resultado que provincias como La 

Rioja, Tierra del Fuego, San Luis y Santa Cruz con menos del 1% de la población nacional 

posean cinco diputados cada una, mientras que Buenos Aires con casi el 35% de la población 

nacional, posea 70 diputados nacionales. Esto genera una distorsión que favorece en 3 a 1 a las 

provincias escasamente pobladas. Así ocurre también en el Senado de la Nación (aunque 

respondiendo a otros argumentos), se eligen tres senadores cada una en igualdad de 

condiciones. Esta situación da como resultado que el Poder Legislativo nacional está en manos 

                                                
75 Si bien las provincias de La Rioja y San Luis no gozan de la renta petrolera, se las considera rentísticas, en tanto 

gozan de los beneficios de la implementación del Plan de Promoción Industrial, que les asegura gran cantidad de 

recursos financieros y la radicación de industrias. 
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de las 19 provincias menos pobladas del país, donde viven el 30% de los argentinos. Estas 19 

provincias controlan el 83% del Senado y el 52% de Diputados (ver Cuadro I.2.) 

 

Cuadro I.2: Sobrerrepresentación parlamentaria en América 

 

Fuente: Samuels and Snyder (2001, apud Ardanaz et al, 2012). 

 

El Cuadro I.2 manifiesta la sobrerrepresentación del Senado en color azul, y Diputados en 

color rojo. Se observa que Argentina es el país con peor representación en el conjunto de países 

analizados. En este contexto de poder, a los presidentes argentinos les resulta poco costoso 

obtener el apoyo de las provincias “chicas” al momento de aprobar leyes nacionales. 

Estos intercambios fiscales por apoyo del legislativo se han verificado en la reforma 

constitucional de 1994, la ley de convertibilidad, ley de privatizaciones de empresas públicas, 

etc. En tal sentido, las provincias menos pobladas se convierten en actores poderosos de 

importancia decisiva y con fuerte poder de negociación, sin la legítima representación de 

necesidades sociales.  

Carlos Gervasoni adjudica a esta causa la razón que explica que tres de los últimos cuatro 

presidentes provengan de estas provincias: Menem de La Rioja, Rodríguez Saá de San Luis y 

Kirchner de Santa Cruz. La situación provoca como efecto secundario que aún en el caso de 

que los candidatos provinciales obtengan un 10% de los votos a nivel nacional, le proporcionará 

a nivel provincial un poder de negociación importante para consolidar su poder local. Esto 

asimismo explica por qué candidatos de provincias chicas se presentan a disputar la presidencia 

de la Nación, sabiendo de antemano un resultado perdidoso. Estas prácticas van estableciendo 
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un juego cerrado de carácter radial entre las provincias y la Nación, que de esta manera 

contribuye a la persistencia y reproducción del sistema que convalida los regímenes 

provinciales “cerrados”. 

Otras formas de dominación territorial se muestran en algunos estudios que revelan 

consistentemente como los gobernadores ejercen el juego cerrado a través de la manipulación 

de las normas provinciales que definen calendarios electorales (Oliveros y Scherlis, 2010), así 

como los procedimientos de selección de candidatos y los umbrales electorales, aumentan el 

poder político de los gobernadores en sus distritos medido contra el gobierno nacional y los 

protegen de la interferencia de las autoridades federales (Ardanaz et al, 2012; Fenwick, 2010; 

y Braun y Ardanaz, 2008). 

Estos juegos cerrados son menos democráticos que en el plano nacional pero son un rol de 

dominación importante y de convivencia necesaria con beneficios definidos para ambas partes. 

Por ello el nivel de democracia en los regímenes provinciales no es de interés del gobierno 

federal quien deja estas cuestiones a la resolución de los propios regímenes (“puertas adentro”). 

El uso del remedio constitucional de la “intervención federal” es poco frecuente, salvo el caso 

de que ella propicie un cambio de elite política afín a sus intereses, casos de escándalos de 

importancia mediática, o crisis sociales agudas. Pero no constituyen causa suficiente para el uso 

de esta medida que los gobiernos sean autoritarios o violen de manera solapada derechos 

humanos.76  

De estas consideraciones se desprende que los gobernadores de provincia se han convertido 

en poderosos actores de la escena nacional, y de una poderosa ascendencia en sus enclaves. 

Desde el proceso de descentralización, que les otorgó la capacidad de administrar los recursos 

financieros y humanos sobre los servicios descentralizados, hasta la administración de planes 

sociales, “contratos de trabajo” y empleo público. Además de ello, controlan el voto de las 

delegaciones provinciales en el Congreso, las máquinas electorales en sus distritos (y sus 

efectos electorales), y las burocracias que interactúan con las autoridades nacionales en la 

aplicación de la política pública (Ardanaz et al, 2012). Esta dinámica de negociaciones para 

proveer base electoral, diputados y senadores nacionales y apoyo parlamentario al ejecutivo 

nacional, y de esa manera acceder a un mejor reparto de bienes fiscales, exige la 

                                                
76 En el caso de Catamarca, en oportunidad del caso María Soledad Morales y en Santiago del Estero por el caso 

del Doble Crimen de la Dársena, las familias gobernantes fueron desplazadas, pero en el caso de Tucumán no sólo 

no se reemplazó al gobernador Alperovich, sino que se lo empoderó con recursos fiscales extras (obras públicas 

nacionales y ATN) para el desarrollo de políticas públicas propias.  
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implementación de prácticas clientelares y manipulación de los mecanismos legales, para 

satisfacer la demanda de su electorado y poder perpetuarse en el poder. Donde una vez 

habilitada la reelección el sistema se refuerza y reproduce una y otra vez. La secuencia de este 

mecanismo explica por qué sobreviven políticamente “los peores” (Ardanaz et al, 2012). 

 

1.1.2. Hábitos y costumbres de poder derivadas. 

El comportamiento tolerante y conspicuo del gobierno Nacional en el juego cerrado con los 

gobernadores de provincias, así como la tensión de poder que consolida gobernadores 

poderosos, genera hábitos de comportamientos propios cuyas características la literatura 

destaca en los términos que se describe a continuación: 

Jacqueline Behrend (2011) utiliza el concepto de “familias” para explicar las alianzas que 

sostienen a los líderes en el poder con estrategias tendientes a la hegemonía. Estas “familias” 

logran perpetuarse en el poder por décadas, así en San Luis, Rodríguez Saá; en Santiago del 

Estero, Juárez; en Formosa, Insfrán; en Corrientes, Colombi; en Catamarca, fueron Saadi y 

Castillo; en La Rioja, Menem, Maza y Beder Herrera; en Santa Cruz, Kirchner y en Neuquén, 

Sapag. Gervasoni (2011) destaca:  

 

(…) o las autoridades de estos distritos gobiernan mejor que sus contrapartes en los Estados Unidos 

(donde entre 1983 y 2010 hubo rotación electoral en 49 de los 50 estados), o hay en algunas provincias 

de la Argentina restricciones a la competencia democrática que hacen prácticamente imposible desalojar 

electoralmente a un partido del poder (Gervasoni, 2010). 

 

En la era democrática, ocho provincias fueron gobernadas por el mismo partido durante 

siete períodos consecutivos (28 años ininterrumpidos, desde 1983 a 2011), mientras que cuatro 

experimentaron un solo período de alternancia. En tres de ellas sí hubo rotación, pero a partir 

de intervenciones federales al ejecutivo (Catamarca, Corrientes y Santiago del Estero).  

Los medios de comunicación muestran una tendencia definida a la hegemonía en manos de 

la familia dominante, no obstante ello, existe la posibilidad de informarse a través de diarios o 

canales de radio y televisión nacionales. También, ocasionalmente, se producen protestas contra 

el oficialismo. Así en Misiones el obispo Joaquín Piña lideró una coalición en 2006 para evitar 

la reforma constitucional provincial que hubiera habilitado la reelección indefinida. Esta 

protesta tuvo efecto en Corrientes, eliminando los intentos reeleccionistas del gobernador y a 

través del presidente argentino Néstor Kirchner, se desactivó los proyectos de reelección de 
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Eduardo Fellner en Jujuy, Felipe Solá en Buenos Aires y José Alperovich en Tucumán, no 

obstante lo cual este último consiguió permanecer en tres períodos de gobierno. También se 

verificaron marchas de protestas sociales muy definidas como las “marchas del silencio” en 

Catamarca (caso María Soledad Morales), en Santiago del Estero (caso Doble Crimen de la 

Dársena) y en Tucumán (caso Paulina Lebbos). 

Lo que se manifiesta como dato sorprendente y complejiza el análisis, es el hecho de que 

es el voto popular el que convalida estas situaciones. Sin embargo se ha visto cómo el uso de 

prácticas clientelares, la administración del empleo público en el Estado y el manejo 

discrecional de planes sociales, generan lealtades que explican los resultados electorales 

eligiendo y reeligiendo a sus gobernantes con porcentajes a veces asombrosos, otorgándoles 

una legitimidad popular incuestionable (como sucedió en los comicios de gobernadores en 2011 

en Chaco, donde Capitanich fue reelecto con el 75%, Maurice Closs en Misiones, reelecto con 

el 69%, José Alperovich en Tucumán reelecto por segunda vez con el 70% (3° período), y Beder 

Herrera en Catamarca con el 67%).  

Estos datos que legitiman a los titulares del poder, por otra parte, ocultan rasgos de dominio 

limitantes de la democracia. Se generan juegos políticos cerrados que impiden el acceso de 

otras “familias políticas” al poder. Se constata la presencia de partidos políticos opositores 

debilitados, de escasos recursos, con identidad indefinida, de los cuales muchos de sus 

dirigentes “pactan” su voluntad política con el oficialismo, con el reaseguro de su estabilidad 

en los cargos. La cooptación de opositores o rebeldes tiene consecuencias institucionales de 

gravedad, se verifica finalmente el conocido apotegma de que “el que gana se lleva todo”: “La 

condición es la lealtad al gobernador. Los miembros de la red familiar pueden pertenecer a 

distintos partidos políticos y estar en el grupo de poder, la oposición o diferentes facciones” 

(Behrend, 2011).  

 

1.1.3. Las relaciones clientelares. 

Javier Auyero ha expresado en trabajos etnográficos las relaciones sociales desarrolladas 

en las prácticas clientelares del peronismo:  

 

Las relaciones clientelares son vistas como arreglos jerárquicos, como lazos de control y dependencia. 

Son lazos verticales basados en diferencias de poder y en desigualdad. Siendo altamente selectivas, 

particularistas y difusas, las relaciones clientelares se basan sobre el intercambio simultáneo de dos tipos 

diferentes de recursos y servicios: instrumentales (políticos o económicos) y "sociables" o expresivos 
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(promesas de lealtad y solidaridad). Las relaciones clientelares también se caracterizan por tener a 

individuos como protagonistas en oposición a grupos corporativos organizados. 

Finalmente, las relaciones clientelares no son completamente contractuales ni legales -en realidad son 

normalmente ilegales-, sino que están basadas en entendimientos y mecanismos más informales aun 
cuando comporten altos niveles de compromiso y obligación.  

Las relaciones clientelares constituyen una esfera de sumisión, un conjunto de lazos de dominación -en 

oposición a una esfera de reconocimiento mutuo, de igualdad y cooperación- que no se reconocen como 

tales debido a la existencia del intercambio. Como indiqué más arriba, estas relaciones son vistas como 

la exacta oposición de la "sociabilidad" descrita por Simmel: "la más pura, más transparente, más 

comprometedora forma de interacción" -ésta se da entre iguales-. Entonces, las relaciones clientelares 
coinciden con el patrón básico que define a las relaciones de dominación; un sujeto de acción, el otro 

objeto de ella; uno siempre arriba, otro siempre abajo; uno que es quien hace, otro que es "a quien le 

hace". Al mismo tiempo, la relación "broker-cliente puede ser vista y -siguiendo a Goffman- como una 

"relación social anclada". Las relaciones sociales complejas son relaciones que dependen de una tercera 

parte para su continuación (aquí refiriéndose al patrón político, representado por un político en particular 

o por una estructura estatal). Los incentivos materiales necesarios para el desarrollo de la relación entre 

el mediador y el cliente vienen del "afuera" y son producto de un balance de poder específico entre el 

mediador y el patrón político exterior. Este balance de poder depende, entre otras cosas, de la capacidad 

del mediador de formar su propio grupo de seguidores. 

La relación social clientelar es una relación de dominación, compleja y anclada. Con este último término 

me refiero a que este tipo de relaciones se distingue del resto en que: a) implican un reconocimiento 

recíproco entre los actores, b) presuponen la construcción de un marco (frame) de conocimiento mutuo 

que organiza la experiencia de los actores. Las relaciones entre el mediador y el cliente implican un lazo 

por medio del cual los agentes se reconocen de manera personalizada". 

Clientes y mediadores resuelven sus problemas, pero en el proceso aprenden una relación de 

subordinación, aprenden límites, cosas a decir y a no decir, a hacer y no hacer; desarrollan también una 

explicación pública para sus acciones y otra historia secreta o "no dicha"- acerca de las razones que tienen 

para sus acciones (Auyero, 1996:50). 77 

 

Las relaciones de dominación que ejercen los líderes populistas, solo pueden funcionar en 

entornos de pobreza, que a su vez este sistema reproduce. Como destacan Diamint y Tedesco 

para Latinoamérica: 

 

La permanencia de prácticas políticas corruptas y autoritarias es evidente. La cultura política no es una 

lista de ambigüedades. Son estas formas cotidianas que abren las puertas para los cargos y el poder. Esta 

cultura está impregnada de matices arbitrarios y, hasta ahora, parece heredarse de generación en 

generación. Los jóvenes con vocaciones políticas terminan sucumbiendo a las reglas existentes con el fin 

de poder acceder a los cargos, incluso aquellos que manifiestan la ilusión de poder cambiar el sistema y 

la realidad. 

En la mayoría de los países de la región, los recursos del Estado para enfrentar las desigualdades y la 

exclusión ha estado históricamente relacionada al populismo y al clientelismo, creando una relación de 

dependencia entre la sociedad y el Estado. En los escenarios de pobreza, el populismo es parte de las 

reglas políticas que permite la permanencia en el poder. Los sectores excluidos –política, económica y 

socialmente– recurren a los líderes populistas que, aun cuando en el largo plazo no resuelven las 

desigualdades estructurales, redistribuyen riqueza y dádivas en el aquí y ahora. La pobreza y la lucha 

cotidiana por la supervivencia los empuja a vivir en el presente. En ese contexto, la lucha por la 

permanencia en el poder se libra en el corto plazo. Esto explica en parte la continuidad de las prácticas 

populistas. En escenarios de pobreza y desigualdad, el populismo es parte de las reglas políticas que 

muchos jóvenes dirigentes tienden a aceptar con el fin de alcanzar el poder o permanecer en sus cargos 

(Diamint y Tedesco, 2011). 

                                                
77 En igual sentido Tasso, Alberto (1990) , y Rouquié Alain (1978).  
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1.2. Contexto nacional, internacional y provincial 

Existe un vínculo directo entre las condiciones en que se desarrolla la política nacional y la 

provincial. Pero aún más, resulta fundamental el análisis del contexto internacional de los 1990s 

y 2000s.  

 

1.2.1. El contexto internacional. 

Durante los 1990s, el recambio entre los gobiernos de Raúl Alfonsín y Carlos Menem 

coincidió con el fin de la guerra fría y el surgimiento de los Estados Unidos como poder 

predominante. Menem se encontró frente a un mundo caracterizado por la hegemonía de 

Estados Unidos y la globalización económica. En medio de una crisis económica y contexto 

hiperinflacionario, estrechó lazos con Estados Unidos para conseguir beneficios. Esta 

alineación estratégica influyó y dirigió la política exterior de Argentina durante la década de 

los 1990s. El presidente colaboró con Estados Unidos y se sometió virtualmente a sus pedidos,  

esencialmente eliminando cualquier conflicto posible entre los dos países. Con respecto a la 

política económica, el gobierno adoptó los lineamientos del Consenso de Washington y siguió 

el documento atentamente para privatizar, desregular y abrir los mercados. Además de eso, 

promulgó la Ley de Convertibilidad promoviendo la vinculación entre los dos países a través 

de sus monedas.78 La Ley de reforma del Estado fue sin dudas la más polémica, en tanto fue la 

herramienta que habilitó la privatización de empresas públicas obsoletas, la reorganización 

administrativa del Estado, descentralizando la educación y la salud, y transfiriendo la 

administración de los recursos humanos a las provincias.  

Las reformas introducidas por el menemismo a instancia de Cavallo tuvieron efectos 

definitivos no solo en la administración de los recursos fiscales, sino en la implementación de 

institutos jurídicos cruciales, tales como la ley de Reforma del Estado, La ley de convertibilidad 

de la moneda, las privatizaciones de empresas públicas deficitarias, la modificación de la ley 

orgánica del Banco Central de la República Argentina para fortalecer su independencia, la Ley 

de fideicomiso, Ley de Inversiones extranjeras, Ley de Entidades Financieras (elementos 

nodales de la relación con el mundo), el impulso a la creación de los consejos de la magistratura, 

etc. Además de ello, como se destacó en la Introducción, las consecuencias sociales vinculadas 

                                                
78 Cf.: < http://www.revcienciapolitica.com.ar/num11art6.php> [consulta: 26/02/2015]. 

 

http://www.revcienciapolitica.com.ar/num11art6.php
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a la transferencia de servicios públicos a las provincias, tuvo efecto definitivo en el modo de 

relacionamiento entre los gobernadores y los habitantes de las provincias.  

Las necesidades de adecuación de la estructura institucional argentina estaban vinculadas a 

la inserción del país al mercado internacional de crédito, donde los organismos multilaterales 

(OMCs): FMI, BID, Banco Mundial, Club de París; exigían y perfilaban un comportamiento 

de modernización, en la más estricta ortodoxia de política económica. Esta exigencia actuó 

como dimensión “controlante”, un accountability diagonal del comportamiento institucional en 

la Nación y su reflejo en las provincias. Este conjunto de modificaciones fueron determinantes 

para encauzar al sistema institucional argentino global, hacia una dirección definida en los 

1990s.  

Sin embargo la llegada de Néstor Kirchner en 2004, marca un punto de inflexión en la 

política internacional, que tendrá finalmente efectos en la política provincial. María Cecilia 

Miguez comenta: 

 

América Latina vivió un proceso relativamente inusitado durante la primera década del siglo, que definió 

un nuevo mapa político, económico y diplomático. La diversificación de las relaciones internacionales y 

la reorientación de las alianzas estratégicas en algunos países del Cono Sur operaron como plataforma 

para políticas con un mayor margen de autonomía y para el distanciamiento de los Estados Unidos. Es 

conocido en tal sentido, el rol activo de Argentina en la tendencia regional que alumbró a la UNASUR y 

la CELAC. La coincidencia entre líderes políticos fue un factor de peso que marcaría el período. Porque 

hay que destacar que los elementos estructurales, como tales, son condición necesaria, pero no suficiente 

para explicar las transformaciones recientes. Es decir que, más allá de los cambios en el escenario 

internacional, la política se definió en el plan interno, que es donde se juegan realmente las disputas de 

intereses, incluso las de los intereses foráneos, a través de sus voceros (Miguez, Cecilia. 2015. “Un lugar 
en el nuevo mundo”. Le Monde Diplomatique, Ed. 191, Mayo 2015: 4) 

 

La relación con los países centrales del bloque “occidental” –post guerra fría, fue 

manifiestamente negado, y toda implicancia simbólica con el sistema, fue burlada y 

estigmatizada bajo denominaciones tales como “la corpo”, el “capitalismo salvaje”, los 

“organismos de dominación internacional”, “fondos buitres”, “los de siempre”, “los que quieren 

que nos vaya mal”, etc. En el ámbito regional fue perdiendo relevancia la presencia de la 

Organización de Estados Americanos (OEA), el Mercado Común de Sudamérica 

(MERCOSUR), en detrimento de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) y la 

Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC). Por otra parte, el avance de 

China en América Latina pone freno a la pretensión históricamente hegemónica de Estados 

Unidos. Esta embestida simbólica fue acompañada por la retirada del FMI, negando la auditoría 

de las cuentas públicas y sufriendo una fuerte sanción mediática con amenazas de expulsión. 
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Se hicieron esfuerzos enormes por pagar saldos de deudas con el Club de París, FMI, y holdouts 

(acreedores post-default), sin embargo se colonizó el Instituto Nacional de Estadísticas y 

Censos (INDEC), para evitar rendir cuentas sobre datos fundamentales de inflación, pobreza 

(esta última se dejó de emitir hacia 2014), y situación poblacional en general.  

Se consolidaron acuerdos estratégicos con China sobre proyectos de infraestructura 

energética, cooperación espacial, minería comunicaciones, ferrocarriles y finanzas. Se 

establecieron coincidencias en foros internacionales como el G77+China y en Naciones Unidas. 

También se avanzó en trato diplomático con la Federación Rusa, donde se anudaron acuerdos 

estratégicos sobre cuestiones energéticas, la construcción de una central nuclear de uranio 

enriquecido y una planta de aguas blandas. También se reforzaron relaciones con potencias 

como Irán, Venezuela, Siria, Emiratos Árabes. Se alejó al país de cualquier posibilidad de trato 

con los OMCs internacionales y con potencias del primer mundo. Es decir, se orientó la mirada 

hacia los países en desarrollo y se formalizaron acuerdos con potencias de sospechosa 

democraticidad. 

 

1.2.2. El contexto nacional desde 2004 a 2015. 

Néstor Kirchner gana la presidencia de la Nación en 2004 en un clima enrarecido de plena 

crisis económica y con un escaso porcentaje de votos a favor (cercano al 25%). En los primeros 

años, (2004-2007) llevó adelante posiciones decididas: en materia política dio prioridad a los 

derechos humanos y recuperación de la memoria como política de Estado. Consolidó una Corte 

Suprema de Justicia de la Nación prestigiosa e independiente. En materia de economía dio 

prioridad al mercado interno, relegando el arreglo con acreedores extranjeros posterior al 

deafult, ordenó las cuentas públicas. El desarrollo de la producción industrial, especialmente de 

autopartes y la industria automotriz, floreció en un creciente intercambio con su socio del 

MERCOSUR, Brasil. El auge comercial se explica por la devaluación de la moneda de 2002, 

la capacidad industrial ociosa, en gran parte desarrollada en la era menemista y la limitación a 

las ganancias generadas por los servicios públicos privatizados en los 1990s. Los primeros cinco 

años las variables macroeconómicas crecieron a una tasa del 8% anual perfilando un modelo 

económico de definido sesgo agroexportador, con ciertos rasgos industrialistas, pero sin 

embargo, con un fuerte acento de regresividad social. Como ejemplo se cita el área textil donde 

el surgimiento de las actividades informales desplazó a las pocas industrias y comercios 
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subsistentes.79 La economía informal traducida en mercados ilegales (v.gr. La Salada en 

Buenos Aires) y en el norte del país permeada por el contrabando de mercaderías de Bolivia y 

Paraguay (que ya hacia mediados de los 1990s se perfilaba incipiente), atomizó los 

emprendimientos productivos formales, en un entorno de liberalidad que favoreció el ingreso 

masivo de extranjeros indocumentados, compitiendo en plano de desigualdad con la industria 

y el comercio establecido, y provocando la des-informalización del empleo, el sistema tributario 

y las pautas ortodoxas del comercio.  

La sobre-utilización del espacio sub-urbano con fuerte presencia de inmigrantes latinos, 

generó un sistema de intercambios informal y multiplicó la delictividad asociada al consumo 

de estupefacientes de baja calidad y precio. También los delitos de “impacto social”, hurtos, 

asalto con armas, robo gravado, entraderas, salideras, golpizas y ataques en motocicletas 

(motochorros), pueden ser adjudicados a la saturación del espacio vital en la proliferación de 

villas de emergencia y asentamientos precarios.80 La informalización del empleo del sector 

comercial fue en parte compensada con la introducción del empleo a destajo, especialmente de 

la juventud que accedía por primera vez a trabajar en puestos precarios o de medio tiempo, pero 

que en las estadísticas figuraba como empleo genuino, empleo público y planes sociales.  

El boom de la soja a nivel nacional y el aumento de los precios de la producción local 

produjeron acumulación de rentas privadas que fue derivada principalmente a la fuerte 

inversión y desarrollo de técnicas de agricultura altamente desarrolladas, favoreciendo el 

crecimiento de la industria vinculada al sector. Los excedentes se aplicaron a la construcción 

de edificios para rentas. Los nuevos actores enriquecidos de la agroindustria obtenían de esta 

manera un medio genuino de invertir su producido: renta locativa.81 Esto motorizó la industria 

de la construcción y las actividades vinculadas, pero a diferencia de los 1990s, el capital 

quedaba en manos de capitalistas, no de los residentes, donde la brecha entre capitalistas y 

asalariados se agrandaba.82  

                                                
79 Cfr.: < http://www.bbc.co.uk/mundo/noticias/2015/02/150212_negocio_ropa_usada_men> [consulta: 

14/02/2015]. 
80 Hacia fines de su mandato, la situación empeoraba rapidamente. En 2013 se presentaron 723.138 denuncias 

penales, un 5% más que el año anterior. Los homicidios dolosos crecieron un 8% y los robos a mano armada, un 

21 por ciento. El Conurbano concentra cerca del 70% de las causas iniciadas en las fiscalías. Cfr. Infobae 

24/04/2014: http://www.infobae.com/2014/04/24/1559402-hay-82-delitos-hora-la-provincia-buenos-aires 

[consulta: 04/04/2015]. 
81 Este sentido del desarrollo de la construcción se contrapone con el auge de la construcción de los 1990’s donde 

los compradores de los departamentos para vivienda eran principalmente propietarios. 
82 Cfr. < http://www.lanacion.com.ar/1559425-se-aleja-el-sueno-de-la-clase-media-la-casa-y-el-auto-cada-vez-

mas-caros> [consulta: 31/05/2015]. 

http://www.bbc.co.uk/mundo/noticias/2015/02/150212_negocio_ropa_usada_men
http://www.infobae.com/2014/04/24/1559402-hay-82-delitos-hora-la-provincia-buenos-aires
http://www.lanacion.com.ar/1559425-se-aleja-el-sueno-de-la-clase-media-la-casa-y-el-auto-cada-vez-mas-caros
http://www.lanacion.com.ar/1559425-se-aleja-el-sueno-de-la-clase-media-la-casa-y-el-auto-cada-vez-mas-caros
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El esquema de cultivo preponderante de soja, principal fuente de divisas para el gobierno 

nacional y el sostenimientos de gastos sociales, propicia de manera colateral la destrucción de 

los cultivos regionales, expulsión de pequeños campesinados, migración de población rural a 

los centros urbanos para engrosar los cordones de asentamientos habitacionales precarios –

villas de emergencia-, concentración de la tierra en manos de pocas empresas de capitales 

golondrinas –pools de siembra-,83 daño al ecosistema, la biodiversidad y la fertilidad del suelo.  

La informalización del pequeño comercio y la pequeña industria, el contrabando masivo de 

mercaderías, y la competencia desleal de grandes bolsones de trabajadores de países limítrofes 

determinaron que los altos niveles macroeconómicos no sean correlativos a los indicadores 

sociales: 45% de los trabajadores informales o no registrados (Ardanaz et al, 2012). Desempleo 

10%, subempleo 12% y el 32% de la población por debajo de la línea de pobreza.84  

Hacia el tercer año de gobierno, la administración mostró señales de cambio de rumbo 

respecto de los objetivos iniciales. El ministro de economía Roberto Lavagna, artífice del 

proceso de recuperación y responsable de la negociación con los acreedores externo, es 

expulsado del gabinete por negarse a las prácticas populistas que el gobierno se proponía 

implementar; el presidente del Banco Central, Martín Redrado, también es expulsado con 

aviesas intenciones de modificar la carta orgánica del mismo y así disponer con libertad de las 

cuantiosas reservas que el sector sojero le proveía; el ANSES (la caja administradora de los 

fondos jubilatorios) es colonizado para usufructuar su capital; se mantienen y se expanden 

(contrariamente al objetivo inicial de disminuirlas en forma paulatina) en la Nación y en las 

provincias las políticas fundadas en subsidios y programas sociales de fuerte contenido 

clientelar; entre otras.  

En esta nueva impronta de fuerte vocación de poder, Kirchner decide investir a su esposa 

Cristina Fernández como sucesora presidencial, entre otros signos, que ponen de manifiesto un 

estilo de liderazgo radicalmente diferenciado de los proclamados postulados originales de su 

gobierno. 

En el período siguiente, con Cristina Fernández, esposa de Néstor, comienza el ocaso del 

“kirchnerismo” progresista que torna rumbo orientado al populismo. El gobierno adopta una 

serie de medidas cortoplacistas, sin dudar en anular mecanismos básicos de la economía (cepo 

                                                
83 Alrededor de 6900 familias y empresas-familias son propietarias del 50 % de los terrenos cultivados en 

Argentina (CECOPAL, 2008). 
84 Cf. Informe del Observatorio de la Deuda Social Argentina. Universidad Católica Argentina. < 

http://www.uca.edu.ar/uca/common/grupo68/files/INDIGENCIA_Y_POBREZA_INFORME_PRENSA_abril_2

014.pdf> [consulta: 25/05/2015]. 

http://www.uca.edu.ar/uca/common/grupo68/files/INDIGENCIA_Y_POBREZA_INFORME_PRENSA_abril_2014.pdf
http://www.uca.edu.ar/uca/common/grupo68/files/INDIGENCIA_Y_POBREZA_INFORME_PRENSA_abril_2014.pdf
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cambiario), sobre-emisión monetaria, desmesurado déficits fiscal, compuesto principalmente 

de “gasto corriente”, creciente inflación del orden del 42% en 2014, cercenamiento de la 

libertad para comprar divisas extranjeras por parte de los particulares, prohibición de girar 

dividendos de las empresas extranjeras, trabas para la importación (cepo aduanero), trabas para 

la inversiones personales en bancos, adulteración de los datos del INDEC (organismo oficial 

que, colonizado ilegalmente por adeptos al gobierno, falsean las estadísticas nacionales, 

ocultando los índices de inflación, de pobreza, de crecimiento, etc.).  

Hacia fines de su segundo mandato, y tras la muerte de su marido, el clima social ha sido 

absorbido por escándalos de corrupción inéditos en la historia nacional: procesamiento del 

vicepresidente de la Nación; procesamiento de su socio comercial Lázaro Baéz; el 

descubrimiento (merced a los medios periodísticos) de una compleja infraestructura 

internacional montada para la comisión de delitos de corrupción, lavado de dinero, fuga y 

ocultamiento de bienes provenientes de la corrupción; intentos de colonizar el poder judicial de 

la Nación a través de la ley de “democratización de la Justicia”; sanción de ley de medios para 

liquidar al monopolio mediático Clarín (devenido en enemigo del kirchnerismo); modificación 

de la ley de organización del Ministerio Público Fiscal para colonizar los funcionarios 

encargados de investigar la corrupción;85 modificación del código civil eliminando la 

responsabilidad civil de los funcionarios públicos, etc.  

Lo que se observa en estos 12 años de kirchnerismo es una metamorfosis que deriva desde 

las buenas intenciones y buenos resultados de los primeros dos años de gobierno hasta la 

decadencia moral de sus dirigentes, con rasgos de avidez y ambición inéditas en el escenario 

nacional, falseamiento de datos, aprietes a empresarios, cooptación de periodistas y artistas, 

persecución a jueces y fiscales,86 ataques frecuentes al sistema de división de poderes, y la 

inexplicable muerte de un fiscal de la Nación cuando investigaba a la propia presidente por 

convenios ilegales con países cuestionados tales como la Venezuela de Chávez y Maduro y la 

Irán de Mahmud Ahmadineyad . En materia social, clientelismo mediante, se fue consolidando 

un modelo que según comenta la ONG alemana TDH en la publicación de su capítulo regional: 

                                                
85 El secretario general de la Unión de Empleados de Justicia de la Nación (UEJN), Julio Piumato, comparó el 

proyecto de reforma del Código Procesal Penal con la policía secreta de la Alemania nazi. "Están transformando 

el Ministerio Público Fiscal en una verdadera Gestapo para perseguir a los opositores y garantizar la impunidad 
de los propios y los amigos" “…se llena la boca con la ley de ingreso democrático al Poder Judicial, pero desde 

que está vigente designó a 250 personas sin pasar por concurso. Y con esta ley se crearán otros 1.500 puestos para 

desembarcar con su grupo de tareas. Es un verdadero aquelarre", (Clarín, 11/11/2014). 
86 Juan Octavio Gauna, miembro del jurado de enjuiciamiento del Ministerio Público Fiscal que enjuició al fiscal 

Campagnoli por investigar las cuentas en Suiza del kirchnerismo declaró: "es un mensaje negro a los fiscales y 

una agresión al Poder Judicial", (La Nación, 13/12/2013). 
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(…) restringió brutalmente las formas más universales de ciudadanía, vinculadas a los derechos sociales, 

el empleo y la igualdad de oportunidades, y la redujo a una idea patrimonialista y privatizadora, ligada 

pura y exclusivamente a la integración al mercado y la inclusión a través del consumo (CECOPAL, 

2008).  

 

 

1.2.3. El contexto provincial.  

Desde 1983 hasta 2003, Tucumán había experimentado una democracia cuya participación 

partidaria, según se desprende del cuadro I.6 de este capítulo (expresión matemática de la 

participación de partidos políticos en la provincia), puede ser considerada aceptable, oscilando 

entre 2,19 y 4,44 partidos con posibilidades efectivas de competencia. La composición 

legislativa, analizada desde la vigencia de la constitución de 1990 y le renormalización 

institucional post-intervención federal de 1991-, muestra también un equilibrio de partidos 

donde si bien el PJ a través de diferentes denominaciones formales y alianzas mantenía una 

presencia en la Legislatura del orden del 50% (ver Cuadro I.7 de este capítulo), también se 

advierte en la composición de este período la presencia de un partido político fuerte (Fuerza 

Republicana), que ejercía un rol de auditor y de stopper a eventuales intentos hegemónicos. La 

Corte Suprema de Justicia muestra un satisfactorio equilibrio con el partido del gobernador (por 

la composición de sus integrantes), donde en el período 1996-2000 fue favorable sólo en un 

20% al gobernador, y desde 2000-2003, del 80% (ver Cuadro I.4. de este capítulo). 

En materia de alternancia partidaria, el PJ ha dominado la escena con Fernando Riera desde 

1983 y seguidamente José Domato. Luego vendrá la Intervención Federal de Aráoz y su 

normalización posterior. Entre 1991-2003, el gobierno en los tres períodos fue alternativo: PJ-

FR-PJ, con un nivel de rotación satisfactorio. El equilibrio de poder fue en general satisfactorio, 

y se observó la presencia de partidos de oposición que limitaron el poder. 

 

1.2.3.1. Desde 2003 hasta la actualidad: Vamos por todo87. 

“La fórmula de concentración del poder que Néstor Kirchner exportó de Santa 

Cruz a todo el país, se refleja –y no en dosis homeopáticas- en lo que ocurre en la 

provincia” (Ricardo Kirschbaum en prólogo al Libro El Zar Tucumano de 

Balinotti y Sbrocco, 2011: 8). 

 

                                                
87 Expresión de un rapto de euforia de Beatriz Rojkés de Alperovich después de las elecciones internas del Partido 

Justicialista tucumano de 2007: “Después de este triunfo, vamos por todo”. 
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En el año 2003 José Alperovich gana las elecciones a gobernador en la provincia de 

Tucumán. El perfil de situación en el ámbito nacional tuvo impacto directo en las provincias, 

atento a las necesidades vitales en la transferencia de fondos nacionales, y a una especie de 

viralización que ejerce como “relato” o como “mensaje”, la praxis presidencial, se puede 

apreciar una transferencia de valores, creencias, prioridades y comportamientos que “bajan” 

como decálogo de instrucción hacia el resto de los ciudadanos (especialmente a los funcionarios 

locales). Los gobernadores sienten necesidad de congraciarse con el estilo presidencial y 

manifiestan reflejos empáticos hacia su figura. Este mensaje delimita los alcances de 

comportamiento, habilita los ámbitos de penetración y establece códigos informales sobre lo 

que está bien y lo que está mal, lo que se debe hacer y lo que no, hasta donde es posible estresar 

la ley y cuáles son los límites tolerables por el presidente (el ciudadano común piensa si “los de 

arriba roban…). Robert Klitgaard cita en su libro “Controlling Corruption” un significativo 

párrafo del Huai-nan Tzu, escrito en China 122 años antes de Cristo:  

 

La intachable integridad del jefe es citada a menudo como una precondición clave para la limpieza de 

una organización (o de una nación) corrupta",…el poder de alcanzar el éxito o el fracaso reside en el 

gobernante. Si la guía es firme, el árbol crecerá recto. Del mismo modo, si el gobernante es honesto y 

probo, los funcionarios de su gobierno serán honrados y los pícaros deberán ocultarse. Pero si el 

gobernante no es probo, los malvados harán su voluntad y los puros quedarán aislados (Huai-nan Tzu, 

apud Klitgaard, 1988). 

 

En definitiva el “estilo presidencial” impregna el estilo actitudinal y el comportamiento del 

resto de la sociedad (esta asimilación actitudinal tendría especialmente incidencia entre 

funcionarios y legisladores de los niveles de Estado inferiores). 

Hacia los primeros años de su gobierno, José Alperovich había cimentado un espacio de 

poder incuestionable en el ámbito provincial. Beneficiado por el estado de bienestar que se 

había consolidado en el orden nacional, como resultado de la combinación de los precios de los 

commodities en el mercado internacional y la política de subsidios, la provincia productora de 

azúcar, citrus, soja y arándanos, disfrutaba con beneplácito de las rentas extraordinarias 

provenientes de su producción agroexportadora a precios récords.88 El mercado internacional y 

la suba extraordinaria de los precios de los commodities habían favorecido a todas las regiones 

productoras. El bienestar de la agricultura se manifestaba en el boom de la construcción 

experimentado en la provincia, edificios nuevos y en gran cantidad, se multiplicaban en calles 

tranquilas que rápidamente modificaron su fisonomía.  

                                                
88 El precio de la soja por tonelada en el año 2000 era de usd 200, hacia 2008 era de usd 600. 
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El estilo de gestión de Alperovich se orientó en principio a la construcción de grandes 

complejos habitacionales, a la reparación y pavimentación de calles, al alumbrado público, y a 

la inauguración diaria de monumentos, obras menores y exposición pública. La administración 

de recursos se mostró ordenada, en tanto por primera vez en la historia democrática, los sueldos 

se pagaban al día, y tampoco se manifiestan retrasos en el pago a proveedores.  

Alineado desde un primer momento con el gobierno nacional, había establecido un régimen 

de administración financiera unificado en su poder, mientras que paralelamente había 

implementado un sistema de dominio clientelar artesanalmente construido con las modernas 

formas de relacionamiento social que incluía técnicas de liderazgo, adoctrinamiento y 

cooptación ideológica, predominante en las provincias peronistas, ahora devenidas en 

kirchneristas. Había conseguido modificar la Constitución provincial que rige desde el 7 de 

Junio de 2006, introduciendo institutos jurídicos propios que buscan la injerencia política 

permanente en las cuestiones parlamentarias y judiciales, y había finalmente desterrado la 

imposibilidad de reelección, consagrada en la anterior Constitución de 1990, obteniendo a 

través de un oscuro procedimiento permanecer en el poder hasta la fecha de este informe (tres 

períodos).  

El resultado de elección de constituyentes de 2006 le había otorgado al partido gobernante 

una abrumadora mayoría del 70%, lo que pone en evidencia el apoyo popular hacia la figura 

del gobernador. La alineación incondicional con el gobierno nacional, era un juego cerrado que 

le proporcionara beneficios a todos, al gobierno nacional que le garantizaba una base de 

reelección extraordinaria, a los peronistas tucumanos, que buscaban diseñar una Constitución a 

su medida, y a Alperovich, que hacía realidad a sus aspiraciones de proyección nacional. En las 

elecciones de diputados nacionales de 2005, la lista oficial estaba encabezada por su esposa 

Beatriz Rojkés, lo que significaba un plebiscito a la gestión provincial. Había alcanzado el 64% 

de los votos, ninguna fuerza de la oposición logró el 10% de los sufragios. 

 

En los comicios, la lista oficialista arrasó y se quedó con las 4 bancas en disputa. Esa misma noche 

Alperovich llamó por teléfono a Néstor Kirchner. Exultante le dijo: “Néstor, te mando 4 diputados y la 

caída de Fuerza Republicana”, que había conseguido un magro 6,85 % de votos (Balinotti y Sbrocco, 

2011: 55). 

 

Las elecciones a gobernador de 2007 fueron la convalidación del apoyo popular al 

gobernador. El resultado: aplastante. Obtuvo la reelección con el récord histórico del 78% del 

electorado. La relación Alperovich – Kirchner resultaba óptima a los intereses de ambos. En un 
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clima de competencia entre gobernadores de provincias sumisas, para ganar la mirada y 

eventualmente una candidatura a la presidencia de la Nación en la sucesión presidencial, 

Alperovich era uno de los favoritos, y cumplía con todas las exigencias que desde la Nación se 

le requerían. No había ninguna necesidad ni capacidad financiera de hacer lo contrario.89 No 

resultaba necesario, la simbiosis era perfecta.  

Kirchner premió al gobernador tucumano en varias oportunidades: designó al 

vicegobernador de Tucumán Juan Luis Manzur como Ministro de Salud de la Nación en 2009; 

el primer trimestre de 2010 la provincia recibió 272 millones de pesos del Ministerio de 

Planificación Federal, casi cuatro veces más que Córdoba (73 millones) y Santa Fe (63 

millones); su esposa Beatriz Rojkés de Alperovich, había accedido al Senado de la Nación en 

2011 y fue designada presidente provisional del cuerpo (tercera al orden de sucesión 

presidencial). Después de acompañar a la presidenta Cristina Fernández a Francia para reunirse 

con el presidente Sarkozy, Rojkés fue designada vicepresidente tercero del Consejo Nacional 

Justicialista, detrás de Néstor Kirchner, Daniel Scioli y Hugo Moyano.  

En el discurso ante la legislatura en el inicio de sesiones ordinarias de 2011, Alperovich 

expresó que en 2003 la pobreza alcanzaba en la provincia al 64,6%, la indigencia al 32,35% y 

el trabajo informal al 60%. Hacia 2010 los indicadores se redujeron: pobreza al 14,3%, 

indigencia 2,9%. Sin embargo estas cifras deben ser entendidas en términos relativos, 

atendiendo a la provisión de datos cuestionados del INDEC, lo cual induce a duplicar su valor 

para un análisis aproximado. El estrecho vínculo de entendimiento y complicidad entre 

Alperovich y Kirchner no pudo repetirse con Cristina Fernández a la muerte de Néstor. Asuntos 

vinculados a la extrema fidelidad que exige el verticalismo cristinista lo dejaron rezagado en la 

competencia por su simpatía.90  

 

a) La colonización de la Corte. 

Los primeros éxitos electorales motivaron a José Alperovich diseñar una constitución 

provincial a su medida. Desde varios institutos propios del cuerpo legal se avizoran rasgos 

hegemónicos (v.gr. Junta Electoral Provincial, Defensor del Pueblo, Consejo Asesor de la 

                                                
89 Hubiera sido un desastre para la provincia y para las aspiraciones personales del gobernador, el ejemplo: Córdoba 

de Schiaretti 2008 y De La Sota en la actualidad con una deuda acumulada por parte de la Nación de 2.900 millones 

de pesos. Cfr. <http://www.lanacion.com.ar/1746795-de-la-sota-volvio-a-la-corte-para-reclamar-al-gobierno-

nacional-fondos-adeudados-a-cordoba> [consulta: 01/12/2014]. 
90 Cfr. Balinotti y Sbrocco (2011:178). 

http://www.lanacion.com.ar/1746795-de-la-sota-volvio-a-la-corte-para-reclamar-al-gobierno-nacional-fondos-adeudados-a-cordoba
http://www.lanacion.com.ar/1746795-de-la-sota-volvio-a-la-corte-para-reclamar-al-gobierno-nacional-fondos-adeudados-a-cordoba
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Magistratura, Juicio Político, entre otros). Las elecciones de convencionales constituyentes 

realizadas al efecto el 19 de febrero de 1996, expresaron una hegemonía inédita en la 

composición de la Asamblea Constituyente: el partido gobernante obtuvo 32 asientos propios, 

a los cuales hay que sumarles cuatro más de Participación Cívica para la Victoria, aliado directo 

del gobernador, quedando en manos de la oposición cuatro escaños de los cuales dos 

pertenecieron al Partido Obrero, uno para la UCR, y el otro para la coalición Acuerdo Social 

para la Inclusión (ARI, Democracia Cristiana, Partido Socialista y otros). El gobernador 

dominaba el 90% de las voluntades. Los argumentos que justificaron la necesidad de reforma 

plasmado en la Ley de Necesidad de Reforma N° 7.649, nunca se cumplieron: la autarquía del 

poder judicial, la constitución de la Policía Judicial, el amparo colectivo, el acceso a la 

información pública, la revocatoria de mandatos, el presupuesto participativo, entre otros, 

fueron promesas incumplidas. 

La víctima de la reforma fue la independencia del poder judicial: a) la promesa de elevar a 

rango constitucional el Consejo Asesor de la Magistratura (CAM, órgano diseñado para la 

selección de magistrados); b) el Jurado de Enjuiciamiento (JE, órgano diseñado para la 

destitución de magistrados) y c) el procedimiento para establecer el juicio político a los 

miembros del alto tribunal; fueron establecidos de un modo decididamente colonizante del 

poder judicial. Hacia la fecha de este trabajo (Agosto de 2015) la promoción de medidas 

invasivas al poder judicial continúan: El CAM aún no fue normalizado y hay un intento de 

modificar la Ley Orgánica de Tribunales para dividir el Ministerio Público Fiscal y dotarlo de 

autonomía de control por parte de la Corte Suprema de Justicia, replicando el Modelo Santa 

Cruz.91 

El CAM fue creado originalmente en 1991 por un decreto-acuerdo del entonces gobernador 

Ramón Ortega. Tenía efecto no vinculante y estaba compuesto por representantes del Colegio 

de Abogados, Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Tucumán (UNT) y el Poder 

Judicial. Se mantuvo vigente hasta 2003. Una de las primeras medidas que tomó Alperovich 

cuando asumió fue su disolución mediante el decreto 24/1. A partir de aquel momento quedaba 

en manos del gobernador la facultad de elegir discrecionalmente a los magistrados sin 

asesoramiento de ningún órgano (ACIJ, 2007:21).  

La disposición despertó críticas sobre todo del Colegio de Abogados, a partir de lo cual se 

estableció una disputa definida por el sistema de designación de los jueces. El ejecutivo 

                                                
91 Cfr. ACIJ (2007). 
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presentó un nuevo proyecto siguiendo los lineamientos generales del decreto 222/03 del PEN, 

y el gobernador comenzó entonces con una serie de manifestaciones públicas en contra de los 

abogados. Siguiendo el estilo retórico de los Kirchner, caracterizó al cuerpo de abogados como 

corporaciones lesionadas en su poder. El sistema puesto en práctica no se cumplió. Los 

mecanismos de publicidad y participación no se hicieron efectivos, las impugnaciones a los 

candidatos no se contestaron y las audiencias públicas con los candidatos tampoco.  

Con la reforma de la Carta Magna provincial en 2006, la constitucionalización del CAM 

fue caracterizado por: a) decisiones con efecto vinculante; y b) criterios para la selección de 

jueces como concurso de antecedentes y oposición, y la posibilidad de la ciudadanía de 

participar en la selección. No obstante ello, los convencionales delegaron los aspectos más 

esenciales (naturaleza, conformación y funcionamiento) a un decreto del ejecutivo: una norma 

transitoria de la nueva Constitución, el artículo 162, estableció que en el plazo de seis meses el 

PE reglamente la creación y el funcionamiento del CAM. De esta forma la nueva Constitución 

se apartaba de los principios declarados en la Ley de Necesidad de Reforma, otorgándole al 

gobernador la facultad de diseñar un CAM a su medida y modificarlo cuando él lo creyere 

conveniente. 

El decreto del ejecutivo N° 1820/14 del 15 de junio de 2006 establecía un CAM político de 

seis miembros:92 el ministro de gobierno; el fiscal de estado; el secretario general de la 

gobernación (tres miembros del ejecutivo); un representante del poder judicial, elegido por la 

Corte Suprema;93 un representante de la Legislatura elegido por mayoría simple;94 y un letrado 

elegido por sorteo. Las decisiones se tomaban por los 2/3 de los votos, por lo tanto bastaba que 

los representantes políticos dispongan la aceptación o rechazo de una candidatura para decidir 

la selección de los jueces. En la norma se dejó excluido al Colegio de Abogados, entidad que 

naturalmente representa a los profesionales, y cuya matriculación resulta obligatoria por la 

propia Constitución reformada. Además dispone arbitrariamente el método de sorteo para la 

                                                
92 Alperovich declaraba en La Gaceta del 19 de Mayo: “No cederé el poder que me dieron los tucumanos con el 

voto, me dijeron represéntenme a mí, por eso es mi obligación poner a los mejores jueces”. Ante la pregunta si la 

decisión final acerca de cuáles iban a ser los mejores jueces iba a ser suya personalmente, respondió: “no tenga 

dudas”. 
93 Dado que los integrantes de la Corte Suprema son designados por el gobernador con acuerdo de la Legislatura, 

todos sus integrantes le pertenecen. 
94 Teniendo en cuenta que la participación histórica del justicialismo en el Parlamento tucumano es superior al 

50%, toda norma que disponga este límite puede ser considerada hegemónica. El mismo criterio fue establecido 

para la selección del Defensor del Pueblo, contrariando la normativa general de las provincias. Ver. NEME (2014 

b). 
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selección de un abogado. Posteriormente, dadas las disputas judiciales en torno a este tema,95 

el CAM reemplazó a los abogados por un representante de la UNT. A la fecha de este trabajo 

numerosos planteos judiciales de inconstitucionalidad sobre la ley reglamentaria del CAM aún 

no fueron resueltos.96 

El diseño del Jurado de Enjuiciamiento (JE) completaba el avasallamiento al poder judicial. 

Según la Constitución el órgano estaba conformado por cinco representantes de la Legislatura, 

uno del PE, un miembro de la Corte Suprema y un representante de los abogados en ejercicio 

de la profesión: la mayoría política es abrumadora. Todo juez o funcionario judicial que hubiera 

pretendido investigar a algún funcionario político o que emitiera un fallo adverso, se encontraría 

en serio peligro de destitución. Paradójicamente, el sistema reformado de la Constitución 

anterior era más imparcial, porque sólo había cinco de ellos entre otros funcionarios. 

El sistema de remoción de los miembros del alto Tribunal, establecía que solo podían ser 

removidos por el procedimiento de Juicio Político, cuyos criterios también fueron reformados 

en el artículo 124. La subordinación judicial diseñada estableció una diferencia inexplicable 

para destituir a los jueces de la Corte Suprema y para el gobernador y vicegobernador. Para los 

primeros, se resuelve con el voto condenatorio de las 2/3 partes de sus miembros, mientras que 

para los segundos se necesita 3/4 de los votos. Con relación al procedimiento de destitución, se 

                                                
95 En nota de La Gaceta del 20 de setiembre de 2006 Alperovich declaró: “vamos a incorporar a la UNT para que 

juntos podamos nombrar a los mejores jueces de Tucumán”, inmediatamente le consultaron sobre el Colegio de 

Abogados, y respondió: “yo ya dije que el Colegio de Abogados no va”. 
96 Una vez declarada la inconstitucionalidad de esta normativa por la Corte Suprema, convalidando la sentencia 

previa de la Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo, se adjudicó a la Legislatura la potestad de 

dictar una ley reglamentaria del reciente CAM. La misma disponía su integración con vicios de 

inconstitucionalidad por estar constituida con legisladores, dos oficialistas y un opositor elegido por el mismo 

oficialismo. A diferencia de lo dispuesto en la Constitución Nacional (art.114), no existe ninguna norma 

constitucional local que adjudique a la Legislatura competencia para integrar el CAM. Por el contrario, el art.3° 

del texto constitucional local, prescribe que ningún órgano de gobierno puede ejercitar potestades que no le fueran 

expresamente otorgadas. Nuestra constitución establece que la Legislatura solo interviene en la tercera y última 

etapa del proceso de designación de jueces, avalando o rechazando el pliego del letrado que eligió el Ejecutivo de 

la terna previamente confeccionada por el CAM luego de confeccionarla por orden de mérito en función del puntaje 

que hayan obtenido por antecedentes y prueba de oposición. Conforme lo dispuesto por ese art.3° de la 
Constitución de Tucumán, la Legislatura estaría imposibilitada de sancionar una ley que integrase el CAM con 

legisladores, porque implicaría adjudicarle a ese órgano de poder potestades en el proceso de selección de jueces 

que la constitución no le reconoce. Por otro lado, el CAM así integrado, dictó su Reglamento Interno incluyendo 

una cláusula también inconstitucional, que es la que señala que sus integrantes (legisladores, el letrado, el miembro 

de la Corte y otro magistrado judicial), designan de forma discrecional a los integrantes del jurado que debe tomar 

la prueba de oposición, que es la que otorga el mayor puntaje. Esta discrecionalidad es contraria a la garantía 

expresada en el art.8° del Pacto de San José de Costa Rica, que enfatiza la necesidad de constituir un tribunal 

independiente e imparcial. En el orden nacional, cuando se produce una vacante en la justicia, el Consejo de la 

Magistratura (CM) publica en medios gráficos: día, hora y lugar en que tendrá lugar el sorteo de los miembros del 

jurado que deben tomar la prueba de oposición, garantizando así la independencia e imparcialidad del mismo. Por 

otro lado la ley reglamentaria del CAM establece que el Gobernador puede elegir de la terna que el remite el CAM 

al que se le antoje, neutralizando así el "orden de mérito" fijado oportunamente. 
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debe observar entre las causales “la falta de cumplimiento de los deberes a su cargo”, causal 

netamente subjetiva, susceptible de las más variadas interpretaciones y sin sustento de 

objetividad, que dio lugar a un conocido episodio de destitución en el caso Freidemberg.97 Este 

caso, una vez apelado el fallo ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la jueza fue 

restituida en su cargo. 

Todas estas cuestiones dieron lugar a la judicialización de la reforma. Incluso antes de 

concluir su trabajo la Convención Constituyente, comenzaron las críticas por parte del Foro de 

Vinculación de la Sociedad Civil con la Convencional Constituyente conformado por diversas 

organizaciones locales y nacionales, aduciendo que no había lugar para la participación ni el 

diálogo, dado que la abrumadora mayoría oficialista sesionaba a “puertas cerradas”.98 A este 

nivel de conflictividad generado por la nueva Constitución se manifestaron la decena de 

planteos judiciales de inconstitucionalidad y medidas cautelares para la suspensión de las 

deliberaciones contra el nuevo texto constitucional y el reglamento interno de la Convencional, 

especialmente orientados hacia el tratamiento del CAM y el JE argumentando la vulneración 

de la independencia de poderes y criterios republicanos consagrados en la Constitución 

Nacional. También se cuestionó el régimen electoral establecido denominado “sistema de 

acople”,99 la composición de la Junta Electoral con mayoría del ejecutivo y la posibilidad de 

enmiendas a la constitución por vía legislativa. 

El Colegio de abogados representó las demandas de los sectores disconformes y 

preocupados por la degradación institucional y asumió la demanda judicial para desvirtuar la 

reforma. Recibió el apoyo de numerosas organizaciones nacionales como la Federación 

Argentina de Colegios de Abogados (FACA), y la Red de Justicia para la Democracia 

conformada por jueces locales. El Colegio se transformó a partir de ese momento en el blanco 

de un ataque sistemático de parte del ejecutivo y de legisladores adictos en los medios de 

comunicación. El gobernador manifestó “es una lucha de intereses y el Colegio de Abogados 

                                                
97 En el caso se sometió a juicio a la camarista penal Alicia Freidemberg, por cuanto consideraron que su conducta 

se ajustaba a esta causal porque una persona condenada por la Sala de la Cámara que presidía había recibido un 

permiso de salida “extramuro”, y en esa instancia se había fugado. El fallo fue interpretado por las asociaciones 

de derechos humanos como un golpe de efecto contra los jueces garantistas a favor de una política de “mano dura”. 
98 En igual sentido Martín Bohmer (en La Gaceta del 7 de abril de 2006, nota “Acusan al oficialismo de tener 

gestos autoritarios”) y Daniel Sabsay (en La Gaceta del 30 de Abril de 2006, nota “Sabsay advierte riesgos en la 

Constituyente”). 
99 El sistema de acople o colectora es la versión moderna de la ley de lemas, en la que cada candidato junta sus 

votos y suma para el para el lema que es encabezado por el candidato al cargo ejecutivo: gobernador o intendente. 
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no me va a torcer el brazo”, “durante su participación en el antiguo CAM los representantes 

de los abogados ‘se llenaron de oro’ y ‘nombraron novias y mujeres’100 en la justicia”.101 

El 28 de junio de 2006 la Sala II de la Cámara Contencioso Administrativo concedió al 

Colegio de Abogados una medida cautelar para suspender los mecanismos de designación y 

remoción de los jueces del CAM, que finalmente incluyó todas las normas de la propia 

Constitución, así como el decreto de reglamentación del CAM. Finalmente éste fue constituido 

a través de la sanción de la Ley N° 8.197 del 6 de agosto de 2009, y luego modificada por las 

leyes 8.340 y 8.378. En ese período y hasta tanto comenzó a normalizarse el nombramiento de 

jueces, hubo una importante carencia de magistrados y funcionarios en el poder judicial 

tucumano generando atrasos en todas las causas. Por otro lado, en el período en que Alperovich 

deroga el antiguo CAM (2003) y la sanción de la Ley de Necesidad de Reforma (2006), fueron 

designados de manera discrecional una importante cantidad de magistrados, funcionarios y 

empleados judiciales.102  

Los siguientes pasos para colonizar la Corte fueron la designación de su amigo y abogado 

personal Antonio Estofán como miembro del alto tribunal, quien previamente se había 

desempeñado como Fiscal de Estado. La segunda designación en la Corte fue la de Claudia 

Sbdar, de reconocida trayectoria académica y profesional. No obstante que la designación de 

Sbdar fue percibida como un soplo de modernidad y racionalidad, al poco tiempo, un hijo de 

Sbdar es designado “asesor” de Alperovich en el gabinete.103 La designación de Sbdar sucedió 

como alternativa al intento original de designar a Francisco Sassi Colombres, quien se 

desempeñara como Fiscal de Estado de la provincia. Esta designación fue cancelada cuando 

una orden nacional de Néstor Kirchner, a pedido de la titular de la agrupación de derechos 

humanos Hebe de Bonafini, abortó el proceso de Sassi Colombres (había sido Fiscal de Estado 

durante la dictadura militar). Hacia el año 2011 fue designado el tercer miembro de la Corte 

Suprema impulsado por el gobernador completando de esta manera la “mayoría automática” de 

sus cinco miembros: Daniel Posse el último de los vocales designados había participado en el 

gobierno provincial desde su comienzo: Secretario de Gobierno (2003-2005), Secretario de 

                                                
100 Difícil pensar en esta posibilidad, dado el carácter no vinculante de del antiguo CAM. 
101 En nota publicada en La Gaceta del 18 de julio de 2006, “Los abogados no pueden designar jueces”. 
102 Es comentario general que en el poder Judicial tucumano existen actualmente más de 100 personas, entre jueces 

y fiscales, nombrados de manera discrecional, debido a la desintegración durante seis años del Consejo Asesor de 

la Magistratura. No obstante desde que volvió a funcionar los ganadores son sometidos a la decisión final del 

gobernador.  
103 Cfr. <http://www.perfil.com/politica/Alperovich-contrato-como-asesor-al-hijo-de-una-jueza-de-la-Corte-

Suprema-tucumana-20120911-0028.html?no_mobile_check_var=true> [consulta: 14/02/2015]. 

http://www.perfil.com/politica/Alperovich-contrato-como-asesor-al-hijo-de-una-jueza-de-la-Corte-Suprema-tucumana-20120911-0028.html?no_mobile_check_var=true
http://www.perfil.com/politica/Alperovich-contrato-como-asesor-al-hijo-de-una-jueza-de-la-Corte-Suprema-tucumana-20120911-0028.html?no_mobile_check_var=true
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Innovación (2005-2006), y Secretario de Derechos Humanos (2006-2010). El avance del 

ejecutivo era manifiesto (todas estas designaciones no superan el filtro del CAM). 

Alperovich eliminó la Fiscalía anticorrupción creada en 2000 a cargo de Esteban Jerez, 

quien llegó a investigar cerca de 400 causas, entre ellas, una que involucraba a la esposa del 

gobernador Beatriz Rojkés por desvíos de fondos hacia la Fundación Pibes. Una de las primeras 

medidas de su gobierno fue el desplazamiento de Jerez en el cargo a los tres meses de asumir 

Alperovich, y finalmente cerrada para siempre a los dos años. Este organismo judicial era el 

único con competencia para investigar, solicitar información a otros organismos, etc. Una vez 

extinguido el mismo ninguna fiscalía tiene capacidad para investigar delitos de corrupción de 

manera directa contra el gobernador (y vicegobernador), quien a partir de ese momento para 

proceder a su procesamiento será menester previo el Juicio Político. Esta situación sumada a la 

inexistencia de una Ley de Ética Pública en la provincia, convierte en inaccesible cualquier tipo 

de investigación por los delitos de corrupción de los funcionarios en la provincia. Si además se 

tiene en cuenta que cualquier investigación al gobernador o vicegobernador por 

enriquecimiento ilícito debe previamente ser resuelta en el Juicio Político, que al no haber datos 

fehacientes de declaraciones juradas de bienes previo a la asunción de los cargos, y que la 

decisión del Juicio Político es resuelta con el exclusivo porcentaje de 3/4 de los votos (contra 

el 2/3 para los ministros de la Corte), se advierte como se ha diseñado un sistema de impunidad 

y discrecionalidad en la provincia. 

 

b) La colonización de la Legislatura. 

En su primer mandato Alperovich debió asimilar los condicionamientos impuestos por su 

mentor Julio Miranda, en tal sentido tuvo pacífica convivencia con su vicegobernador Fernando 

Juri, titular de la legislatura.104 Sin embargo desde sus resonantes éxitos electorales, Alperovich 

buscó la totalidad del poder. En julio de 2007 Beatriz Rojkés de Alperovich, una recién llegada 

al peronismo, desbancó a Fernando Juri de la conducción del partido. En la Legislatura este 

episodio tuvo impacto directo en tanto los legisladores buscaban posicionarse en la lista oficial 

para los comicios de ese mismo año. A partir de su segundo gobierno Alperovich controló casi 

en su totalidad el Poder Legislativo: 43 de los 49 legisladores eran propios: 88%. 

                                                
104 En conveniente recordar que José Alperovich no es originalmente peronista, por el contrario proviene de las 

filas de la UCR. Su acceso al poder fue obra de Julio Miranda ante el desprestigio que había alcanzado su gobierno 

en 1999-2003. Su primer paso fue ocupar el ministerio de Economía de la provincia en el gobierno de Miranda, su 

segundo: la gobernación. 
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El criterio de gastos de los legisladores es absolutamente discrecional y sin obligación de 

rendición de cuentas. Al asumir cada legislador dispone de un presupuesto que alcanza los 

100.000 pesos mensuales. Además tiene la facultad de nombrar a 10 asesores, que puede 

ampliar con los fondos de “gastos sociales”. A esto debe sumársele la dieta que en la actualidad 

ronda los 24.000 pesos mensuales (equivale a cuatro salarios mínimos, y si bien todos 

reconocen que es baja, nadie la cuestiona porque la fuente de fondos tiene otros orígenes). Lo 

más significativo son los “sobres” cerrados que mensualmente administra el titular del cuerpo 

bajo el eufemismo de “gastos de bloque” o “fondos reservados”, y cuyo contenido es secreto y 

depende del nivel de ascendencia que posea el legislador.105 Este “sobre” se reparte tanto entre 

partidarios del gobernador, como entre opositores con sus correspondientes diferencias. El 

presupuesto de la Legislatura marca una fuerte incongruencia con los gastos declarados que los 

legisladores obtienen y el presupuesto global, y puede considerarse la caja más oscura de la 

política tucumana,106 la cual ha sido convalidada por el órgano de contralor de la provincia, el 

Tribunal de Cuentas. La administración de los “fondos reservados” es histórica y ha dado lugar 

a una investigación judicial que se tramitó en los tribunales federales, pero que nunca 

prosperó.107 El mecanismo de “sobres” explica la capacidad de seducción de opositores y el 

disciplinamiento en la Legislatura. 

 

                                                
105 Cfr. Nota en La Gaceta del 08/12/2014: “La Legislatura fijó aumento en dietas y gastos sociales”. 

<http://www.lagaceta.com.ar/nota/603787/politicapolitica/legislatura-fijo-subas-dietas-gastos-sociales.html> 
[consulta: 08/12/2014]. 
106 “El Presupuesto 2012 de la Legislatura, sancionado por ella misma, es de $ 380 millones. Su planilla con el 

detalle desagregado de partidas no ha sido publicado ni publicitado. Igualmente, informadas fuentes parlamentarias 

confirman que de ese total de recursos, $ 75 millones corresponden a Transferencias: el 20%. La proporción es 

constante. En 2010, cuando el presupuesto parlamentario era de $ 180,2 millones, las Transferencias eran de $ 

39.5 millones: el 21,9%. Como explica un hombre del oficialismo parlamentario, de allí no salen las dietas de los 

legisladores. Multiplicadas por 49 miembros y por 13 meses, unos $ 11 millones. Tampoco los gastos para el 

personal de bloque: los asesores. En principio, unos $ 40.000 mensuales para cada uno de los 49 legisladores. Por 

13 salarios, unos $ 10 millones más. Lo que sí se financia con las Transferencias son los gastos sociales. Subsidios, 

a los efectos formales. Clientelismo, a los efectos prácticos. Según la fuente, el canon oficial es $ 50.000 por 

parlamentario. Lo cual plantea una comezón en el bloque oficialista: si esa es la cifra para todos, su anualización 
totaliza unos $ 30 millones. En este caso, hay que multiplicar por 49 legisladores y por 12 meses: no hay aguinaldo 

porque no se pueden pagar salarios con esa plata: según el nomenclador oficial, Transferencias son gastos que 

corresponden a transacciones que no suponen la contraprestación de bienes o servicios y cuyos importes no son 

reintegrados por los beneficiarios. Allí la urticaria: si, teóricamente, entre todos consumen $ 30 millones, ¿qué 

pasa con los $ 45 millones restantes hasta completar los $ 75 millones destinados a transferencias? Expuesto con 

pragmatismo peronista: $ 75 millones, dividido en 49 legisladores, y en 12 meses, da un promedio $ 128.000 por 

parlamentario. Pero, otra vez, parece que son muchos los que reciben menos de la mitad. O sea, por cada uno que 

recibe $ 50.000, evidentemente, quedan $ 78.000 para alguien más” (columna de José Aurane, en La Gaceta de 

Tucumán del 19/05/2012 <http://www.lagaceta.com.ar/nota/491635/opinion/salvajes-poderes.html> [cons: 

08/12/2014]. 
107 Cfr. nota en La Nación del 26/06/2001: “La Legislatura de Tucumán evade a la justicia”. 

<http://www.lanacion.com.ar/315407-la-legislatura-de-tucuman-evade-a-la-justicia> [consulta: 08/12/2014]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/603787/politicapolitica/legislatura-fijo-subas-dietas-gastos-sociales.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/491635/opinion/salvajes-poderes.html
http://www.lanacion.com.ar/315407-la-legislatura-de-tucuman-evade-a-la-justicia
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c) La colonización del Partido Justicialista. 

Tal cual se comentó en el punto anterior, el 1° de abril de 2007 se realizaron los comicios 

internos del PJ donde se disputaba el control de la maquinaria clientelar. Se ponía en juego 

la vigencia de los referentes históricos del partido, desplazados de la actual administración, 

con los miembros del alperovichismo. José Alperovich dispuso que la candidata para 

competir las elecciones fuera su esposa “Betty”. Rojkés obtuvo el 66,3 por ciento de los 

votos (71.254) contra el 29,9 por ciento (32.190) de la lista de Fernando Juri, hijo del 

legendario dirigente peronista “Don Amado”, ex gobernador de la provincia, encarcelado 

por el general Bussi en los 1970s. Desde entonces, José Alperovich también tenía al PJ 

provincial bajo su control: 15 de los 20 consejeros y 70 de los 103 congresales le respondían.  

 

d) La colonización de la oposición. 

Por otra parte se configuraba un aspecto perverso en la política tucumana: la fractura de los 

partidos opositores. Entre los miembros de la UCR seducidos con cargos en el Estado se 

encuentra al concejal Gustavo Usandivaras, quien fue designado funcionario de segunda línea 

en el área de Obras Públicas; Carlos Courel, ex diputado nacional; Jorge Mendía y Ramón 

Graneros, ex legisladores provinciales; Raúl Pellegrini, concejal por la capital; Osvaldo 

Morelli, ex intendente por Concepción; Agustín Fernández, ex intendente por Aguilares, se 

acercaron a Alperovich, también ex radical. En las elecciones 2011 Morelli y Fernández fueron 

candidatos por el Frente para la Victoria. El caso más significativo fue el del gremialista radical 

Roberto Palina, caudillo del otrora gremio más importante de la Tucumán, FOTIA, que 

representa los intereses de los trabajadores de la industria azucarera. Palina se presenta a 

elecciones 2007 en compañía del fiscal anticorrupción desplazado Esteban Jeréz, ganó su banca 

e inmediatamente se pasó al alperovichismo. Sólo Mendía regresó al partido seducido por el 

episodio del vicepresidente de la Nación Julio César Cobos durante la crisis del campo en 2008.  

El otrora poderoso partido local, Fuerza Republicana, que pudo vencer al justicialismo y 

conquistar un período la gobernación de la provincia en manos del cuestionado General Bussi 

(ex gobernador de facto de la provincia en el año 1976), fue el más debilitado: Miguel Brito, 

candidato a diputado nacional de 2005, cuando era concejal por la capital pasó a la Dirección 

de Arquitectura y Urbanismo de la provincia; Carlos Canevaro, legislador provincial, quien 

obtuvo con el sistema de acople 13.000 votos, 10.000 más que con FR; Javier Morof, concejal 
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capitalino y apoderado legal del partido. Delia Pinchetti de Sierra Morales; Ernesto Padilla; 

José Constanzo; todos ellos abandonaron el partido FR. 

 

e) La colonización de las instituciones. 

La vocación hegemónica de José Alperovich se manifiesta aún antes de ser gobernador. 

Mientras se desempeñaba como Ministro de Economía del gobierno anterior (Miranda, 1999-

2003), uno de los primeros actos contra-institucionales fue la disposición legal contenida de 

manera solapada en el proyecto de ley del presupuesto provincial, elevada a la Legislatura en 

diciembre de 1999, la cual contenía un artículo extraño al sentido técnico del presupuesto que 

rezaba: “deróguese la Ley N° 6644”, en referencia a la ley de creación del Defensor del Pueblo 

de Tucumán. Esta circunstancia resulto escandalosa y motivó la intervención del entonces 

Defensor del Pueblo de la Nación, Guillermo Mondino, y finalmente el artículo fue eliminado. 

Una vez en el gobierno el intento reformador de la Constitución provincial, ha sido exitoso 

con determinadas instituciones, pero en muchas otras la Justicia tucumana ha contenido esta 

avanzada argumentando principios republicanos. El constitucionalista tucumano Luis Iriarte, 

profesor asociado a la Cátedra de Derecho Constitucional de la Universidad Nacional de 

Tucumán, propulsor conjuntamente con la Dra. Carmen Fontán del “Fallo Iriarte”, nodo 

institucional clave de la historia política de Tucumán, ha resumido el efecto de esta reforma 

constitucional: 

 

La reforma constitucional de Tucumán del 2006, impulsada por el oficialismo alperovichista, dio como 

resultado un espantoso disfraz constitucional, opuesto a una democracia republicana. Se concentró el 

poder en cabeza del gobernador, con beneficio exclusivo para los oficialistas que impulsaron esta 

reforma: solo para ellos habría-en los hechos-la posibilidad de acceder a tres mandatos consecutivos en 
todos los niveles de gobierno. En lugar de servir a la limitación y control del poder, este disfraz sirvió 

para consolidar el dominio oficialista. Al reformar el régimen electoral conformaron una Junta Electoral 

oficialista y prohibieron que se obligue a los funcionarios públicos a tomar licencia previa al comicio por 

el hecho de ser candidato. Introdujeron la cláusula del “acople”, por la cual distintos partidos políticos 

pueden celebrar acuerdos para apoyar a un único candidato a gobernador y vicegobernador y/o 

intendentes de otro partido político, manteniendo sus propios candidatos a legisladores o concejales. Con 

esta última cláusula, destruyeron el sentido constitucional del rol de los partidos políticos en una 

democracia. La Junta Electoral local, desde el 2007, resolvió en la causa “Actuaciones Perotti, Ernesto 

s/acople y otro”, que el acople es un acuerdo interpartidario, sin connotaciones ideológicas o de 

principios. Se originaron ahora centenares de nuevos partidos con el objetivo central de agarrar algún 

“curro” en la política. El gobernador puede legislar por decreto en temas que la constitución atribuye 
como competencia exclusiva del poder legislativo y si en 20 días hábiles de recepcionada esta normativa 

la Legislatura guarda silencio, queda consagrada como ley, silenciándose arteramente la voz y el voto de 

los legisladores opositores. El Reglamento de la Legislatura establece que es el vicegobernador, electo 

conjuntamente con el gobernador, el que está facultado para incluirlo o no, en el Orden del Día para su 

expreso tratamiento legislativo, porque tiene a su cargo presidir, gobernar y administrar el Poder 

Legislativo. El gobernador puede ahora promulgar parcialmente proyectos de leyes, recortando más aún 

las facultades de la Legislatura. Es el vicegobernador el que decide según su exclusivo y misterioso 
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criterio cuanto deben percibir como dieta los legisladores, además de los polémicos “gastos sociales”, 

sin ninguna pauta constitucional. Es el vicegobernador el que decide la integración de las distintas 

comisiones de la Legislatura. La de Hacienda y Presupuesto, bochornosamente, está integrada 

exclusivamente con legisladores oficialistas. Otra insólita cláusula ofrece a Tucumán como “basurero 

nuclear”, “propiciando acuerdos con estados extranjeros, instituciones privadas (léase Minera 

Alumbrera), otras provincias o el Estado Nacional, para crear sistemas de tránsito, tratamiento o 

disposición final de residuos peligrosos o radiactivos”. El Consejo Asesor de la Magistratura (CAM), 

encargado de seleccionar jueces, se configura según la voluntad del Gobernador. La Legislatura no 

cumple su rol de “aprobar o desechar las cuentas de inversión que le remite el Poder Ejecutivo 

anualmente”, porque el vicegobernador, en virtual connivencia con el gobernador, nunca convoca a 
sesionar para su tratamiento. Impide así el indispensable control de la oposición sobre la utilización que 

hizo el gobernador de miles y miles de millones de pesos recaudados de los contribuyentes. La artera 

modificación de la Ley de Administración Financiera permite considerar aprobadas estas cuentas si no 

se las trata durante dos períodos anuales consecutivos. El vicegobernador solo convoca a sesionar para 

tratar la aprobación de proyectos de leyes presentados por oficialistas, mientras los opositores soportan 

que sus propios proyectos queden archivados sin debate alguno. El gobernador, con acuerdo de su 

mayoría legislativa, nombra la cabeza del Poder Judicial y al Ministro Fiscal, poder que no tiene 

autonomía presupuestaria, dependiendo de la dispensa financiera del oficialismo de turno. La autonomía 

municipal, principal argumento de la reforma, fue bastardeada con las leyes de los denominados “Pactos 

Sociales”. La Corte Suprema de Justicia de Tucumán ha desbaratado parte importante de este disfraz 

constitucional. Quedan aún pendientes de evaluación judicial cláusulas constitucionales que lesionan 
gravemente nuestra declamada democracia republicana (Luis Iriarte, nota en Facebook 108). 

 

Pero la vocación hegemónica no sólo se manifestó en los organismos de veto. El 

tratamiento dado a otros organismos independientes de menor exposición es absolutamente 

definido. La Caja Popular de Ahorros (CPA), entidad financiera provincial, fue intervenida en 

2003 por Alperovich a pocos días de iniciar su gestión. El Subsidio de Salud y Seguridad Social 

(SUSS), cuyo cometido formal es la asistencia médica y administración de fondos previsionales 

de sus afiliados, suspendió a sus autoridades en 1990 (dcto. 1217/90). El decreto establecía que 

en seis meses volvería a integrar su directorio mediante elecciones de representantes de los 

empleados y jubilados, sin embargo en sus 12 años de gobierno el instituto no fue normalizado.  

El Instituto Provincial de la Vivienda y Desarrollo Urbano (IPVDU), cuyo objeto es la 

atención de la vivienda social, ha sido intervenido en 1991 y desde entonces hasta la fecha los 

directores son elegidos por los gobernadores. Lo mismo ocurre con el Instituto Provincial de 

Acción Cooperativo y Mutual (IPACYM), intervenido desde 1998.  

El ERSEPT (Ente Único de Control y Regulación de los Servicios Públicos Provinciales, 

ley provincial N° 8479/12)109 tiene como origen la fusión del EPRET (Ente Regulador de la 

Energía Eléctrica, Ley provincial N° 6423/92) y el ERSACT (Ente Regulador de Servicios de 

                                                
108 Cfr. nota en Facebook: < https://www.facebook.com/luis.iriarte.77/posts/604497232987043> [consulta 

09/05/2015]. 
109Cfr.<http://www.tucuman.gov.ar/gobierno/default.php?ministerioorg=3&secretariaorg=0&subsecretaria=0&di

reccionorg=8&subdireccion=0> [consulta 03/05/2015]. 

https://www.facebook.com/luis.iriarte.77/posts/604497232987043
http://www.tucuman.gov.ar/gobierno/default.php?ministerioorg=3&secretariaorg=0&subsecretaria=0&direccionorg=8&subdireccion=0
http://www.tucuman.gov.ar/gobierno/default.php?ministerioorg=3&secretariaorg=0&subsecretaria=0&direccionorg=8&subdireccion=0
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Aguas y Cloacas de Tucumán, Ley Provincial N° 6445). Fue intervenido en 2006 ya hasta la 

fecha sin normalización. 

En 2007 la Legislatura, a instancias del legislador Ernesto Padilla, sancionó una ley para 

establecer la normalización de los organismos intervenidos, pero fue vetada por el gobernador. 

En 2009, la Justicia había advertido la necesidad de regularizar la situación del ERSEPT y 

garantizar la participación de asociaciones de consumidores y usuarios, conforme al art. 42 de 

la CN y la Constitución provincial. La orden no fue acatada. La decisión de mantener 

intervenidos estos organismos tiene fines estrictamente políticos y ninguna razón de carácter 

técnico o de otra naturaleza. La intervención le permite al gobernador nombrar gente de 

confianza en puestos claves al frente de organismos formalmente autárquicos para ejercer 

control directo, y administrar sus valiosas “cajas”. El control de los mismos ha sorteado leyes 

y decisiones judiciales. 

El gobierno provincial ha incumplido, igualmente, la obligación constitucional local 

prevista en el art. 11, de publicar mensualmente, los actos que se refieren a la percepción o 

inversión de las rentas. Por otra parte, el gobernador Alperovich, en 12 años de gestión, no 

remitió a la Legislatura los pliegos con los candidatos a integrar el Tribunal Fiscal, único 

tribunal independiente e imparcial expresamente previsto en el Código Tributario, cuya tarea 

consiste en revisar las “determinaciones de deuda” y las multas aplicadas a los contribuyentes 

por el Director General de Rentas provinciales.110 Esta situación es violatoria de la garantía 

prevista en el art.8° del Pacto de San José de Costa Rica que contempla la existencia de un 

Tribunal Fiscal independiente e imparcial. 

 

 

2. Competitividad democrática provincial. 

 

2.1. Dispersión del poder político en las elecciones a gobernador. 

La importancia de establecer la dispersión del poder político radica en la capacidad de 

disponer recursos para intentar hegemonizar la composición de la Corte y manipular el control 

                                                
110 El Ministro de Economía Jorge Jiménez se jactó, que cuando entró en 2003 a su cargo, "Rentas recaudaba $17 

millones y ahora promedia $600 millones por mes" Cf. La Gaceta 03/05/2015 < 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/635838/politica/no-meterse-politica-consejo-ministro-economia-al-lo-

suceda.html> [consulta: 03/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/635838/politica/no-meterse-politica-consejo-ministro-economia-al-lo-suceda.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/635838/politica/no-meterse-politica-consejo-ministro-economia-al-lo-suceda.html
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y la conformación de los OC, así como la modificación de leyes y procedimientos. Entre estas 

condiciones las más notables son la distribución de los votos y las bancas en la Legislatura entre 

varios partidos políticos y la alternancia de distintas agrupaciones políticas en el ejecutivo. 

En la tabla siguiente I.3, se observan los resultados obtenidos en las elecciones a gobernador 

por los partidos electorales participantes y los votos obtenidos. Los cuadros en color representan 

al justicialismo tucumano bajo distintas denominaciones formales, y se puede apreciar la 

presencia histórica y los niveles de preferencia electoral en los períodos analizados. 

 

Cuadro I.3.: Resultado de partidos en competencias electorales a Gobernador 

  1983 1987 1991 1995 1999 2003 2007 2011 

  Votos % Votos % Votos % Votos % Votos % Votos % Votos % Votos % 

PJ 254.554 54,8 131.185 24,3                         

Frente 

Fundacional 
                217.852 35,5 271.579 42,7         

Frente de la 

Esperanza 
        284.479 50,8 181.508 32,2                 

FPV                         529.449 75,6 589.115 69,9 

UCR 181.376 39,0 177.506 32,8 23.424 4,2 109.558 19,4         15.285 2,2     

Frente Acción 

Provincial 
    100.122 18,5                         

Bandera 

Blanca 
    83.568 15,5                         

Alianza Trab 

Educ Justicia 
                136.298 22,2             

Union por 

Tucuman 
                    157.582 24,8         

Acuerdo 

Cívico Social 
                            122.409 14,5 

FREPASO             5.923 1,1                 

Fuerza 

Republicana 
        247.802 44,2 266.761 47,3 211.033 34,3 122.363 19,2 35.759 5,1 26.191 3,1 

Proyecto 

Popular 
                            23.960 2,8 

P.E.R.U.C.A.                             9.957 1,2 

Frente 

Anticorrup 
                    54.640 8,6         

Partido 

Laborista 
        3.382 0,6             22.599 3,2     

Coalicion Civ.  

Resistenacia 
                        25.517 3,6     

RECREAR                         13.330 1,9     

Frente por la 

Dignidad 
                        9.238 1,3     

Democracia 

Cristiana 
28.548 6,1                     5.383 0,8     

Izquierda 

Unida 
                    2.349 0,4 3.759 0,5     

Partido Obrero                     1.610 0,3 7.437 1,1 3.972 0,5 

Partido 

Socialista 
                        4.927 0,7     

Otros     48.632 9,0 971 0,2     49.211 8,0   4,1 22.079 3,9 35.940 8,0 

TOTAL 464.478 100 540.366 100 560.058 100 563.750 100 614.376 100 635.942 100 694.762 100 811.544 100 

Fuente: Elaboración propia sobre datos proporcionados por la Junta Electoral Provincial 
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Desde el año 1983 hasta la elección de 2003, el PJ accedió a la gobernación con un caudal 

de votos del 45,24% promedio, con máximos de 54,8% en 1983. Sin embargo en las elecciones 

de 2007 el caudal de preferencia alcanzó el 80,1%, y en la de 2011 (cuando Alperovich aspiraba 

a un tercer mandato), fue del 73,9% (ver Cuadro I.3). 

La tabla siguiente I.4., sintetiza la competencia electoral en la provincia desde 1983. El 

indicador utilizado refleja el número efectivo de partidos electorales. El indicador resulta de la 

suma de todos los partidos que obtuvieron votos, ponderado por la proporción de votos válidos 

recogido por cada uno de ellos.111 Se consideran los resultados de las elecciones de gobernador 

desde el año 1983. 

 

Cuadro I.4. 

Número efectivo de partidos. Elecciones a 

Gobernador Tucumán 1983-2011 

 Gobernador 

1983 2,19 

1987 4,44 

1991 2,19 

1995 2,74 

1999 3,41 

2003 3,47 

2007 1,71 

2011 1,94 

Fuente: Elaboración propia sobre datos 

de la Junta Electoral Provincial 

 

El comportamiento electoral en Tucumán puede considerarse hasta el año 2003 competente 

y participativo, con la presencia electoral que oscila entre 2,19 y 4,44 partidos, sin embargo las 

celdas en color destacan la hegemonía partidaria del justicialismo en las elecciones de 2007 y 

2011, resumiéndose la performance de partido único. El indicador pone de manifiesto la 

                                                

111 Se calcula con la fórmula  donde Ci indica la proporción de votos obtenida por el partido i. Todos los 

partidos reincluyen en la cuenta por lo que se considera exhaustiva. Dado que el impacto de cada partido en el 

agregado es determinado por la proporción de votos que obtuvo, el indicador captura el grado efectivo de 

fragmentación de los votos. Así, por ejemplo, un número efectivo de partidos de 2,5 indica que los votos se 

repartieron entre dos partidos principales y un tercer espacio, que puede ser ocupado por uno o más partidos 

menores. 
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hegemonía alcanzada en las últimas elecciones, que evidencia una clara tendencia hacia la 

concentración partidaria. 

 

 

3. Equilibrio parlamentario o balance de poder 

 

Se denomina “equilibrio de poder” a la situación institucional donde las atribuciones de los 

tres poderes de Estado están adecuadamente compensadas (balance of power). Para que ello 

ocurra los poderes legislativo y judicial deben estar conformados con la participación plural de 

la sociedad. En aquellos poderes donde una facción es manifiestamente preponderante y anula 

la presencia de otras facciones, extingue la capacidad de veto de la oposición y le garantiza a 

esta mayoría la capacidad de ejercer políticas sin obstáculos, pero sin la racionalidad que surge 

del consenso. En los puntos siguientes se analizará cómo se conformaron los poderes legislativo 

y judicial para favorecer la dinámica de frenos y contrapesos (checks & balances), en la 

democracia tucumana del período de análisis. 

 

3.1. La composición de la Legislatura. 

La alta fragmentación partidaria puede entenderse como un signo de que no existe una 

posición política dominante en la ciudadanía, por lo tanto, como un freno difuso de posibles 

intentos el Poder Ejecutivo o las mayorías legislativas para debilitar el accountability de las 

cortes. En segundo lugar, si los votos se reparten entre varias facciones y el reparto de las bancas 

tiende a coincidir con la distribución de votos, es improbable que se formen mayorías 

legislativas de un solo partido.  

Estas consideraciones deben relativizarse en el caso tucumano, donde si bien se observa una 

amplitud en la participación de partidos, debe ser analizado bajo la lógica del sistema “de 

acoples” vigente en la Constitución provincial. El sistema incentiva una muy alta fragmentación 

de partidos, que se acoplan a una sola oferta para el ejecutivo. De esta manera cada acople 

trabaja y se financia de manera independiente para conseguir su banca en la Legislatura o 

Concejo Deliberante, pero de manera colateral empuja a la candidatura del gobernador o 

intendente. Finalmente una vez conseguida la banca estas facciones se reintegran al bloque 
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oficial y aún en caso de sostener públicamente independencia con el partido dominante o 

“colector”, en la práctica son funcionales al oficialismo por los beneficios que le aporta.  

El sistema otorga beneficios a los “acoplados”, tales como formar parte del paquete de 

“gastos sociales” en un sistema de organización verticalista y discrecional que administra el 

presidente de la Legislatura. En la práctica esta híper-fragmentación partidaria puede ser 

considerada intra-partidaria donde los “acoplados” terminan votando las órdenes del 

gobernador, sin embargo para el oficialismo implica un gasto excesivo para mantener 

hegemonizado a su sector. En el gráfico siguiente I.5, se analiza la participación de partidos 

teniendo en cuenta los colectivos que se acoplan al PJ bajo diversas denominaciones formales.  

 

Cuadro I.5: Share partidario en la legislatura tucumana 

  2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 

PJ 73% 73% 73% 73% 86% 86% 86% 86% 84% 84% 84% 84% 

UCR 15% 15% 15% 15% 10% 10% 10% 10% 12% 12% 12% 12% 

FR 13% 13% 13% 13% 4% 4% 4% 4% 2% 2% 2% 2% 

OTROS 3% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 0% 2% 2% 2% 2% 

Fuente: Elaboración propia sobre datos de la Honorable Legislatura de Tucumán. 2014. 

 

En el Cuadro anterior I.5, el PJ es considerado con la suma de distintas agrupaciones 

formales. La UCR, es considerada en término preponderantes, pues en realidad consolida 

alianzas con otras agrupaciones electorales, tales como la Democracia Cristiana, Partido 

Socialista, Movimiento Barrios de Pie, etc., que forman actualmente el Acuerdo Cívico y 

Social. La frecuencia y el tamaño de las mayorías oficialistas en los parlamentos pueden 

interpretarse como indicadores de la capacidad del partido gobernante para avanzar sobre otros 

poderes.  

Como se observa en el período de análisis del gráfico I.6, el partido gobernante obtuvo una 

mayoría propia permanente en el recinto cuya evolución manifiesta una clara tendencia hacia 

la hegemonía. El gobernador no ha necesitado del apoyo de otros partidos para sancionar leyes 

o intentar juicio político contra jueces. 
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Cuadro I.6: Share histórico de partidos en la Legislatura 

 
Fuente: Elaboración propia sobre datos de la Honorable Legislatura de Tucumán. 2014. 

 

Sin embargo es necesario considerar, que una cosa es mayoría simple para la aprobación 

de leyes ordinarias (mitad + 1), pero otra son las mayorías que permiten modificaciones tales 

como la constitución provincial y constituir las comisiones juicio político para constituirse en 

amenazas de jueces y funcionarios de los organismos de control. Estas mayorías habilitantes 

constituyen la clave de la debilidad democrática del período y manifiestan una variación 

negativa en el período. 

 

 

4. La composición de la Corte Suprema. 

 

La composición de la Corte Tucumana es relativamente estable en su conformación. Con la 

vuelta a la democracia en 1983, bajo el gobierno de Fernando Riera, el tribunal se renovó 

completamente con sus cinco miembros. Considerando incluido el período de intervención 

federal en la provincia (1991), la Corte estuvo compuesta por 27 jueces y ocho Ministros 

Fiscales, uno de los jueces tiene 25 años en funciones (René Goane) y otro, 15 años (Antonio 

Gandur).  

A partir del año 1984 y hasta la intervención federal se llevaron a cabo cinco designaciones 

en el período de siete años, y desde la normalización democrática hasta el presente (descontando 

los jueces elegidos en 1992), se realizaron siete designaciones en el período de 22 años, es decir 
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se realizaron 12 nuevas designaciones en el período institucional democrático de 29 años, lo 

que arroja un promedio relativamente alto de estabilidad en el cargo de 12 años. 

 

Cuadro I.7. Miembros de la Corte Suprema de Justicia de Tucumán 

AÑO GOBERNADOR MINISTROS DE LA CORTE SUPREMA 

1983 RIERA 
RODRIGUEZ 

MARAÑON 

C. 

MALFUSSI 
J. SANTOS E.J. LIZONDO 

A. 

PEDRAZA 

M. Fiscal: 

RÍSPOLI 

1984 RIERA       

1985 RIERA   J.R. FALÚ    

1986 RIERA    R. GOANE   

1987 RIERA       

1988 DOMATO  
O.E.J. 

SARRULLE 
P.D. ZANONI   

O. GARCÍA 

ALDONATE 

1989 DOMATO    
R. T. 

MATURANA 
 

JIMENEZ 

MONTILLA 

1990 DOMATO       

1991 
DOMATO/ARAOZ

/ORTEGA 

J.M. PEREZ 

VILLALOBOS 

R.A. 

VERGARA 
J.V. MUSCARÁ F.E. JIMENEZ 

N.A. 

VARELA 

J.O. ARIAS 

CABRAL 

1992 ORTEGA R.A PADILLA R. GOANE A.D.PONSATI O.E.SARRULLE J.C. VEIGA A. GANDUR 

1993 ORTEGA A.J. BRITO      

1994 ORTEGA       

1995 BUSSI     A.C. DATO  

1996 BUSSI    
H.E. AREA  

MAIDANA 
  

1997 BUSSI       

1998 BUSSI       

1999 MIRANDA   A. GANDUR   J.R. FALÚ 

2000 MIRANDA      L.A. De MITRI 

2001 MIRANDA       

2002 MIRANDA       

2003 ALPEROVICH       

2004 ALPEROVICH       

2005 ALPEROVICH       

2006 ALPEROVICH       

2007 ALPEROVICH    C. SBDAR 
A.D. 

ESTOFÁN 
 

2008 ALPEROVICH       

2009 ALPEROVICH       

2010 ALPEROVICH D.O. POSSE      

2011 ALPEROVICH       

2012 ALPEROVICH       

2013 ALPEROVICH       

2014 ALPEROVICH      F.E. JIMENEZ 

Fuente: Elaboración sobre recolección propia e información extraída de Montilla Zavalía (2006). 

 

Si se consideran las designaciones incluyendo el año de “renormalización” democrática, 

posterior a la “intervención federal”, se obtienen 17 designaciones en un período de 30 años 

con un promedio de estabilidad de 8,8 años, lo que igualmente significa un alto promedio para 

un tribunal argentino. Esta estabilidad de los jueces debe ser atribuida a la persistente presencia 

del Partido Justicialista en la provincia (ver Cuadro I.7). 

 

4.1. Distancia ideológica entre el oficialismo y los miembros de la Corte. 
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Se espera que la selección de los candidatos para ocupar un cargo en el alto tribunal tenga 

en cuenta sus aptitudes personales antes que su afinidad con el gobernador, sin embargo la 

selección de candidatos por parte del gobernador supone afinidad hacia el mismo, por ello se 

propone considerar la pertenencia partidaria del gobernador que designó a los ministros de la 

Corte como un indicador aproximado de la distancia ideológica entre los miembros del tribunal 

y el Poder Ejecutivo. Esta distancia es relevante para inferir la imparcialidad y autonomía en la 

elaboración de los fallos.  

 

Cuadro I.8 

 

 

El indicador oscila entre el 0% para el caso de un gobernador que ejerza funciones frente a 

una Corte íntegramente propuesta por gobernadores de otro partido, y el 100% para el caso de 

que el gobernador ejerza funciones con una Corte designada íntegramente por él mismo. Puede 

adoptar solo cuatro valores intermedios por cuanto cada designación representa el 20% del total 

de la Corte. Cuando asume Alperovich la Corte estaba integrada por cuatro miembros elegidos 

por el justicialismo, y uno sólo elegido por Fuerza Republicana, quien por otro lado fue la única 

designación no ejercida por el justicialismo en la provincia en la era democrática, por lo tanto 

es posible pensar que nunca hubo en la provincia una verdadera distancia ideológica, salvo para 

el período de cuatro años del gobernador Bussi. Por ello se considera que en este período el 

equilibrio de la CSJT es intermedio. Sin embargo, como se observa en el gráfico I.8, el 

gobernador Alperovich, desde 2003 hasta el presente ha contado con una proporción de jueces 
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de su partido abrumadora de entre el 80 y el 100%. Y a partir de 2010, con una Corte mayoritaria 

de jueces propios (3). 

 

4.2. Legalidad de los procedimientos. 

Si bien la posibilidad de someter a los jueces a juicio político no implica una violación de 

la Constitución provincial, su uso frecuente tensiona las relaciones entre los poderes del Estado 

y pone en riesgo la independencia judicial. Desde el retorno a la democracia, ningún ministro 

de la Corte Suprema fue sometido a Juicio Político, sin embargo el remedio sí se ejerció en dos 

casos de magistrados inferiores: el caso de Alicia Freindemberg, presidenta de la Cámara Penal 

de la IV nominación en enero de 2006, y el caso de los tres integrantes de la Cámara Penal II 

en 2013.  

En el primer caso, los analistas coincidieron en afirmar que se trató de un proceso efectista 

que buscaba el apoyo social pero que desconocía principios básicos del debido proceso legal.112 

La jueza fue finalmente repuesta en su cargo después de tres años de trámite ante la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación. 

En el segundo caso se observa una relación más insidiosa del poder político contra los 

jueces. A través del resonado caso “Marita Verón”,113 su madre Susana Trimarco, querellante 

en el caso consiguió el apoyo de importantes figuras del ámbito político. Fue reconocida y 

premiada por su lucha por el Departamento de Estado de los Estados Unidos a través de Hillary 

Clinton, y fundó la Fundación “María de los Ángeles” con subsidios del gobierno 

norteamericano para luchar contra la trata de personas. Esta circunstancia motivó que la 

presidenta argentina Cristina Fernández asumiera su lucha como un estandarte personal. La 

                                                
112 Alicia Freidemberg había sido destituida por otorgar 10 salidas a un preso que se terminó fugando y la 

Legislatura entendió que cometió “mal desempeño en la aplicación de la ley de ejecución”. Pero la Corte Suprema 

de Justicia de la Nación entendió que en el caso hubo una “ilegalidad manifiesta del pronunciamiento de remoción 

de la amparista, por inobservancia de la regla constitucional de inamovilidad de los magistrados provinciales 

mientras dure su buena conducta”. Cfr. < 

http://www.diariojudicial.com/contenidos/2009/11/04/noticia_0006.html> [consulta: 13/12/2014]. 
113 El Caso Marita Verón es una investigación y proceso judicial iniciado el 8 de febrero de 2012, a raíz de la 

desaparición de María de los Ángeles Verón, una joven de 23 años. El caso ha sido relacionado con la trata de 

personas y prostitución forzada, concentrando la atención pública y una amplia cobertura de los medios de 

comunicación. Marita Verón desapareció el 3 de abril de 2002. Sus padres, la investigación policial y los sucesivos 

fiscales que intervinieron en la causa han sostenido que se trató de un secuestro con fines de trata de personas para 

la prostitución, La investigación identificó a varios sospechosos de distintas provincias, pero está basado 

íntegramente en pruebas de testigos. La causa llegó a la etapa del juicio oral a comienzos de 2012 con 13 

imputados, dictándose finalmente sentencia absolutoria para todos los acusados, en diciembre de ese año. El 

fundamento básico del fallo, es que los testimonios sobre los que se basa la acusación no son fehacientes contra la 

desaparición de Marita. 

http://www.diariojudicial.com/contenidos/2009/11/04/noticia_0006.html
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absolución de los imputados en el juicio resultaba un duro revés al discurso épico de la 

presidenta de luchar contra los crímenes “de género”, pero especialmente al deseo de 

reconocimiento internacional. En su indignación ordenó al gobernador la destitución de la 

totalidad de los integrantes del tribunal absolutorio.  

Alperovich inició inmediatamente la implementación del juicio político contra los 

magistrados con declaraciones tales como “no descansaré hasta que los jueces sean 

echados”,114 “haré todo lo que Trimarco me pida”.115 Trimarco, con el apoyo de Cristina 

Fernández y José Alperovich, inició las acciones para solicitar juicio político contra los jueces. 

La comisión de juicio político argumentó su acusación contra los jueces, por cuanto habrían 

decidido "desconociendo en forma expresa los modernos criterios de producción y valoración 

de la prueba testimonial de testigos vulnerables, (los magistrados) han arribado a una sentencia 

cuyo resultado es que “…delincuentes se encuentran hoy en libertad" (dictamen comisión de 

Juicio Político, abril de 2013).  

El juicio político, si bien comenzó con un fuerte impulso en la Legislatura,116 consiguiendo 

la mayoría absoluta de la comisión de juicio político, con el voto en contra del único opositor 

en la comisión, las constantes críticas por la falta de legitimidad del proceso han ido tornando 

cada vez más difuso el intento del ejecutivo. Por otra parte la presión velada del ejecutivo se 

hizo sentir en el episodio “Carlos López”. El letrado Carlos López fue miembro de la 

desaparecida Fiscalía Anticorrupción vigente desde mayo de 2000 hasta el año 2005 y en su 

ejercicio tuvo la oportunidad de someter a proceso a Beatriz Rojkés de Alperovich, cuando su 

marido era por entonces ministro de Economía del gobierno de Julio Miranda (1999 – 2003). 

Con motivo de constituir el Consejo Asesor de la Magistratura, López se presentó en seis 

procesos de selección para juez. En los seis resultó en primer término de puntaje, sin embargo 

cuando la terna era elevada a la decisión de Alperovich, esta fue recurrentemente rechazada en 

las seis oportunidades. Peor suerte pasó Gustavo Romagnoli, el concursante más exitoso de la 

historia del CAM, fue seleccionado en 11 oportunidades y rechazado en todas ellas.117 

                                                
114 Cfr. La Gaceta del 4 de abril de 2013. 
115 Cfr. Página /12 <http://www.pagina12.com.ar/diario/ultimas/20-209706-2012-12-12.html> [consulta: 

13/12/2014]. 
116 Cfr. La Nación del 04/04/2013. < http://www.lanacion.com.ar/1569294-inician-juicio-politico-a-dos-

magistrados-del-caso-marita-veron> [consulta: 13/12/2014]. 
117 Se especula que su rechazo se vincula a sugerencias de Susana Trimarco, dado que Romagnoli es sobrino de 

Cegio Morfil, abogado de enemigos de Susana Trimarco (inspiradora del Juicio Político a los miembros del 

Tribunal Penal que juzgó el caso “Marita Verón”. Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/639873/politica/romagnoli-gana-

concurso-n-11-para-acceder-cargo.html> [cnsl: 02/06/2015]. 

http://www.pagina12.com.ar/diario/ultimas/20-209706-2012-12-12.html
http://www.lanacion.com.ar/1569294-inician-juicio-politico-a-dos-magistrados-del-caso-marita-veron
http://www.lanacion.com.ar/1569294-inician-juicio-politico-a-dos-magistrados-del-caso-marita-veron
http://www.lagaceta.com.ar/nota/639873/politica/romagnoli-gana-concurso-n-11-para-acceder-cargo.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/639873/politica/romagnoli-gana-concurso-n-11-para-acceder-cargo.html
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Estos episodios ponen en evidencia que en los años del alperovichismo se ha actuado 

enfáticamente contra la independencia del poder judicial haciendo uso de diversas herramientas 

disponibles para su neutralización. Y por otra parte se evidencia que el disciplinamiento a la 

cortes, respondían a directivas del Poder Ejecutivo Nacional. Si bien no se ha alterado el número 

de integrantes de la Corte (court packing), para modificar la formación de mayorías, este 

recurso no ha sido necesario dada la proximidad ideológica con el gobernador. Asimismo en 

los últimos años se puede destacar conductas independientes de la magistratura tucumana, tales 

como los fallos de la Cámara Contencioso-Administrativa, Sala II, integrada por Rodolfo 

Novillo y Carlos Giovanello contra la reforma constitucional de 2006, o el fallo de la Corte que 

ordenaba desdoblar las elecciones de diputados nacionales de 2005 que se intentaba realizar 

conjuntamente con las de convencionales constituyentes para reformar la Constitución al efecto 

de vencer la apatía ciudadana sobre el tema, y aprovechando que la lista de diputados era 

encabezada por su esposa Beatriz Rojkés. En conclusión, más allá de hechos aislados que han 

manifestado independencia de la judicatura, los jueces y fiscales en Tucumán en los últimos 

diez años se han visto sometidos a potencial amenaza del poder político denunciado en diversos 

pronunciamientos de ONGs como Federación Argentina de la Magistratura (FAM), Centro de 

Estudios Legales y Sociales (CELS), de Poder Ciudadano y de la Federación Argentina de 

Colegios de Abogados (FACA).118 

 

4.3. El problema de los” jueces políticos”: designación y ejercicio del cargo. 

En diversas ocasiones de instancia clave donde les toca ejercer su función, los “jueces 

políticos” vienen a constituir un rasgo de ilegitimidad que atenta contra la independencia de 

los organismos (y del poder judicial mismo). La judicatura en la provincia de Tucumán plantea 

varios problemas en este sentido. En primer lugar, existe un modelo de conformación de la 

CSJT, de número de miembros “indefinido”. La imprecisión en esta regla, en democracias en 

proceso de consolidación, es generalmente asociada con diseños institucionales altamente 

vulnerables a la manipulación política, debido a que el número total de miembros de la Corte 

puede ser modificado por una ley del parlamento a expensas de la mayoría oficialista. La 

literatura norteamericana denomina esta situación court-packing, ya que los políticos tendrían 

la posibilidad de “rellenar” la Corte con sus propios jueces y modificar el balance de poder 

interno. Si bien en Tucumán no se registran modificaciones en el número de vocales de Corte, 

                                                
118 Cfr. La Nación del 20/02/2006 en < http://www.lanacion.com.ar/782299-avanza-la-politica-sobre-la-justicia-

en-las-provincias> [consulta: 13/12/2014]. 

http://www.lanacion.com.ar/782299-avanza-la-politica-sobre-la-justicia-en-las-provincias
http://www.lanacion.com.ar/782299-avanza-la-politica-sobre-la-justicia-en-las-provincias
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su potencialidad es altamente amenazante para todos los jueces inferiores, teniendo en cuenta 

la instancia de revisión de fallos y la potestad de superintendencia.119  

El segundo problema que enfrenta la judicatura tucumana es la designación de sus 

miembros. Más allá del problema subyacente relativo a la “dificultad contramayoritaria”, en 

Tucumán, como en el resto de las provincias argentinas y en la Nación, su selección es 

indirecta, es decir no son directamente seleccionados por medios electivos. Dentro de este 

sistema indirecto, existen en el país varianzas en el método empleado, así por ejemplo en Chaco 

el Consejo Asesor de la Magistratura propone una terna de candidatos para el Alto Tribunal, y 

el ejecutivo elige a uno de ellos; en Formosa y Neuquén, el ejecutivo propone una terna y el 

legislativo elige a un candidato y lo designa formalmente, y así se van sucediendo múltiples 

alternativas que incluyen diversos mecanismos para la selección de jueces.  

No obstante ello, el mecanismo más difundido, adoptado en Tucumán, es el implementado 

en la Nación, que consiste en que los jueces de la Corte Suprema Nacional son designados por 

el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Pero un punto discutido en este mecanismo es la 

mayoría requerida para este acuerdo. La importancia de este aspecto radica en el hecho de que 

cuanto mayor sea la mayoría requerida para el acuerdo, mayor legitimidad y consenso tendrá 

el candidato. Si un partido político no logra los votos necesarios, tendrá que negociar la 

candidatura con otros partidos, lo cual redundaría en un candidato apoyado por varios partidos 

y no solamente por uno. En la mayoría de las provincias se establece la mayoría simple, a 

contrario del sistema nacional posterior a 1994, que establece los 2/3 de los miembros 

presentes.  

En Tucumán, en la Constitución de 1907, art. 115, la mayoría era calificada para el total de 

los miembros presentes. En 1990, la provincia adoptó el sistema nacional vigente en ese 

momento y bajó la exigencia hasta la mayoría simple de los miembros presentes, lo que generó 

que la legislatura tenga menor grado de conflictividad al prestar el acuerdo para la nominación, 

pero restándole legitimidad a los miembros y un penetrante poder de manipulación. En la 

reforma de 2006, la Constitución mantuvo este umbral que le permite al gobernador 

circunstancial, sin oposición, colocar a cualquier miembro elegido por el gobernador, siempre 

                                                
119 Estudios de Andrea Castagnola (2010) demuestran que aquellas provincias argentinas que legitiman esta 

posibilidad, han variado positivamente el número de miembros del Alto tribunal en un 64% de los casos. Las 

variaciones en el tamaño de las Cortes Supremas provinciales, tanto ampliaciones como reducciones, han estado 

motivadas por cuestiones políticas a instancia de controversias con la oposición. 
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teniendo en cuenta que el dominio de la cámara por el partido gobernante ha sido 

históricamente del Partido Justicialista. 

Se sostiene que los “jueces políticos” (ministros de la CSJT y Ministro Fiscal), que son 

elegidos por mayoría simple y con quórum simple, carecen de legitimidad propia en el ejercicio 

de sus funciones por cuatro razones: 

 Ilegitimidad de origen: no fueron elegidos por sus propios estamentos, de manera que 

podrían no haber pertenecido nunca al sistema judicial. 

 Ilegitimidad de idoneidad: el mecanismo de selección no adscribe a pautas de 

idoneidad, sino de afinidad política,   

 Ilegitimidad política: La selección parlamentaria de los mismos, se realiza con 

mínimos requisitos de aprobación, sin consenso de la oposición, y 

 Ilegitimidad popular: El sistema no prevé mecanismo alguno de impugnación popular 

previo al tratamiento de su designación. 

Este dato de precariedad institucional afecta gravemente el funcionamiento democrático, 

debido a que la intervención de los “jueces políticos” tiene consecuencia en diversos aspectos 

tales como el “juicio político”, régimen de superintendencia y disciplinamiento de jueces 

inferiores y fiscales, entre otras. Su participación en las instancias claves del desarrollo 

institucional es carente de legitimidad, y afectan el posicionamiento de los actores. Si bien estas 

condiciones son generalizadas en las provincias argentinas, no por tales, son óptimas. Al 

contrario, se puede afirmar que Tucumán, al igual que en la mayoría de las provincias, conserva 

rasgos de dominación en la conformación del poder judicial, donde el fortalecimiento de las 

instituciones sigue siendo una materia pendiente. Como destaca Andrea Castagnola: 

 

(…) la falta de claridad en las reglas o la ausencia de estas han actuado en detrimento de la justicia y han 
contribuido al descrédito del Poder Judicial y sus integrantes en la sociedad.120  

(…) la vuelta a la democracia en Argentina revela un panorama diferente al que se predecía a fines de 

1983. Las grandes expectativas de la sociedad por una Justicia imparcial e independiente se fueron 

socavando con el correr de los años, de ahí la caída llamativa de la imagen de la Justicia. La Justicia 

como institución política aún continúa sujeta a los intereses políticos y requiere cambios en las reglas 

institucionales que garanticen independencia (Castagnola, 2010). 

 

 

 

                                                
120 En 1984, el 57 de la población tenía una imagen positiva de la Justicia en el país. En 1991, solamente el 27%, 

y en 2000, sólo el 18% (cf. Castagnola (2010). 
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5. Antecedentes de accountability  

 

De la encuesta surgen las siguientes respuestas: 

  E1 E2 E3 

  <2003 
2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 

1 
Accountability limitada. No existen antecedentes 

de limitaciones regulares sobre las acciones del 

ejecutivo y el comportamiento de sus funcionarios 
      

2 Categoría intermedia entre 1 y 3.   X X   

3 
Accountability escaso a moderado. Existen 

algunos antecedentes de limitaciones reales pero 

limitadas sobre las acciones del ejecutivo. 
X X   X X 

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.       

5 

Accountability sustancial. El ejecutivo ha ejercido 
más autoridad efectiva que cualquier otro grupo 

obligado a rendición de cuentas, pero estás sujeto 

a limitaciones sustanciales impuestas por dichos 

grupos. Se registran casos de condenas judiciales. 

      

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.       

7 

Sometimiento del gobierno y sus funcionarios a 

rendición de cuentas de manera habitual y 

constante. La rendición de cuentas es ejercida 

eficazmente sobre el ejecutivo. Existen 

reconocidos casos de condenados judicialmente 

      

 

La provincia no registra antecedentes categóricos de actos judiciales o simbólicos que 

demuestren una debida rendición de cuentas por actos ilegítimos o abusos de poder. Por el 

contrario, los ejemplos más significativos que quedan en la memoria de los tucumanos son: 

El caso Lebbos: a través de este juicio de homicidio de una joven y su vinculación a 

personas vinculadas al gobierno ha quedado al descubierto la manipulación durante el período 

de investigación y la influencia del gobernador sobre la independencia del proceso. A 11 años 

de este violente crimen, sólo han quedado presos dos policías que han intentado desviar el curso 

de la investigación (perejiles) pero sobre los autores no se tienen aún noticias. El caso ha 

cobrado tal relevancia que la Federación Argentina de Colegios de Abogados (FACA) ha 

propuesto instituir el día de la aparición del cadáver como el día de la lucha contra la 

impunidad. 

Sin embargo se han registrado casos significativos de accountability en el proceso de 

judicialización que ha sufrido la constitución de 2006. En este sentido la Cámara en lo 
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Contencioso-Administrativo ha declarado la inconstitucionalidad de varias normas 

constitucionales, y es también éste fuero el que en las elecciones de 2015 ha declarado la 

nulidad del acto eleccionario, aunque su decisión luego fue apelada e impugnada por las cortes 

supremas provinciales y nacionales. 

A la percepción de los entrevistados, estos episodios de accountability judicial no han 

alcanzado la densidad crítica suficiente para su oportuna ponderación en la encuesta y han 

pasado desapercibido ante la constante trama del devenir cotidiano. Sin embargo, es de 

merituar el comportamiento autónomo de estos jueces independientes en medio de un ambiente 

político opresivo. 

Se puede concluir esta categoría afirmando que el accountability en el período ha sido entre 

nulo a escaso/moderado. 

Sin embargo, también es de reconocer que los entrevistados, todos ellos observadores de la 

realidad política, no advierten un “desmejoramiento” en este sentido. Las percepciones 

subjetivas de accountability sin bien varían muy sutilmente en grado, no varían en términos 

diacrónicos, dando a entender que la falta de accountability es percibida como una constante 

en la provincia. Dado que la encuesta no cubre hasta el grado 5 de la escala, se considera a la 

dimensión “Antecedentes de accountability” como BAJA. 

 

 

6. Sociedad demandante 

La encuesta a expertos arroja los siguientes resultados: 

  E1 E2 E3 

  <2003 
2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 

1 

Sociedad anómica. Existe indiferencia social 

generalizada hacia las acciones/omisiones del 

gobierno. No existen manifestaciones públicas ni 

acciones colectivas identificables 

      

2 Categoría intermedia entre 1 y 3. X  X    

3 

Demanda social escasa a moderada. Existen 

algunos antecedentes de acciones colectivas 

reales pero limitadas sobre las acciones del 

ejecutivo. 

 X  X X X 

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.       
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5 
Demanda social sustancial. Se han verificado 

acciones colectivas puntuales, pero estás sujeto al 

carácter extraordinario de los casos.  
      

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.       

7 

Sociedad demandante. Se activa la acción 

colectiva ante el menor dato de injusticia o 

destrato. La sociedad, de manera generalizada, se 

manifiesta a través de todos los medios de difusión. 

Los funcionarios públicos son “escrachados” en 

público. Vota en consecuencia y opera el 

recambio de elites 

      

 

En esta encuesta no se han tenido en cuenta las movilizaciones de carácter económico, es 

decir aquellas motivadas por la falta de pago en la administración o pedidos de aumento de 

sueldo. Se han tenido en cuenta aquellas manifestaciones sustanciales vinculadas a la fallas en 

el estado de derecho, especialmente accountability. El relato razonado del periodista 1 es 

coincidente con el del periodista 2, ambos consideran que la sociedad se ha manifestado con 

mayor exigencia en el período analizado que en anteriores. Sin embargo el periodista 3 recuerda 

casos muy sensibles vinculados a los jubilados que fueron el detonante de la caída del gobierno 

de José Domato.121 No obstante las discrepancias, el promedio de respuestas plantea poca 

volatilidad y las razones son también coincidentes. 

En el período analizado la sociedad ha demostrado en diferentes oportunidades su 

compromiso cívico a través de episodios significativos: 

 La marcha por la destitución del fiscal anticorrupción Esteban Jerez. 

 La marcha por el esclarecimiento del caso Paulina Lebbos. 

 Maniestación de productores azucareros (cañeros). 

 Las manifestaciones de repudio a las elecciones a gobernador del 23/09/15 

(Tucumanazo). 

No obstante estas públicas manifestaciones, ninguna de ellas han resultado efectivas. Así, 

el crimen Lebbos, con todos los antecedentes evocativos de los episodios de Catamarca y 

Santiago del Estero, no ha sido resuelto. La marcha en apoyo del fiscal anticorrupción no tuvo 

éxito tampoco, el fiscal Jerez fue desplazado. Las elecciones del Tucumanazo, no obstante la 

visibilidad nacional e internacional, finalmente fueron convalidadas por la Corte Suprema de 

Justicia de la provincia y dos años despúes por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Tal 

                                                
121 Cfr. La Gaceta del 10/12/2003 <http://www.lagaceta.com.ar/nota/60358/argentina/riera-fue-padre-bono-

intervencion-acabo-domato.html>  
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fue la negligencia dirigencial a este último episodio, que a dos años de aquella votación, el 

sistema de acoples y la conformación de la JEP siguen intactos. De manera que es posible 

pensar que estas manifestaciones de accountability social no han causado efecto en la 

provincia. Estos tres casos pueden ser considerados extremos en el período de 12 años de 

análisis, no obstante para el resto de episodios mencionado en Introducción, punto 2. 

Justificación de este trabajo, se puede pensar en una sociedad “anestesiada” por un acontecer 

persistente de abuso y manipulación del gobierno provincial.  

Calificar esta categoría, obliga a adoptar una posición ambigua por la relatividad de los 

hechos presentados. Por ello, en base a la evaluación de los periodistas entrevistados, y 

teniendo en cuenta que de la encuesta surge que no se cubre hasta el grado 5 de la escala, se 

considera a la dimensión “Sociedad Demandante” como BAJA. 

 

 

7. Libertad de prensa 

 

La encuesta a expertos arroja los siguientes resultados: 

  E1 E2 E3 

  <2003 
2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 
<2003 

2003-

2015 

1 Libertad limitada. Existen restricciones a la 

existencia y publicación de periódicos.  
      

2 Categoría intermedia entre 1 y 3.       

3 
Libertad escasa a moderada. Existen algunas 

libertades reales pero limitadas sobre las acciones 
de los medios independientes. 

   X   

4 Categoría intermedia entre 3 y 5.       

5 

Libertades sustanciales. Los medios tienen libertad 

de publicación de todos los temas sin embargo el 

sentido de la información es complaciente con el 

gobierno. El criterio editorial evita el tratamiento de 

“ciertos temas”. Existen “incentivos” a un sentido 
determinado de la información. 

 X    X 

6 Categoría intermedia entre 5 y 7.     X  

7 
Libertad plena de información, no existen 

obstáculos para la opinión libre. Todos los medios 
compiten en igualdad de condiciones. 

X  X    
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Esta dimensión de análisis es la más crítica para su interpretación. Por un lado se advierte 

la mayor volatilidad de sentidos en las respuestas: así se encuentran los entrevistados que 

consideraban un estado de libertades sustanciales, hasta aquel otro que considera un estado de 

libertad escaso/moderado. Pero en donde mayores coincidencias se encuentran es en el 

“decline” de la libertad de prensa, que para los entrevistados se degrada en dos y hasta cuatro 

grados en una escala de siete. Estas respuestas son coincidentes –y no es de descartar un cierto 

sentido corporativo/solidario- con las manifestaciones públicas del periodista más significativo 

de la televisión local, Omar Nóblega, quien denunció públicamente y en presencia del 

Secretario General de la Gobernación Pablo Yedlin, que durante el período de “los saqueos” 

estaba prohibido relatar información al respecto.122 

Los entrevistados coinciden todos en que a través del mecanismo de “pauta oficial”, tanto 

el gobierno federal como el provincial, buscan disciplinar los canales audiovisuales y de radio 

en la provincia. El caso más notorio es el de la televisora CANAL 10, cuyo paquete accionario 

es compartido entre el Estado provincial y la Universidad Nacional de Tucumán (de gobierno 

kirchnerista) el cual, no obstante tener convenio de transmisión con CANAL 13 de Capital 

Federal, se abstuvo de difundir el programa “Periodismo Para Todos”123 del periodista Jorge 

Lanata, siendo de esta manera una de las tres provincias que lo censuraban. 

Más allá de estos casos episódicos, la población podía atender las voces opositoras a través 

de Internet, o canales de transmisión privado. También circuló sin problemas el libro “José 

Alperovich El Zar Tucumano” de los periodistas Balinotti y Sbrocco (2011), así como el libro 

“A su Salud, la historia de Juan Manzur, el ministro más rico de la era Kirchnerista” de Benito, 

Sánchez y Stanich, de 2015. De manera que, no obstante las manipulaciones y las operaciones 

de prensa esporádicas, en general se puede afirmar que la población tucumana tuvo canales de 

acceso a la información opositora para formarse una opinión neutra. Por estas consideraciones, 

y teniendo en cuenta que la valoración promedio de los entrevistados supera el grado 5 de la 

escala, se clasifica la libertad de prensa del período como ALTA 

 

                                                
122 Cfr. <http://www.contextotucuman.com/nota/91180/omar-noblega-rompio-el-silencio-y-admitio-que-habia-

censura-en-canal-10-durante-el-gobierno-de-alperovich.html>  
123 Este programa fue el más visto en 2013 y marcó la agenda política del resto de los medios, tanto radio como 

televisión como medios escritos que se dedicaban durante el resto de la semana a tratar e investigar los temas 

iniciados por Lanata e incluso el gobierno nacional le contestaba con hechos. El viernes 18 de septiembre de 

2015, el juez tucumano que decidió anular las elecciones en esa misma provincia, habría usado los «videos de 

Lanata» junto con una nota del diario La Nación, refiriéndose al informe hecho el domingo previo en PPT el 11 

de septiembre de ese mismo año 
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8. Conclusiones del Capítulo 

 

En base a las consideraciones del capítulo, se concluye el análisis de Ambiente Político 

afirmando que esta categoría ha registrado variación en el período de análisis a través de tres 

indicadores, y éstos de manera directa o indirecta de la mano de las relaciones con el gobierno 

federal. Es posible interpretar en este sentido que la variable “competitividad democrática 

provincial” y  “balance de poder” también han sufrido variaciones por derivación del contexto 

nacional desfavorable. Este efecto también se registró en el resto de las provincias argentina 

(Schiumerini y Page, 2012). El resto de las variables han mantenido su status quo estable, es 

decir degradado, y ello adjudicado al legado de idiosincracia política característica del norte 

argentino, de condiciones estructurales similares. De las cuatro categorías positivas del período 

anterior, se ha pasado a solo una categoría positiva. Esta degradación (4 a 1) implica una alto 

grado de amenaza en los funcionarios. 

 

Cuadro I.9: Sumario de variables del ambiente político124 

Ambiente político de la provincia de 

Tucumán 

1990 - 

2003 

2003 - 

2015 

Contexto nacional favorable + - 

Competitividad democrática provincial + - 

Equilibrio parlamentario + - 

Equilibrio Alto Tribunal (Distancia ideológica) - - 

Antecedentes de accountability - - 

Sociedad demandante - - 

Libertad de prensa + + 

Resultado 
1990s 

2003 - 

2015 

Ambiente Político  Intermedio Bajo 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Finalmente, al término de este recuento de ambiente político, se está en condiciones de 

comprender un conjunto de factores que favorecieron la dinámica, persistencia y regresividad 

de los organismos de control en la arquitectura institucional de la provincia (ver Cuadro I.9). 

                                                
124 Esta dimensión ésta constituida por siete componentes. Se clasificará ambiente político favorable si se observan 

seis o más de los componentes, entorno político medio si se observan cuatro o cinco de los componentes 

establecidos, y desfavorable, si se registran menos de cuatro. Cfr. Introducción. Punto 8. Metodología. 
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En general se puede resumir que todas las políticas implementadas han sido convalidadas por 

la aceptación electoral sin precedentes en la historia tucumana de mano de Alperovich. Sin 

embargo, un elemento determinante para el análisis se vincula al contexto nacional e 

internacional. La ausencia de exigencias de accountability por parte de la Nación, y de la 

Nación hacia el mundo “occidental”, han liberado el ambiente de molestas trabas institucionales 

de mejoramiento y de adecuación. Si no se ha avanzado de manera más incisiva en la 

degradación del sistema institucional provincial ha sido gracias a la actitud emblemática que 

ejerció el tribunal en lo Contencioso-Administrativo que puso freno a la vigorosa penetración 

del ejecutivo, de manera disuasiva y ejemplar.125  

La amplitud relativa del indicador “libertad de prensa” se vincula a la posibilidad de acceso 

a medios nacionales y la influencia de la comunicación 2.0 pero sin dudas, los esfuerzos del 

gobierno por la manipulación comunicativa tienen impacto en aquellos hogares de baja 

sofisticación informativa, a través de los canales de aire Canal 10, Canal 8 y en menor medida 

el diario La Gaceta. Medios informativos consolidados, a los que la oposición no ha tenido un 

acceso garantizado. 

Los estudios de las causas que posibilitaron el acceso de estas mayorías inéditas a los 

cuerpos deliberativos han sido numerosos en la literatura moderna, no obstante ello, se observa 

que la aceptación pública ha tenido que ver más con elementos de tipo clientelares, que en la 

valoración de la calidad institucional (Schiumerini y Page, 2012). Nuestra hipótesis formula 

que las siete categorías analizadas colaboran de manera sistémica en la conformación de un 

ambiente político que propicia la emergencia de constructos institucionales distorsivos, 

irregulares, ineficientes y superficiales, reproduciendo condiciones favorables para la 

generación de un ciclo sistémico regresivo y vicioso.  

 

 

 

 

 

                                                
125 Cfr. La Gaceta del 09/05/2015: http://www.lagaceta.com.ar/nota/538219/politica/otro-fallo-voltea-institutos-

constitucion-retocada-2006.html [consulta: 09/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/538219/politica/otro-fallo-voltea-institutos-constitucion-retocada-2006.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/538219/politica/otro-fallo-voltea-institutos-constitucion-retocada-2006.html
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CAPÍTULO II 

TRIBUNAL DE CUENTAS DE TUCUMÁN 

 

 

El Tribunal de Cuentas de la Provincia de Tucumán, tiene su origen en el año 1963 bajo la 

Ley de Contabilidad y Tribunal de Cuentas (Decreto-Ley N° 56/17). En noviembre de 1999 la 

Legislatura provincial sancionó la Ley de Administración Financiera de la Provincia de 

Tucumán (Ley 6970) que sustituyó a la entonces vigente Ley de Contabilidad. Toda la segunda 

parte de la Ley está dedicada al Control Externo a cargo del Tribunal de Cuentas. Éste reduce 

su integración, de los cinco miembros originarios, a conformarse con tres integrantes, los cuales 

durarían cuatro años en sus funciones. Desde la vigencia de esta ley, el Tribunal de Cuentas 

pasó a estar, en esta etapa, integrado por el Dr. Darío Domingo de Prada al que se le sumaron 

el C.P.N. Miguel Chaibén Terraf y el Dr. Sergio Miguel Díaz Ricci. Con posterioridad, durante 

el año 2002 se realizaron algunas modificaciones que mejoraron el rendimiento y aclararon 

términos difusos de la Ley de Administración Financiera; y fue así que por imperio de la Ley 

Nº 7257 de enero de 2003, se consagró la inamovilidad de los cargos de los integrantes del 

Tribunal de Cuentas. Durante el período diciembre 2003-2015 no se produjeron modificaciones 

a la ley vigente, sin embargo el organismo ganó en status legal, al ser incorporado en la 

Constitución sancionada en 2006. 

 

 

1. Ejes axiomáticos 

 

La Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI),126 así 

como las resoluciones 19/12/2014127 y resolución A/66/209 del 22/12/2011 de Naciones 

Unidas, establecen los principios básicos que debe cumplir toda Entidad de Fiscalización 

                                                
126 Cfr. < http://www.intosai.org/> [consulta: 19/02/2015]. 
127 Cfr. < http://www.intosai.org/es/actualidades.html> [consulta: 19/02/2015]. 
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Superior (en adelante EFS). Al respecto, las recomendaciones mencionadas proponen 

garantizar: 

a) autonomía funcional, 

b) recursos materiales y humanos necesarios para su funcionamiento, 

c) capacidad para el desarrollo y aplicación profesional de normas y métodos de auditoría, 

d) capacitación y desarrollo dirigido, 

e) intercambio de conocimientos y experiencias, 

f) comunicación pública sobre el valor y beneficios de la auditoría pública externa, 

g) libre realización de la fiscalización sin obstáculos políticos, administrativos, financieros 

o legales128 y 

h) apertura y conocimiento al escrutinio público de sus resultados. 

Este conjunto de principios tiende a garantizar la calidad y objetividad de las auditorías 

realizadas, la transparencia de los procesos, la credibilidad de las EFS y la posibilidad de que 

estas prácticas de contabilidad pública se materialicen en acciones preventivas y correctivas 

para mejorar la gobernabilidad. La premisa que se adopta indica que en la medida que una EFS 

posea estas características, mayor será la probabilidad de que se implemente una mejor 

rendición de cuentas y consecuentemente se minimice la posibilidad de actos de corrupción. 

Se entiende que el diseño institucional de las EFS debería estar orientado en este sentido, 

contemplando las características antes mencionadas. Por lo tanto ha menester preguntar si el 

Tribunal de Cuentas de la provincia de Tucumán reviste esta característica de fortaleza para 

ejercer el debido control de las finanzas públicas o, por el contrario, se detecta un marco 

regulatorio débil. Se entiende que un diseño institucional robusto o fuerte debe poseer una alta 

consideración de su dimensión normativa, contar con mayor autonomía funcional, mayor 

capacidad para el ejercicio de fiscalización, recursos humanos capacitados, recursos financieros 

suficientes y finalmente una relación con los Poderes del Estado independiente. Por el contrario, 

                                                
128 En este sentido la Asamblea General de las Naciones Unidas ha emitido mediante resolución del 19 de 

diciembre de 2014 medidas para fortalecer las EFS. La Resolución “Promoción y fomento de la eficiencia, la 

rendición de cuentas, la eficacia y la transparencia de la administración pública mediante el fortalecimiento de las 

Entidades Fiscalizadoras Superiores“ enfatiza -reafirmando su resolución A/66/209, de 22 de diciembre de 2011– 

la importancia de la independencia de las EFS. En esta resolución se declara que las EFS sólo pueden desempeñar 

sus tareas de forma objetiva y eficaz únicamente si son independientes de la entidad auditada y están protegidas 

de toda influencia externa. Asimismo se alienta a los Estados Miembros procurar la correspondiente independencia 

y mejora de los sistemas de contabilidad pública en el contexto de la agenda de desarrollo después de 2015. 
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un diseño institucional débil sugiere un débil reconocimiento normativo, escasa autonomía 

funcional, facultades de control restringidas, recursos financieros y humanos limitados, y un 

vínculo fuerte o dependiente con los poderes del Estado, especialmente con el ejecutivo. 

Para el objetivo de estudio se analizará el organismo de control desde tres dimensiones 

operativas: a) una dimensión legal que analiza las capacidades o competencias que el marco 

jurídico le otorga, b) una dimensión funcional-administrativa que analiza aspectos relacionados 

con su organización institucional interna, recursos financieros y recursos humanos con los que 

el organismo cuenta para el ejercicio de sus funciones, y c) una tercera dimensión que analiza 

los vínculos entre la EFS y los Poderes del Estado provincial.129 

 

 

2. Evaluación del Diseño institucional del Tribunal de Cuentas de la Provincia de 

Tucumán130 

 

En la siguiente sección se analizarán los componentes institucionales de la EFS, en el marco 

normativo de la Constitución provincial reformada en 2006, y en la ley N° 6970 y 

modificatorias.131 

El Tribunal de Cuentas de la provincia (en adelante TC) está instituido por dos cuerpos 

normativos: La Constitución provincial en sus artículos 78 a 80; y la Ley de Administración 

Financiera y Sistemas de Control del Sector Público Provincial N° 6970; normas modificatorias 

y relacionadas, y decretos reglamentarios.132 La Ley 6970 data de 1999. El órgano de control 

externo fue modificado en 2002, y desde la fecha hasta la actualidad no fue modificada la norma 

que lo contempla. Hacia el año 2006, se produce su consagración en la Constitución reformada, 

pero la Ley 6970 permanece en el mismo estado de 2002. 

 

2.1. Dimensión legal. 

                                                
129 Se sigue en este punto las pautas metodológicas de Figueroa Neri (2009), Mora Brenes (2014) y INTOSAI, 

Declaración de Lima (2007). 
130 El criterio de evaluación del organismo ha sido arbitrariamente elaborado por el autor según explicación 

contenida en el punto 8 de la Introducción de esta tesis. 
131 Los criterios de clasificación de cada una de las dimensiones está explicada detalladamente en el Anexo 

Metodológico de esta obra. 
132 Cfr. http://rig.tucuman.gov.ar/leyes/ [consulta: 22/01/2015]. 
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2.1.1. Solidez jurídica.  

2.1.1.1. Fundamento Constitucional. 

Las funciones y atribuciones que corresponden desempeñar al TC, están contenidas en la 

Constitución provincial, en sus arts. 78 a 80, el art. 78 in fine, declara: 

 

Goza de plena independencia y autonomía funcional y de legitimación activa y pasiva en materia de su 
competencia. Dicta su propio reglamento de funcionamiento y de procedimientos para el ejercicio de sus 

facultades. Los sujetos privados que perciban o administren fondos públicos están sujetos a la 

jurisdicción del Tribunal de Cuentas. 

 

Este status legal, única modificación al diseño de su estatuto jurídico en el período 

analizado, le otorga legitimidad y sugiere un fortalecimiento de las facultades que se le otorgan 

en otras leyes. La sanción de la Constitución provincial de 2006 ha mantenido los criterios de 

la ley 6970, anterior a la misma. 

 

2.1.1.2. Claridad jurídica. 

La incorporación de enmiendas legales produce en determinados caso confusión legal, que 

da lugar a planteos judiciales. Debido a algunas objeciones de claridad que inducen en este caso 

a la ineficiencia del organismo (ver punto 2.1.2.2.), se valorará esta dimensión negativa. En 

función a consideraciones que se desarrollan a continuación, se entiende que el OC adolece de 

opacidad en su solidez jurídica, por ello se considera que la categoría cumple con uno sólo de 

los dos requisitos establecidos, por ello valora a la misma como intermedia (ver Cuadro II.1). 

 

Cuadro II.1: Evaluación de la solidez jurídica 

Componente Ley 6970 
Const. Prov. 

2006 

Status Constitucional - + 

Claridad jurídica - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

  

 

2.1.2. Autonomía. 

2.1.2.1. Nombramiento de los titulares. 
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La independencia en el nombramiento de los titulares se considera un área fundamental de 

la autonomía de todo organismo. En relación a esta categoría se observa que el TC se integra 

con tres vocales nombrados por el PE provincial con acuerdo de mayoría absoluta de la 

Legislatura, es decir con la aprobación de la mitad más uno de los votos de toda la cámara 

legislativa (estén presentes, o no lo estén). Atenúa un poco tal interferencia del PE, la 

circunstancia de que los vocales son inamovibles y sólo podrán ser separados de sus cargos 

mediante el procedimiento de Juicio Político previsto en la Constitución. 

Constituye una fortaleza del TC, el hecho de estar constituido por un tribunal de tres 

integrantes, cuya titularidad se resuelve de manera participativa en el seno del Tribunal. Es 

mucho más fácil controlar políticamente a un titular individual que a una dirección colectiva. 

Sin embargo la capacidad de no ser “acordado” por una mayoría calificada, sumado a que la 

elección de los titulares es realizada por el PE, constituye un retroceso en la dirección de la 

“autonomía empoderada” (Ackerman, 2007: 204). Tampoco se prevé algún mecanismo de 

selección de antecedentes y oposición para garantizar la idoneidad. Por otro lado, en el art. 79 

in fine, sin ser partes del Poder Judicial, se les otorga un tratamiento de tipo judicial a los 

vocales, asimilando su permanencia con la estabilidad vitalicia de los vocales de la Corte 

Suprema de Justicia de Tucumán, pero no se adecua el procedimiento de selección de los 

mismos al sistema de los magistrados inferiores, es decir a través del Consejo Asesor de la 

Magistratura, Ley provincial 8.197 (CAM): “Gozan de las prerrogativas, remuneraciones e 

incompatibilidades de los miembros de la Corte Suprema. Los vocales son inamovibles en su 

cargo mientras dure su buena conducta”. Con lo cual, la ley ha establecido inexplicablemente 

una clara diferenciación entre este tribunal que no es parte del Poder Judicial, pero posee claras 

funciones jurisdiccionales como cualquier otro tribunal. 

Para considerar una autonomía propiamente dicha, los vocales del TC deberían ser 

nombrados por la Legislatura con mayoría calificada para lograr una mayor legitimidad con la 

participación de las expresiones minoritarias. Una variante interesante sería la solución 

adoptada por la Provincia de Córdoba donde los titulares son elegidos en comicios regulares. 

Otra fortaleza valorable en el TC es la definición legal de estándares mínimos de condiciones 

personales. Entre los requisitos contenidos en la Constitución se exige el título universitario de 

los vocales, una cantidad de 10 años de ejercicio profesional (en actividad pública como 

privada), residencia de dos años y 35 años de edad (arts. 78 y 79 CP). Entre las restricciones 

para su nombramiento el art. 114 de la ley 6970 prevé a los concursados o inhibidos por deudas, 

y a los condenados por delitos dolosos.  
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Se observa en términos generales una importante dependencia del PE provincial respecto 

de la designación de sus titulares en tanto el procedimiento es a instancia del gobernador y el 

acuerdo que presta la Legislatura no requiere mayorías calificadas. En relación al grado de 

cumplimiento, el diseño institucional para la selección de titulares se clasifica con una 

autonomía intermedia al no estar presentes los cinco criterios que la componen (ver cuadro 

II.5). También se relativiza la importancia de elementos positivos. En efecto, el cumplimiento 

de tres componentes, en términos institucionalistas, podrían satisfacer cierta exigencia 

casuística, sin embargo en términos de diseño político, la inexistencia de los otros dos 

componentes es de una gravedad tal, que prácticamente invalida los tres componentes presentes. 

Esta disparidad entre relevamiento institucional propiamente dicho y apreciación política de 

diseño, será advertida metodológicamente cuando se evalúe la matriz de incentivos, donde estas 

categorías cobran dimensión política. 

 

Cuadro II.2: Evaluación de selección de titulares 

Componente Ley 6970 

Claridad en la ley + 

Exposición de requisitos + 

Exposición del procedimiento + 

Mayoría calificada - 

No intervención del ejecutivo - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

 

2.1.2.2. Destitución. 

El proceso de destitución previsto en la Constitución provincial considera para el caso de 

los vocales, la presencia de 19 legisladores para prestar quórum y 2/3 para su aprobación. Entre 

las causales de destitución figuran circunstancias de tipo subjetivas como la del inciso 4 del art. 

192: “En general toda falta grave en el desempeño de sus funciones”, lo que genera una 

importante ambigüedad sujeta a valoraciones políticas relativas, que en casos anteriores (v.gr. 

Caso Alicia Freindemberg), han dado lugar a abusos por parte de las mayorías legislativas. 

El procedimiento de remoción es claro y exige una mayoría calificada, previa comprobación 

de las causales previstas legalmente, no obstante, la presencia de causales subjetivas, deja 

abierta la posibilidad de aplicar criterios inconsistentes. Por otra parte se entiende que una 
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necesaria rendición de cuentas por parte del propio TC exige considerar otras causales de 

destitución no previstas en la ley. La ley prevé como causales en el art. 192: 

 

Art. 192: Las causales de remoción de los miembros del Tribunal de Cuentas serán: 

1. Actividades incompatibles con el ejercicio de sus funciones. 

2. Incumplimiento de los deberes a su cargo. 
3 Negligencia e impericia manifiesta en el ejercicio de su función. 

4. En general toda falta grave en el desempeño de sus funciones.  

 

En relación al grado de cumplimiento, para la destitución o remoción de titulares se clasifica 

con una autonomía alta al carecer de solo uno de los componentes (ver cuadro II.3).  

 

Cuadro II.3: Evaluación de destitución de titulares 

COMPONENTE Ley 6970 

Claridad en la ley + 

Exposición de requisitos + 

Exposición del procedimiento + 

Mayoría calificada + 

Causales objetivas - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

 

2.1.2.3. Libertad de gestión. 

Se ha planteado en lo relativo a la gestión interna, que el organismo debe poseer capacidad 

para el nombramiento de su personal, libertad de organización interna, elaboración de su propio 

reglamento y ejercicio de su presupuesto de manera independiente. Con relación a la autonomía 

presupuestaria la ley 6970 define que “Para el desempeño de su propio cometido, goza de plena 

autonomía funcional y presupuestaria” (art. 115, 1° párrafo). Es decir, se le otorga al TC 

potestad exclusiva de dictar reglamentos de servicio y organización, en las materias de su 

competencia. 

En relación al presupuesto, se establece que el Poder Ejecutivo es quien remite 

conjuntamente con el Presupuesto provincial, el presupuesto de gastos elaborados por el TC. 

No obstante ello el TC ejerce su presupuesto con plena autonomía respecto de los 

procedimientos establecidos en materia de ejecución presupuestaria y administración de fondos. 

Una óptima y deseable autarquía financiera postula la no injerencia del ejecutivo en la 

preparación y/o asignación del presupuesto (v.gr. mediante la cláusula de porcentaje prevista 
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constitucionalmente), de manera de evitar recortes o limitantes operativas, sin embargo en 

términos generales es posible establecer que la ley le otorga una alta autonomía para su 

organización interna y ejercicio independiente del presupuesto, por cuanto se cumple con cinco 

de los seis criterios requeridos para la categoría, se evalúa ésta como alta (cuadro II.4). 

 

Cuadro II.4: Evaluación de libertad de gestión 

Componente Ley 6970 

Nombra a su personal + 

Se organiza internamente + 

Elabora y aprueba reglamento interno + 

Elabora su presupuesto + 

Ejerce su presupuesto + 

El legislativo aprueba el presupuesto (no el PE) - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

 

2.1.2.4. Universo de trabajo. 

Una característica que define fortaleza en el diseño legal de una EFS es la independencia 

para elaborar su programa de trabajo y establecer las metodologías de revisión de las cuentas 

públicas. La ley 6970 se convalida con la disposición constitucional que establece para el 

ejercicio de sus potestades de absoluta independencia funcional y presupuestaria respecto de 

cualquier poder, ente u organismo político, siendo sus resoluciones sólo apelables por vía de 

recurso ante la Corte Suprema (art. 78 Const. Prov. y arts. 115 y 129 Ley 6970). Se inviste al 

TC como organismo rector del control externo de la Administración Pública Provincial 

centralizada, organismos descentralizados o autárquicos y control de la ejecución 

presupuestaria que realizan los poderes judicial y legislativo (art. 114 Ley 6970).159 Puede 

dictar reglamentos necesarios para su funcionamiento, así como normas suplementarias a las 

que deben ajustarse las funciones contables de la Administración (inc. 9, art. 131 Ley 6970). 

Requerir informes a entes oficiales o privados (inc. 6 y 8, arts. 131 y 132 Ley 6970), y hacer 

comparecer a funcionarios o agentes públicos o particulares para solicitar información (inc. 6, 

art. 131, Ley 6970). 

Asimismo el art. 134 de la Ley 6970 establece que el TC organizará su funcionamiento 

interno y dictará sus reglamentos respectivos. Sus órdenes son de carácter obligatorio y puede 

hacer uso de la fuerza pública para el cumplimiento de sus resoluciones (art. 133 in fine, Ley 

6970) Estas características colocan al TC por encima de cualquier otra instancia en términos de 



 165 

normas sobre los sujetos a su control en la materia que le compete. En tal sentido en esta 

dimensión se evalúa su autonomía como alta. (ver Cuadro II.5). 

 

Cuadro II.5: Clasificación del universo de trabajo. 

Componente Ley 6970 

Elabora su programa de trabajo + 

Aprueba su programa de trabajo + 

Establece las metodologías de revisión + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.1.2.5. Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones. 

Es una característica importante vinculada a la capacidad e independencia de valorar daños 

a la hacienda pública y aplicar sanciones como resultado de la fiscalización. En este sentido el 

TC tiene capacidad de aprobar o desaprobar en los juicios de cuentas los procesos de 

recaudación e inversión de fondos públicos (inc. 16, art. 131, Ley 6970); traer a juicio de cuenta 

o de responsabilidad a todo tipo de funcionario o particulares (inc. 14, art. 131, Ley 6970); 

determinar los daños que haya sufrido la Administración Pública y fijar las indemnizaciones o 

resarcimientos respectivos, todo ello con jurisdicción y competencia exclusiva (art. 154, Ley 

6970). Además de ello el art. 175 de la Ley 6970 declara que las sentencias condenatorias del 

TC tendrán fuerza ejecutiva y constituirán título suficiente para iniciar el cobro por la vía 

establecida para los tributos provinciales. También el TC posee la facultad de aplicar sanciones 

tales como: llamado de atención; multas, apercibimiento; obligaciones contempladas en el 

instituto de la probation (inc. 1, art. 172, Ley 6970); puede asimismo imponer la accesoria de 

inhabilitación para el ejercicio de la función pública, hasta un máximo de 10 años (sin embargo 

esta sanción es inaplicable para legisladores, miembros de la Corte Suprema y magistrados). 

En casos en que se aplique una sanción a un funcionario o empleado, se le es comunicada 

la misma al organismo respectivo, sin embargo no prescribe recomendaciones de carácter 

vinculante, así como tampoco puede ejercer el despido del funcionario responsable de 

irregularidades. Esta condición dotaría de mayor respetabilidad a la decisión del órgano rector 

de la Hacienda Pública, además que las mismas deberían cumplirse en los plazos fijados por el 

TC sin prescripción, con el objeto de garantizar el cumplimiento de las sanciones impuestas 

más allá de los ciclos políticos. Además se considera la inconveniencia de la caducidad de las 

acciones emergentes de los hechos o actos que competen al TC su juzgamiento por el transcurso 

de cinco años (art, 194, Ley 6970), así como la prescripción de sus decisiones por el transcurso 
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de 10 años (art. 195, Ley 6970. No obstante estas observaciones la EFS cumple con ambos 

criterios exigidos (Cuadro II.6). 

 

Cuadro II.6: Clasificación de la determinación e daños 

Componente Ley 6970 

Establece indemnizaciones y sanciones pecuniarias + 

Inicia el procedimiento correspondiente + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

 

2.1.3. Facultades. 

2.1.3.1. Control de operaciones del Estado. 

La Constitución provincial establece que el TC es el órgano externo de fiscalización de los 

recursos y patrimonio del Estado en los aspectos legales, presupuestarios, económicos, 

financieros y patrimoniales (art. 78 CP). A su vez la ley 6970 establece entre sus principales 

funciones:  

1) capacidad de fiscalizar a todo funcionario o agente del sector público provincial y 

terceros ajenos al mismo, personas jurídicas o sujetos privados, que hayan sido confiados para 

recaudar, percibir, transferir, invertir, pagar, administrar o custodiar fondos, valores y otros 

bienes del Estado provincial y comunas, quedando excluidas las municipalidades (art. 121, Ley 

6970);  

2) control preventivo de todo acto administrativo que implique el empleo de fondos 

públicos realizados por el Estado provincial, organismos descentralizados y otros que se crearan 

que dependieran del Estado provincial (inc. 1, art. 124, Ley 6970), con un plazo para expedirse 

de cinco días el Tribunal y 48 horas las delegaciones fiscales (art. 127, Ley 6970). El órgano 

emisor de todo acto administrativo referido a la hacienda pública tiene la obligación legal de 

comunicarlo, antes de entrar en ejecución, al Contador Fiscal Delegado. Dicho acto no puede 

ejecutarse válidamente sin la aprobación de éste. De esta manera el TC puede fiscalizar si los 

responsables dentro de la administración activa, encargados de la determinación, gestión de 

cobro, percepción, custodia y depósito de las rentas y de otros fondos públicos, cumplen a 

cabalidad con sus funciones; 

3) el control de los procesos (control concomitante), la recaudación de los recursos; y el 

control posterior o de juzgamiento de las cuentas de percepción e inversión de la Hacienda 
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pública, así como de todo acto administrativo que afecten los intereses del patrimonio fiscal, es 

decir, este último párrafo hace mención a la potestad jurisdiccional en sede administrativa a 

través del “juicio de cuentas” o “juicio de responsabilidad” (art. 126, Ley 6970). 

El art. 206 de la ley refuerza la capacidad fiscalizadora ante los organismos autárquicos y/o 

descentralizados, y el art. 114 in fine de la ley 6970 otorga potestad fiscalizadora de la ejecución 

presupuestaria o empleo de fondos públicos de los poderes legislativo y judicial. La 

responsabilidad solidaria por los actos u omisiones violatorias de disposiciones legales, 

reglamentarias se extiende hacia quienes dispongan, ejecuten o intervengan, aun cuando reciban 

órdenes (art. 121, ley 6970), lo cual constituye un punto de solidez en la adjudicación de 

responsabilidades. 

Es potestad del TC vigilar el cumplimiento de disposiciones constitucionales y legales 

relativas a las finanzas públicas (inc. 4, art. 131, Ley 6970), así como interpretar normas 

jurídicas vinculadas a la recaudación o inversión de recursos fiscales, siendo sus 

pronunciamientos obligatorios pata la Administración pública. Es decir, se le otorgan facultades 

para el control de legalidad, contable y técnica no sólo de los organismos de la Administración 

centralizada, sino además de las actividades privadas que emplearan recursos públicos. 

En el aspecto analizado se advierten fortalezas en la arquitectura legal, sin embargo, esta 

dimensión (Control de operaciones del Estado), el TC presenta algunas debilidades cuya 

apreciación va desde leves a graves. El déficit más importante que es posible apreciar es la 

incapacidad del TC para fiscalizar a las jurisdicciones municipales, sin embargo esta 

inhabilidad surge de la arquitectura constitucional que le otorga amplia independencia a las 

municipalidades, tema harto conflictivo en general en la mayoría de las municipalidades 

argentinas. Dado el criterio de independencia de estas jurisdicciones, poseen su propio sistema 

de fiscalización. Esta característica le otorga cierta debilidad a la EFS, que deja sin resguardo 

de la debida fiscalización a una porción importante del presupuesto provincial. 

Por otro lado se advierte la incapacidad legal del TC para ejercer control sobre los contratos 

del Estado, cuando los mismos son observados por el TC. El sistema opera de la siguiente 

manera: una vez dispuesto un acto administrativo que comprometa fondos públicos, el mismo 

debe ser comunicado para la observación del Contador Fiscal Delegado antes de ser ejecutado, 

si éste lo observara, el contrato queda suspendido en su ejecución, efecto suspensivo que en 

circunstancias excepcionales el tribunal podrá dejar sin efecto (art. 127, 3er párr.). Sin embargo, 

en caso de suspensión, si el Tribunal dispusiere ratificar la observación, tendrá efecto de formal 
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oposición, en cuyo caso el acto podrá cumplirse mediando insistencia del Poder Ejecutivo por 

decreto firmado en acuerdo de ministros. Esta facultad de insistencia se extiende al Poder 

Legislativo y al Poder Judicial. Una vez ejercida esta facultad, el TC debe cursar 

inmediatamente a la Legislatura el decreto acuerdo y una relación sumaria de las actuaciones. 

El art. 125 in fine declara: “…El decreto de insistencia no enerva las facultades del tribunal 

para la substanciación del pertinente juicio de responsabilidad y aplicación de las sanciones 

que correspondieren”. En este caso el TC actúa de manera ex - post facto. 

Se detecta una debilidad en la solidez jurídica de la ley, al no establecer con claridad la 

obligatoriedad del TC de llevar el registro de todas las leyes, decretos y acuerdos emitidos por 

los supremos poderes y de los contratos celebrados por éstos que originaran créditos a favor o 

cargos en contra del Estado, y fiscalizar el cumplimiento de los mismos. Sin embargo se 

encuentran fortalezas en tanto se le otorgan facultades para el control de legalidad, contable y 

técnico de las actividades privadas que emplearan recursos públicos, así como la capacidad de 

fiscalizar a los responsables dentro de la administración activa, encargados de la determinación, 

gestión de cobro, percepción, custodia y depósito de las rentas y de otros fondos públicos, 

cumplen a correctamente sus funciones. 

Se considera que el TC cumple con los criterios exigidos en ocho de los nueve 

componentes, por lo que se evalúa la capacidad de fiscalización como alta (Cuadro II.7). 

 

Cuadro II.7: Clasificación de Fiscalización de Operaciones 

Componente Ley 6970 

Control de fondos públicos + 

Control presupuestario + 

Control financiero + 

Control operativo + 

Auditoría de gestión  - 

Control legal  + 

Control de ingresos + 

Control de egresos + 

Contratos del Estado + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.1.3.2. Capacidad de investigación e información. 

La Ley 6970 establece la capacidad del TC de examinar en la forma, momento y plazo que 

estime conveniente libros de contabilidad y documentación, realizar arqueos y toda clase de 

intervenciones a los efectos de controlar la hacienda pública (art. 128 y inc. 1, art. 131, Ley 
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6970); requerir de organismos oficiales o entidades privadas información necesaria (inc. 8 y 6, 

art. 131, Ley 6970). Con ello, se posibilita al TC acceder a la información que el mismo requiera 

para ejercer sus funciones, lo cual fortalece sus capacidades de control y fiscalización. En casos 

de urgencia, y ante el silencio de la ley, el TC podrá proponer soluciones a la autoridad 

correspondiente o aprobar procedimientos o medidas que ésta someta a su consideración, para 

luego informar a la Legislatura en oportunidad de elevar la cuenta del ejercicio. 

Un aspecto importante que valida su fortaleza es que el TC tiene capacidad para instruir 

sumarios administrativos o realizar investigaciones especiales de oficio. En tal sentido el inc. 4 

del art. 133 dispone: “Comprobar sumariamente toda irresponsabilidad, falta o hecho delictual 

cometido en la percepción o empleo de fondos públicos”. Si bien la ley no lo aclara, se sostiene 

(y es aceptado jurisprudencialmente) que esta facultad se extiende más allá de los fondos 

públicos y alcanza a los bienes fiscales en general. Esta aptitud para emprender de oficio 

investigaciones, no admite la participación ciudadana. Es decir que un ciudadano que ha tomado 

conocimiento de un hecho irregular, y colecta información fehaciente puede presentarse ante el 

organismo y realizar una denuncia informal, pero si bien esta documentación servirá al TC para 

realizar su propósito fiscalizador, no permitirá que la denuncia en sí misma adquiera el carácter 

de tal, con las implicancias legales correspondientes. Tampoco se permite a los particulares ser 

parte procesal en los sumarios iniciados, perdiendo de tal manera una importante capacidad de 

participación y control ciudadano. En el hipotético caso (connivencia mediante) de que el TC 

dispusiera abandonar las actuaciones, los criterios de rendición de cuentas son exiguos. 

Dado que en esta dimensión se analizan sus potestades, más no su deber de rendir cuentas 

(aspecto que será analizado más adelante), la clasificación para la facultad de investigación del 

TC se considera alta (cuadro II.8). Esta capacidad para actuar de oficio e iniciar sumarios es 

muy importante para ejercer su autonomía investigativa, sin embargo esta capacidad no cuenta 

con el correlato de su obligatoriedad. 

 

Cuadro II.8: Clasificación de capacidad de investigación 

Componente Ley 6970 

Acceso oportuno, ilimitado, directo y libre a toda la 

documentación e información 
+ 

Emprende investigaciones especiales + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.1.3.3. Función de asesoramiento. 
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El asesoramiento consiste en una proposición o sugerencia que puede o no ser 

implementada por el requirente, con la cual se trata de prevenir errores, asesorar, y su 

importancia radica en la imparcialidad, capacidad técnica y objetividad que caracterizan a los 

organismos de control externo. El inc. 13, artículo 131, Ley 6970 declara: “Para el debido 

ejercicio de sus funciones serán atribuciones del Tribunal de Cuentas: “(…) asesorar a los 

poderes públicos en la materia de su competencia”, De esta manera se habilita al TC a realizar 

la tarea de asesoramiento a los Poderes Públicos. Debe dejarse aclarado que tal modalidad de 

intervención en nada desvirtúa o debilita la potestad plena del Control Preventivo que ejerce el 

Tribunal de Cuentas, o en oportunidad del control posterior. En base a estas consideraciones se 

clasifica la función de asesoramiento del TC alta (Cuadro II.9). 

 

Cuadro II.9: Clasificación de asesoramiento 

Componente Ley 6970 

Asesora a los poderes públicos + 

Puede dirigirse a la autoridad competente + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.2. Dimensión funcional administrativa 

2.2.1. Recursos financieros. 

La administración de recursos propios suficientes es un aspecto fundamental para el 

cumplimiento de las tareas de fiscalización. La constitución provincial, si bien garantiza en su 

art. 78 plena independencia y autonomía funcional, no prevé de manera explícita su carácter 

autárquico financiero. Si bien el inc. 10 del art. 131 de la ley 6970 establece: “Confeccionar su 

propio presupuesto”, y puede discrecionalmente ejecutar su presupuesto, no tiene autarquía 

financiera. El sistema funciona así: el TC elabora el anteproyecto que se eleva a la Oficina de 

Presupuesto de la Provincia dependiente del P.E. Allí se estudian todos los anteproyectos 

elevados por las diversas reparticiones provinciales, elaboran el Proyecto de Presupuesto, y éste 

es elevado a la consideración de la Legislatura. 

El sistema para la elaboración de presupuesto, está contemplado de manera global en la ley 

de administración financiera. En ese sentido el TC comparte con el resto de las dependencias 

del Estado, incluso con el Poder Judicial, la negociación por la aceptación de su presupuesto 

por parte del ejecutivo provincial, quien en definitiva es quien coordina y define el Proyecto de 

Presupuesto Provincial. Distinto sería el caso si el TC se limitara a elevar su presupuesto al 
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ejecutivo, y éste no pudiera observarlo, sólo se ajustara a remitirlo dentro del Presupuesto 

General a la Legislatura para su consideración en el estado presentado originalmente por el TC 

(Modelo Costa Rica).  

Por lo tanto se considera que la injerencia del poder político es importante y restringe un 

criterio amplio de autarquía financiera. En base a estas consideraciones se clasifica al aporte de 

recursos financieros intermedio (ver cuadro II.10). 

 

Cuadro II.10: Clasificación de Recursos financieros 

Categoría Ley 6970 

Por medio del PE + 

Por medio del Presupuesto provincial + 

Por medio del Legislativo - 

Por disposición constitucional - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.2.2. Recursos humanos. 

El art. 79 de la Constitución provincial, así como el art. 116 de la Ley 6970 establece que 

los miembros vocales integrantes del Tc deben poseer título universitario en el área de las 

Ciencias económicas o abogado de manera indistinta. En relación al resto de los funcionarios y 

personal que lo integra nada se establece como requisito mínimo estándar para su ingreso. Por 

otro lado la ley omite prescribir la necesidad de capacitación continua de sus funcionarios, así 

como la existencia de órgano consultivo alguno. Si bien los funcionarios del TC tienen la 

oportunidad de participar en los congresos anuales realizados por el IETEI,133 su participación 

es opcional. Pero quizás lo más preocupante es la falta de mención al sistema de ingreso al 

organismo. En tal sentido no existe un procedimiento establecido legalmente, lo que no 

garantiza la selección de las personas mejor capacitadas para los puestos vacantes.   

Por el contrario se ha sostenido, a través de comentarios informales de los jerarcas, que la 

mejor forma de garantizar la “solvencia moral” de los funcionarios es a través de la designación 

de gente conocida. Se ha reforzado esta posición con argumentos tales como: “a través de un 

sistema de selección se podrá avanzar en la elección de personal altamente capacitado, pero 

nada garantiza que ellos sean buenas personas”. Esta definición informal de criterio de selección 

podría resultar apropiado en sociedades estamentales, pero en organizaciones sociales que 

                                                
133 Instituto de Estudios Técnicos e Investigaciones, ver: http://www.ietei.com.ar/wordpress/ [consulta: 

11/03/2015].  

http://www.ietei.com.ar/wordpress/
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privilegian la igualdad de oportunidades es absolutamente cuestionable, inequitativa y 

discriminatoria, por cuanto, si se sostiene en principio que el sistema de selección no puede 

garantizar la pureza moral de los aspirantes, el sistema de selección discrecional tampoco y esto 

siempre que el selector discrecional posea la pureza moral necesaria (algo imposible de 

verificar), de lo contrario, el sistema estaría sometido a tensiones opuestas. 

Se verifican en nuestras entrevistas una alta moral de trabajo entre sus participantes y un 

orgulloso sentido de pertenencia e identificación, altamente valorable en la institución. Este 

rasgo obedecería al sistema de altas remuneraciones que tradicionalmente ha sido reconocido, 

siendo las retribuciones salariales del TC de las más altas de la administración pública, y por 

otro lado por el reconocimiento generalizado de la profesionalidad de los funcionarios que la 

componen. Sin embargo si ello no fuera así, si las circunstancias determinaran que en las 

máximas jerarquías del organismo se infiltraran personas de aviesa intencionalidad corrupta, el 

sistema de discrecionalidad de selección de personal favorecería la rápida propagación de 

personal inmoral (élites extractivas, al decir de SOTO, 1986) La única herramienta para 

neutralizar la corrupción (sobre todo porque se está tratando al principal órgano para su control) 

es a través del establecimiento de normas claras y efectivas que garanticen la aplicación de 

sanciones en caso incumplimiento. Normas inclusivas que den oportunidad a todos los que 

deseen participar del sistema, y que fundamentalmente garanticen su equidad e idoneidad. En 

base a estas consideraciones la clasificación de los RRHH es baja (ver Cuadro II.11). 

 

Cuadro II.11: Clasificación de RRHH 

Componente Ley 6970 

Los titulares deben poseer título universitario + 

Sistema de ingreso de funcionarios inferiores - 

Centro de capacitación y Consejo consultivo - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.3. Dimensión Relación con los poderes del Estado. 

2.3.1. Vínculo con los poderes del Estado. 

Las recomendaciones generales de la literatura contemporánea sobre EFS (Ackerman, 

2007; Figueroa Neri, 2009 y Mora Brenes, 2014) apuntan a empoderar a los organismos 

parlamentarios para ejercer el control, designación/destitución de titulares y la adjudicación de 

sus recursos financieros. Se entiende que en la medida que el vínculo de la EFS con la 



 173 

Legislatura sea más fuerte, mayores garantías de independencia ofrecerá el diseño institucional 

del TC. 

Es opinión prevalente entre las autoridades del TC y la doctrina local, que el “modelo” 

adoptado en la provincia responde a un criterio del “tipo” de organismo que se ha asumido. Este 

“tipo” sería contrario a otros, vigente en otras jurisdicciones, tal como en el gobierno federal 

(Auditoría General de la Nación, AGN). La rigidez de este criterio conceptual no asimilaría 

posiciones eclécticas ni matices compartidos. Por un lado se asume que el “tipo” del TC, es el 

de un “tribunal”, con funciones jurisdiccionales, independencia funcional, y por el hecho de 

controlar a los otros tres poderes del Estado, no sería susceptible de un control más exhaustivo 

por ningún otro poder del Estado. Por el otro lado, el “tipo” correspondiente a la AGN sería el 

de un órgano dependiente del parlamento, que responde al mismo, cuyo titular sería elegido por 

la primera minoría, y que carecería de funciones jurisdiccionales. Dentro de la lógica de esta 

taxonomía, el “tipo” institucional con que se ha investido al TC, éste no debería rendir cuenta 

a la Legislatura -salvo las excepciones comentadas- ni a ningún otro poder.  

No obstante ello, en la práctica, la ley 6970 evidencia que el principal vínculo se establece 

entre el TC y el Poder Ejecutivo. Este Poder Ejecutivo es el encargado de nombrar a los titulares 

con acuerdo de la Legislatura. No establece la ley un sistema de selección, ni de concurso de 

méritos y oposición. El acuerdo de la Legislatura consiste en una mayoría absoluta, esto es la 

mitad más uno de la totalidad de sus miembros, estén o no presentes. Omite en tal sentido una 

mayoría calificada que fortalecería y daría mayor legitimidad a sus titulares.  

También existe un vínculo directo en la elaboración de su presupuesto, dado que es en 

definitiva el PE quien eleva el Presupuesto General de todos los organismos de la provincia. Si 

bien no se han registrado mayores conflictos en esta área, en la práctica implica que el ejecutivo 

recorta los gastos que considere innecesarios. Una verdadera autarquía financiera estaría 

otorgada mediante algún mecanismo que evite la injerencia del Poder Ejecutivo en la 

elaboración de su presupuesto, tal como un porcentaje del Presupuesto General establecido en 

la Constitución o ley, o eventualmente, aunque no tan definitiva como la solución anterior, 

establecer un mecanismo mediante el cual el anteproyecto elevado no pueda ser modificado por 

el ejecutivo, y deba ser remitido en su estado original (según elaboración del TC) a la 

Legislatura para su consideración. 

Con la Legislatura no se establece vínculo, sino en aspectos políticos. La legislatura es quien 

lleva adelante el Juicio Político al que serían eventualmente sometidos sus miembros titulares, 
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por ello se vincula con la Legislatura a través de informes relacionados con observaciones 

afectadas por el recurso de insistencia, o en ocasión de la presentación de la cuenta de inversión, 

o de alguna otra circunstancia que implique una responsabilidad política de su actuación. 

Otro vínculo tangencial (no a manera de rendición de cuentas, sino de mero informe), se da 

en la obligación de emitir informe sobre la presentación que el ejecutivo realiza a la Legislatura 

de su ejercicio devengado, llamado Cuenta de Inversión. Sin embargo, la ley establece en el art. 

109: “…Si dentro del segundo (2°) período de sesiones ordinarias siguientes la Honorable 

Legislatura no se expidiere, la Cuenta de Inversión se considerará aprobada” El plazo exiguo 

de prescripción otorgado a la Legislatura que supone la endogeneidad del mandato de un 

Legislador coincidente con el plazo del gobernador, genera un inexplicable marco de impunidad 

a los responsables del ejecutivo que no se relaciona con los plazos prescriptivos del Código 

Civil, ni con los propios plazos establecidos en la ley. La aprobación “ficta” de la cuenta de 

inversión, establecida en el art. 109 in fine de la ley es una clara renuncia a uno de los pilares 

fundamentales del estado de derecho, el control inter-poderes, frenos y contrapesos o checks 

and balances, dejando a la comunidad tucumana carente del control básico de su Hacienda 

Pública. 

La legislatura no nombra a los titulares del TC, y los mismos no responden a la misma. No 

presenta ante la misma un informe de ejecución de su presupuesto, y mucho menos está 

obligado a responder informes que estos le solicitasen. 

Por otra parte se destaca como fortaleza que la Constitución provincial en su art. 78 le otorga 

al TC legitimación activa y pasiva en materia de su competencia, y el art. 80, inc. 5 le confiere 

“jurisdicción y competencia exclusiva y excluyente en sede administrativa” con facultad para 

aplicar sanciones. Esta disposición coloca al TC como el órgano rector del ordenamiento de 

control y fiscalización, por lo tanto el conjunto normativo que regula la competencia, estructura, 

actividad, relaciones, procedimientos, responsabilidades y sanciones derivadas de la 

fiscalización son administradas por el TC, lo que lo coloca por encima de cualquier otra 

instancia o entidad estatal en materia de control. En cuanto a la clasificación del vínculo con 

los Poderes del Estado, se considera baja en tanto cumple con uno solo de los requisitos 

establecidos (ver Cuadro II.12). 
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Cuadro II.12: Clasificación del vínculo con los Poderes del Estado 

Componente Ley 6970 

Designación de los titulares a través de la Legislatura  - 

Los titulares responden por sus acciones a la Legislatura  - 

Órgano rector del sistema de control y fiscalización + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.3.2. Relación de dependencia. 

La literatura contemporánea sobre el tema, destaca la importancia de establecer una fuerte 

relación de dependencia con los organismos parlamentarios, a los efectos de su accountability. 

Como se explica en el punto anterior, el “tipo” de diseño adoptado en la Constitución Provincial 

otorga al TC la supremacía sobre cualquier otro órgano de control en el art. 78: “El Tribunal 

de Cuentas es el órgano de control externo y de fiscalización del empleo de recursos y del 

patrimonio del Estado en los aspectos legales, presupuestarios, económicos, financieros y 

patrimoniales...” superando aún a la propia Legislatura en la vigilancia de la Hacienda Pública. 

Consecuente con este criterio, no figura entre sus obligaciones entregar una memoria 

explicativa de sus labores fiscalizadoras. La Constitución establece como deber del TC en el 

inc. 4, art. 80: “Informar a la Legislatura sobre la Cuenta General del Ejercicio (Cuenta de 

Inversión) que anualmente presenta el Poder Ejecutivo”, sin embargo exime al TC, a través de 

su titular, de presentar un informe acerca del cumplimiento de sus deberes y atribuciones del 

año anterior, es decir, de rendir cuentas sobre su propia actuación. El diseño institucional 

tucumano omite instituir a la Legislatura como el órgano ante el cual el TC deba responder por 

sus acciones y le otorga plena libertad de acción.  

Más allá de estas consideraciones, y del cuestionado intento conceptual de crear un 

organismo independiente que no rinda cuentas a otro poder, se verifican en el plexo normativo 

las siguientes condiciones: La Constitución provincial en el art. 80, establece: 

 

Art. 80: Son sus atribuciones y deberes, sin perjuicio de los demás conferidos en la ley: 

1) El control preventivo de todo acto administrativo que implique empleo de fondos públicos. 

Cuando advierta transgresiones legales o reglamentarias deberá realizar observaciones con carácter de 

formal oposición al acto, suspendiéndose su ejecución. El acto observado por el Tribunal de Cuentas sólo 
podrá cumplirse mediando insistencia, por decreto firmado en acuerdo de ministros, si se tratara de un 

acto emitido por el Poder Ejecutivo. En los ámbitos de los poderes Legislativo y Judicial, la facultad de 

insistencia corresponde a sus respectivos presidentes. La observación efectuada por el Tribunal de 

Cuentas será informada por éste a la Legislatura. Cuando la observación emane de contadores fiscales 

delegados, el trámite será determinado en la ley.  

2) El control de los procesos de recaudación de los recursos fiscales y del empleo de fondos 

públicos, cualquiera sea su origen, ingresados al presupuesto provincial o cuya ejecución esté a cargo de 

la Provincia.  
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3) El control concomitante y posterior de las cuentas de percepción e inversión de las rentas 

públicas.  

4) Informar a la Legislatura sobre la Cuenta General del Ejercicio que anualmente presente el 

Poder Ejecutivo.  

5) Ejercer jurisdicción y competencia exclusiva y excluyente en sede administrativa promoviendo 

los juicios de cuentas por falta o irregular rendición de cuentas y los juicios de responsabilidad por 

hechos, actos u omisiones susceptibles de ocasionar perjuicio fiscal, a fin de determinar la 

responsabilidad patrimonial, formular los cargos fiscales que resultaren, establecer el monto del daño al 

patrimonio fiscal y aplicar las sanciones que establezca la ley. La Corte Suprema tendrá competencia 

originaria y exclusiva para entender la revisión judicial de los actos administrativos ejecutados de 
conformidad y con la aprobación del Tribunal de Cuentas” (art. 80, Const. Prov.). (Las negrillas son 

nuestras). 

 

Se puede observar que la Constitución establece “atribuciones y deberes”. Por otro lado la 

ley 6970, en su art. 120 habla de “prerrogativas”, “competencia” (art. 124), y atribuciones” (art. 

131). La ley está impregnada de prerrogativas para el tribunal, pero a diferencia de la 

Constitución provincial, no menciona en un sólo artículo, sus obligaciones. Y además de ello, 

no hay medio lógico posible de articular un correlato necesario entre deber/obligación, cuando 

la obligación no se expresa de manera manifiesta. Existen muchos casos donde la obligación 

está voluntariamente soslayada.134 Es decir, no es lo mismo. Esta condición donde se encuentra, 

por un lado una Constitución que establece obligaciones (naturalmente laxas) y por otro una 

ley que las omite, genera un estado de ambigüedad jurídica, que plantea interrogantes. Si bien 

se entendería que las obligaciones previstas en la Constitución son los deberes que el TC debe 

observar, difícilmente algún fiscal se anime a actuar en estas circunstancias por incumplimiento 

de deberes de funcionario público contra algún funcionario del TC. 

También se advierte que dentro de las obligaciones establecidas en la Constitución que 

generan responsabilidad de los funcionarios, sólo pueden ser rendidas a través del Juicio 

Político. La enumeración de estos deberes es laxa, y dado el carácter constitucional de los 

mismos, se entiende que se trata de responsabilidad política, más no responsabilidad de gestión, 

esto es, de la responsabilidad referida al adecuado empleo de las técnicas y mecanismos 

previstos para una debida prestación del servicio. La Legislatura no exige el aporte de elementos 

de juicio sustancialmente técnicos, sólo queda reservado para ella el control político. Entre las 

causales de destitución (sanción propia de la Legislatura), no se prevé en detalle los hechos o 

conductas pasibles de sanción, ni finalmente la sanción misma. Si se advierte además la 

dificultad que implicaría movilizar el andamiaje del mencionado mecanismo, cuando sólo se 

                                                
134 En materia penal podría aplicarse el principio “Nulla poena, nullum crime, sine previa lege”. En materia civil 

podrá evocarse el principio “Ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus" o "quod lex non dicit, nec nos 

dicere debemus", etc. 
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trate de responsabilidades menores o inobservancias de tipo reglamentario de poca gravedad, 

se puede decir que virtualmente los miembros del TC carecen de la correspondiente obligación 

de rendir cuentas.  

Véanse los siguientes supuestos: dos formas mediante las cuales el TC toma conocimiento 

de un acto irregular serían los siguientes. Caso 1: En primer lugar si el hecho irregular surgiera 

por denuncia presentada ante el organismo, esta denuncia, carecería de carácter formal, el 

denunciante no sería parte del proceso y tampoco generaría obligaciones concomitantes al TC 

en tanto éste evaluaría de manera también discrecional su gravedad y la formación de sumario, 

y eventualmente podría resolver su decaimiento. En este caso el denunciante, al observar esta 

falta de actuación del TC, y al no ser parte del proceso, no podría instar el mismo, pero tendría 

la posibilidad de iniciar una denuncia penal por “incumplimiento de los deberes de funcionario 

público”. Podría? La normativa al respecto, se ha mencionado, es ambigua y carece de 

especificaciones claras sobre sus obligaciones, con lo cual tornaría en extremo dificultoso 

iniciar una investigación judicial. Pero también se arguye que tendría a su disposición el recurso 

de Juicio Político previsto para los vocales del TC. Lo tendría? Es difícil pensar que llevar 

adelante tal proceso quede a disposición de los interesados, sobre todo en cuestiones de escasa 

cuantía. Es decir que los mecanismos para controlar al TC en el caso 1, son de extrema dificultad 

operativa 

Caso 2: el TC lleva adelante su actividad fiscalizadora por propio imperio (sin denuncia 

mediante) y detecta una irregularidad. Si los casos que llegan a su conocimiento escaparan la 

lógica de un mecanismo frecuente, es decir fueran hechos no habituales, el TC debe resolver de 

manera discrecional la apreciación de los antecedentes y la prosecución de un sumario 

investigativo. En este caso el conocimiento público del caso quedaría sumergido, y reservado 

exclusivamente a los actores participantes. Si el TC actuara de manera irregular, los sujetos 

pasivos interesados en “arreglar” la situación, establecerían un lazo corrupto con el Contador 

Fiscal Delegado (v.gr.), y ni siquiera se intentarían los recursos antes mencionado del caso 1, 

porque la observación del art. 127, 3° parr., ni siquiera llegaría a aplicarse. 

Es decir se está ante dos aspectos de la normativa que presentan debilidades, por un lado la 

eximición de rendir cuentas de gestión, y por el otro un estado de ambigüedad legal que opaca 

su funcionamiento. Esta exención de rendir cuentas le otorga una relación de dependencia baja 

(ver Cuadro II.13).  
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Cuadro II.13: Clasificación de relación de dependencia 

Componente Ley 6970 

Presenta ante la Legislatura su memoria anual - 

Auxiliar de la Legislatura en el control de la Hacienda 

Pública 
- 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970. 

 

2.4. Conclusiones del análisis de diseño institucional. 

El resultado de la evaluación (Cuadro II.14) pone en evidencia fortalezas y debilidades en 

el diseño institucional del Tribunal de Cuentas de Tucumán.  

 

Cuadro II.14: Evaluación del Tribunal de Cuentas 

Dimensión Categoría Componentes Indicadores 

Legal 

Solidez 

jurídica 

Status constitucional 

Claridad jurídica 
Intermedia 

Autonomía 

Designación de titulares Intermedia 

Destitución de titulares Alta 

Gestión interna Alta 

Universo de trabajo Alta 

Determinación de daños Alta 

Prerrogativas 

Investigación Alta 

Control de operaciones del 

Estado 
Alta 

Asesoría Alta 

funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de asignación de 

recursos 
Baja 

Recursos 

humanos 
Capacitación del personal Baja 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el legislativo y el 

ejecutivo 
Baja 

Relación de dependencia Baja 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley 6970 y Constitución Provincial. 

 

Fortalezas: Las principales fortalezas se encuentran en las áreas de su status constitucional, 

autonomía y prerrogativas. Dentro de ellas principalmente su autonomía funcional vinculada a 

su gestión interna, la amplitud de su universo de trabajo, y sus prerrogativas de fiscalización, 

no obstante ello, todo el trabajo puede quedar vacío al encontrar algunas limitantes legales tales 
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como la aprobación tácita o “ficta” de la Cuenta de Inversión por inacción de la Legislatura. 

Esta condición ha significado en la práctica que la Cuenta de Inversión jamás haya sido 

aprobada ni tratada por la Legislatura. La omisión legal de la Legislatura de crear la comisión 

revisora prevista en la Constitución provincial, también es un condicionante para su correcto 

funcionamiento.135  

Se encuentran aspectos robustos en las prerrogativas otorgadas al TC, especialmente en la 

capacidad de iniciar sumarios e investigaciones de oficio. Lamentablemente estas prerrogativas 

no encuentran su correlato en su obligatoriedad y rendición de cuentas, dos aspectos cruciales 

del estado de derecho. Es valorable asimismo la aptitud para realizar asesorías y sentar doctrina 

aplicable en los temas controvertidos que son materia de su fiscalización.  

Debilidades: Sin embargo los puntos más débiles están vinculados de manera paradójica a 

su robustez legal. No obstante el organismo ha sido consagrado constitucionalmente, la 

confusión jurídica que plantea, le quita mérito a tal circunstancia. Por otra parte la injerencia 

del ejecutivo en dos aspectos de su independencia: en primer lugar en la elección de sus 

titulares, situación ésta que se ve atenuada por la condición vitalicia del ejercicio del cargo. 

Pero más grave aún es la condición de dominio generada por el poder latente vinculado al 

recorte gastos en la elaboración de su presupuesto anual. 

En cuanto a su función administrativa, en materia de recursos humanos, se verifica una alta 

capacitación y motivación en los mismos, sin embargo carece de un sistema de competencia 

meritocrática en el acceso y promoción, que dignifique la profesionalidad de los funcionarios, 

con el debido resguardo legal. 

En materia de recursos financieros, no existe una auténtica autarquía financiera, y todos los 

años el TC debe negociar los montos de su provisión. En tal sentido existe una triste máxima 

entre sus funcionarios: “por lo menos tienen que garantizar el nivel salarial”. Esto traduce un 

esquema de dominación por parte del ejecutivo que en el caso de un órgano de esta importancia, 

no debería existir. 

Finalmente donde mayor gravedad adopta la debilidad de su diseño es en la relación con los 

otros poderes del Estado y su estado de no sometimiento a ningún órgano de control. El 

                                                
135 El único momento en que se intentó crear esta comisión fue durante la disputa de poder establecida en el 

seno de la Legislatura, cuando el entonces Presidente Fernando Juri disputaba espacios de poder al 

“alperovichismo”. Esta disputa fue zanjada con la elección de convencionales constituyentes provinciales, que 

expresó a manera intención de votos una mayoría abrumadora, donde el partido gobernante se llevó el 70% de las 

preferencias, que finalmente aplastaron metafóricamente cualquier intento de institucionalización posterior. 
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tratamiento que se le da al TC de la provincia satisface sus capacidades de investigación y 

especialmente de iniciar de oficio investigaciones especiales y sumarios. Sin embargo, ninguna 

responsabilidad se desprende de la omisión de estas prerrogativas. En los ejemplos dados, en 

donde el tribunal abandona una investigación bajo fictos argumentos, o no sanciona 

correctamente al investigado, no ameritan sanción por parte de algún órgano superior. Se 

observa que la Legislatura está capacitada para ejercer el control “político” de sus actos, más 

no de gestión. La capacidad investigativa del TC es una potestad, pero su correcta aplicación 

de la ley no es una obligación. Y esta disparidad se traduce en la eventual inacción en casos de 

eventual connivencia.  

Esta carencia de obligación deviene del “particular” diseño legal, cuya doctrina que los 

sustenta ha sostenido que dotar a un organismo de autarquía implicaba eximirlo de rendir 

cuentas. Así, el clásico argumento es: “si el órgano puede fiscalizar al Poder Ejecutivo, al 

Judicial y al Legislativo, ¡cómo va a ser sujeto asimismo del control de alguno de ellos!”. El 

entrevistado, relator del TC, confirma esta posición: 

 

El TC es un organismo de “relevancia constitucional”, como dice la doctrina española, que al estar o no 

en la Constitución (nosotros sí estamos en la Constitución), no tenemos que rendirle cuenta a la 
Legislatura, pero si, una forma de rendición de cuentas a la ciudadanía es publicar todos los “acuerdos” 

que el TC emite, a pesar de no estar estipulado en ninguna norma. Esto es una autoimposición que se ha 

hecho el TC… Desde el año 2000 a la fecha el TC publica en su página web todas sus acordadas… todas 

se publican (Entrevista a un relator del TC en 19/02/2015. Minuto 0:20:00 a 0:23:00).136  

 

También se ha argumentado en su defensa, que el control parlamentario sobre la gestión del 

TC quedaría politizado, es decir, no obedecería a causas estrictamente técnicas, sino de 

naturaleza políticas. Este argumento es cierto, pero de hecho hoy la inactividad del TC obedece 

a causas políticas, no obstante esta situación se podría neutralizar por algún mecanismo que 

establezca el balance político entre la composición del TC y la composición de la comisión 

controlante u organismo instituido a tal efecto (v.gr. si estuviera conformado de manera 

contramayoritaria). Otro argumento ensayado es que establecer mayor precisión en la 

normativa carece de importancia, dado que los titulares del organismo son sujetos de los 

siguientes tipos de responsabilidades: Ética, Administrativa o Disciplinaria, Civil, Penal, 

Política, Contable, Fiscal, Profesional, Social.137 Todas ellas compartidas por el resto de los 

                                                
136 Esta entrevista puede ser consultada en:  

<https://www.dropbox.com/s/qu6mhyul5l1a1c3/D0010218.mp3?dl=0> 
137 Cfr. < http://www.auditoriapublica.com/hemeroteca/Pag%2071-90%20%20n%C2%BA%2054.pdf> [consulta: 

22/02/2015]. 

http://www.auditoriapublica.com/hemeroteca/Pag%2071-90%20%20n%C2%BA%2054.pdf
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funcionarios públicos. Pero estas responsabilidades que efectivamente son aplicables, no 

traducen la obligación correspondiente con relación a la actuación del TC por cuanto en este 

caso la propia ley omite establecerlas con la claridad necesaria.  

La posición jurídica de “independencia” absoluta es errónea, implica crear un organismo 

superior a la ley que no debe cuentas de sus actos y además implica poner en un pie de igualdad 

las responsabilidades los deberes de ambos organismos. ¿En que puede asemejarse, o mejor 

dicho, porque no puede haber un control mutuo de las responsabilidades recíprocas? La 

obligación del TC sería controlar el comportamiento financiero a cargo del Presidente de la 

Legislatura, obviamente oficialista, mientras que el control de las actuaciones del TC, sería 

responsabilidad de la comisión especial de la Legislatura, integrado por representantes de 

diversos partidos (si fueran prevalentemente de oposición mejor), o tal vez un organismo 

dependiente de la Legislatura integrado por representantes de diversos estamentos del quehacer 

económico, elegidos democráticamente.  

Se debe tener en cuenta que se está en presencia de un “tribunal” con claras funciones 

jurisdiccionales, pero que al no ser parte del Poder Judicial, sus titulares están exentos de la 

obligación propia que atañen a los magistrados y funcionarios judiciales.138 

 

 

3. Composición de la Matriz de oportunidades 

 

Los incentivos-restricciones que presentan las instituciones favorecen determinados 

comportamientos de los actores. Teniendo en cuenta la premisa de comportamiento estratégico, 

es decir aquél comportamiento que presumiblemente obedece a motivaciones egoístas o 

racionales,139 se observa que el TC es todo lo contrario a lo que en materia de pro-actividad del 

mismo pueda esperarse. El beneficio de los vocales titulares de permanecer de manera vitalicia 

en sus cargos, sumado a la condición que lo releva de rendir cuenta de su gestión, más los 

altísimos sueldos de los que gozan, y todo ello teniendo en cuenta la provisión de fondos 

                                                
138 El art. 121 de la Constitución establece que la CSJT ejercerá superintendencia de la Administración de Justicia 

y sus facultades serán las que determine la ley. En el Poder Judicial este sistema está dado por: la Ley Nº 6.238 

Orgánica del Poder Judicial, Arts. 13, 14 y 15; Acordada C.S.J.T. Nº234/91 y modificatorias; Ley Nº4.537 de 

Procedimiento Administrativo y Ley Nº5.473 Estatuto del Empleado Publico. El órgano que ejerce el poder 

disciplinario en la justicia local es la Corte Suprema de Justicia de la Provincia.  
139 Teniendo en cuenta la premisa de la Teoría de la Elección Racional, explicada en la Introducción de este trabajo. 
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decidida por el ejecutivo, favorece un comportamiento complaciente: “para que meterse en 

líos, así estamos cómodos”. El más importante efecto “hibernación” que se le ha aplicado al 

organismo está vinculado con la incorporación legal (art. 109 in fine, Ley 6970) de la cláusula 

de “aprobación ficta”, mediante la cual el organismo ha perdido todo protagonismo, su 

existencia es innecesaria, ha quedado relegado a asuntos menores y sin compromisos. 

De esta manera los resultados demuestran que la actividad del TC se reduce al trabajo 

rutinario de sus Contadores Fiscales, y en gran medida a las denuncias que los ciudadanos 

presentan. Tampoco los Contadores Fiscales son controlados por las autoridades del Tribunal 

de una manera sistematizada, y las decisiones sancionatorias hacia los entes que controlan, 

ocurren de manera más expedita que las del propio Tribunal, lo que les otorga un poder “de 

negociación” muy definido. Estas características de diseño constituyen en definitiva un 

organismo inocuo, complaciente, y de gran utilidad para la legitimación del ejecutivo. 

Si bien en el diseño institucional no se advierte grandes cambios operativos, sólo se han 

producido a) la inamovilidad en el cargo de los vocales (en un período anterior al confrontado), 

y b) la consagración constitucional del organismo. Podría pensarse en términos 

institucionalistas, que ésta última ha sido la más importante transformación. Sin embargo desde 

nuestra perspectiva, es lo contrario. La consagración constitucional ha resultado inocua para la 

pro-actividad del organismo, en tanto la primera sí ha producido un impacto definido en la 

aptitud funcional. La primera modificación generó un movimiento en la apreciación subjetiva 

de los titulares que, se entiende, tiene consecuencias prácticas. 

Pero más importante aún fue el hallazgo, solo identificable desde nuestra metodología 

implementada, de un artilugio constitucional, que no tiene relación directa con el diseño legal 

del organismo, pero que resulta más penetrante en la incidencia de su aptitud funcional que las 

consideraciones clásicas. Es la advertencia de cómo la incorporación legal de la cláusula que 

establece la “aprobación ficta” de la “cuenta de inversión” del ejercicio anterior, le quita al 

organismo toda centralidad en la observación del presupuesto: “Si dentro del segundo (2º) 

período de sesiones ordinarias siguientes la Honorable Legislatura no se expidiere, la Cuenta 

de Inversión se considerará aprobada”. Es decir, que si la Legislatura jamás va a tratar las 

observaciones y dictámenes pronunciados por el TC, los incentivos para su elaboración, 

meticulosidad, prudencia, logística, asertividad, y sobre todo honestidad, están seriamente 

comprometidos. Se trata de consolidar un organismo sumiso, de escaso alcance “real”, aunque 

su norma legal constitutiva diga lo contrario. 
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Se observa una variación en la matriz de oportunidades, debido en primer lugar a la reforma 

introducida por la Ley 7257 en enero de 2003, que consagró la inamovilidad en el cargo a los 

vocales, y en segundo lugar a la incorporación de la cláusula de “aprobación ficta”. Esta 

circunstancia le quitó competitividad y por ende pro-actividad a los mismos. 

Por otra parte las mayorías conformadas en la Legislatura por las elecciones inéditas de José 

Alperovich, activaron la amenaza potencial de Juicio Político a los integrantes. Por ello se 

entiende que la autonomía percibida se modificó de intermedia a desfavorable. Estas dos 

circunstancias incrementaron la falta de pro-actividad del organismo. 

La categoría rendición de cuentas es una instancia que no indica modificación, dado que la 

instancia jurídica siempre fue igual. 

Una observación interesante en la variación de aptitudes se demuestra en cómo un cambio 

desfavorable en el contexto político impacta en dos categorías de la matriz de oportunidades: 

a) la percepción de autonomía por parte de las autoridades (autonomía percibida) y b) su pro-

actividad, a pesar de un crecimiento en solidez jurídica. 

 

Cuadro II.15: Evaluación del Tribunal de Cuentas 

Matriz de oportunidades Ley 6970 
Ley 7257 

Const. Prov. 

Condiciones para el Condiciones 

habilitantes de diseño legal 
Intermedia Desfavorable 

Rendición de cuentas Desfavorable Desfavorable 

Pro-actividad Intermedia Desfavorable 

Fuente: Elaboración propia a partir de la combinación 

 de diseño institucional/ambiente. 

 

 

4. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO 

 

Los diseños modernos de EFS deben su actuación a los órganos representativos, quienes 

deben verificar democráticamente su actuación, lo cual de ninguna manea significa quitarle 

funciones jurisdiccionales. Es decir que sería conveniente empoderar a la legislatura provincial 

a los efectos de realizar el accountability correspondiente sobre el TC. Este aspecto laxo, 

injusto, pero legal de la actuación del TC ha dado lugar a múltiples críticas. A modo de ejemplo 
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se reproduce a continuación extracto periodístico de Álvaro José Aurane en el diario La Gaceta 

del 11/02/2015: 

 

“Esa violencia simbólica también apareció en estos días en el informe sobre la Cuenta de Inversión 

de 2012 (o sea, el detalle de qué hizo el Gobierno con la plata de los tucumanos durante el año pasado), 

elaborado por el Tribunal de Cuentas. Al igual que en el estudio correspondiente a 2011, el ente de control 
no dijo ni una palabra sobre las inconmensurables irregularidades detectadas en obras de la Dirección de 

Arquitectura y Urbanismo. Ni una sola mención, a pesar de los informes de los mismísimos profesionales 

del Tribunal de Cuentas; de las documentadas investigaciones periodísticas de LA GACETA; y de las 

denuncias judiciales de legisladores de la oposición.  

De hecho, la casi totalidad del estudio sobre la Cuenta de Inversión parece hecho para que el Poder 

Ejecutivo conteste lo mismo que viene respondiendo todos los años: "el Tribunal de Cuentas sólo marca 

diferencias de criterio en materia de registración de los recursos, pero no hay ningún ilícito. De lo 

contrario, nos denunciarían en la Justicia".  

Luego, el informe del Tribunal de Cuentas dice que las partidas de programas federales no son 

giradas a cuentas especiales discriminadas. De que la DAU dio por terminadas rampas para 

discapacitados que nadie logra encontrar, arreglos en escuelas que siguen sin techo, o arreglos en 
plazoletas que jamás existieron, nada.  

Advierten los contralores que la Administración Central debería registrar todas las transacciones 

mediante el Sistema de Administración Financiera y Control (Safyc), pero no ocurre así. Que hubo 

empresas constructoras que facturaron al Estado, pero que están a nombre de empleadas domésticas o 

vendedores de choripanes, o figuran domiciliadas donde en realidad funciona una iglesia, nada.  

Precisan los fiscalizadores que, amparados por un artículo de la Ley de Presupuesto, los delegados 

rurales siguen sin elevar los Presupuestos de sus comunas. Pero que la ampliación y remodelación de la 

guardia y la terapia intensiva de Padilla, por $ 16,7 millones, fue dada por terminada en junio de 2011, 

mientras que en octubre de ese año los ingenieros fiscales alertaron faltantes de trabajos por $ 2,7 

millones, nada. Y que en 2012, la DAU quiso encarar una obra en ese hospital, rechazado por los 

contadores fiscales porque advirtieron que esa era tarea de la constructora privada, tampoco” (Aurane, 
Álvaro José, La Gaceta, 11/02/2015). 140 

 

La ley 6970 instituye un Tribunal de Cuentas impregnado de prerrogativas, más no de 

obligaciones. Se ha creado un organismo donde sus titulares no deben cuenta de su actuación, 

con lo cual la aptitud democrática del mismo es de dudosa confiabilidad. Si bien publica en su 

sitio web las resoluciones que emite, no permite la participación procesal en sus actuaciones. 

Su presencia pública es opaca y su institucionalidad carece de elementos fundamentales de 

rendición de cuentas.  

Su débil transparencia, su desconexión con los actores externos, sus procedimientos 

encriptados, el desconocimiento público de su trascendencia, soslayando la necesidad máxima 

de publicidad relacionadas con sus facultades de investigación y de interpretación de la ley, han 

desvirtuado su rol clave en la democracia tucumana. Asimismo, la institución perdió una 

oportunidad histórica para esclarecer los cuestionamientos con respecto a posibles conflictos 

                                                
140 Cfr: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/561954/opinion/vamos-perdiendo-otra-batalla-tucuman.html> 

[consulta: 19/03/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/561954/opinion/vamos-perdiendo-otra-batalla-tucuman.html
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de interés entre el gobierno provincial con relación al Pacto social con municipalidades y 

comunas, que tantas sospechas de corrupción ha generado.141 Envés de ello, el organismo se 

dio a publicidad a raíz de un episodio crítico que pone de manifiesto su relación con la sociedad 

civil, en 2009, a raíz de la sanción de una ley de expropiación de un inmueble adyacente al 

edificio del TC.142 Se trata de una vieja casona, cuya demolición y destino para estacionamiento 

de automóviles resultaría útil a los funcionarios del TC para estacionar sus automóviles 

particulares y evitar de esa manera el pago de propio pecunio del estacionamiento de sus 

rodados. Esta expropiación del Estado para beneficiar el interés particular de los funcionarios 

fue enfáticamente defendida por los vocales Terraf y Díaz Ricci. 

Podría decirse que se ha creado una potente maquinaria de fiscalización, que al carecer de las 

aptitudes necesarias que un estado de derecho moderno exige, su actuación queda sujeta a la 

integridad ética de sus funcionarios, donde el ambiente cobra un significado definido.  

La ausencia de un servicio civil de carrera, un adecuado mecanismo de nombramiento de 

sus funcionarios, y una conceptualización problemática de la participación de la sociedad civil 

también son cuestiones pendientes de resolver. No se cuestiona si el TC ha cumplido de manera 

general con los mandatos que la Constitución le impone, sin embargo se considera que para 

consolidar mejoras de la institución hace falta mucho mayor pro-actividad, profesionalismo y 

apertura a la sociedad civil de parte de los titulares y los funcionarios. La realidad actual lo 

demuestra, los casos episódicos de irregularidades en la administración de los recursos, se 

regeneran y naturalizan. En un contexto crítico, donde la materia pendiente es la rendición de 

cuentas, el TC debe ser mejorado, blindado y sujeto de rendición de cuentas, por ser una pieza 

clave de la institucionalidad provincial. 

El TC es un claro ejemplo de un organismo, cuyas fortalezas institucionales pueden ser 

objeto de favorables críticas, analizadas de manera mono-causal en el foco del diseño 

institucional. Simples reformas, o unas pocas categorías desfavorables, quizás pasarían 

inadvertidas en el contexto de una cantidad mayoritaria de categorías favorables. Pero estos 

elementos aislados, cuando se analizan en el contexto de su ambiente histórico, dan una visión 

diferenciada de su efecto dinámico. Por otro lado categorías que pueden parecer insignificantes 

como una omisión legal de su cometido, pueden generar efectos determinantes en la 

                                                
141 Cfr: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/590395/pe-cumple-rigor-pacto-social.html> [consulta: 23/02/2015]. 
142 Cfr.   

<http://www.lagaceta.com.ar/nota/343841/tucuman/Piden_Alperovich_vete_expropiacion_una_casona.html> 

[consulta: 25/02/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/590395/pe-cumple-rigor-pacto-social.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/343841/tucuman/Piden_Alperovich_vete_expropiacion_una_casona.html
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exigibilidad de su rendición de cuentas judicial, descartando toda una dimensión de análisis de 

efectos definitivos, y vaciar de contenido todo un andamiaje legal en exceso complejo. 

El impacto más asertivo que recibió el TC fue la incorporación de la cláusula de “aprobación 

ficta”. Con ello, se cubrió al organismo oficialmente con la investidura de “sello de goma”, pero 

más grave aún, el Estado provincial ha renunciado a uno de los pilares del sistema democrático: 

un poder ejecutivo con accountability. 

 

Cuadro II.16: Evaluación del Tribunal de Cuentas 

Dimensiones de análisis para la efectividad del Tribunal de Cuentas 

 Ley 6970 
Ley 7257 

Const. Prov. 

Ambiente Contexto Político Intermedia Desfavorable 

D
is

e
ñ

o
 I
n

st
it
u

c
io

n
a

l Le
g

a
l 

Solidez Jurídica Baja Intermedia 

Autonomía 

Designación de titulares Intermedia Intermedia 

Destitución de titulares Alta Alta 

Gestión interna Alta Alta 

Universo de trabajo Alta Alta 

Determinación de daños Alta Alta 

Prerrogativas 

Investigación Alta Alta 

Control de operaciones del 

Estado 
Alta Alta 

Asesoría Alta Alta 

funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de asignación de 

recursos 
Baja Baja 

Recursos 

humanos 
Capacitación del personal Baja Baja 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el legislativo y el 

ejecutivo 
Baja Baja 

Relación de dependencia Baja Baja 

Matriz de oportunidades 

Condiciones habilitantes de 

diseño legal 
Intermedia Desfavorable 

Rendición de cuentas Desfavorable Desfavorable 

Pro-actividad Intermedia Desfavorable 

Fuente: Elaboración propia 
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CAPÍTULO III 

FISCALÍA ANTICORRUPCIÓN DE TUCUMÁN 

 

 

1. El contexto internacional 

 

El 29 de marzo de 1996 en Caracas, Venezuela, los estados miembros de la Organización 

de Estados Americanos (OEA) aprobaron la Convención Interamericana Contra la Corrupción 

(CICC), entrando en vigencia el 6 de marzo de 1997. La importancia de este instrumento 

jurídico radica en que es el primero que reconoce expresamente la corrupción y la necesidad de 

disponer de un estatuto legal que permita promover la cooperación entre los países para 

combatirla. Entre sus fines se propone: 

 

Articulo II Propósitos  

Los propósitos de la presente Convención son.  

1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados Partes, de los mecanismos 

necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción: y  

2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de asegurar la eficacia de 

las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el 

ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente vinculados con tal 
ejercicio.  

 

Articulo III Medidas preventivas  

A los fines expuestos en el Artículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar 

la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener 

y fortalecer:  

1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. 

Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y 

el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus 

funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar 

a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan 

conocimiento. Tales medidas ayudaran a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios 
públicos y en la gestión pública.  

2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de conducta.  

3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la adecuada comprensión de sus 

responsabilidades y las normas éticas que rigen sus actividades.  

… 

5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios 

por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas. 

… 

8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena 

fe actos de corrupción, incluyendo la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución 

y los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.  
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9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, 

sancionar y erradicar las prácticas corruptas.  

… 

11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las organizaciones no 

gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.  

…   (el subrayado es nuestro). 

 

El valor innovativo del instrumento radica en el reconocimiento de que el fenómeno no 

podrá ser controlado únicamente con acciones represivas, sino que es necesario que los Estados 

adopten mecanismos preventivos tales como la modernización de las instituciones de gobierno. 

Además, se concibe al combate contra la corrupción como un proceso continuo de esfuerzo 

permanente y de avance incremental y no como resultado de acciones esporádicas y puntuales. 

La ratificación argentina143 de la referida convención implica asumir la necesidad de adecuar 

sus criterios normativos e institucionales a los preceptos internacionales, especialmente “la 

aplicación de normas de conducta para el correcto y honorable cumplimiento de las funciones 

públicas” (estas disposiciones deben prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación 

y el uso adecuado de los recursos estatales) e implementar “un sistema para la declaración de 

los ingresos, activos y pasivos de funcionarios y para la publicación de las declaraciones de 

bienes”. 

Así, en el año 1999 entra en vigencia en el orden nacional la Ley 25.188 de Ética Pública. 

Esta ley establece que: 

 

Estos (los funcionarios) deben desempeñarse con honestidad, probidad y austeridad republicana; velar 

por la satisfacción del bienestar general privilegiando el interés público sobre el particular; fundar sus 

actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adoptadas sin restringir información; abstenerse 
de usar las instalaciones y servicios del Estado para su beneficio particular o para el de sus familiares. 

 

Dispone además, entre otros preceptos, con relación a las declaraciones juradas 

patrimoniales (DDJJ) de los funcionarios al momento de acceder al cargo, “que cualquier 

ciudadano puede acceder a ellas expresando el motivo en una pericón escrita”. El libre acceso 

a estos documentos constituyen las herramientas más valiosas para conocer y evaluar a sus 

funcionarios públicos. El 31 de octubre de 2003 la Convención de Naciones Unidas contra la 

Corrupción a la que adhiere la República Argentina mediante Ley 26.097 de 2006, establece 

en su preámbulo:  

 

                                                
143 Argentina ratificó el tratado mediante ley 24.759, publicada el 17 de enero de 1997. 
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Los casos de corrupción amenazan la estabilidad política y el desarrollo sostenible de los Estados, por lo 

que ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenómeno trasnacional que afecta a todas 

las sociedades y economías, lo cual hace esencial la cooperación internacional para prevenirla y luchar 

contra ella, y requiere, en consecuencia, de un enfoque amplio y multidisciplinario para ello. 

 

Se tuvo presente que la lucha contra el fenómeno es responsabilidad de todos los Estados y 

para que sus esfuerzos sean eficaces debe haber cooperación entre ellos con el apoyo y 

participación de grupos e individuos del sector privado, la sociedad civil y ONGs, creando entre 

todos ellos una cultura de rechazo a la corrupción. Las políticas preventivas para la lucha contra 

la corrupción que propone la Convención de Nueva York son las siguientes: 

Sector público: Destaca especialmente la necesidad de establecer políticas de prevención 

de la corrupción, que: 

• Promuevan la participación de la sociedad, y 

• Reflejen los principios de: 

1. El imperio de la ley. 

2. La debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos. 

3. La integridad, transparencia y obligación de rendir cuentas. 

Menciona expresamente la necesidad de evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos 

y las medidas administrativas relacionadas para evaluar su adecuación. Los Estados deberán 

garantizar la existencia de organismos internos en cada Estado encargados especialmente de 

combatir la corrupción. Dispondrá instituciones, estatutos jurídicos, códigos de conducta, para 

el correcto cumplimiento de funciones públicas, así como mecanismos y sistemas para facilitar 

que los funcionarios públicos denuncien los actos de corrupción y se impongan las debidas 

sanciones. 

Un informe de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ, 2014) sostiene que, 

a 16 años de la entrada en vigencia de la Ley 25.188, solo cinco provincias han adecuado sus 

normas a la ley nacional y permiten el libre acceso a las DDJJ de sus funcionarios, en 6 de ellas 

el acceso a las DDJJ es restringido, y en cambio, 12 provincias (Jujuy, Catamarca, Formosa, 

Misiones, Entre Ríos, Santa Fe, San Luis, Neuquén, Río Negro, Chubut, Santa Cruz y 

Tucumán), impiden a la sociedad conocer el patrimonio de sus funcionarios, a excepción de 

mediar una orden judicial. 

 



 190 

1.1. La legislación en Tucumán. 

En Tucumán rige desde 1973 la Ley 3.981 que obliga a los funcionarios de los tres poderes 

a presentar sus DDJJ a los 30 días de asumir la función pública, donde debe constar información 

sobre los bienes a su nombre, a nombre del/de la cónyuge y de sus hijos/as menores; y en su 

art. 5 dispone su actualización “en el supuesto de que se produzca una modificación sustancial 

del patrimonio declarado”. Esta última disposición ha generado la más variadas críticas e 

impugnaciones, dado que la norma no define el sentido de “sustancial”. Por otra parte el art. 6 

de la norma establece que  

 

Las DDJJ se presentarán en sobre cerrado, lacrado y firmado, y tendrán carácter secreto, pudiendo sólo 

ser abiertas en los casos de investigaciones por enriquecimiento ilícito; de pedidos de representantes o 

sucesores legales del declarante y por requerimiento del juez o autoridad competente (el subrayado es 

nuestro). 

 

Esta última disposición atenta contra la transparencia de los funcionarios, el conocimiento 

de sus bienes, ingresos, historia laboral y contra los principios de tratados internacionales que 

Argentina ha ratificado para identificar los delitos contra la hacienda pública en que hubiera 

incurrido. La ley tampoco hace mención a la cuestión del conflicto de intereses que se suscita 

entre funcionarios que protegen por un lado los intereses del Estado del cual son mandatarios y 

por otro defendiendo intereses particulares al contratar con el Estado del que son parte. La 

imposición mediática derivado de la sanción de la Ley nacional 25.188 en 1999 y las promesas 

electorales de campaña llevaron al gobernador Miranda a proponer la creación de una Secretaría 

de Ética Pública como programa electoral. Hacia el año 2000, una vez en el poder, el Ministerio 

Público Fiscal dispuso la creación de la Fiscalía Anticorrupción, constituyendo el primer 

organismo institucional con el cometido específico que los tratados internacionales y la ley 

nacional exigían. 

 

1.2. La Fiscalía Anticorrupción. 

Nace mediante resolución del entonces titular del Ministerio Público Fiscal, José Ricardo 

Falú, del 10 de Mayo de 2000. Se había dispuesto que la entonces Fiscalía de Instrucción VI, a 

cargo de Esteban Jerez se aboque a los delitos de corrupción de manera específica. La estructura 

jurídica de la fiscalía era similar a las otras fiscalías existentes, lo único que la diferenciaba del 

resto era su especialización en el tratamiento de delitos “dolosos que puedan afectar al 



 191 

patrimonio de la provincia, de las Municipalidades o entes autárquicos, en la jurisdicción del 

Centro Judicial de la Capital” (art.1, Res. Min. 19/05/2015). Además de esta especialización 

en la materia, la fiscalía había sido dotada de recursos humanos y tecnológicos sofisticados, que 

le permitían cumplir una función investigativa satisfactoria. El resto de las cualidades 

institucionales, capacidad, alcance, facultades y deberes, respondían al esquema característico 

de todas las fiscalías del fuero penal organizadas bajo la Ley Orgánica de Tribunales N° 6238. 

La Fiscalía Anticorrupción de Tucumán adquirió prestigio y pro-actividad mientras estuvo 

a cargo del fiscal Esteban Jerez, un funcionario judicial de carrera, por entonces de 40 años, 

que había adquirido fama de incorruptible hacia 2002 con las investigaciones llevadas a cabo 

sobre los fondos reservados de la Legislatura; los gastos de publicidad oficial de la Secretaría 

de Información Pública; la investigación sobre “coimas” para la habilitar la reforma 

constitucional de 1990, que involucró al convencional Mariano Póliche y Roque Tobías 

Álvarez;144 la licitación irregular del servicio de trenes entre Tucumán y Retiro y la aparición 

de bonos provinciales “mellizos”. 

Su actuación penetró núcleos cerrados de negocios corruptos, incluso alcanzó a la esposa 

del actual gobernador Alperovich (por entonces Ministro de Economía) en su actuación de la 

Fundación Pibe por el manejo de la publicidad oficial, quien fue finalmente sobreseída cuando 

Jerez ya había dejado de ser Fiscal.145 La actuación de Jerez había alcanzado la “caja negra” de 

la política tucumana cuando finalmente la Legislatura en la madrugada del 19/04/2002, decidió 

desplazarlo modificando la Ley Orgánica de Tribunales, creando tres fiscalías anticorrupción 

pero adjudicando las mismas a otros funcionarios y apartando a Jerez de las mismas. Esto 

generó una concentración masiva y espontánea de la ciudadanía que convocó 5.000 personas 

para apoyar la gestión de Jerez. La multitud llegó a derribar las vallas de la Casa de Gobierno 

insultando al gobernador Julio Miranda y al vice Sisto Terán Nougués.146  

Hacia 2003, Jerez renuncia al cargo y se dedica a la política, postulando su candidatura para 

gobernador. Las funciones “anticorrupción” fueron entonces adjudicadas a la Fiscalía I 

Nominación, a cargo de Pedro Raúl Gallo. Desde entonces la actividad de la Fiscalía decayó en 

su resonancia pública y en el tratamiento de casos. Así la Dirección de Estadísticas de la CSJT, 

establece que en el año 2.000 ingresaron 3.190 causas; en el año 2.001, 2940; en 2.002: 1.054; 

                                                
144 Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/14688/politica/> [consulta: 05/05/2015]. 
145 Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/98907/politica/sobreseyeron-esposa-alperovich-causa-pibe.html> 

[consulta: 05/05/2015]. 
146 Cfr. < http://edant.clarin.com/diario/2002/04/24/p-02801.htm> [consulta: 05/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/14688/politica/
http://www.lagaceta.com.ar/nota/98907/politica/sobreseyeron-esposa-alperovich-causa-pibe.html
http://edant.clarin.com/diario/2002/04/24/p-02801.htm
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en 2.003: 1.116, y hacia el alejamiento de Jerez en 2.004, ingresaron 381 causas, lo que implica 

una disminución del 88% en el ingreso de delitos entre 2.000 y 2.004, y de 66% entre 2.003 y 

2.004. Por otra parte, en los restantes delitos de las demás fiscalías, se registra un ingreso de 

28.541 causas en el año 2.000; 30.394 en el año 2.001; 32.276 en el año 2.002; 34. 743 en el 

año 2.003; y de 45.427 en el año 2.004. Tal situación representa un incremento del 59% entre 

los años 2.000 y 2.004. En 2003, la gobernación fue ganada por José Alperovich, Esteban Jerez 

fue electo diputado nacional por RECREAR, y la Fiscalía quedo a cargo de otro titular. La caída 

abrupta de causas entre el año 2.003 y 2.004 (66%), indica que la ciudadanía no confiaba en el 

nuevo titular de la fiscalía. La sensación era que habían vencido las redes de la corrupción en 

Tucumán. En entrevista al ex Secretario de la FA, Dr. Carlos López, éste declara:  

 

“Tenemos que encontrar la explicación en que, si el que supuestamente investiga no te genera las 

garantías del caso, yo no voy a hacer ninguna denuncia. Porque la gente piensa: si yo te denuncio, quedo 
complicado con vos y el fiscal no va a hacer nada… la desconfianza que quizás haya producido en la 

gente… se dejó de creer en la estructura creada para eso” (Carlos López, ex Secretario “Fiscalía 

Anticorrupción”, minuto 4:30 de la entrevista).147 

 

Hacia el año 2.005, finalmente por Acordada de la Corte 560, se decidió eliminar la Fiscalía 

Anticorrupción y reorganizar sus recursos materiales y humanos. El art. IV dispone. “establecer 

que el cuerpo de Profesionales Auxiliar de Investigación de los delitos que afectan el 

patrimonio de la Provincia, Municipalidades o entes autárquicos, como los fondos asignados 

a esos fines, pase a integrar como tales el Ministerio Fiscal, a quien los señores Fiscales de 

Instrucción requerirán sus servicios y provisión…”. 

La estructura jurídica de la fiscalía no era distinta a las otras fiscalías, su alcance 

jurisdiccional era el mismo que el resto, sin embargo cuando renunció el fiscal Jerez, no 

ingresaron más causas para su tratamiento, no se supo de investigaciones tocantes al poder y no 

se elevaron las causas a juicio, es decir, funcionalmente implosionó. ¿Era Esteban Jerez un 

hombre valiente que no tuvo miedo de investigar los negocios del poder? ¿Cuáles fueron las 

claves de su éxito o fracaso del fiscal que lo sucedió? 

Si bien la Fiscalía Anticorrupción ha desaparecido hace 10 años, la pro-actividad 

desplegada en sus comienzos, así como el fracaso del fiscal siguiente debe ser analizada a la 

                                                
147 Esta entrevista puede ser consultada en: 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_LOPEZ_FA_17-9-2015_A0040418.mp3 [consulta: 

17/09/2015]. 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_LOPEZ_FA_17-9-2015_A0040418.mp3
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luz del criterio de “autonomía empoderada” para descifrar las claves de su funcionamiento en 

el corto tiempo de su existencia. 

 

 

2. Evaluación del Diseño institucional: fiscalía anticorrupción de Tucumán 2000-2005148 

 

En la siguiente sección se analizarán los componentes institucionales de la Fiscalía 

Anticorrupción (FA) existente en Tucumán entre el período 2000–2005, bajo el criterio legal 

de la resolución del Ministerio Público Fiscal 36 de 10/05/2015, la Ley Orgánica de Tribunales 

N° 6.238, y la Constitución de 1990.  

 

2.1. Dimensión legal. 

2.1.1. Solidez jurídica. 

2.1.1.1. Fundamento Constitucional. 

La especificidad de la fiscalía carece de la estabilidad de un organismo autónomo, puesto 

que su creación fue determinada por una resolución administrativa de organización interna 

emitida por el Ministerio Público Fiscal. La resolución del año 2000 es una mera reasignación 

de tareas administrativas, que carece de estabilidad legal, mucho menos constitucional. La 

fragilidad de su status lo demuestra su efímera existencia (ver Cuadro III.1). 

 

Cuadro III.1: Evaluación de la solidez jurídica 

Componente 
Acda 

36/2000 
Período 

2003-2015 

Status Constitucional - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.2. Autonomía. 

2.1.2.1. Nombramiento de los titulares.  

                                                
148 El criterio de evaluación del organismo ha sido arbitrariamente elaborado por el autor según explicación 

contenida en el punto 8 de la Introducción de esta tesis. 
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La independencia en el nombramiento de los titulares se considera un área fundamental de 

la autonomía de todo organismo. En relación a esta categoría se observa que la FA se integraba 

con un fiscal designado por el Ministro Fiscal, quien a su vez carece de condiciones 

democráticas en su propia designación (lo que se ha dado en llamar un “juez político”). La 

designación del fiscal a cargo no obedecía a ninguna pauta de selección y podía ser revocada 

en cualquier momento. Se debe tener en cuenta que no se trata de un fiscal cualquiera, sino 

específicamente la del Fiscal Anticorrupción (con el objeto de dar cumplimiento a pactos 

internacionales), cuya solidez jurídica es muy inferior. En efecto, el FA podía ser removido en 

cualquier momento de la función específica con la simple determinación del Ministro Fiscal, 

no así un fiscal común de su función como fiscal. 

Por lo tanto, en esta cadena jerárquica de designaciones, la fragilidad con que se sostenía su 

nombramiento demuestra la importante dependencia del PE provincial respecto de la 

designación de su titular. En relación al grado de cumplimiento, el diseño institucional para la 

selección de titulares se clasifica con una autonomía baja al no estar presente ninguno de los 

criterios que la componen (ver cuadro III.2).  

 

Cuadro III.2: Evaluación del nombramiento del titular 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Claridad en la ley - Inexistente 

Exposición de requisitos - Inexistente 

Exposición del procedimiento - Inexistente 

Mayoría calificada - Inexistente 

No intervención del ejecutivo - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.2.2. Destitución. 

Cuando se considera la destitución, al igual que en la categoría anterior, no se considera la 

destitución de un fiscal como funcionario del Poder Judicial, sino la destitución al frente de la 

Fiscalía Anticorrupción. Para destituirse un fiscal de su función judicial debe seguirse el trámite 

de Juicio por Jurados previsto en la Constitución provincial, en cambio para remover a un fiscal 

Anticorrupción de la función asignada por resolución del MPF, sólo hace falta otra resolución 

de reasignación de tareas, desplazando al fiscal a otra fiscalía o reasignado su labor. Éste último 

caso es el que se considera, en tanto se analiza la consistencia de la Fiscalía Anticorrupción 
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propiamente dicha. El grado de cumplimiento para la destitución o remoción de titulares se 

clasifica como bajo al carecer de todos los componentes establecidos (ver cuadro III.3).  

 

Cuadro III.3: Evaluación de la destitución del titular 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Claridad en la ley - Inexistente 

Exposición de requisitos - Inexistente 

Exposición del procedimiento - Inexistente 

Mayoría calificada - Inexistente 

No intervención del ejecutivo - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.2.3. Libertad de gestión. 

Se ha planteado en lo relativo a la gestión interna que el organismo debe poseer capacidad 

para el nombramiento de su personal, libertad de organización interna, elaboración de su propio 

reglamento y ejercicio de su presupuesto de manera independiente. Con relación a la autonomía 

presupuestaria la Resolución no prevé dato alguno. Si bien había sido dotado con recursos 

técnicos específicos y recursos humanos capacitados, los mismos dependían de la discreción 

del Ministro Fiscal que disponía de los medios que le asignaba la Corte Suprema para su 

funcionamiento.  

La Corte Suprema a su vez dispone de recursos propios que le adjudica el Presupuesto 

General de la Provincia y que es elaborado por el PE. La organización interna de la fiscalía 

queda en manos del titular pero no puede nombrar personal, ni disponer de un presupuesto 

prefijado si no es autorizado por expresa disposición de la CSJT. La evaluación de la libertad 

de gestión sólo cumple uno de los seis requisitos establecidos, por lo que se evalúa la categoría 

como baja (Ver cuadro III.4). 

 

Cuadro III.4: Evaluación de la libertad de gestión 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Nombra a su personal - Inexistente 

Se organiza internamente + Inexistente 

Elabora y aprueba reglamento interno - Inexistente 

Elabora su presupuesto - Inexistente 

Ejerce su presupuesto - Inexistente 

El legislativo aprueba el presupuesto (no el PE) - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 



 196 

 

2.1.2.4. Universo de trabajo. 

El universo de trabajo de la FA es amplio en la medida que el fiscal dispone y resuelve los 

criterios de investigación y los medios a emplear, sin embargo su trabajo está bajo escrutinio 

permanente del MF quien evalúa su trabajo y puede disponer de medidas conducentes para 

alterar la independencia de gestión, así como decidir las pautas de investigación y también el 

alcance de las mismas. Esto quiere decir que su libertad es amplia pero relativa. Si de esta 

relación surgiera discrepancia, es la CSJT la que define el conflicto en función de su poder de 

superintendencia. Se vuelve a mencionar que los miembros vocales de la CSJT, son “jueces 

políticos” que carecen de legitimidad democrática. No obstante se considera aceptable el 

universo de trabajo. Por ello esta dimensión es calificada como alta. (ver Cuadro III.5).  

 

Cuadro III.5: Evaluación del universo de trabajo 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Elabora su programa de trabajo + Inexistente 

Dispone de medidas de investigación + Inexistente 

Dispone la orientación de la investigación + Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.2.5. Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones. 

Es una característica importante vinculada a la capacidad e independencia de valorar daños 

a la hacienda pública y aplicar sanciones como resultado de la fiscalización. En este sentido las 

atribuciones legales conferidas a los funcionarios del Ministerio Público no son de aplicación 

de penas, las cuales quedan reservadas a los jueces. Las medidas de fuerza que pueda disponer 

un fiscal están reservadas al mero trámite investigativo durante el tiempo que dure la 

investigación penal preparatoria. El fiscal es un investigador, no posee las facultades 

jurisdiccionales plenas de un juez, no obstante ello puede iniciar las investigaciones propias de 

su cometido en cualquier momento y de oficio. En el caso de Tucumán, el sistema procesal 

vigente es el denominado “acusatorio”, esto implica que la investigación es conducida 

directamente por los fiscales, y dirigidas por un juez que tiene la misión de garantizar el 

cumplimiento del debido proceso o juez de garantías (en Tucumán Juez de Instrucción Penal).  

No obstante estas observaciones la FA cumplía con 1 de los criterios exigidos por lo que se 

evalúa la categoría como intermedia (ver Cuadro III.6).  
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Cuadro III.6: Evaluación de determinación de daños 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Establece indemnizaciones y sanciones pecuniarias - Inexistente 

Inicia el procedimiento correspondiente + Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.3. Facultades. 

2.1.3.1. Fiscalización. 

La capacidad de investigación que las leyes le otorgan a los fiscales son amplias y su alcance 

sólo queda reservado a las circunstancias de materia (competencia), y espacio (jurisdicción). 

En el caso específico del FA su competencia estaba reducida a los hechos ilícitos que afecten 

el patrimonio provincial, municipal y de organismos autárquicos, y su jurisdicción estaba 

reducida al ámbito de actuación del Centro Judicial de la Capital. Los criterios de investigación 

dependían del titular de la FA y los denunciantes e interesado podían solicitar ser partes en la 

causa, instando de esta manera los procedimientos y constituyéndose en revisores de la 

actividad e idoneidad de los medios investigativos realizados. El art. 100 de la Ley Orgánica de 

Tribunales establece: “Funciones: El fiscal de Instrucción dirigirá la investigación preliminar 

practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella, y ante el Juez de Instrucción 

cuando corresponda...”.  

Se considera que el TC cumple con los seis criterios exigidos, por lo que se le asigna una 

capacidad de fiscalización alta (Cuadro III.7.). 

 

Cuadro III.7: Evaluación de capacidad administrativa 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Capacidad legal para recabar información + Inexistente 

Control sobre funcionarios del ejecutivo + Inexistente 

Control sobre funcionarios de Legislatura + Inexistente 

Control sobre miembros del Poder Judicial + Inexistente 

Control sobre entes autárquicos + Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.3.2. Capacidad de investigación e información:  
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La capacidad de una fiscalía para examinar en todo momento y forma que estime 

conveniente es amplia, incluso ante hechos que se advierta la presunción de delito puede 

solicitar al juez autorización para adoptar medidas tales como: allanamientos, interceptar 

llamadas telefónicas, confiscación de útiles y herramientas, que aseguran la recolección de 

pruebas. Además bajo determinadas condiciones, puede disponer la detención de personas si 

son descubiertas in fraganti delito o para asegurar su comparencia al juzgado, La dimensión 

que se analiza cumple en exceso con los requisitos establecidos, por lo que se considera alta 

(ver cuadro III.8).  

 

Cuadro III.8: Evaluación de la investigación 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Acceso oportuno, ilimitado, directo y libre a toda la 

documentación e información 
+ Inexistente 

Emprende investigaciones especiales + Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.1.3.3. Función de inteligencia 

El organismo encargado de la lucha contra la corrupción debe necesariamente, en virtud de 

la naturaleza de los delitos con los que trata, estar en contacto con otros organismos 

anticorrupción tales como Oficinas Anticorrupción nacional y provinciales, Unidad de 

Investigación Financiera, AFIP, bancos, oficina de migraciones, cancillería, Interpol, y en 

general con oficinas de control internacionales, para procurar la investigación y el 

entrecruzamiento de datos. Los delitos de corrupción se vinculan al “lavado de activos”, 

“narcotráfico” y delitos con conexiones entre países y por supuesto interprovinciales. 

Si bien los recursos humanos seleccionados por el fiscal Jerez eran de alta capacitación 

técnica, la FA carecía de este sistema de conexiones, y eventualmente la ley no lo contemplaba 

entre sus funciones. Tampoco la ley exigía un sistema de capacitación para los asesores. Por 

ello, la categoría no reúne los elementos establecidos, su evaluación es baja (ver Cuadro III. 9) 

 

Cuadro III.9: Evaluación de inteligencia 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Cuenta con personal capacitado + Inexistente 

Se vincula con organismos especializados - Inexistente 

Brinda capacitación - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 
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2.1.3.4. Función de asesoramiento. 

El asesoramiento consiste en una proposición o sugerencia que puede o no ser 

implementada por el requirente, con la cual se trata de prevenir errores, asesorar y su 

importancia radica en la imparcialidad y capacidad técnica que deben prevalecer en los OA. La 

figura de una fiscalía no trasluce su función de asesoramiento, como sí lo debe realizar una 

Oficina Anticorrupción. En tal sentido la fiscalía carece de estas atribuciones, entre otras, con 

su consiguiente perjuicio hacia el resto de la administración y con la falta de cumplimiento del 

Art. 3, inc. 3 de la CICC. En base a estas consideraciones se clasifica la función de 

asesoramiento baja (Cuadro III.10). 

 

Cuadro III.10: Evaluación de asesoramiento 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Asesora a los poderes públicos - Inexistente 

Asesora a instituciones de la sociedad civil - Inexistente 

Puede dirigirse a la autoridad competente - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.2. Dimensión funcional administrativa. 

2.2.1. Recursos financieros. 

La administración de recursos propios suficientes es un aspecto fundamental para el 

cumplimiento de las tareas de investigación. La FA no contaba con un presupuesto propio 

legalmente establecido, desde que su propia existencia dependía del Ministro Fiscal y no 

pretendía ser un organismo autónomo. Por lo tanto se considera que la injerencia del poder 

político es importante y así lo ha demostrado su eliminación en el año 2005. En base a estas 

consideraciones se clasifica al aporte de recursos financieros bajo (ver cuadro III.11). 

 

Cuadro III.11: Clasificación de Recursos financieros 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Por medio del PE - Inexistente 

Por medio del Presupuesto provincial - Inexistente 

Por medio del Legislativo - Inexistente 

Por disposición constitucional - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 
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2.2.2. Recursos humanos 

Para ocupar el cargo de fiscal en la época de la extinta fiscalía, no se requería el sistema de 

designación a través del Consejo Asesor de la Magistratura (CAM), actualmente vigente, por 

lo tanto los fiscales eran designados por el gobernador con acuerdo de la Legislatura. Las 

condiciones personales para el ejercicio de la función estaban comprendidos en el art. 103, inc. 

d, de la Constitución de 1990 abrogada, que establecía: “Para los demás representantes del 

Ministerio Fiscal y del Pupilar, veinticinco años de edad y dos de ejercicio en las citadas 

actividades o en cualquier otro empleo judicial”. Para el resto de los integrantes de la fiscalía, 

secretario, pro-secretario, y demás miembros, a la fecha de la fiscalía no se exigía título 

habilitante, y su designación era definida por la CSJT. No obstante estas limitaciones, Esteban 

Jerez constituyo un grupo de profesionales auxiliares, contadores y especialistas en informática, 

asimismo había recibido en donación del Consejo Federal de Procuradores, un conjunto de 

medios técnicos altamente desarrollados para realizar la tarea. Sin embargo la norma de 

creación de la FA no especificaba condiciones especiales para integrar la fiscalía, quedando a 

buen juicio del titular su designación y pro-actividad, tal cual quedó demostrado por el sucesor 

de Jerez en la Fiscalía desde 2003 a 2005. En base a estas consideraciones la clasificación de 

los Recursos Humanos es considerada baja (ver Cuadro III.12). 

 

Cuadro III.12: Clasificación de Recursos financieros 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Los titulares deben poseer título universitario + Inexistente 

Sistema de ingreso de funcionarios inferiores - Inexistente 

Centro de capacitación y Consejo consultivo - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.3. Dimensión Relación con los poderes del Estado. 

2.3.1. Vínculo con los Poderes del Estado. 

El criterio global de organización de los organismos anticorrupción determina una 

independencia total de los poderes políticos del estado, incluso del Poder Judicial. No obstante 

la innovación institucional que significó su creación, la figura de la FA, no cumplía los 

requisitos exigidos en la CICC, quien en el art. 3, inc. 9 requería la formación de “órganos de 

control superior”. Se entiende por esta categoría organismos independientes de los poderes 



 201 

políticos. La FA era precaria en su solidez jurídica, en el nombramiento de sus titulares y en la 

autonomía de gestión, y se considera que era precaria además en su autonomía del poder 

político, en virtud de la premisa que se sustenta de la relatividad de la que adolecen los “jueces 

políticos”, en este caso “creador” de la FA. La precariedad en la legitimidad de estos “jueces 

políticos” y su efecto concreto, quedó demostrada cuando su eliminación, a pedido de José 

Alperovich.  

Fue tal la negación del gobernador con esta fiscalía y con los miembros que la integraban 

que cuando se implementó el CAM, como ya se mencionó, el Dr. Carlos Eduardo López, ex 

integrante de la FA, presentó en seis oportunidades su postulación para juez, con el mayor 

puntaje de los aspirantes presentados. En las ternas enviadas a la consideración del gobernador 

(así lo prescribe la Constitución provincial), en todas figuraba López en primer término, sin 

embargo en las seis fue rechazado. Si bien es una facultad propia que la Constitución otorga al 

gobernador, no deja de ser un claro signo de su animosidad a los integrantes de esta fiscalía.149 

Por no ser un Juzgado, un tribunal, o un organismo independiente con facultades expresamente 

delegadas, no constituía en sí misma un organismo de revisión ni aplicación de legalidad. En 

cuanto a la clasificación del vínculo con los Poderes del Estado, se la considera baja en tanto 

cumple con uno solo de los requisitos establecidos (ver Cuadro III.13). 

 

Cuadro III.13: Clasificación del vínculo con poderes del Estado 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Designación de titulares a través de la Legislatura o 

Poder Judicial 
+ Inexistente 

Los titulares responden por sus acciones a la Legislatura - Inexistente 

Órgano rector del sistema de control y fiscalización - Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

2.3.2. Relación de dependencia. 

El criterio de “autonomía empoderada” que se asume, implica la necesaria rendición de 

cuentas del organismo. En este caso, la FA como cualquier otra fiscalía, estaba sometida a 

controles propios del Poder Judicial, al control político del Jurado de Enjuiciamiento y dada la 

actividad pública que realizan los integrantes del Poder Judicial, además, por el control social, 

especialmente a través de la prensa. Pero no tenía obligación de presentar informes a la 

                                                
149 Cfr. La Gaceta del 08/05/2015: < http://www.lagaceta.com.ar/nota/572374/politica/integra-otra-terna-

aspirante-juez-penal-vetado-seis-veces.html> [consulta: 08/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/572374/politica/integra-otra-terna-aspirante-juez-penal-vetado-seis-veces.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/572374/politica/integra-otra-terna-aspirante-juez-penal-vetado-seis-veces.html
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Legislatura. De manera que el control era inestable en tanto tampoco tenía obligación de 

ventilar públicamente el contenido de las causas que llevaba. 

Esta relativa obligación de rendir cuentas le otorga una relación de dependencia intermedia 

(ver Cuadro III.14).  

 

Cuadro III.14: Clasificación del vínculo con poderes del Estado 

Componente 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Presenta ante la Legislatura su memoria anual - Inexistente 

Rinde cuentas al Poder Judicial + Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

 

3. Conclusiones del análisis de diseño institucional  

 

El resultado de la evaluación (Cuadro VI.14) pone en evidencia fortalezas y debilidades en 

el diseño institucional de la Fiscalía Anticorrupción de Tucumán.  

 

3.1. Fortalezas. 

Las principales fortalezas detectadas en la configuración de este organismo se vinculan a 

las características propias de una fiscalía, es decir, su capacidad judicial de investigación. Así 

se observa que la categoría Prerrogativas, satisface casi todos los componentes requeridos, a 

excepción de Asesoría, que paradójicamente no es atributo de una fiscalía. De allí la carencia 

de ciertas funciones necesarias. Este perfil de organismo se torna insuficiente e inadecuado 

como solución a la exigencia de construir organismos anticorrupción. La complementación con 

otros organismos, podría favorecer su pertinencia, pero de manera aislada, la misma es precaria. 

Un resumen de las categorías puede ser observado en el Cuadro III.15. 
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Cuadro III.15: Evaluación de la Fiscalía Anticorrupción 2000 - 2005 

Dimensión Categoría Componentes 
Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Legal 

Solidez 

jurídica 

Status constitucional 

Claridad jurídica 
Baja Inexistente 

Autonomía 

Designación de titulares Baja Inexistente 

Destitución de titulares Baja Inexistente 

Gestión interna Baja Inexistente 

Universo de trabajo Alta Inexistente 

Determinación de daños Intermedia Inexistente 

Prerrogativas 

Fiscalización Alta Inexistente 

Investigación e información Alta Inexistente 

Inteligencia Alta Inexistente 

Asesoría Baja Inexistente 

Funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de asignación de 

recursos 
Baja Inexistente 

Recursos 

humanos 
Capacitación del personal Baja Inexistente 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el legislativo y el 

ejecutivo 
Baja Inexistente 

Relación de dependencia Intermedia Inexistente 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

3.2. Debilidades. 

Enumerar las debilidades de la FA es vacuo, en la medida que éstas son las propias del 

organismo analizado. Es básicamente un ente que carece de autonomía. Aún en el supuesto de 

que el titular de la fiscalía manifieste pro-actividad y un profundo convencimiento republicano, 

su libertad de acción está “controlada” por elementos limitantes iniciales que lo condicionan. 

Estos condicionamientos son los que efectivamente operaron para terminar en definitiva con su 

eliminación. 

La especificidad del universo de trabajo dada a la fiscalía en su diseño, efectivamente ejerce 

un condicionamiento pro-activo. Un fiscal anticorrupción que no investigue actos de corrupción 

se verá seriamente comprometido ante un jury de enjuiciamiento si la composición de la 

Legislatura fuera equilibrada. Pero estos mecanismos son extremos, en la práctica se activan 

muy esporádicamente y en general responden a motivaciones de carácter político. La 

precariedad de la actuación de los fiscales responde fundamentalmente a que su labor no estaba 
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garantizada por una ley y sólo era controlada por la CSJT a través de su poder de 

superintendencia, previo dictamen del Ministro Fiscal. Tanto los titulares de la CSJT como el 

Ministro Fiscal son “jueces políticos” elegidos por el gobernador. 

La población tucumana ha sido testigos de la mayor iniquidad sufrida por un ciudadano en 

el conocido caso Lebbos150 a causa de la inacción de un fiscal “operado” por el ejecutivo para 

diluir el proceso investigativo durante siete años. En ese caso, la actuación del fiscal Albaca, 

respaldada por el Ministro Fiscal De Mitri y la complicidad tolerante de la CSJT sólo pudo ser 

penetrada después de siete años de lucha constante, “marchas del silencio” semanales, pedidos 

reiterados e infructuosos a la Corte, etc.151 

Por ello se considera que una fiscalía, cuando se trata de asuntos políticos, puede ser 

altamente pro-activa o altamente negligente dependiendo de la influencia del Ministro Fiscal. 

En este sentido es de tener en cuenta que las promesas electorales originales de Julio Miranda 

en 1999 eran acerca de la creación de una secretaría anticorrupción. De allí, a la conformación 

de una fiscalía, se pueden deducir un conjunto de implicancias, especialmente vinculadas a la 

autonomía. Una secretaría necesitaba en su diseño ser autónoma, de lo contrario hubiera sido 

cínica su creación y hubiera estado dotada de facultades de publicidad, independencia de 

funciones y cierta autarquía financiera, quizás más difícil de manipular que una fiscalía.  

Una fiscalía, comprometía a un solo hombre, el fiscal, que claramente es más controlable 

que un tribunal o un grupo de personas, que por otro lado quedaba siempre al control de un 

“juez político” (el Ministro Fiscal), que había sido elegido por el propio gobernador y 

finalmente podía por una simple resolución ministerial (así como fue creada) ser reasignado en 

sus tareas, como en un simple reordenamiento administrativo, que fue lo que finalmente ocurrió. 

Fue tan vil su creación que ni siquiera fue decidida por una acordada de la CSJT, que al menos 

hubiera requerido de algunas mayorías tanto para su creación, como para su eliminación. La 

FA fue la manera más explícita de cómo los organismos son creados para calmar presiones 

políticas externas, pero cuya actividad sea siempre controlada por el ejecutivo. 

                                                
150 Es tal el impacto generado por el caso, que la Federación Argentina de Colegios de Abogados (FACA), ha 

establecido el día 26 de febrero, como “Día de la lucha contra la impunidad”, en honor a la desaparecida Paulina 

Lebbos. 
151 Cuando tras una manifestación personal en CABA, de Alberto Lebbos (padre de la víctima), el 10 de febrero 

de 2013 la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia de la Nación designa en comisión a Bernardo 

Lobo Bugeau (abogado del Programa Nacional de Lucha Contra la Impunidad que depende del Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos de la Nación), para hacer una compulsa del expediente. Es de notar, que esto ocurrió 

en el ocaso del alperovichismo, y aún del cristinismo, lo que nos haría pensar en la incidencia del fin de ciclo 

político en las decisiones judiciales, la teoría de la deserción (defection theory) elaborado por Gretchen Helmke 

(2002). 
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La pro-actividad demostrada por Esteban Jerez fue el detonante que precipitó su 

eliminación, de lo contrario, de haber sido sumiso hubiera perdurado formalmente, y hubiera 

constituido un excelente puesto laboral para un ad-láter político cómplice. Pero el fiscal Jerez 

fue un rara avis que no sucumbió a las redes de corrupción. Su conducta no puede ser analizada 

bajo el modelo de “matriz de oportunidades” debido a que su vocación de verdad y justicia 

excede a los criterios de restricciones/incentivos. Esta conducta, así como las de un puñado de 

tucumanos de esta época, deben ser analizadas desde una dimensión psicológica, que defina 

este comportamiento “fuera de lugar”, que tantos inconvenientes posteriores les ha generado. 

 

 

4. Composición de la Matriz de oportunidades 

 

Los incentivos-restricciones de la FA son escasos para promover la actividad libre del titular 

por las condiciones en las que fue creada. Si la existencia de la FA hubiera devenido de una ley, 

si el acceso a la misma hubiera sido en condiciones de competencia de idoneidad, si los recursos 

económicos y humanos hubieran estado legalmente previstos, es decir, si la estabilidad y 

autonomía del organismo hubiera estado legalmente protegida, la realidad hubiera sido muy 

distinta aún con carencias propias como la conformación de una Inteligencia más desarrollada, 

interconexión con organismos especializados, apertura a la información social, participación 

ciudadana para promover denuncias, etc.  

Hubiera sido distinta porque en general, los integrantes del Poder Judicial tucumano, en 

todos los niveles, son personas con un profundo sentido del prestigio y el deber. Los miembros 

de este poder pueden pensarse como los más capacitados, orgullosos de su posición y 

agradecidos de su función social. Formar parte del Poder Judicial es un gran incentivo en sí 

mismo e ingresar por concurso de antecedentes y oposición, como lo es actualmente, constituye 

una gran reconocimiento y sentido de pertenencia al estamento más prestigiado de la 

administración pública. Este entorno competitivo y masivo de personas altamente preparadas 

favorece la competencia y la pro-actividad. 

Pero en las condiciones precarias de la constitución de la FA, el incentivo era dudoso ab-

initio, por ello se entiende que el diseño de la FA, tal como fue elaborado, generaba en los 

titulares más dudas que certezas, y no impulsaba la pro-actividad. 
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Cuadro V.16: Evaluación matriz de oportunidades FA 

Matriz de oportunidades 
Acda 

36/2000 

Período 2003-

2015 

Condiciones habilitantes de 

diseño legal 
Baja - 

Rendición de cuentas Intermedia - 

Pro-actividad Intermedia - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Resolución MPF 05/2000. 

 

 

5. CONCLUSIONES DEL CAPÍTULO 

 

Los perfiles modernos de organismos anticorrupción, adoptan diferentes diseños legales en 

sus diferentes aspectos: designaciones, conformación, facultades, deber de accountability, etc. 

Sin embargo todos ellos deben ser independientes de los poderes políticos y funcionalmente 

autónomos, con capacidades suficientes para ejercer su cometido. Deben gozar de un sistema 

de autárquico en sus recursos y contar con personal altamente calificado en delitos complejos. 

La FA de Tucumán ha carecido de la mayor parte de esos elementos.  

Su precario diseño ha sido pensado por el entonces Ministro Fiscal Falú como una vaga 

sombra de institucionalidad para dar cumplimiento a requerimientos internacionales y 

nacionales pregnantes hacia la época de su creación, pero con la disponibilidad rápida de su 

eliminación en caso de necesidad. La aparición de un fiscal pro-activo es una posibilidad remota 

que sólo podría haberse dado en el ámbito judicial por la calidad formativa de sus miembros. 

En su universo personal, Jerez fue un fiscal que desafió al sistema con todos los riesgos 

implícitos, David y Goliat. La suerte del organismo estaba definida desde su comienzo: Hubiera 

constituido una máscara de institucionalidad eficiente si el titular hubiera sido condescendientes 

con los superiores, pero una circunstancia azarosa y contingente develó esta pretensión. 

En entrevista con el ex Secretario de la FA, Dr. Carlo López, el mismo adjudica la diferencia 

de pro-actividad de las gestiones de Jerez y del Fiscal Pedro Ramón Gallo a los diferentes 

“perfiles” de ambos: 

 

“Tiene que ver con el perfil que tenía el fiscal de ese momento que era Gallo, Gallo siempre fue una 

persona timorata para los casos de trascendencia, con lo cual… yo supongo que si se hace un 

relevamiento las causas deben estar prescriptas (¡!)…” “El perfil me refiero a la intención que tenía para 
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avanzar con causas que habían causado mucha trascendencia o conmoción” “(Jerez)… tenía ganas de ir 

para adelante con las denuncias” (minuto 02’15” de la memoria en audio).152 

 

Cuadro V.17: Evaluación de la Fiscalía Anticorrupción 

Dimensiones de análisis para la efectividad de los organismos de control 

 Acda 

36/2000 

Período 

2003-2015 

Ambiente  Intermedio Desfavorable 

D
is

e
ñ

o
 in

st
it
u

c
io

n
a

l 

Diseño Legal 

Solidez 

jurídica 

Status constitucional 

Claridad jurídica 
Baja Inexistente 

Autonomía 

Designación de 

titulares 
Baja Inexistente 

Destitución de titulares Baja Inexistente 

Gestión interna Baja Inexistente 

Universo de trabajo Alta Inexistente 

Determinación de 

daños 
Intermedia Inexistente 

Prerrogativas 

Fiscalización Alta Inexistente 

Investigación e 

información 
Alta Inexistente 

Inteligencia Alta Inexistente 

Asesoría Baja Inexistente 

Funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de 

asignación de 

recursos 

Baja Inexistente 

Recursos 

humanos 

Capacitación del 

personal 
Baja Inexistente 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos 

legislativo/ejecutivo 
Baja Inexistente 

Relación de 

dependencia 
Intermedia Inexistente 

Matriz de oportunidades 

Condiciones 

habilitantes de diseño 

legal 

Baja Inexistente 

Rendición de cuentas Intermedia Inexistente 

Pro-actividad Intermedia Inexistente 

 

 

 

 

 

 

                                                
152 Esta entrevista puede ser consultada en: < 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_LOPEZ_FA_17-9-2015_A0040418.mp3> [consulta: 

17/09/2015]. 

https://dl.dropboxusercontent.com/u/80356249/Entrevista_LOPEZ_FA_17-9-2015_A0040418.mp3
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CAPÍTULO IV 

SISTEMA ELECTORAL DE TUCUMÁN 

SISTEMA DE VOTACIÓN Y ÓRGANO DE CONTROL. 

 

 

1. El sistema electoral 

 

El voto es la rendición de cuentas política, el accountability vertical por excelencia. El voto 

debe ser libre, universal, genuino y secreto. Estas disposiciones están garantizadas en distintos 

tratados internacionales que se proponen preservar el derecho de los electores.  

 

1.1. Ejes axiomáticos. 

Los principios que deben regir los procesos quedaron plasmados como parte integrante de 

los tratados internacionales de Derechos Humanos. El art. 21 de la Declaración Universal de 

los Derechos del Hombre de Naciones Unidas, declara: 

 

Artículo 21 

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de 

representantes libremente escogidos. 
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su 

país. 

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará 

mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual 

y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

 

Por su parte el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas 

(1966), establece: 

 

Artículo 25 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin 

restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 

libremente elegidos; 

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y 

por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

 

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Bogotá, 1948), 

establece: 

 
Artículo XX:  
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Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en el gobierno de su país, 

directamente o por medio de sus representantes, y de participar en las elecciones populares, que serán de 

voto secreto, genuino, periódico y libre. 

 

La Convención Interamericana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 

1969), establece: 

 

Artículo 23. Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 

a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 

libremente elegidos;  

b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual 

y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y  

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, 

exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o 

mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.  

 

Como se puede advertir, las declaraciones son muy claras al establecer principios rectores 

en materia electoral. Para poder ser materializados es necesario cumplir con ciertas exigencias 

tales como: libertad de opinión, libertad de palabra, libertad de prensa, libertad de reunión, 

libertad de manifestación y libertad de asociación. Esto implica a su vez que los medios de 

comunicación no sean controlados por monopolios informativos. Establecer bases 

democráticas de participación periodística es un elemento fundamental del sistema 

democrático, y la mayoría de los países desarrollados han avanzado en este sentido. 

Este capítulo se propone realizar una evaluación crítica del marco normativo de los procesos 

electorales que se realizan en la Provincia de Tucumán, a los efectos de determinar la aptitud 

representativa de los mismos bajo las premisas de tratados y organismos internacionales de 

derechos humanos. En tal sentido ha menester abordar en primer término el sistema electoral 

propiamente dicho y, en segundo término, analizar el organismo electoral establecido para su 

control: la Junta Electoral Provincial. 

 

1.2. Las elecciones en provincias argentinas. 

Se ha alertado previamente sobre la emergencia, en la última década, de elecciones con 

resultados sorprendentes. Se ha producido una merma en la competitividad electoral con 

victorias oficialistas sugestivamente frecuentes. Las últimas elecciones a gobernador de 2011, 

indican que el oficialismo ganó 20 de las 22 gobernaciones en juego y además con márgenes 

impactantes. Un trabajo de CIPPEC (Schiumerini y Page, 2012) indica que estadísticamente 

existen un conjunto de provincias (Formosa, San Luis, Santa Cruz, Santiago del Estero, 
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Neuquén y La Rioja), donde la probabilidad de victoria del oficialismo es del 100 %. En estas 

jurisdicciones, los oficialismos jamás fueron vencidos. En el resto de los distritos es posible una 

alternancia, sin embargo cada vez más incierta. Tucumán integra un conjunto de provincias con 

Chaco, Entre Ríos, San Juan y Salta donde se verifica una reciente consolidación de una 

profunda ventaja oficialista en la competencia electoral: 

 

Durante las primeras dos décadas de democracia, en estos distritos las elecciones fueron competitivas, 

pero a partir del 2003, la brecha electoral entre oficialismo y oposición se hizo cada vez más grande hasta 
rondar el 50 % de los votos. Estas provincias también comparten una historia de relativa alternancia, que 

perdió sustento durante los últimos tres ciclos electorales, una vez que se debilitaron los partidos no 

peronistas (Schiumerini y Page, 2012).  

 

El estudio demuestra que los candidatos y partidos que ocupan el gobierno obtienen, en 

promedio, entre un 7 y un 18 % más de votos que los partidos de la oposición. Los oficialismos 

tienen, además, una mayor probabilidad de victoria: entre un 28 y un 52 % más que la oposición. 

Esta realidad pone de manifiesto la dificultad que encuentran los partidos de oposición para 

vencer a los oficialismos y acceder a componer el equilibrio de poder, con los consecuentes 

problemas de buen funcionamiento de gobierno. Estas victorias oficialistas generalmente 

implican el control de las legislaturas, capacidad de remover y designar jueces sin necesidad de 

conseguir el acuerdo de la oposición, dictado de leyes sin consenso, manipulación de 

organismos, y un conjunto de efectos que se vinculan especialmente con la pérdida del 

equilibrio de poder y la remisión de los mecanismos de control.  

En este contexto, las elecciones dejan de constituir un mecanismo de accountability 

efectivo. Allí donde el oficialismo no tiene posibilidades de perder, tampoco encuentra 

incentivos para garantizar su servicio a la población. Los partidarios opositores tampoco 

encuentran incentivos para luchar por su facción y ceden a la cooptación de los ejecutivos, 

conformándose de esta manera, un sistema de unificación hegemónica donde “nadie quiere 

apostar a perdedor” y se consolida la frase “vamos por todo”. Ocurre que efectivamente el que 

gana se lleva todo y el que pierde se queda afuera sin poder alguno, previendo que sus 

partidarios serán “capturados” por la caja del oficialismo. 

Estas mayorías espontáneas que se generan tras el líder tienen la duración de su mandato, 

pero si tiene la capacidad personal de consolidar su posición en el aparato partidario, seguirá 

siendo influyente durante unos años más y podrá aspirar a un nuevo mandato. Esta persistencia 

en el tiempo ha dado lugar a lo que Behrend (2008) ha denominado “familias políticas” (los 

Saadi en Catamarca, los Juárez en Santiago, etc.), que se integran con familiares, socios 

políticos y comerciales, que van a conformar en algunas provincias una elite gobernante cuya 
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perdurabilidad en el tiempo sólo puede ser neutralizada por el mecanismo de la intervención 

federal o por la hipotética implementación de un sistema electoral competitivo, cuya eficiencia 

será producto de años de participación equitativa e igualitaria, es decir una cultura política 

asentada, y con principios democráticos. De allí la importancia de establecer criterios 

razonables en la competencia electoral y la implementación de los organismos electorales que 

garanticen elecciones limpias. 

Otro hallazgo importante del estudio mencionado, es que esta dinámica hacia la 

consolidación de la impermeabilidad de los oficialismos se vincula de manera directa con el 

cambio institucional en provincias donde se ha avanzado en la reelección de sus 

gobernadores.153 Efectivamente, esta ventaja del oficialismo adquiere importancia en las 

provincias que han habilitado la reelección. Por lo tanto un factor determinante que coadyuva 

al funcionamiento institucional sano es el límite a la reelección del gobernador. Esta instancia 

favorece en las provincias que no permiten la reelección, los incentivos de participación de los 

partidos de oposición y el uso de los mecanismos de control para equilibrar el poder. Es decir 

se consolida una política demandante, por la existencia de incentivos de acceso al poder que 

estimulan la competencia.  

A su vez los organismos de control, sin la presencia amenazante de una elite poderosa, 

pueden funcionar con mayor eficiencia soslayando la influencia del ejecutivo ante la 

expectativa de que éste sea reemplazado en el mediano plazo. Este incentivo tiene el efecto de 

empoderar a los funcionarios de los organismos del Estado, pues conocen la temporalidad del 

político de turno. 

Del otro lado, los políticos no intentarán ejercer dominación y manipulación sobre los 

organismos de control, ante el empoderamiento de sus funcionarios. Saben que en el mediano 

plazo deberán entregar el poder. Este sistema virtuoso se verifica en algunas provincias que no 

admiten reelección. Rebecca Chávez (2003) ha estudiado este mecanismo en la provincia de 

Mendoza y ha explicado por qué los inexistentes intentos de reformar la constitución provincial 

se explican por la perdida de incentivos que genera la escasa probabilidad de reforma. 

 

1.3. El sistema electoral en Tucumán. 

                                                
153 Hacia 1983, ninguna provincia argentina admitía la reelección inmediata. Sin embargo con el tiempo, todas las 

provincias, con excepción de Mendoza y Santa Fé, superaron ese límite e incorporaron una o dos reelecciones 

consecutivas. 
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Analizar el sistema electoral vigente obliga necesariamente a realizar una breve descripción 

del sistema electoral anterior, sobre todo teniendo en cuenta la enfática prohibición de la ley 

que declaró la necesidad de reforma de la Constitución de 1990 (Ley 7.469) ante los 

innumerables inconvenientes que trajo aparejado: "La Convención convocada al efecto podrá 

considerar la prohibición constitucional expresa del régimen electoral conocido como Ley de 

Lemas". 

¿Por qué había que abrogar la Ley de Lemas? Una descripción sintética de la normativa 

respectiva conducirá al análisis de la Constitución provincial de 1990 y Ley de Lemas 6.146, 

de las que se desprenden las siguientes características del sistema sustituido: 

 El Gobernador de la provincia a cargo del Poder Ejecutivo, duraba cuatro años en su 

cargo y no podía ser reelecto. 

 El Poder Legislativo Provincial estaba compuesto por una sola cámara, integrada por 

40 miembros (Artículo 39 CP). 

 Los Legisladores duraban cuatro años en su mandato y no podían ser reelectos 

inmediatamente (Artículo 40 CP). 

 La Legislatura se renovaba totalmente cada cuatro años (Artículo 40 CP). 

 Para la elección de Legisladores, la Provincia se dividía en tres secciones electorales 

(Artículo 38 CP). 

 Los afiliados a los partidos políticos podían auspiciar listas de candidatos mediante la 

constitución de un sub-lema (Artículo 2, ley 6.146). 

Para el reconocimiento de un sub-lema se requería la adhesión de un número determinado 

de afiliados, que variaba según la sección electoral donde se postule (Artículo 2, ley 6.146): 

 Sección I (Departamento Capital): 300 afiliados. 

 Sección II (Departamentos de Trancas, Burruyacú, Cruz Alta, Leales, Simoca y 

Graneros): 150 afiliados.  

 Sección III (Departamentos de Tafí Viejo, Yerba Buena, Tafí del Valle, Lules, 

Famaillá, Monteros, Chicligasta, Río Chico, Juan B. Alberdi, y La Cocha): 150 

afiliados 

En las elecciones se podían postular todos los sub-lemas reconocidos oficialmente. Luego 

de la votación, la distribución de cargos se realizaba en primer lugar de acuerdo a los votos 

acumulados por cada lema y a su vez las bancas obtenidas por cada uno de ellos se asignaban 

entre los sub-lemas por el sistema D’Hont (Artículo 8, ley 6.146). Dado que los votos obtenidos 

por los sub-lemas se sumaban al lema, el voto por una determinada lista terminaba colaborando 
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para un candidato diferente. Así los sub-lemas más votados se beneficiaban de los votos de 

aquél que no alcanzaban número necesario para obtener una banca. Por ello, el candidato de 

lema, propuesto por un determinado sub-lema, resultaba electo no solo por el aporte de los votos 

de su propia lista, sino por el aporte de votos de otros sub-lemas con menor cantidad de votos.  

Las consecuencias normativas implicaban que la presentación de un candidato no requería 

de la aprobación del partido o alianza electoral correspondiente. Significó en la práctica que los 

órganos de gobierno de los partidos perdieran el monopolio para designar a sus candidatos y, 

con ello, su razón de ser en el entramado institucional. Si bien esta circunstancia daba a los 

votantes una amplia gama de opciones, quitaba poder a los partidos. El sistema suponía de 

manera implícita que los electores votaban a cualquier candidato de manera indistinta, 

perteneciera a su partido o al de otra fuerza. Implicaba permitir la elección de candidatos con 

baja cantidad de votos directos y una muy elevada proporción de votantes indirectos. El sistema 

incentivó la participación de candidatos con bajo apoyo electoral, dada la simplificación del 

sistema para postularse como candidato.  

El candidato electo con una pequeña cantidad de votos no sentía necesidad de rendir cuentas 

al partido por cuanto no necesitaba de su aprobación para postularse, además había realizado 

de motu propio el aporte económico para su campaña y tan solo contaba con un solo período 

de función de cuatro años no renovable inmediatamente. Por ello, no sentía restricción de parte 

del partido del cual formaba parte, ni menos del electorado que lo votó debido a la restricción 

de un segundo mandato (de haber tenido posibilidad de reelección hubiera intentado un 

comportamiento aceptable para buscar la reelección del electorado que lo votó).  

De esta manera, el candidato electo tenía todos los incentivos necesarios para “amortizar” 

su campaña rápidamente, porque esos cuatro años eran la “oportunidad de su vida”, la sociedad 

se iba a olvidar y los partidos no los controlaban. Esta matriz de oportunidades había generado 

como efecto indirecto, la “mercantilización de la política” (Bercoff y Nougués, 2000). Como 

consecuencia de este engorroso sistema, sería posible afirmar que la Ley de Lemas había atraído 

a los deshonestos capitalistas de la política capaces de financiar su campaña por sí mismos y 

desalentar a los honestos trabajadores de la política carentes de capital financiero propio que 

volcaban sus aspiraciones en la organicidad de los partidos políticos. Ocurría además, que de 

esta manera se alentaba el voto masivo e indiscriminado al titular del lema percibido como 

mayoritario, con el criterio de no desperdiciar el voto en candidatos con pocas probabilidades. 
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Como corolario del engorroso sistema es destacable notar que en las elecciones a 

gobernador de 2003 en cada sala de votación existían 3.000 lemas que abarrotaban las mesas 

de los cuartos oscuros. 

 

1.4. Hacia la prohibición del sistema de Lemas. 

El nuevo sistema creado tras la reforma constitucional de 2006, habilita a una agrupación 

política anexar sus candidatos parlamentarios (para la Legislatura o para los Concejos 

Deliberantes) a algún postulante para cargo ejecutivo (gobernador o intendente). Así, cuanto 

más amplia sea la base de postulantes a cargos legislativos, mayores son las chances de que una 

fórmula gubernamental obtenga más sufragios. Esto significa que no obstante la prohibición 

del sistema de lemas previsto en la Ley de Necesidad de Reforma Constitucional, el sistema 

emergente se asemeja bastante. Sin embargo, a pesar de las fuertes críticas recibidas, no puede 

ser considerado similar por cuanto muchos vicios de la ley anterior han sido enmendados, pero 

otros han subsistido. Veamos: 

La constitución reformada en 2006, declara en el art. 43, inc. 12 seg. párr.: 

 

Los partidos políticos, frentes o alianzas electorales podrán celebrar acuerdos para apoyar a un único 

candidato a Gobernador y Vicegobernador y/o Intendente de un partido político, frente político o alianza 

distinta, pudiendo unir la boleta diferentes categorías de candidatos con la categoría de Gobernador y 

Vicegobernador y/o de Intendente de otra lista distinta, sumándose la totalidad de los votos obtenidos 

por las listas en cada categoría. La unión en una boleta de listas distintas necesita del previo acuerdo por 
escrito de los respectivos partidos políticos, frentes o alianzas electorales 

 

Por otra parte, la Ley reglamentaria 7.876 en su art. 47 establece: 

 
Las boletas de los partidos políticos, frentes o alianzas electorales, que celebren acuerdos para apoyar a 

un único candidato a Gobernador, Vicegobernador y/o Intendente, de un partido, frente o alianza distinto, 

podrán unir las diferentes categorías de sus candidatos con la de Gobernador, Vicegobernador y/o 

Intendente a los que apoyan, sumándose la totalidad de los votos obtenidos por las listas en cada 

categoría. 

 

El sistema implementado ha sido denominado “acople” (en otras jurisdicciones ha recibido 

el nombre de “colectoras”). La lectura de la normativa descrita sugiere que el “acople” produce 

los mismos efectos que la Ley de Lemas derogada, y en parte es así, dado que la posibilidad de 

incorporar extrapartidarias para sumar votos genera una serie de inconsistencias que así se 

resume: 



 215 

Competencia interna dentro de los partidos donde la figura predominante suma la mayor 

parte de acoplados, provoca la fragmentación interna y pérdida de identidad de los mismos y 

desvanece el sentido de identidad del propio partido. 

Las boletas de candidaturas de partidos combinados generan confusión al elector. Puede 

pensar que está eligiendo la boleta de un partido y al mismo tiempo estar votando a otro partido 

para alguna de las restantes categorías. De esta manera se desnaturaliza la voluntad del elector 

y, consecuentemente, las elecciones como instancia de participación y rendición de cuentas. 

 Contribuyen a la profusión de boletas que el elector encuentra en el cuarto oscuro y 

atentan contra la posibilidad de emitir un voto informado. 

 Permiten que partidos que apoyan al mismo candidato en una categoría compitan entre sí 

en otras categorías y en otros distritos; esto aporta confusión adicional. 

 Facilitan la creación y supervivencia de “partidos vacíos”, llamados también “sellos de 

goma”, partidos personales que habitualmente se ofrecen como soporte legal al mejor 

postor para la presentación de candidatos.154 

Esta circunstancia ha dado lugar a una proliferación anómala de partidos y agrupaciones en 

la provincia. Según nota de La Gaceta del 23/12/2014:  

 

La explosión de las afiliaciones en fuerzas electorales provinciales, municipales o comunales (las tres 

categorías que regula la JEP) se dio tras la reforma constitucional de 2006, que habilitó el sistema de 

acoples para los comicios. Así, en 2007, sobre un padrón cercano a los 950.000 electores, más de 507.000 

figuraban enrolados en alguna fuerza. El régimen del acople fomentó la creación de más de un centenar 

de fuerzas municipales y comunales. Contra los 53 partidos inscriptos hasta junio de 2006, cuando se 

sancionó la nueva Carta Magna, hoy en la provincia tienen sus papeles en orden 224 agrupaciones. En 

total, hoy son 291.326 los afiliados a expresiones provinciales, municipales y comunales y 373.804 los 

vinculados en las 21 fuerzas de orden nacional (pueden presentar candidatos a presidente y vice, 
senadores y diputados) y de distrito (sólo elevan postulantes al Congreso nacional). En total, serían 

665.130 los ciudadanos afiliados, pero la cifra puede ser menor atento a que una persona puede aparecer 

en más de un partido político, siempre que su rango de actuación sea diferente (en una agrupación 

nacional y otra municipal, por ejemplo). 

 

Sin embargo el problema más grave que persistió en el sistema electoral, como lo explica 

Jiménez Brito (2014), está dado por el art. 48 de la misma ley: 

 

La Junta Electoral entregará, por la vía y forma que determine, con destino al presidente de cada mesa 

de votación, para que sean recibidos en el lugar en que funcionará la mesa, y con la antelación suficiente 

a la apertura del acto electoral, además de los elementos que correspondan según el artículo 36, los 

siguientes: Boletas, en el caso de que los candidatos las hubieran suministrado para distribuirlas. 

                                                
154 Este último aspecto ha generado la conformación de partidos políticos formales, cuya identidad “se vende” a 

quien desea formar parte de un acople autorizado. La constitución de los partidos y acoples ha sido tan anárquica 

que hasta la sanción resolución 99/14 de la JEP, la lista de los integrantes de los mismos era conformada por 

ciudadanos a los que no se les exigía la presentación del DNI, es decir, con afiliaciones falsas. Cf. La Gaceta del 

23/12/2014 < http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-jep-eleva-

requisitos.html> [consulta: 24/03/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-jep-eleva-requisitos.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-jep-eleva-requisitos.html
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Lo que implica que el Estado no imprime las boletas de los candidatos y por lo tanto no es 

garante de la presencia de los mismos en el acto comicial. Sólo si los partidos o acoples llevan 

a cada una de las mesas de votación sus propias boletas, podrán participar de la contienda. De 

no hacerlo, se impide al elector manifestar su preferencia por ese candidato.  

Además se hacen habituales fraudes tales como: robo de boletas, falsificación de las mismas 

para provocar la anulación del voto, adulteración de actas de escrutinio, conductas clientelares 

en el transporte de votantes, entrega de bolsones por punteros y el más famoso de todos y al 

que se le adjudica la clave del fraude electoral: el “voto cadena”.155 A los efectos de neutralizar 

este vicio, la propia Constitución provincial ha dispuesto en su art. 157: 

 

El sistema de votación electrónica establecido en el Artículo 43, inciso 3º), se aplicará en forma 

progresiva, según lo permitan las exigencias técnicas y económicas que su ejecución demande. La ley 

reglamentaria del mismo deberá ser aprobada antes de la finalización del año 2006. Mientras tanto, se 

mantiene el sistema electoral que esta Constitución establece y leyes que reglamenten la materia 

 

Este principio transitorio, a la fecha de este trabajo, no se aplicó nunca. El sistema produciría 

ventajas en el tiempo de procesamiento de datos, en la rápida capacidad de procesar resultados 

y componer impugnaciones, sin embargo, en sí mismo no garantiza ausencia de fraude y 

transparencia.156 Para que ello ocurra se debería implementar un equipo auxiliar de fiscales 

partidarios capacitados para auditar el comportamiento de las terminales electrónicas en cada 

mesa constituyendo de por sí un trabajo excesivo. Piénsese que los partidos chicos no consiguen 

conformar un cuerpo de fiscales para la simple mesa de votación, menos aún sería posible 

agrandar este cuerpo de fiscales con personal capacitado en redes y computación. Sería además 

necesario estudiar mecanismos de control de órganos auxiliares sobre los sistemas y 

operaciones computacionales de los mismos donde tengan participación todos los partidos. Las 

falencias propias del sistema de “acople” pueden ser descritas sucintamente de esta manera: 

 Inequidad en la competencia electoral: Para evitar que las boletas desaparezcan de los 

centros de votación y puedan ser contabilizados, los partidos necesitan de un enorme 

caudal de fiscales que limita a los partidos chicos garantizar a sus votantes la presencia en 

las mesas. Esto se traduce en la negación del derecho del elector, y el del candidato. 

                                                
155 Cf. La Gaceta del 08/08/2013: http://www.lagaceta.com.ar/nota/563197/politica/miran-salta-envidian-voto-

electronico.html [consulta: 24/03/2015]. 

 
156 Nota en TN digital del 12/04/2015, “PASO en Salta”: Romero denuncia fraude electrónico”. Cfr.: < 

http://tn.com.ar/politica/paso-en-salta-romero-denuncio-fraude-electronico_582421> [consulta: 17/04/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/563197/politica/miran-salta-envidian-voto-electronico.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/563197/politica/miran-salta-envidian-voto-electronico.html
http://tn.com.ar/politica/paso-en-salta-romero-denuncio-fraude-electronico_582421
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 Permite la existencia de partidos fantasmas o personales (“sellos de goma”) debido a que 

no están obligados a distribuir boletas, aun cuando reciben financiamiento del Estado para 

tal efecto. 

 Se alienta la formación de partidos que se arman al solo efecto de captar fondos públicos 

y entorpecen el ordenamiento de la oferta electoral. 

 Desalienta la debida transparencia del proceso electoral, dando lugar a los delitos 

mencionados anteriormente. El voto es objeto de una transacción.  

A pesar de estos inconvenientes, el sistema implicó un mejoramiento con relación a la Ley 

de Lemas por dos motivos. En primer lugar devuelve a los partidos la soberanía de proponer 

candidatos, lo cual implica un fortalecimiento de los mismos en la decisión de ponderar los 

candidatos conforme a sus intereses. Esta circunstancia alienta la democratización interna de 

cada partido y la discusión orgánica, fortaleciendo la identidad partidaria y empoderando a los 

mismos como actores sustanciales de la vida política.  

En segundo lugar, la posibilidad de reelección de legisladores, neutraliza el deseo 

mercantilista de “salvarse” en el primer mandato por lo cual el legislador que aspira a un 

segundo mandato se esforzará en trabajar “para la sociedad” que lo votó y dentro el sistema de 

partido que lo contiene y controla. Este aspecto de incentivos es un aporte a la discusión 

necesaria sobre la posibilidad de reelección de los legisladores. El criterio debe ser aceptado en 

la medida que la dinámica de los recursos económicos de la Legislatura sea revisada, controlada 

y sujeta al escrutinio público mediante mecanismos de transparencia previa eliminación del 

sistema de acople. 

El sentido de recuperar la identidad partidaria no ha sido debidamente completado porque 

la posibilidad de sumar acoples “ensucia” la lealtad intra-partidaria. Así, el candidato favorito 

podrá, en un sentido estratégico, dejar de lado todo el laborioso y lento proceso de construcción 

de candidaturas organizado en el seno del partido para asimilar líneas extrapartidarias de última 

hora, provocando alianzas vacías, sin propuestas elaboradas y, en la dimensión interna, generar 

un altísimo nivel de fricción, una abierta competencia desleal de oportunidades y su lógico 

debilitamiento. Este sistema atenta contra el fortalecimiento de los partidos y lo mercantiliza, 

haciendo de la política un mero juego de intereses inmediatos, de subsistencia, que provoca a 

la larga el descreimiento social en los partidos y los políticos en general.  

El sistema alienta la construcción de líderes carismáticos, sin contenido, de efecto inmediato 

y meramente circunstancial y relega el debate interno, la elaboración de propuestas partidarias 
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y la cultura política en el sistema natural de los partidos. Es engorroso y complicado, de difícil 

control por parte del organismo de aplicación y favorece el comportamiento descontrolado de 

la sociedad. Sigue favoreciendo, aunque ahora alentados por los propios candidatos, la 

participación de “candidatos capitalistas” en la medida que, mientras más acoples sume el 

candidato, mayor tracción electoral tendrá. El aspecto menos analizado de este fenómeno es el 

vinculado al efecto de la alta fragmentación partidaria, con todos sus vicios concomitantes.  

El resultado que provoca el incentivo de los acoples son los siguientes. Según datos 

publicados en La Gaceta del 03/05/2015,157 hasta junio de 2006, cuando se sancionó el nuevo 

texto de la Constitución, la Junta Electoral Provincial registraba 53 partidos políticos, entre los 

comunales, los municipales y los provinciales (pueden promover candidatos a gobernador, a 

vicegobernador y a legisladores). Pero en las elecciones de 2011, por ejemplo, sólo el Frente 

para la Victoria presentó un total 87 listas colectoras, de las cuales 47 fueron a través de partidos 

provinciales (suman para el binomio de gobernador y vice) y 40 municipales (suman para las 

postulaciones a intendente). El Acuerdo Cívico y Social (ACyS), en tanto, había otorgado 

acoples a seis fuerzas con personería provincial y a 10 municipales, de los que surgieron 53 

listas entre candidatos a legislador, a edil y a intendente. Hacia diciembre de 2014 los partidos 

reconocidos por la JEP llegaban a 236 (85 de alcance provincial, 137 municipales y 11 

comunales), pero hacia Mayo de 2015, se registraban 477 nuevas agrupaciones en vía de 

reconocimiento por parte del órgano. En el interior de la provincia los pedidos de inscripción 

suman 48 partidos provinciales, 401 acoples municipales (promueven intendentes y ediles), y 

28 acoples comunales (apoyan a comisionados comunales, sin participar de acoples. 

Lo curioso de los resultados es que mientras la reforma electoral nacional de 2009 produjo 

como efecto una reducción cercana al 50% de partidos políticos, en Tucumán el sistema de 

“acople” triplicó en ese período (desde 2008) la cantidad de agrupaciones que participarán en 

las elecciones de 2015.158 Los datos de la Cámara Nacional Electoral confirman que de las 30 

agrupaciones nacionales que registraba Tucumán en 2009, sólo 17 sobrevivieron a las 

exigencias de la nueva ley, es decir se redujo en un 43,3%. En cambio, los partidos que compiten 

en el ámbito provincial son 355. Los partidos registrados en todo el país para competir en el 

ámbito provincial son 494. Este dato implica dos custiones: en primer lugar, en Tucumán se 

encuentra el 72% de ellos, constituyendo un récord nacional. En segundo lugar, que Tucumán 

                                                
157 Cfr. < http://www.lagaceta.com.ar/nota/635831/politica/sin-sublemas-se-desato-acoplemania.html> [consulta: 

03/05/2015]. 
158 Cfr. http://www.lagaceta.com.ar/nota/446004/politica/tucuman-tiene-oferta-record-355-partidos-

politicos.html [consulta: 03/05/2015] 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/635831/politica/sin-sublemas-se-desato-acoplemania.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/446004/politica/tucuman-tiene-oferta-record-355-partidos-politicos.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/446004/politica/tucuman-tiene-oferta-record-355-partidos-politicos.html
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va a trasmano del criterio empleado en la reforma de 2009 de reducir la fragmentación 

partidaria. 

 

1.5. Fragmentación, gobernabilidad y dinero. 

La alta fragmentación partidaria genera problemas de gobernabilidad. Sucede cuando los 

jefes de Estado deben hacer grandes esfuerzos para componer políticas públicas aceptadas por 

los cuerpos deliberativos. En Tucumán, esta fragmentación está oculta. No responde a los 

cánones clásicos de fragmentación con identidades diferenciadas. El sistema de acople produce 

una fragmentación solapada donde en principio, todas las líneas internas acopladas responden 

al mismo sello partidario, pero con una identidad propia. Sin embargo la inversión financiera 

realizada por cada uno de los actores participantes que colaboraron para colocar al candidato 

busca su repago.  

Éste es el mecanismo más perverso de la política tucumana. La circunstancia de la alta 

atomización producida por los acoples autofinanciados, solo puede ser disciplinada con altas 

sumas de dinero que provocan una tremenda opacidad en la Legislatura tucumana, 

transformándola en la caja más oscura de la política. El gobernador necesita los votos de los 

acoplados para lo cual tiene que “agradecerles” y, la demanda de dinero para colaborar es tan 

alta, que su precio se ha elevado a niveles de constituir auténticos incentivos económicos para 

los candidatos a legisladores, concejales y representantes comunales. Este “agradecimiento” se 

materializa a través de una serie de beneficios, que van desde los más básicos viáticos, pasajes 

aéreos, número de asesores, “gastos sociales”, etc. hasta los más ocultos sistemas de “sobres” 

repartidos discrecionalmente por los presidentes de la cámara, consejos deliberantes y comunas, 

cuya rendición de cuentas jamás se realizó. 

De hecho puede apreciarse en la práctica que los cuestionamientos a los recursos que 

administra el parlamento tucumano comenzaron a manifestarse a partir de la Ley de Lemas. 

Sería conveniente que en estudios posteriores se profundice esta temática, bajo la hipótesis de 

que los sistemas de “acoples” o “lemas” producen mayor gasto en sus legislaturas que aquellas 

jurisdicciones que no lo implementan. En la actualidad, el sistema constituye “el dilema del 

prisionero”,159 donde todos los candidatos a la gobernación deben ofrecer bancas para 

“traccionar” su candidatura, pero luego tienen que satisfacer su inversión para gobernar. 

                                                
159 El dilema del prisionero es un problema fundamental de la “teoría de juegos”, que muestra que dos personas 

pueden no cooperar entre sí, incluso si ello va en contra del interés de ambas. Es un ejemplo de problema de suma 

no nula. Las técnicas de análisis de la teoría de juegos estándar, por ejemplo determinar el equilibrio de Nash, 
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El sistema, además, genera efectos sociales secundarios. Como todo sistema oculto que 

produce grandes y rápidos ingresos se reproducen manifestaciones de violencia, de rasgos 

mafiosos característicos: violencia armada, aprietes, riñas de facciones, etc., debido a que el 

incentivo es alto.160 

El sistema es contraproducente. Mientras el candidato a gobernador alienta la formación de 

“acoples” para “traccionar” con más vigor su éxito electoral, una vez alcanzado el mismo, debe 

aportar altísimas cantidades de dinero para satisfacerlos. Y si bien las finanzas del Estado tienen 

margen para hacerlo, habría que preguntarse: ¿Cuánto dinero es racional y éticamente aceptable 

distraer de otros rubros para terminar de pagar la hipoteca de la elección? Todo ello sin 

mencionar que la convivencia cotidiana se desarrolla en el núcleo de un gran sistema de 

corrupción. 

 

1.6. Conclusión. 

La sanción de estas normas, a partir de la reforma electoral de 2006, significó un avance en 

tanto se eliminaron dos obstáculos importantes que la condicionaban: por un lado se eliminó la 

libertad de formar sub-lemas de manera discrecional por parte de un candidato sin la aprobación 

del partido, recuperando los partidos la soberanía de candidaturas y la capacidad de controlar 

la conducta a los candidatos electos, en tanto puede prohibir su candidatura para un segundo 

período. Por otra parte, eliminó la imposibilidad de reelección, otorgando al candidato 

incentivos de “hacer bien las cosas” si aspiraba a un segundo mandato.  

Pero persistieron problemas fundamentales de organización, transparencia y garantía de los 

derechos de electores y candidatos, a la par que se estimula la existencia de partidos fantasmas 

con fines deshonestos. Para el elector es engorroso, difícil de comprender y susceptible de 

múltiples formas de fraudes. En este sentido, sería conveniente pensarlo a la luz de los 

principios generales que surgen de la normativa de los tratados de derechos humanos, en tanto 

complica la pretendida “autenticidad” del inc. 3, art. 21 DUDH (ONU). Sería oportuno también 

abrir el debate sobre los pro y los contras de la reelección tanto de legisladores, como a la de 

las funciones ejecutivas. 

 

                                                
pueden llevar a cada jugador a escoger traicionar al otro, pero ambos jugadores obtendrían un resultado mejor si 

colaborasen (Wikipedia). 
160 Nota La Nación del 14/04/2015: “Crece la violencia política en la campaña de Tucumán”: Cfr. < 

http://www.lanacion.com.ar/1784230-crece-la-violencia-politica-en-la-campana-de-tucuman> [consulta: 

17/04/2015]. 

http://www.lanacion.com.ar/1784230-crece-la-violencia-politica-en-la-campana-de-tucuman
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2. LOS ORGANISMOS ELECTORALES 

 

Los organismos electorales (en adelante OE), tienen la misión de administrar de manera 

integral el proceso electoral, tanto en su preparación, dirección, vigilancia, organización y 

promoción de los comicios, así como la realización del recuento de los votos o escrutinio. 

Tienen asimismo la función de resolver impugnaciones y conflictos que se generen, así como 

evitar el fraude electoral y transparentar el comicio generando la confianza de la ciudadanía. 

Finalmente emiten la declaración oficial de la elección y proclamación de las autoridades 

electas. Estos organismos han venido adquiriendo con el tiempo una creciente autonomía 

funcional administrativa y creciente especialización que incluyen reformas mejoradoras, 

aunque su relación con los poderes del Estado es variable según los países. Su creación en 

América Latina responde a la tendencia europea de sustraer de los parlamentos la facultad de 

resolver sobre los reclamos que suscite la elección con prerrogativas jurisdiccionales, aspecto 

que constituye la raíz de su función operativa. 

Funciones administrativas y jurisdiccionales: La atención de los aspectos contenciosos de 

los procesos electorales tienen su inicio en la constitución colombiana de 1866, donde jueces 

de escrutinio eran instituidos para decidir con potestad jurisdiccional sobre la legalidad de las 

actas eleccionarias. Si bien Argentina, así como sus provincias no consolidaron con status 

constitucional un organismo independiente especializado, a partir de los años 1920s y 1930s en 

Chile, Uruguay, Nicaragua y Brasil se crearon Consejos Electorales, Tribunales y Cortes con 

funciones jurisdiccionales. En Costa Rica se creó como cuarto poder del Estado, el Tribunal 

Supremo de Elecciones en 1949, cuyas atribuciones administrativas y jurisdiccionales, 

consolidaron un funcionamiento emblemático por su jerarquía y prestigiosa resonancia. En 

Colombia existe un organismo independiente y autónomo de las otras ramas del Estado. Así, 

en general, se ha instalado en la región la idea de la necesidad de consagrar organismos 

autónomos de los poderes del Estado, como condición necesaria para fiscalizar los aspectos de 

los procesos eleccionarios de manera integral, no sólo de naturaleza administrativa, sino 

también de contencioso electoral. 

En Costa Rica, Perú, Chile, Bolivia, Ecuador, México, Panamá, Paraguay, El Salvador, 

Honduras, Guatemala y Uruguay, los organismos electorales son además tribunales electorales 

autónomos, en tanto que en Argentina, Brasil, Colombia y Venezuela, los aspectos litigiosos 

son resueltos por el poder judicial de los Estados. 
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Conformación: En cuanto a su conformación, es variable en cada uno de los Estados, pero 

en general tienden hacia la colegiación de sus directorios. En Costa Rica y Colombia sus 

miembros son de origen judicial. En Argentina, Paraguay, Uruguay, Nicaragua, El Salvador y 

Venezuela, sus miembros son designados por sus parlamentos. Y existen casos donde la 

designación de los miembros es a cargo del ejecutivo, compartida con el legislativo o el poder 

judicial (México, Brasil, Bolivia y Paraguay). En Panamá la designación está a cargo de las tres 

ramas del Estado y en México, El Salvador, Venezuela, Honduras y Colombia, la designación 

de sus miembros es un proceso donde participan los partidos políticos. 

Funciones: Son variables, pero en términos generales le corresponde: a) designar a los 

funcionarios electorales, b) administrar su propio presupuesto, c) atender todo supuesto de 

impugnación de alguna forma de actividad o inactividad estatal que se plantee en cualquier 

proceso (amparo, acción declarativa o proceso ordinario), d) realizar el escrutinio de los votos, 

e) definir y dar a conocer los resultados proclamando los electos, f) administrar la inscripción 

y permanencia de los partidos, e) realizar la confección de padrones, entre las funciones básicas. 

Se entiende que si bien los criterios de conformación y funciones que se atribuyen al 

organismo electoral son variadas en los distintos Estados, esta diversidad no exime la necesidad 

de dotar a estos organismos de la mayor independencia y transparencia posible. También se 

supone que la autonomía de los mismos debe estar, de preferencia, ligada a criterios 

jurisdiccionales, dada la conflictividad que genera la materia. Por ello se aplicará el criterio de 

autonomía empoderada, ajustándolo a las características propias de su naturaleza. 

 

2.1. La justicia electoral desde las autoridades administrativas 

Todos los medios técnicos y jurídicos de impugnación o control de actos y procedimientos 

electorales que tiendan a garantizar la regularidad de las elecciones y su cumplimiento con los 

principios de legalidad y constitucionalidad se relacionan con lo que se ha dado en llamar el 

“contencioso electoral”. 

Estos procesos pueden ventilarse ante un representante del Poder Judicial, porque así lo 

dispone la Constitución (por defecto siempre será así) o, esta facultad de “decir derecho”, podrá 

ser delegada ante un organismo, con potestades conferidas especialmente en la propia 

Constitución y aplicar, a través de un conjunto de medios de impugnación establecidos en la 

ley, una verdadera “justicia administrativa” (la que siempre será revisable ante el Poder 

Judicial). Si ello no ocurre, las resoluciones administrativas que adopte el organismo, sólo serán 

de carácter aclaratorio y componedor, es decir, no estará en condiciones de aplicar sanciones al 



 223 

carecer de esta potestad delegada. Es decir, ciertos conflictos electorales pueden no dirimirse 

ante el órgano jurisdiccional, sino pueden resolverse en la instancia administrativa por ante el 

órgano electoral, el cual es garante del cumplimiento de la ley. Sin embargo, estas resoluciones, 

en virtud del principio de legalidad, no son definitivos y ajenos al acto jurisdiccional, por lo que 

en virtud de que “la autoridad sólo puede hacer aquello que la ley le permite”, todas sus 

actuaciones pueden ser recurridas al Poder Judicial. Lo ideal para este tipo de OE es que el 

organismo posea facultades jurisdiccionales delegadas, si no existiera otro organismo con tal 

cometido como en el caso de Tucumán, a los efectos de abreviar el trámite procesal o 

eventualmente dejar la organización del proceso electoral en manos de un juzgado, tribunal u 

organismo dependiente del Poder Judicial.  

 

2.2. La Junta Electoral en Tucumán. Síntesis histórica. 

El presente extracto del trabajo de Félix Montilla Zavalía (2007a), es un valioso aporte al 

conocimiento de la historia del organismo provincial: 

 

El Tribunal Electoral-Junta Electoral Provincial (1949-1955) 

La Junta de Escrutinio se transformó en Tribunal Electoral Provincial al operarse la reforma 

constitucional de 1949. El artículo 36, inciso 8º de la Carta Magna dispuso que fuera “El Tribunal o 

Junta Electoral” quienes tendrían “a su cargo la elección certificará su validez, pronunciándose sobre 

cualquier impugnación, sin recurso alguno, y proclamará a los electos”. Y que “En los casos de elección 
no coincidente con la nacional, el Tribunal Electoral estará compuesto por el presidente de la Corte 

Suprema de Justicia, uno de sus vocales designado por sorteo y el ministro fiscal”. 

De ese modo culminaba la injerencia del estamento político en la conformación del órgano electoral, 

que, además, adquiría funciones administrativas y judiciales como órgano jurisdiccional con competencia 

electoral.   

La norma constitucional fue reglamentada por ley nº 2262 (publicada en el Boletín Oficial del día 16 de 

noviembre de 1949).  

 El primer Tribunal Electoral se constituyó el 9 de octubre de 1950 bajo la presidencia del doctor Carlos 

A. Rodríguez Marañón (Presidente de la Corte) y las vocalías de los doctores Joaquín de Zavalía (vocal 

de la Corte) y Marcos A. Herrera (Ministro Fiscal) y fueron los encargados de llevar a término la elección 

provincial del 11 de noviembre de 1951 por la cual era ungido gobernador Luis Cruz. 

Derogación del sistema electoral de la reforma de 1949. Junta Electoral (1955-2006) 

En razón de la derogación de la Constitución de 1949, y de la convocatoria nacional a elecciones (Decreto 

del P.E.N. nº 15.100), el interventor nacional tucumano dispuso dejar sin efecto la ley electoral nº 2262 

y su modificatoria 2419, al tiempo que puso en vigencia la “ley electoral del 28 de diciembre de 1915, 

con las modificaciones introducidas el 22 de noviembre de 1926, el 3 de enero de 1928 y el 12 de 

diciembre de1929” ( Decreto Ley 141 G (SG) del 20 de noviembre de 1957). 

Durante el período de gobiernos de facto la Junta Electoral se conformó con el Presidente de la Corte, un 

Vocal del Tribunal y el Ministro Fiscal, sin que sus decisiones tuvieran el carácter jurisdiccional que 

tenía durante la vigencia de la Constitución de 1949. 

Luego de 1983, con el advenimiento de institucionalidad democrática, la Junta Electoral se conformó 

con el Presidente de la Corte, el Ministro Fiscal y el Presidente de la Cámara de Senadores, que fue 

reemplazado, luego de la reforma constitucional de 1990, por el Vicegobernador de la Provincia. 

Mediante el imperio de la Constitución de 1990 se eligieron Gobernador de Tucumán, en forma directa 

a Ramón Bautista Ortega (1991-1995), Antonio Domingo Bussi (1995-1999), Julio Antonio Miranda 

(1999-2003) y José Jorge Alperovich (2003-2007).- 
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El 6 de junio de 2006 se modificó la Constitución sancionada en 1990. Entre las reformas electorales 

más importantes que proyectaron y sancionaron se destacan la constitucionalización de la autoridad 

electoral. El artículo nº 43 inciso 14º) dispone: "La Junta Electoral tiene su asiento en la Capital de la 

Provincia y está integrada por el Presidente de la Corte Suprema, el Vicegobernador y el Fiscal de 

Estado de la Provincia. La misma tendrá a su cargo la dirección de los procesos electorales que se 

convoquen, de acuerdo a las normas de esta Constitución. Para ello, contará con las facultades que por 

ley se establezcan en el sistema electoral" . 

Se modificó el sistema de elección de cargos legislativos derogándose el sistema de lemas. 

Se reguló el voto electrónico. 

El 12 de febrero de 2007, la Legislatura provincial sancionó una nueva Ley Electoral, la nº 7.876, que es 

la que rige en el presente (Montilla Zavalía, 2007a). 

 

Se puede observar en este valioso extracto, que el organismo electoral provincial, a través 

de los años, ha ido modificando sus prerrogativas jurisdiccionales, así como el criterio de su 

integración (ver Cuadro IV.1). 

 

Cuadro IV.1: Evolución de la JEP 

  Autoridades 

Estamento al 

que 

pertenece 

Designado por: 

Potestades 

jurisdiccion

ales 

Constitución 

1949 

Presidente SCJT                                      Judicial Gobernador 

SI Vocal de Corte Judicial Gobernador 

Ministro Fiscal Judicial Gobernador 

1983 – 1990 

Presidente SCJT                                      Judicial Gobernador 

NO Ministro Fiscal Judicial Gobernador 

Presidente Senadores Legislativo voto popular = gobernador 

Constitución 

1990 

Presidente SCJT                                      Judicial Gobernador 

NO Ministro Fiscal Judicial Gobernador 

Presidente Legislatura Legislativo voto popular = gobernador 

Constitución 

2006 

Presidente SCJT                                      Judicial Gobernador 

NO Fiscal de Estado Ejecutivo Gobernador 

Presidente Legislatura Legislativo voto popular = gobernador 

Fuente: elaboración propia a partir de Montilla Zavalía (2007a) 

 

El gráfico confeccionado en base a las conclusiones de Montilla Zavalía (2007a), muestra 

la variación de la conformación de la JEP desde 1949 hasta la fecha. Desde una conformación 

con integrantes pertenecientes en su totalidad al Poder Judicial, pasando por una conformación 

donde el Poder Judicial cede un integrante, hasta la conformación de 2006 donde finalmente 

conserva uno sólo. 

 

2.2.1. Las facultades jurisdiccionales. 

Si bien el propio extracto que se cita, declara que a partir de la derogación del sistema 

electoral de 1949, la JEP perdió la potestad jurisdiccional, no es posible sostener esa afirmación 
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de manera contundente. Se sostiene que el actual sistema electoral es ambiguo y no declara con 

certeza constitucional sus atribuciones jurisdiccionales. De la lectura de la normativa que lo 

regula se puede observar que efectivamente ejerce funciones jurisdiccionales, coexistiendo 

normas que lo afirman y otras que lo niegan. La Constitución de 2006 declara en su art. 14: 

 

La Junta Electoral tiene su asiento en la Capital de la Provincia y está integrada por el Presidente de la 

Corte Suprema, el Vicegobernador y el Fiscal de Estado de la Provincia. La misma tendrá a su cargo la 

dirección de los procesos electorales que se convoquen, de acuerdo a las normas de esta Constitución. 

Para ello, contará con las facultades que por ley se establezcan en el sistema electoral. (Nota: el subrayado 

es nuestro). 

 

Se puede observar en el texto que la Constitución le asigna un carácter meramente 

administrativo, en tanto ordena la dirección del proceso electoral, no obstante la misma norma 

in fine, otorga una amplia gama de posibilidades a discreción legislativa. ¿Podría suponerse que 

dentro de estas amplias posibilidades se encuentra también la aptitud jurisdiccional? ¿Es 

admisible dejar librada a la voluntad legislativa la delegación de la función jurisdiccional del 

Estado para la ocasión que la Legislatura considere oportuna? La discusión forma parte radical 

de la cuestión contramayoritaria y se considera que es contraria a los ejes axiomáticos de la 

Constitución Nacional y de jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de la Nación. Se 

entiende que la norma constitucional debe ser interpretada en un sentido restrictivo, sin ampliar 

su gnosis hermenéutica, dada la especificidad e importancia del acto electoral y su naturaleza 

jurídica.  

Pretender ampliar una prerrogativa de esta naturaleza, con la implicancia constitucional que 

conlleva, sería un burdo proceder de los poderes políticos en la concepción teórica de los 

procesos electorales y sus actos concomitantes. Por lo tanto se concluye que la Constitución 

provincial no ha delegado función jurisdiccional alguna en la Junta Electoral Provincial, 

y toda disposición o decisión de esta naturaleza que emita el organismo, implica un abuso 

de facultades no conferidas explícitamente por mandato constitucional. 

Siguiendo con este razonamiento, el texto original de la ley 7876 del 12/02/2007, establecía 

en el art. 17, inc. h, que son facultades de la JEP : “Entender y resolver sumariamente sobre 

las faltas e inconductas violatorias de la legislación electoral, y aplicar las sanciones que 

correspondan”, sin embargo éste fue vetado por el Decreto N° 450/14-MGyJ. Del 26/02/2007, 

por cuanto esta disposición implicaba facultades jurisdiccionales, contrarias a la Constitución 

Provincial de 2006 y la Constitución Nacional en su art. 18 (comisiones especiales). Y por su 

parte el Decreto 1385 del año 1983, establecía el procedimiento del acto jurisdiccional: 
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Dcto 1385/14 – SSG - 1983: Procedimiento Contencioso. ARTÍCULO 3. Cuando la cuestión fuere 

contenciosa, tramitará por las reglas que el Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la 

Provincia, establece para el juicio sumario. En el caso en que la naturaleza del asunto planteado importe 

una grave perturbación en el desenvolvimiento del partido político o en otras situaciones de urgencia 

debidamente fundadas, siempre que las características de la controversia y la prueba ofrecida lo 

permitieran, el órgano de aplicación resolverá de oficio y como primera providencia la sustanciación del 

proceso por el trámite sumarísimo del Código antes referido. (Nota: el subrayado es nuestro). 

 

Pero este procedimiento también fue eliminado con el nuevo texto del art. 51 de la Ley 

5454, donde dispone: “Art.61.- El procedimiento ante la Junta Electoral debe establecerse por 

vía reglamentaria”, en la inteligencia de aclarar dudas sobre la no jurisdiccionalidad del 

organismo. En el mismo sentido, el art. 25 de la Ley 7876: “La forma y modo de todos los 

procedimientos que se deban realizar por ante la Junta Electoral Provincial, se establecerá 

por vía reglamentaria…” 

Hasta aquí se puede ver la incongruencia del período 1983-2006, donde había una clara 

inconstitucionalidad en la solución del contencioso electoral. A partir de estas reformas, se 

entiende finalmente que la JEP carece de toda facultad jurisdiccional. Sin embargo un conjunto 

de leyes de aplicación actual dejan entrever que la JEP sí ejerce actos de naturaleza 

jurisdiccional: 

 

Ley 5454: Art.4°.- La Junta Electoral es el órgano de aplicación de la presente Ley, cuyas disposiciones 

se declaran de orden público, y es de su competencia entender, en instancia única, en todos los conflictos 

y demás cuestiones que se deriven de su aplicación. Nombra su Secretario y demás personal necesario 

para el cumplimiento de sus funciones, administra su propio presupuesto y ejerce, en su ámbito, la 

superintendencia, con los mismos poderes y facultades conferidas a la Corte Suprema de Justicia, por la 

Ley Orgánica del Poder Judicial. (Nota: el subrayado es nuestro). 

 

El artículo declara que el órgano posee competencia para entender en los conflictos que se 

deriven de la aplicación de la Ley 5454, pero dentro de ésta, se encuentran hasta cuestiones 

civiles como la adquisición de bienes y materiales necesarios para el acto comicial. Pero lo más 

complicado resulta determinar la naturaleza de los actos jurídicos o hechos electorales. La 

doctrina considera que se trata de hechos y actos cuya naturaleza no es ni administrativa ni 

civil, se trata de una naturaleza propia, “naturaleza electoral”, que necesariamente debe ser 

tratada por un juez con facultad electoral. La resolución de los conflictos emergentes de la Ley 

5454 no son menores, todo lo contrario, son conflictos de “naturaleza electoral” finalmente son 

los conflictos para los cuales la JEP debe decidir. Decidir cómo tribunal y conformado por 

integrantes del poder político (¡!). 

La materia electoral con el tiempo ha ido ganado espacio, y así los fallos de la CSJN lo 

demuestran. Su antigua distinción entre derecho administrativo o derecho político se ha ido 

desarticulando para dar lugar al derecho electoral, que al decir de Pérez Corti (2010): “Como 
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en ninguna otra rama del derecho, el fenómeno del que surge se exhibe en toda su naturaleza 

multidimensional, forzando soluciones articuladoras de tipologías, procedimientos, principios 

y regímenes normativos y jurídicos diversos” 

Se considera que no habiendo sido delegada constitucionalmente función jurisdiccional 

alguna a la JEP, estas normas carecen de valor constitucional. Esta condición genera dos tipos 

de problemas: Por un lado el contencioso administrativo queda en manos de un tribunal 

absolutamente político, dado que los tres vocales son del mismo partido del gobernador (uno 

de ellos ha sido elegido en la misma boleta –el presidente de la Legislatura-, el otro ha sido 

designado por él mismo –el Fiscal de Estado o Ministro Fiscal de la CSJT161- , y el otro podría 

haber sido designado también por él mismo –Presidente de la SCJT-), o son del mismo partido. 

Además, se trata de un tribunal que no goza de las condiciones de independencia para ejercer 

su función de manera imparcial. Pero por otro, y más grave aún, deja un vacío legal en el 

tratamiento del contencioso electoral, carente de legitimidad que debe ser evacuado por la 

propia CSJT, en tanto este poder, conserva la función jurisdiccional no delegada por la 

Constitución provincial de 2006.  

Las cuestiones de naturaleza administrativa pueden ser resueltas por la JEP, en su carácter 

de organismo autónomo, con resoluciones de instancia única que “causan estado” (un 

mecanismo beneficioso), lo que implica que sus decisiones son apelables ante la Cámara 

Contencioso Administrativo. Sin embargo es muy difícil establecer la naturaleza del 

contencioso. La materia es harto compleja y ha sido objeto de múltiples especulaciones 

doctrinales, por ello en todos los casos, siempre es más ventajoso que la organización de la 

cuestión electoral esté a cargo de un Juzgado Electoral.  

Es conveniente por una cuestión de rapidez en las soluciones, pero por sobre todo porque 

el Poder Judicial otorga a los litigantes todas las garantías legales de independencia, idoneidad, 

equilibrio de los miembros del tribunal, etc. y además los privilegios propios de todo juez. La 

JEP es un organismo que posee funciones jurisdiccionales cuestionables y son resueltas por 

una integración predominantemente política, cuya imparcialidad es también cuestionable. La 

solución de asumir el control del proceso electoral por administración de Juzgados o Tribunales 

(organizados de manera permanente, o ad-hoc para el proceso electoral) siempre será 

conveniente.  

                                                
161 Originalmente la Constitución 2006 establecía la integración con el Fiscal de Estado (perteneciente al PE), sin 

embargo después de pronunciamientos judiciales, la misma se integra por el Ministro Fiscal. 
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2.2.2. La conformación de la Junta. 

La conformación de la Junta, como se expresó anteriormente, ha ido modificando el origen 

de sus miembros, así como el estamento al que representan. Se ha advertido al principio del 

trabajo que la tendencia moderna en la legislación latinoamericana ha sido sustraer a los 

poderes políticos de su intervención e influencia en el comicio. Para ello se observa una amplia 

gama de soluciones que van desde la posición más independiente (caso Colombia y Costa Rica) 

conformado exclusivamente por jueces, hasta posiciones mixtas, como en el resto de los países, 

pero se puede destacar en general una tendencia hacia la autonomía e independencia del órgano. 

Por el contrario, la historia institucional en materia electoral en la provincia de Tucumán, 

nos muestra un retroceso donde a partir de la Constitución del año 2006 el organismo habría 

quedado conformado por el Vicegobernador, el Fiscal de Estado y el Presidente de la SCJT: 

 

Ley 7876: Art. 22.- La Junta Electoral, como órgano a cargo de la dirección de los procesos electorales 

que se convoquen, con arreglo a la Constitución y a las leyes de la Provincia, será la Autoridad de 

Aplicación de la presente Ley y de toda otra legislación provincial en materia electoral. Estará presidida 

por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Funcionará con el presupuesto que anualmente se le 

fije en el Presupuesto General de la Provincia, cuyo monto deberá ser aumentado por el Poder Ejecutivo, 

en la medida en que lo requiera la organización y control del comicio. 

 

Los planteo judiciales deducidos cuando la promulgación de la actual Constitución, han 

llevado a la Cámara en lo Contencioso Administrativo a declarar la inconstitucionalidad del 

diseño de la JEP. Ante el vacío normativo, la Legislatura tucumana ha enmendado el conflicto 

jurídico mediante la sanción de la Ley 8.416: 

 
Ley 8416: Artículo 1°.Sustituyese el Artículo 5° de la Ley N° 5454 (Texto consolidado) por el siguiente: 

"Art. 5°.- La Junta Electoral estará integrada por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la 

Provincia, por el Presidente de la Legislatura de la Provincia y por el Ministro Fiscal de la Corte 

Suprema de Justicia o sus reemplazantes legales. La Presidencia será ejercida por el Presidente de la 

Corte Suprema de Justicia." 

 

Es decir se cambia la figura del Fiscal de Estado (Poder Ejecutivo), por la figura del Ministro 

Fiscal (Poder Judicial). Es claro advertir que la ley que enmienda la Constitución obedece a 

consolidar un criterio de composición que es precario. Esta situación genera inestabilidad 

institucional. Ha quedado conformado un organismo que tiene la responsabilidad de definir 

quién va dirigir sus destinos, a través de una norma con jerarquía de ley.  

 

2.2.3. El financiamiento de los partidos políticos. 
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Un aspecto crucial de la política, es su financiamiento. La modalidad cómo los partidos 

llegan a influir en la población, se vincula con los recursos que disponen para realizar sus 

campañas de publicidad. Los mecanismos clientelares, tan habituales en Tucumán, tienen 

relación directa con el tratamiento normativo que se le da a su regulación, uso, abuso y control 

por parte del OE. El asunto constituye el aspecto menos debatido en las convenciones 

internacionales, pero el más sensible y relevante para el control ciudadano. La transparencia del 

financiamiento de la política está conformada por dos grandes elementos, por un lado la 

rendición de cuentas de los partidos políticos al OE y por otro a la divulgación de los datos 

desde el OE a la ciudadanía. 

Un aspecto concomitante se refiere a la administración de los espacios publicitarios, tanto 

visuales, como de radio, prensa escrita, etc. que deben ser administrados por el OE para evitar 

la superposición mediática por parte de los partidos poderosos. Todas estas actividades deben 

cumplir criterios de transparencia y rendición de cuentas. Estos pilares del financiamiento son 

fundamentales para generar elecciones adecuadas a los ejes axiomáticos de los tratados 

internacionales por tres razones: a) el poder electoral depende de informes para poder verificar 

el cumplimiento de la ley, b) la ciudadanía necesita acceder a la totalidad de la información 

para votar de forma informada y c) porque existe un imperativo legal, a través de la adhesión 

jurídica a resoluciones de Naciones Unidas sobre lucha contra la corrupción (en este caso 

electoral), que exige la producción de información sobre la realidad del financiamiento político.  

El proyecto Crinis,162 desarrollado por Transparency International, contempla cinco 

estadios de adecuación normativa para los Estados para el tratamiento de la financiación de la 

política. Se analizan dos pilares fundamentales. En primer lugar, se analiza el sistema de 

rendición de Cuentas propiamente dicho. En segundo lugar se analiza la divulgación de datos 

del proceso electoral y de los partidos políticos. En los gráficos que se muestran a continuación 

(IV.2 y IV.3) se puede advertir la profunda carencia institucional que muestra el sistema 

normativo provincial, tanto en el análisis de rendición de cuentas como en el análisis de la 

divulgación: 

 

 

 

 

 
 

 

                                                
162 Cfr. < http://archive.transparency.org/regional_pages/americas/financiamiento_politico/crinis> [consulta: 

01/05/2015]. 

http://archive.transparency.org/regional_pages/americas/financiamiento_politico/crinis
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Cuadro IV.2: Rendición de Cuentas 

Niveles de rendición de cuentas 

1 estadio 
Ninguna norma acerca de Informes sobre el 

financiamiento de partidos y elecciones 

2 estadio 
Informes al OE por partido y/o candidatos 

justificando gastos de subsidios públicos 

3 estadio 
Informes sobre ingresos privados (aunque en 

forma de balance, sin detallar donantes) 

4 estadio 
Informes identificando las donaciones 

individuales 

5 estadio 
Informes en formato de base de datos sobre 

financiadores  

Fuente: Informe Crinis, Transparency International 

 

 

 

Cuadro IV.3: Divulgación Pública de Informes 

Niveles de divulgación 

1 estadio 
Ninguna norma de divulgación o solamente 

bajo solicitud específica 

2 estadio 
Informes sobre gastos de subsidios son 

divulgados 

3 estadio 
Informes sobre ingresos privados (balances) son 

divulgados 

4 estadio 
Informes identificando donantes son 

divulgados 

5 estadio 
base de datos sobre financiadores son 

divulgados 

Fuente: Informe Crimis, Transparency International 

 

Las recomendaciones que surgen del proyecto Crinis en Argentina, a nivel nacional, son las 

siguientes:  

• Limitar la realización de actos inaugurales de obras públicas y el lanzamiento de planes o programas 

de alcance colectivo durante toda la campaña electoral y dentro de los seis meses previos a cada elección.  

• Limitar la contratación de espacios de propaganda audiovisual por parte de partidos, alianzas y terceros, 
a cambio de otorgamiento estatal gratuito de tales espacios.  

• Regular la propaganda de los actos de gobierno durante las campañas electorales, para evitar la 

captación del sufragio en favor de los candidatos oficiales. Permitir sólo la propaganda de carácter 

informativo o educativo (campañas de bien público frente a casos de emergencia sanitaria, social o 

catástrofe natural).  

• Aumentar el presupuesto del órgano de control electoral, de forma de permitir el acceso a metodologías 

más sofisticadas que el control contable (por ejemplo, auditoría de medios de comunicación) y una 

mejoría en el nivel de capacitación de su personal. 

 

Este informe pone de manifiesto la fragilidad de aspectos regulativos esenciales a nivel 

nacional, así como la necesidad de abordar las facultades/obligaciones, tanto de la normativa 
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como de la capacidad de los OE para ejercer un auténtico aporte de control y rendición de 

cuentas a criterios universales de transparencia electoral. 

Es de advertir que estas debilidades detectadas a nivel nacional pueden ser consideradas de 

mayor magnitud en las provincias, especialmente aquellas que utilizan los sistemas de “acople” 

o “colectoras”, debido a la gran participación de candidatos en las elecciones, y por supuesto 

en nuestra unidad de análisis: Tucumán. 

 

 

3. EVALUACIÓN DE DISEÑO INSTITUCIONAL DE LA JUNTA ELECTORAL 

PROVINCIAL (JEP) DE TUCUMÁN163 

 

En la siguiente sección se analizarán los componentes institucionales del OE, en el marco 

normativo de la Constitución provincial reformada en 2006, y en las leyes N° 5454 y 7876. 

 

3.1. Dimensión legal. 

3.1.1. Solidez jurídica. 

3.1.1.1. Fundamento Constitucional. 

Las funciones y atribuciones que corresponden desempeñar al OE están contenidas en la 

Constitución provincial, en su art. 43, inc. 14: 

 

La Junta Electoral tiene su asiento en la Capital de la Provincia y está integrada por el Presidente de la 

Corte Suprema, el Vicegobernador y el Fiscal de Estado de la Provincia. La misma tendrá a su cargo la 

dirección de los procesos electorales que se convoquen, de acuerdo a las normas de esta Constitución. 

Para ello, contará con las facultades que por ley se establezcan en el sistema electoral. 
 

Este status legal, en principio debería otorgarle legitimidad y fortaleza, sin embargo, su 

composición como ya se ha explicado, ha sido objeto de importantes cuestionamientos 

judiciales, además no se establece un aspecto fundamental propio de los OE, que es la 

determinación de sus facultades jurisdiccionales, ocasionando un grave problema de 

interpretación. Por lo tanto se valora esta categoría negativa. 

                                                
163 El criterio de evaluación del organismo ha sido arbitrariamente elaborado por el autor según explicación 

contenida en el punto 8 de la Introducción de esta tesis. 
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b’) Claridad jurídica: La incorporación de enmiendas legales produce en determinados 

caso confusión legal que da lugar a planteos judiciales. Debido a algunas objeciones de 

claridad que inducen en este caso a la ineficiencia del organismo (ver punto 2.A.a. de este 

capítulo), se valora esta categoría negativa. Dado que la categoría no cumple con ninguno 

de los dos requisitos establecidos, se valora a la misma como baja (ver Cuadro IV.4). 

 

Cuadro IV.4: Evaluación de la solidez jurídica 

Componente 1990 – 2003 2003 – 2015 

Status Constitucional - - 

Claridad jurídica - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de 1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

3.1.2. Autonomía. 

3.1.2.1. Nombramiento de los titulares.  

Nombramiento: La independencia en el nombramiento de los titulares se considera un área 

fundamental de la autonomía de todo organismo. En relación a esta categoría se observa que la 

JEP se integra con el Presidente de la Corte Suprema, el Vicegobernador y el Ministro Fiscal. 

Sus cargos son temporales en tanto ocupen su función principal, incluso la Presidencia de la 

Corte es rotativa cada dos años. La debilidad institucional de la JEP ha determinado que a la 

fecha de esta tesis, los titulares del organismo sean todos del partido oficialista y que además 

deban resolver las cuestiones planteadas por los partidos de las que ellos tienen origen. 

Para considerar una autonomía propiamente dicha la JEP debería estar conformada por un 

titular (y vocales en caso de contemplar) que sean de extracción judicial. Pero esta extracción 

judicial debe superar los filtros establecidos para la designación de magistrados por la vía del 

Consejo Asesor de la Magistratura, de lo contrario no es una autonomía real. 

Se observa en términos generales una importante dependencia del PE provincial respecto 

de la designación de sus titulares. En relación al grado de cumplimiento, el diseño institucional 

para la selección de titulares se clasifica con una autonomía intermedia al no estar presentes los 

cinco criterios que la componen (ver cuadro IV.5).  
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Cuadro IV.5: Evaluación de selección de titulares 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Claridad en la ley - - 

Exposición de requisitos + + 

Exposición del procedimiento + + 

No intervención del ejecutivo - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

3.1.2.2. Destitución. 

La normativa no prevé procedimiento de remoción por faltas en su conducta, si bien sus 

cargos son temporales y se consideran adscriptos a su función principal como representantes de 

otros organismos, no quita la posibilidad de que cometan faltas específicas en el cometido 

propio que la ley les asigna. Se clasifica esta categoría baja al no cumplir los componentes 

establecidos (ver cuadro IV.6). 

 

Cuadro IV.6: Evaluación de destitución de titulares 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Claridad en la ley - - 

Exposición de requisitos - - 

Exposición del procedimiento - - 

Mayoría calificada - - 

Causales objetivas - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

 

3.1.2.3. Legitimidad de origen. 

En la Constitución abrogada de 1990 la conformación, como se observa en el gráfico VI.1, 

era de dos miembros judiciales, con un miembro de la Legislatura. En la Constitución de 2006, 

después del Fallo de la Cámara Contencioso Administrativo, se conserva el mismo esquema. 

Sin embargo los miembros del Poder Judicial son magistrados políticos, donde su designación 

es a preferencia del gobernador. Podría ocurrir que en un sistema de alternancia su designación 

no ocurriera con el gobernador actual, pero podría ocurrir que sí. Por ello siempre es mejor 

pensar en que la participación del Judicial sea a través de miembros designados a partir de 

mecanismos de selección democráticos (CAM). Esta debilidad ocurre tanto en el caso del 

Presidente del Alto Tribunal como en el caso del Ministro Fiscal. Los dos sistemas adolecen de 

esta falla, por lo tanto se considera cumplida una de las exigencias, se evalúa la categoría 

intermedia (ver Cuadro IV.7). 
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Cuadro IV.7: Evaluación de legitimidad de titulares 

Componente 1990 – 2003 2003 – 2015 

Preeminencia del Judicial + + 

Elegidos democráticamente - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

3.1.2.4. Libertad de gestión. 

Se ha planteado en lo relativo a la gestión interna, que el organismo debe poseer capacidad 

para el nombramiento de su personal, libertad de organización interna, elaboración de su propio 

reglamento y ejercicio de su presupuesto de manera independiente. Con relación a estos 

términos, el art. 23 de la ley 7876 establece: 

 

Art. 23: La Junta Electoral dicta su reglamento interno. Asimismo, designa a su Secretario y al personal 

administrativo de su dependencia, administra su presupuesto y ejerce, en su ámbito, las facultades de 

superintendencia. 

 

También el art. 4 de la Ley 5454 establece: 

Nombra su Secretario y demás personal necesario para el cumplimiento de sus funciones, administra su 

propio presupuesto y ejerce, en su ámbito, la superintendencia, con los mismos poderes y facultades 

conferidas a la Corte Suprema de Justicia, por la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

Es decir, la última norma amplía las prerrogativas disciplinarias de la JEP, asimilándolas a 

las potestades de los magistrados, pero dado que entre éstas, se encuentran sanciones que 

exceden lo meramente administrativo como suspensiones, multas, inhibiciones, etc., se entiende 

que se incurre en un exceso normativo para lo cual la JEP carece de facultades constitucionales. 

En relación al presupuesto financiero, el art. 22 de la Ley 7876, establece que el Poder 

Ejecutivo es quien elabora su presupuesto, figurando el mismo en el Presupuesto General de la 

Provincia. De lo cual se entrevé que, de los organismos analizados, es el que menor capacidad 

de elaboración presupuestaria tiene y se ve directamente subordinado al presupuesto de la 

Administración Pública. En tal sentido, su autonomía financiera se reduce únicamente a 

disponer de los recursos asignados. Una óptima y deseable autarquía financiera postula la no 

injerencia del ejecutivo en la preparación y/o asignación del presupuesto (v.gr. mediante la 

cláusula de porcentaje prevista constitucionalmente) de manera de evitar recortes o limitantes 

operativas, sin embargo, en términos generales, es posible establecer que la ley le otorga una 

alta autonomía para su organización interna y ejercicio independiente del presupuesto por 

cuanto se cumple con cinco de los seis criterios requeridos para esta categoría, se evalúa la 

categoría como alta (Ver cuadro IV.8). 
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Cuadro IV.8: Evaluación de libertad de gestión 

Componente 1990 – 2003 2003 – 2015 

Nombra a su personal + + 

Se organiza internamente + + 

Elabora y aprueba reglamento interno + + 

Elabora su presupuesto - - 

Ejerce su presupuesto + + 

El legislativo aprueba el presupuesto (no el PE) - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

3.1.2.5. Universo de trabajo. 

Una característica que define fortaleza en el diseño legal del OE es la independencia para 

elaborar su programa de trabajo y establecer las metodologías de administración. La normativa 

del Universo de trabajo de la JEP no se encuentra unificada en un solo cuerpo legal, 

evidenciando la carencia de una buena técnica legislativa, de manera que se compone su 

universo de trabajo en base a la apreciación de las normas analizadas. 

Si bien, a contrario de los anteriores organismos analizados, la normativa sobre la JEP no 

prevé explícitamente la autonomía funcional, se entiende que dada la configuración que se 

constituye con la presencia del Presidente del Alto Tribunal y de la Legislatura, miembros en 

carácter de representantes de esos poderes, posee un espectro de trabajo ilimitado, más allá de 

su restricción financiera. 

Sus resoluciones sólo son apelables por vía de recurso ante la Cámara en lo Contencioso 

Administrativo. Puede dictar reglamentos necesarios para su funcionamiento. La normativa 

prevé que el OE organizará su funcionamiento interno y dictará sus reglamentos respectivos. 

Sus órdenes son de carácter obligatorio y puede hacer uso de la fuerza pública para el 

cumplimiento de sus resoluciones en el acto comicial (art. 24, inc.11, Ley 7876). En tal sentido 

en esta dimensión se califica su autonomía como alta. (ver Cuadro IV.9).  

 

Cuadro VI.9: Clasificación del universo de trabajo. 

Componente 1990 - 2003 2003 – 2015 

Elabora su programa de trabajo + + 

Aprueba su programa de trabajo + + 

Establece las metodologías de revisión + + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de 1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

3.1.2.6. Capacidad para la determinación de daños y aplicación de sanciones. 
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Se ha comentado la ambigüedad del tratamiento de la función jurisdiccional de la JEP. De 

hecho, la Constitución le confiere la misión meramente administrativa de dirigir el comicio y 

evita en su tratamiento la aplicación de sanciones (derogación del art. 17, inc. h). Lo cierto es 

que la capacidad de aplicar sanciones se verifica en el art. 43 de la Ley 5454: 

 

Art. 43: A los fines de lo establecido por el artículo 41, el ciudadano que sufrague más de una vez en el 

mismo acto electoral, suplante a otro o, de cualquier otra manera, vote a sabiendas sin tener derecho a 

hacerlo, será pasible de la pena de inhabilitación pública para elegir y ser elegido, incluso en elecciones 

partidarias internas, y para el desempeño de cargos públicos, durante un período de entre dos (2) y seis 

(6) años.  

 

Y también en el art. 49 de la misma ley: 
 

Art.49.- Los partidos que contravengan las prohibiciones establecidas en el artículo anterior incurrirán 

en multa equivalente al doble del monto de la donación o contribución ilícitamente aceptada. Las 

personas de existencia ideal que efectúen las contribuciones o donaciones prohibidas en el artículo 

precedente se harán pasibles de multa que equivaldrá al décuplo del importe de la donación o 

contribución realizada, sin perjuicio de las sanciones que correspondan a sus directores, gerentes, 

representantes o agentes, con arreglo a las disposiciones vigentes. Las personas físicas que se enumeran 

a continuación sujetas a inhabilitación de dos (2) a seis (6) años para el del derecho a elegir y ser elegidos 
en elecciones generales partidarias internas, y para el desempeño de cargos públicos: 

1. Los propietarios, directores, gerentes, agentes, representantes o apoderados de las empresas, grupos, 

asociaciones, autoridades u organizaciones individualizadas en el artículo 48 y, en general, todos los que 

contravengan lo allí dispuesto. 

2. Las autoridades y afiliados que, por sí o por interpósita persona, soliciten o acepten para el partido, a 

sabiendas, donaciones o aportes de los mencionados en el artículo anterior. 

3. Los empleados públicos o privados y los empleadores que gestionen o intervengan, directa o 

indirectamente, en la obtención de aportes o donaciones de sus inferiores jerárquicos o empleados para 

un partido; así como los afiliados que, a sabiendas, acepten o reciban para el partido político 

contribuciones o donaciones logradas de ese modo. 

4. Los que en una elección partidaria interna utilicen, en forma directa o indirecta, fondos del partido 

para influir, en perjuicio de otra u otras, en la nominación de determinada persona. 
 

Como se ve, las sanciones que puede aplicar van desde las multas, hasta la inhabilitación 

por hasta seis años para ejercer cargos públicos (art. 43), mucho más grave aún, inhabilitando 

derechos electorales consagrados en los tratados internacionales de derechos humanos (art. 46). 

Se considera que es una característica importante vinculada a la capacidad e independencia del 

OE, valorar las eventuales infracciones y daños a la normativa y principios generales de la 

competencia electoral y aplicar sanciones, sin embargo, lo que constituye un error es la 

ambigüedad de pretender no hacerlo, mediante el galimatías jurídico existente, cuyo principal 

objeto es no perder el control del proceso incluyendo un directorio o tribunal no afín al 

oficialismo. El problema de estas normas es que son inconstitucionales y no cumplen con su 

verdadero objetivo de sancionar, por lo que los sujetos prescriptos en la misma podrán 

considerar la nulidad de su prohibición y especular con los tiempos procesales tan sensibles 

durante el calendario electoral. La JEP podrá implementarlas en los hechos, pero carecen de 

valor legal y serán susceptibles de los más variadas recursos procesales. 
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En el período anterior (1983-2006), la JEP ejercía funciones jurisdiccionales legalmente 

reconocidas, pero también sin sustento constitucional. Debido a que el OE no cumple con 

ambos criterios exigidos (ver Cuadro IV.10), se clasifica su aptitud jurisdiccional negativa.  

 

Cuadro IV.10: Clasificación de la aplicación de sanciones 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Establece y aplica sanciones - - 

Inicia el procedimiento correspondiente - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de 1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

3.1.3. Facultades. 

3.1.3.1. Facultades administrativas. 

La JEP tiene amplias facultades contenidas en el art 8, 9 y 10 de la Ley 5454 para la 

admisión y reconocimiento de los partidos, alianzas y acoples. El art. 34 ordena llevar el registro 

de fichas y constancias de afiliados de los partidos y el art. 35 faculta confeccionar el padrón 

de afiliados actualizado dos meses antes de la votación interna de cada partido. Lleva el registro 

especial del art. 46, de datos de los partidos, fusiones, frentes, alianzas y confederaciones: 

 

Art.46.- La Junta Electoral debe llevar un registro en el cual se inscriban los datos relativos a:  
1. Los partidos y fusiones que se reconozcan, las alianzas y confederaciones que se formalicen.  

2. El nombre partidario, sus cambios y modificaciones.  

3. Los símbolos, emblemas y números partidarios.  

4. El nombre y domicilio de los apoderados.  

5. El registro de afiliados y la cancelación y renuncia a la afiliación.  

6. La cancelación de la personalidad jurídico política partidaria.  

7. La extinción y disolución partidaria. 

 

Además, ordena la cancelación de la personalidad política y la extinción de los partidos del 

art. 58. La categoría cumple con los cinco componentes requeridos, por lo que se clasifica la 

categoría como alta (ver Cuadro IV. 11). 

 

Cuadro IV.11: Clasificación de facultades administrativas 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Confecciona y actualiza el padrón de electores  + + 

Administra la inscripción de partidos, alianzas, etc. + + 

Administra el registro de afiliados de los partidos + + 

Determina la cancelación y extinción de partidos + + 

Lleva el registro de los candidatos y fiscales + + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 
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3.1.3.2. Facultades organizativas. 

La JEP tiene amplias facultades legales para la organización del acto comicial. El art. 24, 

en general dispone las atribuciones de organización:  

 

Art. 24.- Son atribuciones de la Junta Electoral:  

1. Aplicar la totalidad de las disposiciones de la presente Ley, las cuales se declaran de orden público, y 

las contenidas en la Ley Nº 5454 –Partidos Políticos-, a cuyos efectos actuará como instancia única.  

2. Organizar el desarrollo y ejercer el control de los comicios para elegir los candidatos de los partidos, 

frentes o alianzas, y las elecciones generales, a partir de que éstas sean convocadas por el Poder Ejecutivo.  

3. Formar, corregir y hacer imprimir el padrón electoral.  
4. Designar a las autoridades de las mesas receptoras de votos y adoptar todas las medidas conducentes 

a asegurar la organización y el desarrollo de los comicios, y el fiel cumplimiento de la legislación 

electoral.  

5. Determinar el modo en que emitirán su voto los electores procesados que se encuentren cumpliendo 

prisión preventiva en establecimientos provinciales.  

6. Arbitrar las medidas de orden, vigilancia y custodia relativas a documentos, urnas, efectos o locales 

sujetos a su disposición o autoridad, las que serán cumplidas directamente y de inmediato por la Policía 

u otro organismo que cuente con efectivos para ello.  

7. Asignar en cada escuela electoral uno (1) o más veedores judiciales, designando a tales efectos a los 

Secretarios, Prosecretarios y Oficiales Mayores del Poder Judicial.  

8. Realizar el escrutinio definitivo, juzgar la validez de las elecciones, proclamar y diplomar a los electos, 
si n perjuicio de la facultad del Cuerpo al que pertenezcan, de pronunciarse sobre la validez de los títulos.  

9. Requerir de cualquier autoridad judicial o administrativa, sea provincial, municipal o comunal, la 

colaboración que estime necesaria.  

10. Llevar un libro especial de actas en el que se consignará todo lo actuado en cada elección.  

11. Disponer el uso de las fuerzas policiales necesarias para el cumplimiento de su cometido, desde 

cuarenta y ocho (48) horas antes y hasta cuarenta y ocho (48) horas después de los comicios. 

 

También los arts. 37 y 38 de la misma ley disponen: 

 

Art. 37. – A los fines de la realización del acto comicial, la Junta Electoral tendrá las siguientes 

facultades:  

1. Requerir de todos los organismos del Estado, la colaboración que resulte necesaria para implementar 

la dotación de personal, traslado, movilización, etcétera que permitan el cumplimiento del acto electoral.  

2. Determinar el número de mesas electorales, las que se constituirán con hasta cuatrocientos cincuenta 

(450) electores inscriptos.  

3. Designar los presidentes de mesa y sus vocales, los locales de votación y la ubicación de mesas 
electorales.  

4. Proveer los elementos necesarios para el comicio.  

5. Recibir las urnas y las actas del escrutinio de mesa para la confección del escrutinio final.  

6. Recibir el informe documentado de los presidentes de mesa sobre los resultados del comicio.  

7. Supervisar la entrega y custodia de las urnas y documentos electorales.  

 

Art. 38. – La Junta Electoral dispondrá la custodia Policial de los locales donde se celebre el comicio, a 

fin de asegurar la libertad y regularidad de la emisión del sufragio. Si el personal policial no se presenta 

o no cumple las órdenes de los presidentes de mesa, éstos lo comunicarán de inmediato y por cualquier 

medio a la Junta Electoral. 

 

Uno de los problemas más importante que afectan a la amplitud de los comicios está 

dado por el hecho de que la JEP no garantiza la provisión de boletas en todas las mesas de 

votación. El sistema es auto-gestionado por los partidos, pero aquellos partidos pequeños 
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que no poseen el caudal de fiscales necesarios no pueden supervisar la existencia de boletas 

en todas las mesas. 

Por otra parte la JEP puede o no realizar capacitación y asesoramiento sobre aspectos 

de la votación a las autoridades de mesa, también es probable que realice una campaña de 

publicidad masiva para informar a la población sobre la modalidad de los comicios y 

asimismo, es probable que tenga un servicio de consulta permanente durante el acto 

comicial para las autoridades de mesa y los electores, pero estas categorías al no estar 

taxativamente establecidas en la ley, no generan hacia la JEP la obligación de 

implementarlas, por lo tanto se da por inválidos esos componentes. 

La categoría cumple con ocho de los 12 componentes, por lo que se clasifica la facultad 

organizativa como intermedia (ver Cuadro IV.12). 

 

Cuadro IV.12: Clasificación de facultades organizativas 

Componente 1990 – 2003 2003 – 2015 

Provee padrones, materiales e insumos para las mesas + + 

Garantiza la entrega de boletas de votación en mesas - - 

Elige y designa autoridades de mesas + + 

Dispone custodia, vigilancia y orden del comicio y de 

la documentación 
+ + 

Dispone el empleo de las fuerzas de seguridad + + 

Requiere el auxilio de otros organismos y fiscales del 

Poder Judicial 
+ + 

Organiza sistemas de capacitación previo para 

autoridades de mesa 
- - 

Organiza sistema de asesoramiento para autoridades 

de mesa 
- - 

Implementa un sistema de máxima publicidad sobre la 

modalidad de la votación 
- - 

Realiza el escrutinio con participación de los partidos + + 

Da a publicidad los resultados del comicio + + 

Proclama los vencedores del comicio + + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

 

3.1.3.3. Control de actividades partidarias 

Las facultades conferidas legalmente son amplias. Con relación a la admisión y 

reconocimiento de los partidos políticos la JEP debe exigir los requisitos del art. 11 de la Ley 

5454: 

 

Art .11. - Para que una agrupación sea reconocida para actuar como partido político provincial debe 

solicitar tal reconocimiento por ante la Junta Electoral. A tal efecto, debe presentar una petición suscripta 
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por sus autoridades promotoras y por su apoderado, quienes son solidariamente responsables de la 

veracidad de lo expuesto en esa presentación y en la documentación adjunta que forma parte de la misma. 

 

Para acceder al reconocimiento establecido en la ley, es necesario reunir un conjunto de 

requisitos establecidos en los arts. 8, 9, 12 y 13 de la Ley 5454. Para la constitución de una 

alianza electoral debe ser puesta en conocimiento de la JEP según el art. 20. El art. 29 establece 

la atribución de fiscalizar una serie de condiciones formales que deben reunir los partidos tales 

como la carta orgánica que regula su funcionamiento y un conjunto de prescripciones que debe 

contener la misma: “La carta orgánica y sus modificaciones deben ser aprobadas por la Junta 

Electoral y publicadas por un (1) día en el Boletín Oficial” (art. 29, Ley 5454). El art. 30 

dispone que en oportunidad de oficializarse la lista: “se debe remitir a la Junta Electoral una 

copia de la plataforma y constancia de la aceptación de las candidaturas” (art. 30, Ley 5454), 

con lo cual se garantiza los principios que regirán las políticas de los partidos en el poder. 

La ley instituye a la JEP como garante de la vida interna democrática de los partidos, 

votaciones y requisitos de afluencia de electores partidarios, de no concurrir estas exigencias el 

art. 39 dispone: “La inobservancia de este requisito en elecciones de autoridades de partido es 

causal de caducidad de la personería jurídico-política del partido”. También la JEP debe llevar 

el registro de una serie de documentación sobre los partidos, establecidas en el art. 46, (ver 

punto c.1. facultades administrativas).  

A pesar de estas obligaciones previstas en la ley, la JEP incumplía con la misma aceptando 

la constitución de nuevas agrupaciones, sin exigírsele la presentación del Documento Nacional 

de Identidad de los afiliados. Esta situación por todos conocidas ha generado las más variadas 

especulaciones, y la complicidad en el armado de “partidos vacíos”.164 La resolución 99/14 de 

la JEP, dispuso la presentación de fotocopia del documento de los afiliados, certificado por el 

partido anexada a la ficha de afiliación. Sin embargo la norma opera para futuro. La normativa 

de fiscalización cumple con tres de los cuatro componentes solicitados, por lo que se clasifica 

la categoría como alta (ver Cuadro IV.13). 

 

 

 

 

 

                                                
164 Cfr. Nota en La Gaceta <http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-

jep-eleva-requisitos.html> [consulta: 03/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-jep-eleva-requisitos.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/621652/politica/ante-aparicion-afiliaciones-falsas-jep-eleva-requisitos.html
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Cuadro IV.13: Clasificación de control institucional de los partidos 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Realiza control de requisitos para la creación de 

partidos, frentes y alianzas 
+ + 

Realiza control de los afiliados de los pp. - - 

Controla el contenido de la carta orgánica de los pp. + + 

Controla el cumplimiento de la vida democrática de 

los pp. 
+ + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de 1990 y 2006, leyes 5454, 7876, 6970 y modificatorias. 

 

3.1.3.4. Fiscalización del financiamiento de los partidos. 

Además de estas exigencias institucionales de los partidos, la JEP debe llevar una serie de 

medidas para controlar el financiamiento de los partidos políticos. Para ello la ley instituye un 

conjunto de prescripciones (arts. 47 al 53, Ley 5454), cuya inobservancia será causal de 

sanciones (art. 49) por parte del organismo. El régimen de control patrimonial de los partidos, 

está establecido en el art 54: 

 

 

Art.54.- Los partidos deben:  

1. Llevar contabilidad detallada de todo ingreso o egreso de fondos o especies, con indicación de sus 

fechas y de los nombres y domicilios de las personas que los ingresen o reciban. La contabilidad debe 

ser conservada durante seis (6) ejercicios con todos sus comprobantes.  

2. Presentar a la Junta Electoral, dentro de los sesenta (60) días de finalizado cada ejercicio, el estado 

anual de su patrimonio y la cuenta de sus ingresos y egresos, certificados por contador público nacional 

o por los órganos de fiscalización del partido. Ese estado contable debe publicarse por un (1) día en el 
Boletín Oficial.  

3. Presentar a la Junta Electoral, dentro de los sesenta (60) días de celebrado el acto electoral provincial 

en que el partido haya participado, una relación detallada de los ingresos y egresos concernientes a la 

campaña electoral.  

4. Las cuentas y documentos aludidos deben ponerse de manifiesto en la Junta Electoral durante treinta 

(30) días, plazo dentro del cual pueden hacerse impugnaciones.  

 

A pesar de que la ley les exige a los partidos llevar una contabilidad interna, la misma es 

ex-post de las elecciones y no faculta a la JEP a requerir información durante la misma. La 

rendición de cuentas de los partidos al órgano electoral debería ser bastante completa dada la 

obligatoriedad legal. Sería conveniente prever, como en el ámbito nacional, un formato de 

entrega electrónica y que los partidos presenten informes preliminares diez días antes de la 

fecha de las elecciones, época crucial de la actividad partidaria. Más allá de la carencia de 

recursos humanos capacitados que puedan contar los partidos y demás limitaciones formales, 

la actividad contable desarrollada es meramente superficial. De las entrevistas con expertos 

consultados surge, que la información que proveen los partidos revisten un mero carácter 

formal, sin ningún valor informativo.  
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La Ley prevé la publicación por un día en el Boletín Oficial de la Provincia, el estado 

contable del ejercicio anterior (se publica por un día los movimientos financieros ocurridos hace 

más de un año), esto refleja un formalismo que no tiene intención de publicidad. La ley no prevé 

la divulgación pública de los informes anuales y electorales en diarios de alcance provincial, 

por lo tanto inhibe a la ciudadanía de su conocimiento y de su capacidad de control, lo cual 

constituye un aspecto lamentable de la vetustez de la normativa. 

La ley no estipula sanciones para el caso de incumplimiento del art. 54, lo que deja abierta 

la posibilidad de impugnar todo tipo de medida sancionatoria, ante incumplimiento. Con 

relación al control igualitario de la publicidad de los partidos la ley nada prevé.  

Los aspectos normativos para la transparencia y rendición de cuentas de uno de los aspectos 

más conflictivos de la política, cuál es su financiamiento, es excesivamente precario y obsoleto.  

La categoría cumple apenas uno de los criterios establecidos, por lo que nuestra 

clasificación es baja (ver Cuadro IV.14). 

 

Cuadro IV.14: Clasificación de control financiero de los partidos 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Administra los subsidios nacionales para los partidos   

Controla los libros financieros de los pp. + + 

Asiento contable sobre base digital - - 

Divulgación pública del financiamiento - - 
Administra los criterios de publicidad electoral y 

controla la publicidad de los pp. 
- - 

Realiza prevención y asesoramiento - - 

Aplica sanciones - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

 

3.1.4. Obligaciones:  

3.1.4.1. Funciones organizativas. 

Es su obligación Convocar, organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral. Ello se 

desprende del conjunto de normas legales y Constitución provincial. Sin embargo la ley no es 

específica en aspectos minuciosos del debido proceso electoral. El sistema de selección de 

autoridades de mesa no está legalmente definido y la necesaria capacitación de su encargado 

no está prevista. No existe un sistema de insaculación definido y el que utiliza la JEP es 

desconocido y por lo tanto vulnerable a la selección de punteros políticos que entorpezcan el 
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desarrollo imparcial del conteo preliminar.165 En la Justicia Federal, el sistema es a criterio de 

sus responsables, donde a veces se preferirán profesionales, otras veces estudiantes y 

eventualmente quedará a criterio de sus titulares, pero al menos el sistema judicial goza de 

imparcialidad propia, cosa que no ocurre en la JEP. La ley carece del recurso de exigir la 

implementación de un sistema igualitario y participativo de autoridades de mesa, lo que sumado 

a la falta de garantías de la presencia de todas las boletas de la oferta electoral, la vigilancia del 

escrutinio preliminar en las mesas de votación queda comprometida, por lo que se da por 

incumplido este componente. 

Las obligaciones previstas en la ley cumplen dos de los elementos exigidos, por lo que se 

clasifica a la categoría como alta (ver Cuadro IV.15). 

 

Cuadro IV.15: Clasificación de obligaciones organizativas 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Garantiza el cumplimiento de principios 

constitucionales 
+ + 

Convoca, organiza, dirige y vigila el proceso electoral - - 

Proclama a los vencedores de la elección + + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

 

3.1.4.2. Función de asesoramiento. 

El asesoramiento consiste en la explicación detallada del mecanismo del comicio. Esta 

explicación debe ser lo más amigable y llana posible y debe ser implementada por medios 

masivos de comunicación para que sea fácilmente accesible a toda la población. El sistema de 

“acople” es excesivamente complejo y habitualmente los ciudadanos votan sin un conocimiento 

profundo de su modalidad. La Ley en este caso no prevé la importante misión de hacer accesible 

el mecanismo de selección, incumpliendo con un principio universal de derechos humanos de 

tener acceso al acto comicial en condiciones de igualdad. 

Asimismo la normativa debería instar al OE a implementar en los partidos, reuniones 

explicativas orientadas tanto a los dirigentes partidarios como al público en general. La 

capacitación de las autoridades de mesa no está contemplada. 

                                                
165 Nota en La Gaceta. Cfr. http://www.lagaceta.com.ar/nota/634988/politica/voluntariado-para-enfrentar-

gastroenteritis-electoral.html [consulta: 05/05/2015]. 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/634988/politica/voluntariado-para-enfrentar-gastroenteritis-electoral.html
http://www.lagaceta.com.ar/nota/634988/politica/voluntariado-para-enfrentar-gastroenteritis-electoral.html
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La función de asesoramiento de la JEP prevista legalmente es nula, no cumple con ninguno 

de los requisitos establecidos, por lo que se clasifica la categoría como baja (ver Cuadro IV.16) 

 

Cuadro IV.16: Clasificación de función asesoramiento 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Asesora a los partidos políticos - - 

Asesora a la población sobre el mecanismo comicial - - 

Asesora y capacita a las autoridades de mesa - - 

Realiza una comunicación amigable y general - - 

Utiliza medios audiovisuales masivos - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

 

3.1.4.3. Obligación de rendir cuentas. 

La rendición de cuentas del OE es complejo, por un lado los partidos políticos estarán 

interesados en la ecuanimidad del proceso, la restricción en el uso de los fondos públicos y la 

administración del espacio audiovisual, sin embargo son los partidos grandes, especialmente el 

oficialista, quienes no tienen incentivos para exigir rendición de cuentas de la aplicación de 

estos criterios normativos. Por otro lado, la Legislatura está compuesta mayoritariamente por 

miembros que accedieron al poder con financiamiento estatal y medios clientelares y la 

ciudadanía que podría ser garante de la imparcialidad de los comicios, es habitualmente 

indolente a las cuestiones de esta naturaleza. Un consejo de partidos políticos con presencia de 

un miembro por partido que cumpla una cantidad mínima de representación en elecciones, sería 

una alternativa posible para auditar a la JEP. Este problema no existiría si el OE estuviera a 

cargo de un juez electoral, las garantías de imparcialidad aprobadas en el proceso de selección, 

sumado al proceso de impugnaciones, revisión y consulta, serían garantía de imparcialidad. 

La JEP no rinde cuentas de su gestión ni ante un organismo representativo de los partidos 

porque no existe esta disposición, ni ante el órgano legislativo, u otro organismo existente. 

Sobre su ejercicio financiero, debe rendir cuentas únicamente al Tribunal de Cuentas de la 

Provincia. La categoría cumple sólo uno de los componentes, por lo que se da a la categoría la 

clasificación de intermedia (ver Cuadro IV.17). 

 

Cuadro IV.17: Clasificación de rendición de cuentas 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Rinde cuentas de gestión - - 

Rinde cuentas de su ejercicio financiero + + 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 
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3.2. Dimensión funcional administrativa. 

3.2.1. Recursos financieros. 

La administración de recursos propios suficientes es un aspecto fundamental para el 

cumplimiento de las tareas de fiscalización. El art. 22 de la Ley 7876 establece que el Poder 

Ejecutivo es quien elabora su presupuesto, figurando el mismo en el Presupuesto General de la 

Provincia. El sistema funciona así: la JEP elabora el anteproyecto que se eleva a la Oficina de 

Presupuesto de la Provincia, dependiente del P.E. Allí se estudian todos los anteproyectos 

elevados por las diversas reparticiones provinciales, elaboran el Proyecto de Presupuesto 

General, y éste es elevado a la consideración de la Legislatura. 

El sistema para la elaboración de presupuesto está contemplado de manera global en la ley 

de administración financiera. En ese sentido la JEP comparte con el resto de las dependencias 

del Estado, incluso con el Poder Judicial, la negociación por la aceptación de su presupuesto 

por parte del ejecutivo provincial, quien en definitiva es quien coordina y define el Proyecto de 

Presupuesto General de la Provincia.  

Por lo tanto se considera que la injerencia del poder político es importante y restringe un 

criterio amplio de autarquía financiera. En base a estas consideraciones se clasifica al aporte de 

recursos financieros intermedio (ver cuadro IV.18). 

 

Cuadro IV.18: Clasificación de Recursos financieros 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Por medio del PE + + 

Por medio del Presupuesto provincial + + 

Por medio del Legislativo - - 

Por disposición constitucional - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

3.2.2. Recursos humanos 

La normativa no hace mención a la necesidad de cualidades especiales de los titulares de la 

JEP, no podría hacerlo en tanto el representante de la Legislatura no requiere condición especial 

para ejercer su cargo. Sin embargo, en relación a su personal, éste debería ser solicitado de 

condiciones especiales dadas la especificidad de la tarea, especialmente en la fiscalización de 

los recursos financieros de los partidos, y en la divulgación de los datos electorales. Para el 

resto de los funcionarios y personal que lo integra nada se establece como requisito mínimo 
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estándar para su ingreso. Por otro lado la ley omite prescribir la necesidad de capacitación 

continua de sus funcionarios, así como la existencia de órgano consultivo alguno.  

Un aspecto común en los organismos analizados es la falta de mención al sistema de ingreso 

al organismo. En tal sentido no existe un procedimiento establecido legalmente, lo que no 

garantiza la selección de las personas mejor capacitadas para los puestos vacantes.   

Se ha verificado en nuestras entrevistas una alta moral de trabajo entre sus participantes, y 

una preocupación constante en procurar realizar la mejor labor. La disposición para la solicitud 

de datos es óptima y se constata un deseo común de aclarar su posición jurisdiccional, 

constituyendo definitivamente al organismo como un juzgado electoral, perteneciente al Poder 

Judicial. La normativa no expresa necesidad de capacitación permanente, uno de los grandes 

déficits para consolidar un servicio profesional de carrera administrativa. Tampoco se instituye 

un consejo de expertos, con participación de partidos. La categoría no reúne ninguno de los 

componentes exigidos, por lo cual se evalúa a la misma como baja. (ver Cuadro IV.19). 

 

Cuadro IV.19: Clasificación de RRHH 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Sistema de ingreso de funcionarios inferiores - - 

Centro de capacitación y Consejo consultivo - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

 

 

 

 

3.3. Dimensión Relación con los poderes del Estado. 

3.3.1. Vínculo con los Poderes del Estado. 

La JEP aparenta ser un organismo autónomo en tanto elabora y ejecuta su presupuesto, pero 

el mismo le es adjudicado desde el ejecutivo. Aparenta ser autónomo en tanto el origen de sus 

titulares proviene de manera preponderante del Poder Judicial y el legislativo, pero los tres 

titulares son de íntima relación con el gobernador (uno fue compañero de fórmula, el otro fue 

elegido por él, y de hecho formó parte durante 11 años de su gabinete (Ministro Fiscal), y el 

otro es un “juez político” que puede ser parte de su partido (aunque históricamente lo fue). Por 

lo tanto el nivel de autonomía de la JEP es nulo y la dependencia funcional con el ejecutivo es 

extrema. 



 247 

Si bien el mecanismo de selección de los titulares es claro, el origen de los mismos, es 

difuso. Se ha advertido en párrafos anteriores, que los “jueces políticos” (Vocales de Corte y 

Ministro Fiscal) carecen de legitimidad propia en el ejercicio de sus funciones, en tanto no 

fueron elegidos por sus propios estamentos, su mecanismo de selección no adscribe a pautas de 

idoneidad sino de afinidad política y en cuanto fueron parlamentariamente acordados con los 

requisitos mínimos de aprobación. Es decir su pretendida autonomía es ilegítima y vicia de 

legitimidad la JEP. 

También se ha adelantado que existe un vínculo directo en la elaboración de su presupuesto 

dado que es en definitiva el PE quien eleva el Presupuesto General de todos los organismos de 

la provincia. Si bien no se han registrado mayores conflictos en esta materia, en la práctica 

implica que el ejecutivo recorta los gastos que considere innecesarios. Se ha manifestado en 

otros capítulos que una verdadera autarquía financiera estaría garantizada mediante algún 

mecanismo que evite la injerencia del Poder Ejecutivo en la elaboración de su presupuesto, tal 

como un porcentaje del Presupuesto General establecido en la Constitución o ley o 

eventualmente, aunque no tan definitiva como la solución anterior, establecer un mecanismo 

mediante el cual el anteproyecto elevado no pueda ser modificado por el ejecutivo y deba ser 

remitido en su estado original (según elaboración de la JEP) a la Legislatura para su 

consideración. En cuanto a la clasificación del vínculo con los Poderes del Estado, se considera 

baja en tanto no cumple con ninguno de los requisitos establecidos (ver Cuadro IV.20). 

 

Cuadro IV.20: Clasificación del vínculo con los Poderes del Estado 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Designación de los titulares por medios democráticos  -  - 

Los titulares responden por sus acciones a la Legislatura  -  - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

3.3.2. Relación de dependencia. 

La tendencia mundial para la organización de los OE es la independencia de los poderes 

políticos, tanto del ejecutivo como del legislativo. El grado de independencia del ejecutivo varía 

desde aquellos absolutamente independiente que llegan a constituir un cuarto poder del Estado, 

hasta aquellos que siguen funcionando bajo la órbita del ejecutivo (Estados Unidos).  

Nuestra posición para la consideración de su óptima dinámica en relación a los poderes del 

Estado, considerando el opresivo ambiente de dominación que existe sobre los organismos, es 
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la de la independencia funcional y financiera a través de organismos con facultades 

jurisdiccionales definidas, que den a publicidad los datos financieros de los partidos y que 

rindan cuenta de su gestión ante un organismo consultivo integrado por partidos políticos.  

Con la Legislatura tampoco se establece vínculo alguno de rendición de cuentas. Otra 

debilidad elocuente es la ambigüedad de su potestad jurisdiccional, que no solo es un aporte 

insuficiente, sino que se plantea como verdadero escollo para la fluidez dinámica del organismo 

en el sistema institucional. 

La JEP no establece criterios jurídicos de naturaleza jurídica por cuanto no es considerado 

un Tribunal electoral, sus decisiones siempre quedarán sujetas al control definitivo de la Cámara 

en lo Contencioso Administrativo y eventualmente al criterio de la Corte. Estas consideraciones 

permiten evaluar una importante penetración por el ejecutivo, por lo que se clasifica su 

rendición de cuentas como baja (ver Cuadro IV.21). 

 

Cuadro IV.21: Relación de dependencia 

Componente 1990 - 2003 2003 - 2015 

Organismo rector en materia electoral - - 

Presenta ante algún organismo su memoria anual - - 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Constituciones 

 de  1990 y 2006, leyes 5454, 7876,  6970 y modificatorias. 

 

 

4. Conclusiones del análisis de diseño institucional  

 

El resultado de la evaluación (Cuadro IV.22) pone en evidencia fortalezas y debilidades en 

el diseño institucional de la Junta Electoral Provincial de Tucumán.  

Fortalezas: Se encuentran fortalezas en la categoría Autonomía, especialmente en su 

Gestión interna y su Universo de trabajo. En la primera, se valora su capacidad de organización 

interna amplia que le permite ejercer su cometido con mayor alcance. En la segunda, el alcance 

de su universo de trabajo en materia organizativa es satisfactorio, siempre quedando capacidad 

para ser pro-activo. 

En la categoría de atribuciones/obligaciones, son fortalezas, en primer lugar su capacidad 

de fiscalizar la vida interna de los partidos y en segundo lugar, el alcance que la ley le otorga 

para disponer de medios y recursos para la implementación de los actos comiciales. 
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Debilidades: Sin embargo, el organismo manifiesta debilidades vinculadas a su estructura 

jurídica. La misma es ambigua, difusa, se encuentra dispersa y las modificaciones legales han 

generado una profunda confusión que no es accesible a los ciudadanos, sino que obliga a la 

composición de normas de distinta época y categoría. 

La categoría Autonomía manifiesta debilidades propias derivadas de su anodino perfil. No 

tiene capacidad de someter a sus titulares a destitución, toda vez que se entiende que son 

representantes de otros estamentos, lo que quita una importante restricción al comportamiento 

específico de sus titulares. ¿Si el Presidente de la JEP (Presidente de la CSJT) comete faltas en 

el ejercicio de su gestión electoral, a quien se le realiza juicio político, al presidente de la Corte? 

 

Cuadro IV.22: Evaluación de la Junta Electoral Provincial 

Dimensión Categoría Componentes 
1990 - 2003 

2003 – 2015 

Legal 

S
o

lid
e

z 

ju
rí
d

ic
a

 Status 

constitucional 
BAJA BAJA 

Claridad 

jurídica 
BAJA BAJA 

Autonomía 

Designación 

de titulares 
INTERMEDIA INTERMEDIA 

Destitución de 

titulares 
BAJA BAJA 

Legitimidad de 

origen 
INTERMEDIA INTERMEDIA 

Gestión interna ALTA ALTA 

Universo de 

trabajo 
ALTA ALTA 

Determinación 

de daños 
BAJA BAJA 

Prerrogativas 

Administrativas ALTA ALTA 

Organizativas INTERMEDIA INTERMEDIA 

Control 

partidario 
ALTA ALTA 

Control de 

financiamiento 
BAJA BAJA 

Obligaciones 

Funciones 

organizativas 
ALTA ALTA 

Funciones 

asesoramiento 
BAJA BAJA 

Accountability INTERMEDIA INTERMEDIA 

funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 

Proceso de 

asignación de 

recursos 

INTERMEDIA INTERMEDIA 

Recursos 

humanos 

Capacitación 

del personal 
BAJA BAJA 

Relación con otros poderes 

del Estado 

Vínculos con el 

legislativo y el 

ejecutivo 

BAJA BAJA 

Relación de 

dependencia 
BAJA BAJA 

Fuente: Elaboración propia. 
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Con relación a la legitimidad de sus titulares se ha analizado ampliamente las características 

derivadas de las cuatro ilegitimidades que afectan a los “jueces políticos”. Esta ilegitimidad 

quita el valor propio (el prestigio) del funcionario, impacta sobre la matriz de oportunidades y 

trasluce una ilegitimidad radical de difícil tolerancia. 

La debilidad vinculada a su aptitud jurisdiccional es grave e inhabilita al organismo de 

ejercer plenamente su cometido. Efectivamente la JEP es formalmente un organismo 

administrativo, pero sus atribuciones jurisdiccionales confunden al lector y motivan a los 

especuladores legales. Esta característica atenta directamente en la matriz de oportunidades. No 

es completamente administrativa y no es completamente jurisdiccional. Se considera que la 

asimilación institucional de este desvarío obedece a que si se acepta una conformación 

decididamente jurisdiccional, el poder político perdería el control del OE al tener que establecer 

la conformación de un juez o tribunal electoral imparcial que lo conduzca. De este modo cedería 

al control del organismo de Estado que más beneficios le ha otorgado. 

El control del financiamiento de la política también presenta signos de debilidad, en tanto 

el organismo carece de auditores capacitados y personal de asesoramiento. El control financiero 

de los partidos no es un tema de preocupación, no se ha desarrollado un mecanismo de control 

importante y se ha alejado cada vez más de las exigencias internacionales en esta materia, 

quedando permeable a los fondos provenientes de lavado y narcotráfico, asuntos en creciente 

desarrollo en la provincia. 

La categoría también presenta debilidades en relación a la omisión de publicitar el sistema 

electoral a la población. El sistema de “acople” es altamente complejo y la ciudadanía que 

concurre a las urnas en su gran mayoría no lo comprende, por lo que cobra especial importancia, 

la capacidad clientelar de los partidos para proveer las boletas. Este rasgo genera desigualdad 

de oportunidades y se sostiene, es contrario a los principios expresados en materia de tratados 

internacionales. Otro grave problema es la eximición de responsabilidad de garantizar la 

presencia de las boletas en las mesas de votación, librando a la iniciativa propia de los partidos, 

la gestión de su acceso a la población más alejada. 

En la dimensión funcional-administrativa se advierten debilidades compartidas con 

organismos analizados: la carencia de un servicio profesional de carrera administrativa. El 

acceso, la capacitación, la evaluación de desempeño, los criterios de promoción meritocrática 

y la rendición de cuentas interna de los funcionarios, son categorías desconocidas para éste 

organismo (y para el resto de los analizados). 
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En la dimensión Relación con otros poderes de Estado, la evaluación que se hace es 

manifiestamente desfavorable, El organismo no rinde cuenta de gestión, sus titulares están 

exentos de todo tipo de rendición de cuentas y el vínculo generado con el ejecutivo en la 

provisión y armado de su presupuesto lo transforma, debilita y le quita contenido a su 

existencia. La JEP no es un organismo independiente. 

 

 

5. Matriz de oportunidades 

 

El organismo, como todo organismo sin autonomía, está perfilado para realizar su cometido 

y además permeable a prácticas indeseables. Esta circunstancia quedó demostrada en los 

sucesos conocidos como el Tucumanazo. En las elecciones a gobernador, legisladores 

provinciales, intendentes, concejales y comisionados comunales de la provincia, el 23 de 

Agosto de 2015. La JEP puede adjudicarse la responsabilidad total por el fracaso del acto 

comicial que dio lugar al fallo judicial que anuló las elecciones provinciales. Durante la 

votación se cometieron todo tipo de irregularidades a la vista de la población, al punto que en 

los fundamentos del fallo de la Cámara Contencioso administrativo, ésta declara:  

 

(…)“Se estructuró y aceitó un complejo y enorme aparato clientelar a la vista de toda la ciudadanía”; 

“relación entre 'punteros políticos' y 'población desprotegida'”; que en muchos casos, responde a un 

sistema de subsistencia alimentaria”; “conspiran precisamente contra la expresión de libre voluntad que 

constituye un presupuesto indispensable del ejercicio del sufragio"; "concejales por el partido Kolina de 

la ciudad de Tafí Viejo, filmándose en pleno acto de reparto de ‘bolsones’"; "Dan cuenta de la entrega 

de bolsas de mercadería distribuidas en taxis con siglas, numeración y nombres de diversos candidatos o 

la organización de rifas de electrodomésticos y hasta automóviles días antes de los comicios por parte de 

espacios políticos participantes en la contienda electoral" (JUICIO: “ACUERDO PARA EL 
BICENTENARIO VS. PROVINCIA DE TUCUMÁN S/ AMPARO”. EXPTE. Nº 420/15.- 

SENTENCIA Nº 822). 

 

En general, la falta de rendición de cuentas de sus titulares, sumado a la falta de 

reconocimiento social de su trabajo, no genera estímulos para la pro-actividad del organismo. 

Hasta determinado punto, podría pensarse que es una responsabilidad “extra” que no genera 

mayores beneficios personales. Por otro lado la falta de rendición de cuentas siempre es un 

flanco débil para la colonización del organismo y su manipulación. 

Con relación al control efectuado por la JEP, especialmente en la financiación de los 

partidos y la administración del espacio audiovisual, no se puede en principio estimar la 

influencia de la falta de autonomía de la institución, sino la baja composición técnica en 
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términos de recursos humanos y por supuesto el control social, así como el control de los 

partidos políticos, en esta materia es inexistente. El organismo es un auténtico “sello de goma” 

de legitimación superficial del control oficialista. 

No se advierten incentivos para procurar limpieza y transparencia en su gestión (sólo un 

conflicto social poco probable), pero peor aún, no se advierten restricciones legales por mal 

comportamiento. A modo de ejemplo, en las elecciones del 23/08/2015, el Pro-secretario de la 

JEP, Carlos Alberto Vidal fue filmado, precintando urnas y falsificando las firmas en los 

precintos.166 Este episodio pone de manifiesto la impunidad que el sistema propone. 

 

Cuadro IV.23: Evaluación de la JEP 

Matriz de oportunidades 
Ley 6970 Ley 7257 

Const. Prov. 

Condiciones habilitantes de 

diseño legal 
Desfavorable Desfavorable 

Rendición de cuentas Desfavorable Desfavorable 

Pro-actividad Desfavorable Desfavorable 

Fuente: Elaboración propia a partir de la combinación 

de diseño institucional/ambiente. 

 

 

 

6. Conclusiones del capítulo 

 

La historia de la JEP muestra que el organismo desde su conformación en 1912 –Junta de 

Escrutinio-, ha seguido criterios contextualmente modernos desde sus inicios. Con la recepción 

local de la democratización política iniciada con la ley Sáenz Peña su conformación se sostuvo 

ininterrumpidamente hasta el año 2006 junto a la progresiva consagración jurídica de los 

derechos políticos y electorales del sufragio universal, el voto femenino y la elección directa 

del presidente, gobernador y senadores nacionales. El organismo fue integrado por miembros 

del poder judicial, era prestigioso y respetado, respondía su conformación a las pautas de diseño 

“weberiano” de la época, y supo estar conformado en su totalidad por miembros del Poder 

Judicial, alejándose de esta manera de la influencia de los poderes políticos. Con el tiempo, 

desde 1983 a la fecha su conformación perdió a un integrante del Poder Judicial, y hacia 2006, 

el intento de colonización del ejecutivo fue contundente.  

                                                
166 Cfr. en < http://elcaudillodigital.com.ar/escandalo-cano-confirmo-que-el-prosecretario-de-la-junta-electoral/> 

[consulta: 17/09/2015]. 

http://elcaudillodigital.com.ar/escandalo-cano-confirmo-que-el-prosecretario-de-la-junta-electoral/
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Esta circunstancia dio lugar a un planteo judicial (“MP3 c/Provincia de Tucumán”), cuyo 

fallo fue definitivo en afirmar la inconsistencia del diseño del organismo con pautas generales 

de tratados internacionales,167 fallos específicos de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, y numerosa doctrina de prestigiosos autores. 

La JEP ha perdido el hilo de las exigencias históricas, no se ha modernizado, por el 

contrario, se ha conformado con su rol formal de la mera organización de elecciones. Y ha 

incumplido con criterios generales de rendición de cuentas, divulgación de mecanismos 

electorales y de organización de partidos negando la posibilidad de procurar un elector 

comprometido. Ha incumplido con el cometido de garantizar la presencia de las boletas 

partidarias en todas las mesas y ha sido objeto de múltiples críticas y planteos judiciales. 

La debilidad advertida en la fiscalización del financiamiento de los partidos políticos puede 

ser a futuro mediato uno de los problemas más importantes de su diseño, atento al avance 

enfático de las organizaciones de lavado de dinero y narcotráfico. 

La declaración de inconstitucionalidad del diseño pergeñado en la Constitución de 2006 no 

libera al organismo del control del ejecutivo. Las fallas que el mismo presenta, en virtud del 

criterio de ilegitimidad de los “jueces políticos” que aquí se formula, derivan en que en 2015 la 

JEP está integrada por un miembro que pertenece a la bancada del partido oficialista, por un 

adláter del gobernador –ex ministro de gobierno-, y por un ministro de Corte elegido por el 

partido oficialista, sin embargo si la elección de la Corte propiciaba la continuidad de Antonio 

Estofán, el otro integrante habría sido el propio abogado, miembro de su gabinete y amigo 

personal. Estos vicios devienen de la ilegitimidad en la selección de los “jueces políticos”, 

vicios que si bien son compartidos con varias provincias, no exculpan al sistema de sus 

debilidades y su impacto en dinámica de las instituciones. 

Se puede resumir el capítulo sintetizando que la Junta Electoral Provincial, en sus 103 años 

de historia, ha discurrido desde el orgullo de su diseño imparcial de principios de siglo XX, 

pasando por el diseño judicialista del “Tribunal Electoral” entre 1946 y 1957, que además 

coincide con la implementación nacional del voto femenino y el definitivo impacto 

democratizador que impulsó el Partido Justicialista nacional con la constitucionalización del 

derecho a la elección directa del presidente, gobernador y senadores, al pretendido intento de 

                                                
167 Cfr. fallo: http://www.unsta.edu.ar/wp-content/uploads/2013/04/mp3_prov_tucuman.pdf [consulta: 

05/05/2015]. 

http://www.unsta.edu.ar/wp-content/uploads/2013/04/mp3_prov_tucuman.pdf
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diseño autoritario del nuevo milenio, manifestando de esta manera, la metáfora de los 

organismos de control de la democracia tucumana. 

La inefectividad de la JEP quedó finalmente demostrada en el colapso institucional 

generado tras las elecciones del 23/08/2015. Estos episodios vienen a confirmar nuestras 

sospechas de críticas debilidades del diseño institucional de la JEP. Un resumen de los sucesos 

acontecidos pueden verse en la nota del Diario Ámbito Financiero del 17/09/2015: 

 

Según los magistrados, las notas y videos de La Nación, Clarín, A24, Periodismo Para Todos y el informe 

de la UNLP "acreditan de manera fehaciente la existencia de tales prácticas durante el desarrollo de los 

comicios". 
• Hechos de "marcada" violencia 

En la localidad de San Pablo, se sustrajeron 17 urnas de la escuela Luis F. Nougués de las mesas 1.309 

a 1.322 y 1.334 a 1.336 y se dejaron sin custodia por agresiones con roturas de puertas y vidrios las 

mesas 1.334, 1.330, 1.327 y 1.328. Algunas de ellas fueron quemadas. 

A las 20 del domingo, en la Escuela Manuel Lizondo Borda, de la localidad de Los Ralos, un grupo de 

personas se robaron a seis urnas (2.767, 2.770, 2.773, 2.769, 2.771 y 2.772) y no se pudieron escrutar 

otras cuatro (2.768, 2.774, 2.764 y 2.766) "ante la suma agresividad de los vecinos ofuscados, que 

quemaron cubiertas frente al establecimiento, insultaron a las fuerzas de seguridad y arrojaron 

piedras". 

En la Comuna de Sargento Moya, del departamento de Monteros, entre "30 a 40 sujetos generaron 

disturbios en la sede de la Escuela Francisca Bazán de Laguna, sustrayendo las urnas 1.623 y 1.624". 
• Cambios de domicilio 

Los jueces suman a los argumentos para anular la totalidad de la elección la inclusión ciudadanos 

no incluidos en el padrón. Según la sentencia, se identificaron 448 domicilios irregulares en el 

municipio de Burruyacú, Los Pérez, el paraje Huasa Pampa Sur y la comuna de Gobernador Piedrabuena. 

En Burruyacú se constató que "390 cambios de domicilio invocados a tal fin eran falsos: en el 90% de 

los casos, el cambio indicaba un idéntico domicilio". En Huasa Pampa Sur se dejó sin efecto "por falaces" 

los pedidos de inclusión en Padrón Electoral 2015 de 23 ciudadanos. 

• Sin custodia 

Ruiz y López Piossek cuestionaron la "custodia" de las urnas y aseguran que la protección "ha sido 

deficiente", tras encontrar cajas abiertas, sin seguridad y sin custodia en la sede de la JEP. 

Aunque remarcan que el gobierno provincial "negó enfáticamente que la cadena de custodia 

encomendada a Gendarmería se haya roto o debilitado y que las urnas hubiesen sido violentadas 
o receptadas en la sede de la JEP con irregularidades o carentes del debido resguardo", los jueces 

alertaron por una falla en las cámaras de seguridad. "No registraron los sucesos durante la etapa más 

trascendental del procedimiento electoral (los días 23 y 24 de Agosto), debido a presuntos problemas 

energéticos que fueron absoluta y terminantemente negados por la empresa prestadora del servicio", 

sostuvieron. 

En ese sentido, revelaron contradicciones entre Gendarmería y la JEP por la entrega de los discos rígidos 

originales con las imágenes a la Cámara y aseguran que las autoridades "no pudieron tomar ninguna 

medida de seguridad tendiente a reconstruir los videos presuntamente dañados". 

En este punto, dejaron de lado las denuncias públicas realizadas miembros o funcionarios de la JEP 

aportadas por el ApB por no haberlas realizadas ante la Justicia. "Fueron hechas por terceros fuera de 

procesos y de diligencias procesales previas (...) son actos extraprocesales, aunque no sustanciales", 
esgrimieron al desestimarlas. 

• La anulación 

Finalmente, en el apartado VII de la resolución de 48 páginas, los camaristas determinan que "el 

conjunto de elementos reseñados, su entidad, gravedad y trascendencia pública colocan al 

Tribunal, irremediablemente, ante la ineludible obligación de invalidar la totalidad del proceso 

electoral celebrado en la Provincia" y consideran que "la magnitud de las anomalías registradas 

durante la celebración de los comicios y los días posteriores impiden la construcción de una valoración 

diferente". 

En ese marco, justificaron su decisión "en el contexto de una elección marcada por episodios 

violentos en diversas localidades del interior, que decantaron en acciones que van desde 

intimaciones, agresiones y daños materiales, a sustracción y quema de urnas y disparos de armas 
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de fuego; se estructuró y aceitó un complejo y enorme aparato clientelar a la vista de toda la 

ciudadanía, documentado por los más diversos medios de difusión, por veedores foráneos 

(Observadores de la UNLP) e incluso -lo que es altamente significativo-, por las propios 

participantes de la contienda electoral" (Ámbito Financiero del 17/09/2015).168 
 

Coincidiendo con nuestras conclusiones, el vicepresidente de la de la Cámara Nacional 

Electoral (CNE), Alberto Dalla Via se pronunció en un reportaje radial:  

 

Creo que (el sistema de votación de) Tucumán deja mucho que desear (…) Hay ciertas provincias que 

no están capacitadas para hacer elecciones (porque tienen) sistemas electorales mayoritaristas, para 

favorecer a quien está en el poder, con bajo nivel de institucionalidad a nivel de autoridades locales (…) 

El régimen electoral refleja la calidad de quien gobierna, y este sistema refleja de cuerpo y alma al 

alperovichismo (…) las provincias tienen las herramientas para que los procesos electorales reflejen lo 
que la gente ha votado en las urnas (Entrevista telefónica de la agencia oficial de noticias DyN).169 

  

La crisis del sistema ha herido el fundamento mismo de la democracia (las elecciones) y 

hasta cierto punto, el accountability vertical y el horizontal han sido tangentes y han colapsado, 

poniendo en evidencia que no es posible distinguir entre ambas categorías. En este caso puntual 

(el Tucumanazo), la colonización del OE ha corroído la democracia misma, ha superado todas 

las recomendaciones internacionales sobre la limpieza y claridad de la elección y cuestiona la 

legitimidad de los cargos electos creando graves riesgos en la futura gobernabilidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
168 Cfr. diario Ámbito financiero 17/09/2015: <http://www.ambito.com/noticia.asp?id=808014> [consulta: 

17/09/2015]. 
169 Cfr. diario La Gaceta del 29/09/2015: 

http://tucumanelige2015.lagaceta.com.ar/nota/655426/politicalocal/afirman-sistema-electoral-tucumano-

favorece-al-oficialismo.html [consulta: 29/08/2015]. 

http://www.ambito.com/noticia.asp?id=808014
http://tucumanelige2015.lagaceta.com.ar/nota/655426/politicalocal/afirman-sistema-electoral-tucumano-favorece-al-oficialismo.html
http://tucumanelige2015.lagaceta.com.ar/nota/655426/politicalocal/afirman-sistema-electoral-tucumano-favorece-al-oficialismo.html
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CAPÍTULO V 

RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

(…) varias provincias del centro y noroeste de Argentina son ejemplos de la evaporación de 

la dimensión pública del Estado y, en consecuencia, de la curiosa «objetivación» del Estado 
como un ente conformado exclusivamente por organismos que, en esas regiones, son de 

hecho parte de circuitos de poder privatizados y a menudo sultanísticos (O´Donnell, 1993:8). 

 

Este trabajo ha estado orientado en primer lugar a dilucidar el enigma de cómo han variado 

los diseños institucionales de los organismos de control que constituyen el accountability 

horizontal de la provincia de Tucumán en el período 2003-2015 y, en segundo lugar, a evaluar 

la aptitud funcional para ejercer su función en la democracia de Tucumán. Los episodios de 

cambio en el diseño institucional de los organismos de control se produjeron en un período 

hegemónico de gobierno unificado en la provincia, en un especial contexto de política nacional. 

En este contexto nacional han ocurrido cambios definidos tanto de posición estratégica en el 

sistema de interrelacionamiento global como en el entorno económico, el cual registra el mayor 

ingreso nacional de divisas de la era contemporánea.  

La hipótesis de trabajo postulaba que en regímenes de gobierno concentrado, como efecto 

de la falta de competitividad electoral, los diseños legales de los organismos de control tienden 

a ser débiles y permiten la permeabilidad de los ejecutivos. De manera adyacente, el ambiente 

político opresivo incentiva la reactividad de los funcionarios; por lo tanto la aptitud funcional 

de los sistemas de accountability horizontal de los organismos de control y la consecuente 

calidad democrática se ve debilitada, generando condiciones sistémicas de permanencia que 

inhiben la rendición de cuentas y la transparencia. 

El examen se enfocó en tres entes medulares del sistema institucional de Tucumán: a) el 

Tribunal de Cuentas, que tiene la misión de proteger el patrimonio económico-financiero de la 

provincia; b) la Junta Electoral, que resguarda la integridad del sistema de elección de 

autoridades y c) la Fiscalía Anticorrupción. Los tres casos de estudio demuestran que todos los 

organismos han sido modificados en diferentes grado e intensidad de manera directa o indirecta. 

En este capítulo conclusivo, primero se observarán los patrones comunes que emergen, tanto 

del análisis dinámico de cambios, como del análisis estático de su aptitud funcional. Luego se 

delinearán algunas conclusiones para explicar las variaciones de los diseños institucionales y el 

producto resultante, es decir, la aptitud funcional de los organismos de control horizontal. 

Finalmente se propondrá una razón que explique la lógica subyacente a los mismos. 
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Cuadro C.1. Mapa de dimensiones de los organismos de control 

Dimensiones de análisis para la  

evaluación de diseño institucional  

Tribunal de 

Cuentas 

Junta 

Electoral  

Fiscalía 

Anticorrupción 

1990- 

2003 

2003- 

2015 

1990- 

2003 

2003- 

2015 

1990 

- 003 

2003 – 

2015 

D
is

e
ñ

o
 I

n
st

it
u

c
io

n
a

l 

Le
g

a
l 

Solidez Jurídica B I B B B Eliminada 

A
u

to
n

o
m

ía
 

Designación de 

titulares 
I I I I B Eliminada 

Destitución de 

titulares 
A A B B B 

Eliminada 

Gestión interna A A A A B Eliminada 

Inmunidades y 

Privilegios (DP) 
- - - - - - 

Universo de 

trabajo 
A A A A A Eliminada 

Determinación de 

daños 
A A B B I Eliminada 

P
re

rr
o

g
a

ti
v
a

s 

Investigación A A - - A Eliminada 

Control  

operaciones del 

Estado 

A A - - A Eliminada 

Funciones de 

Inteligencia (FA) 
- - - - A Eliminada 

Asesoría A A - - B Eliminada 

Administrativas 

(JEP) 
- - A A - - 

Organizativas (JEP) - - I I - - 

Control partidario 

(JEP) 
- - A A - - 

Control de 

financiamiento 
- - B B - - 

O
b

lig
a

c
io

n
e

s 

Funciones 

organizativas (JEP) 
- - A A - - 

Funciones 

asesoramiento 

(JEP) 

- - B B - - 

Accountability 

(JEP) 
- - I I - - 

E
x
te

n
si

ó
n

 a
 l
a

 

c
o

m
u

n
id

a
d

 

Informalidad y 

gratuidad (DP) 
- - - - - - 

Publicidad (DP) - - - - - - 

Descentralización 

(DP) 
- - - - - - 

Transparencia de 

tramitaciones (DP) 
- - - - - - 

funcional 

administrativa 

Recursos 

financieros 
B B I I B Eliminada 

Recursos humanos B B B B B Eliminada 

Relación con 

otros poderes 

del Estado 

Vínculos con 

legislativo y 

ejecutivo 

B B B B B Eliminada 

Relación de 

dependencia 
B B B B I Eliminada 

Fuente: Elaboración propia 

Dado el carácter cualitativo de nuestra aproximación metodológica, es posible acceder de 

manera comparativa a la evaluación de las dimensiones que componen los organismos de 
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control y localizar sus debilidades y fortalezas. En el gráfico C.1 se resumen las dimensiones 

analizadas en A: alta, I: intermedia y B: baja. 

 

 

1. El cambio institucional  

 

Se describirá, en términos generales, los cambios operados en las instituciones en el período 

analizado para luego introducirnos en los casos de estudio. Los cambios globales fueron 

atrevidos y manifiestos. El gobernador Alperovich propició un conjunto de reformas de carácter 

hegemónico que se manifestaron del siguiente modo:  

En materia electoral: a) posibilidad de acceder a un tercer mandato en todo los niveles 

electivos; b) tentativa (sin éxito) de manipular la conformación de la Junta Electoral con 

predominancia del ejecutivo en su composición colegiada; c) eximición a los funcionarios 

públicos de tomar licencia previa al comicio en su condición de candidatos; d) implementación 

del “sistema de acople”, no obstante la expresa prohibición del sistema de Lemas establecido 

en la Ley de Necesidad de Reforma.  

En materia legislativa: e) Aprobación ficta: habilitar la posibilidad de legislar por decreto: 

si en 20 días hábiles la Legislatura no rechaza el decreto, éste queda consagrado como ley; f) 

La Legislatura establece un reglamento en cual su presidente (vice-gobernador) decide en el 

orden del día que proyectos serán incluidos o no, eliminando la naturaleza legislativa del cuerpo 

y escogiendo los temas “legislables”, quedando las iniciativas de la oposición archivadas sin 

debate alguno; g) el vice-gobernador decide discrecionalmente los recursos que se asignan a 

los legisladores; h) El vice-gobernador decide la composición de las comisiones legislativas; i) 

Se incorporó la cláusula de la “aprobación ficta” para la aprobación de la “cuenta de inversión” 

del ejercicio fiscal anterior, mediante la cual le quitó toda importancia a la actuación y 

dictámenes del Tribunal de Cuentas de la Provincia, convirtiendo al mismo en un auténtico 

“sello de goma”.  

En materia judicial: j) Intentó configurar sin éxito la composición del organismo encargado 

de la selección de los magistrados y funcionarios judiciales, sin embargo después del fallo 

restrictivo, tal iniciativa no fue del todo fracasada en tanto hasta el presente el Consejo Asesor 

de la Magistratura no ha normalizado su estado institucional y está constituido por miembros 
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amigos; k) Desobedeciendo la Ley de Necesidad de Reforma, no otorgó autarquía al Poder 

Judicial, ni al Ministerio Público Fiscal, no instituyó la Policía Judicial (esencial para impedir 

el manejo político del oficialismo de turno de las investigaciones sobre delitos, en especial, los 

de corrupción vinculados al ejercicio de la función pública) ni la independencia del Ministerio 

Público Fiscal; l) No constituyó el Tribunal Fiscal, necesario para determinar la legalidad de 

los tributos. 

 No obstante este amplio panorama de manipulación del conjunto institucional del Estado, 

en los organismos sometidos a análisis se observa modificaciones que van desde pequeños 

retoques hasta la eliminación. 

El análisis de diseño institucional, de acuerdo a la metodología de evaluación por categorías 

agregadas, aplicado exclusivamente al diseño legal, no demuestra grandes modificaciones de 

sus elementos. De hecho, las modificaciones verificadas de acuerdo a este método, indican 

variaciones positivas, así el TC mejora su solidez jurídica al consagrar su figura en la 

Constitución Provincial. Esta circunstancia pone de manifiesto las limitaciones propias del 

método de categorías agregadas aplicadas exclusivamente al diseño legal para la evaluación de 

modificaciones, debido a que los tres organismos analizados han variado en la efectividad final 

de su funcionamiento. Un análisis más meticuloso de las distintas áreas analizadas manifiesta 

signos de injerencia del ejecutivo: 

El Tribunal de Cuentas: Este organismo no evidencia en el período analizado 

modificaciones de diseño. La última modificación es del año 2003, previa a la llegada de 

Alperovich, que consagra la inamovilidad de sus titulares. Pero como se mencionó en el capítulo 

II, el impacto más asertivo que sufrió el TC fue indirecto. El cambio fue operado en la dinámica 

de accountability legislativo de las cuentas públicas definida en la ley de Administración 

Financiera N° 6970, art. 109 a través de la aprobación ficta. No obstante ello, el reflejo fue 

directamente acusado en el TC a través de la matriz de oportunidades. Otro cambio introducido 

en la Constitución, pero anulado judicialmente, fue la competencia originaria de la Corte para 

entender en los casos del contencioso administrativo derivado de su actuación. 

La Junta Electoral Provincial: El organismo ha sido modificado desde la propia 

Constitución provincial con sesgo hegemónico, aunque fallos judiciales posteriores le 

devolvieron el carácter original. La arquitectura del organismo se mantiene similar al período 

anterior. 
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La Fiscalía Anticorrupción: El organismo más efectivo del entramado institucional, fue 

simplemente eliminado. 

 

1.1. Patrones de cambio. 

Si bien los cambios operados no manifiestan un patrón definido, todos ellos han tenido la 

finalidad de debilitar la independencia de los organismos, disminuyendo su autonomía y 

capacidad de veto y acercando su funcionamiento al criterio político del gobernador. 

 

 

2. Explicaciones de diseño institucional  

 

Se ha advertido las limitaciones del método de agregados compuestos en las categorías de 

análisis para la verificación del cambio institucional a través del tiempo. Sin embargo, el 

método resulta potente para determinar las fortalezas y debilidades de sus componentes de 

manera estática en períodos determinados. En tal sentido, se observa variadas debilidades de 

diseño en la mayoría de los organismos. 

El Tribunal de Cuentas: el organismo manifiesta fortalezas en su dimensión legal, así se 

advierte su status constitucional y la claridad expositiva para la designación de titulares, 

requisitos, etc.; aunque inmediatamente se advierte la falta de un sistema de impugnación de 

los candidatos, la injerencia del gobernador que elige a sus titulares y la falta de exigencia de 

mayorías calificadas para el “acuerdo” parlamentario de sus autoridades. También queda bien 

establecido el sistema de destitución. Se nota un beneficioso tratamiento a sus capacidades de 

gestión, autonomía, las atribuciones legales conferidas, capacidad de fiscalización, control 

preventivo, concomitante y posterior, amplio universo de trabajo, alcance de fiscalización y 

prerrogativas en general. Pero se advierten graves falencias en su dimensión funcional-

administrativa y en su dimensión relación con otros poderes de Estado. El proceso de 

asignación de recursos, los criterios de selección de personal y la inexistencia de un servicio 

civil de carrera atentan en su independencia y efectividad final. Los vínculos establecidos con 

los otros poderes de Estado son débiles y amenazan su independencia, capacidad de control y 

deber de rendir cuentas. 
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La Fiscalía Anticorrupción: El diseño del organismo eliminado no era apropiado para el 

ejercicio de su cometido por la debilidad de todas las dimensiones que definen su autonomía e 

independencia. El único valor de robustez se lo puede identificar en las prerrogativas de 

investigación y universo de trabajo (caracteres propios de una fiscalía). Esta simple capacidad 

de investigación, con el soporte de la investidura que otorga el Poder Judicial, sumado a las 

características personales de su primer titular favorecieron una dinámica que amenazó la 

estabilidad de los funcionarios del poder.  

La Junta Electoral Provincial: El organismo se corporiza en un patch de estatutos 

normativos que definen su identidad. Al igual que los organismos anteriores, posee fortalezas 

legales en sus prerrogativas y en su universo de trabajo. Manifiesta una evidente carencia de 

aptitudes en sus aspectos vinculados a la fiscalización del financiamiento político y 

administración del espacio audiovisual. En tal sentido, Tucumán y Chubut, son las únicas 

provincias que no prevén expresamente el financiamiento público, aunque tampoco lo prohíbe, 

quedando a expensas de eventuales reclamos la equidad del suministro de los recursos del 

Fondo Partidario Permanente que está a disposición del Ministerio de Gobierno. Asimismo, 

manifiesta carencias en su solidez jurídica, legitimidad de sus titulares y gestión interna. Es el 

organismo más comprometido en la asignación de recursos y comparte con los otros 

organismos debilidades en recursos humanos capacitados para una compleja tarea y su deber 

de rendición de cuentas es inexistente. 

 

2.1. Patrones de diseño. 

El TC y la JEP, manifiestan similitudes en sus debilidades/fortalezas de diseño. Los dos 

organismos son más robustos en su aspecto legal que en su dimensión funcional administrativa 

y su dimensión relación con otros poderes. En relación a sus fortalezas, los dos manifiestan 

fortalezas en la gestión interna y en su universo de trabajo. En general sus prerrogativas son 

altas, lo que no significa que sean activamente ejecutadas. Esta última observación sólo puede 

ser advertida en la composición de la matriz de oportunidades existente. Los dos organismos 

demuestran debilidad en la asignación de recursos, así como en consideración de recursos 

humanos al carecer de un servicio profesional de carrera de carácter meritocrático. En tal 

sentido el ex DP Damián Paz alerta sobre el uso indebido de las posiciones jerárquicas de los 

organismos: 
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Se habían creado (en los 1990s) el ente regulador de la electricidad, el ente regulador del agua, la DP, y 

todos los “popes” cabeza de bloque fueron a parar ahí. Por ejemplo en el ente regulador de la luz fue 

Roque Tobías Álvarez como presidente, porque venía de ser presidente de la bancada peronista, y la 

Fariña de Ceballos que estaba rebelde con el partido (FR) y se había pasado al peronismo. Entonces (los 

organismos) fueron “lugares de descanso” para los legisladores que cesaban, el propio Jorge Olmos (fue 

presidente de la bancada peronista) pasó a ser miembro del TC, se repartió la Defensoría del pueblo 

(Sergio Díaz Ricci), el ente regulador del agua (EPRET), el ente regulador de la luz (Entrevista a Damián 

Paz, minuto 19’08”). 

 

Estas debilidades de recursos humanos son compartidas con la mayoría de las provincias 

argentinas: 

 

En la mayoría de las provincias el Legislativo se limita a aprobar el proyecto de presupuesto del Ejecutivo 

sin introducir cambios que tengan relevancia en términos de definición de políticas (fueron evaluadas 

como excepciones Chubut, La Pampa, Mendoza y Santa Fe). Todas las legislaturas de las provincias 

estudiadas tienen una comisión especializada para el tratamiento del presupuesto, pero en 17 de los 22 

casos analizados los especialistas consultados (entre ellos los propios legisladores) manifestaron que la 

comisión no cuenta con capacidades técnicas suficientes como para analizar adecuadamente el proyecto 
del Ejecutivo e introducir modificaciones si fuera necesario, sobre todo en comparación con las 

capacidades con que cuenta el Ejecutivo. En ninguno de los 22 casos relevados el personal especializado 

conforma un cuerpo técnico de carácter permanente destinado a brindar apoyo a los bloques, comisiones 

o a los legisladores individualmente (Page, 2010). 

 

En los dos organismos se identifican debilidad en su rendición de cuentas y en su vínculo 

con el ejecutivo. Los tres organismos carecen de independencia y están gravemente penetrados 

por el ejecutivo, ya sea de manera directa a través de la designación de sus titulares o asignación 

de recursos, como de manera indirecta a través de la utilización del mecanismo legal de 

rendición de cuentas que se combina con el predominio del partido de gobierno en la 

Legislatura. Se debe tener en cuenta que en Tucumán no existen las elecciones de medio 

término por lo que el partido ganador se lleva todo.170 

La extinta FA comparte la solidez de estos dos organismos en la capacidad de gestión 

propia y prerrogativas, así como las debilidades en todas sus otras dimensiones, sobre todo en 

su solidez jurídica, rasgo que definió su destino. Ninguno de los organismos analizados puede 

definirse como independiente del gobernador. Las principales claves de dominación de los 

entes se manifiestan a través del proceso de selección de sus titulares y la asignación de 

recursos. Todos ellos son cercanos al gobernador. La no exigencia de mayoría calificada para 

los titulares del TC son trucos aviesos que revisten de aparente legitimidad su selección, sin 

embargo esta metodología no es empleada en otras jurisdicciones.  

En el caso de la FA la selección del mismo estuvo a cargo directamente del Ministro Fiscal, 

un “juez político” de gran proximidad con el entonces gobernador Miranda. En el caso de la 

                                                
170 Las elecciones a legisladores y gobernador son conjuntas, no existe antecedente de gobierno dividido, y el 

hábito de selección cruzada de candidatos no es frecuente 
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JEP, sus titulares son el vice-gobernador y dos “jueces políticos”. El segundo elemento de 

dominación es la fijación de su partida presupuestaria. En este caso el gobernador determina el 

monto, aún del Poder Judicial mismo, por lo que en la práctica la autarquía financiera en los 

organismos de veto es una promesa. El círculo de precariedad se completa con la dominación 

de la Legislatura que, como revisor de última instancia de la gestión de los organismos, 

favorece la impunidad de las irregularidades administrativas. Otro elemento de penetración 

política en los nodos dinámicos se da a través de lo que se ha dado en llamar “jueces políticos”, 

cuyos efectos y debilidades fueron analizados en el Capítulo IV. Los elementos comunes de 

los organismos pueden ser identificados en el Cuadro C.2. De la síntesis expuesta en el mismo 

se observa que nuestra investigación coincide con las conclusiones parciales del trabajo de 

CIPPEC (Page, 2010), que si bien no destaca “fortalezas” ni “el cambio operado”, subraya 

debilidades. 

 

Cuadro C.2: Patrones comunes de  

fortalezas/debilidades de los organismos de control 

Fortalezas Debilidades: 

Gestión interna Designación de titular 

Universo de trabajo Asignación de recursos 

Prerrogativas Selección de sus funcionarios  

  Servicio civil de carrera 

  Rendición de cuentas 

Fuente: Elaboración propia 

 

 

3. El ambiente político 

 

Las categorías observadas en la dimensión Ambiente (Contexto nacional favorable, 

Competitividad democrática provincial, Equilibrio parlamentario, Equilibrio Alto Tribunal -

Distancia ideológica-, Antecedentes de accountability, Sociedad demandante y Libertad de 

prensa) han mostrado una importante variación en el período (cuadro I.9). Estas variaciones se 

verifican en la influencia del Contexto Nacional, a través del uso estratégico de los recursos de 

coparticipación y en el levantamiento de estándares de control; en la Competitividad 

Democrática a través de la presencia inconstrastable del voto masivo (superior al 80%), la 

anulación de partidos de oposición y la consecuente capacidad de modificar la constitución 

provincial con mayorías propias; en el Desbalance de Poder en la Legislatura que asume 
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mayorías habilitantes para erigirse en juez político de todos los jueces, fiscales, vocales de 

Corte, vocales de TC, Defensor del Pueblo; y en la Libertad de Prensa que actúa de manera 

incisiva como maquinaria de propaganda. Estas variaciones han provocado un ambiente 

regresivo, cuya calificación se establece de INTERMEDIO a BAJO, que han favorecido la 

reactividad y ha estimulado la injerencia definitiva del gobierno en los organismos autónomos. 

 

Cuadro I.9: Sumario de variables del ambiente político 

Ambiente político de la provincia de 

Tucumán 

1990 - 

2003 

2003 - 

2015 

Contexto nacional favorable + - 

Competitividad democrática provincial + - 

Equilibrio parlamentario + - 

Equilibrio Alto Tribunal (Distancia ideológica) - - 

Antecedentes de accountability - - 

Sociedad demandante - - 

Libertad de prensa + + 

Resultado 1990s 
2003 - 

2015 

Ambiente Político  Intermedio Bajo 

 

 

4. Matriz de oportunidades de los funcionarios. Interacción de diseño institucional y 

ambiente 

 

De acuerdo al marco teórico de investigación adoptado, descripto en el punto cinco de la 

Introducción, los tres casos de estudio han sido examinados a través de distintas, pero 

interrelacionadas perspectivas: el ambiente, dentro del cual opera el entorno político (prensa 

libre, equilibrio de poder, distancia ideológica de los jueces del Alto Tribunal, composición de 

la cámara legislativa, competitividad electoral y recambio de elites y relacionamiento con el 

Estado Nacional), y el diseño institucional (perfil legal: relaciones de subordinación, solidez 

jurídica, autonomía de gestiones, atribuciones legales conferidas; sistema funcional-

administrativo y relación con los otro poderes del Estado). Cada una de estas dimensiones y 

categorías de análisis representan aproximaciones metodológicas empleadas en la literatura 

para definir pautas explicativas de los organismos de control y sus variaciones, las cuales se ha 

implementado en los capítulos específicos para explicar su significancia. 
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Como se ha mencionado anteriormente, los hallazgos sugieren que un enfoque 

metodológico mono-causal (de diseño legal, de comprensión del ambiente o de contexto 

político) resulta insuficiente para advertir la totalidad de alternativas que inciden en los distintos 

casos de estudio. Existen marcos teóricos que ofrecen explicaciones convincentes para un grupo 

de organismos analizados en un determinado momento (TC y JEP), pero insuficientes para 

explicar su variación en el tiempo y matriz de oportunidades. El tratamiento de los organismos 

de control requiere de una comprensión profunda del ambiente y el diseño institucional y su 

interrelación, para establecer el ethos de su naturaleza y aptitud funcional.  

El ambiente y las contingencias políticas de mediano plazo configuran una matriz de 

oportunidades “permisiva” aprovechada por los líderes ambiciosos para generar el cambio 

institucional que los beneficia. A su vez, el cambio institucional provocado y el nuevo ambiente 

generan una nueva matriz de oportunidades que opera sobre los directores de los organismos 

de control. Como indica el Cuadro C.3, la estructura institucional y el ambiente histórico se 

combinan para componer la matriz de oportunidades dentro del cual los titulares operan. Esto 

es, los incentivos y restricciones a los cuales se enfrentan al momento de sus decisiones.  

La conclusión es que la consideración de cada matriz de oportunidades específica es crucial 

para comprender la aptitud funcional de los organismos. El diseño legal influye en cómo los 

actores responden, pero la pro-actividad y capacidad de los organismos para cumplir su 

cometido depende del alcance con el cual las condiciones ambientales limitan parámetros bajo 

los cuales ellos operan.  

La combinación e interacción entre los variados elementos de la matriz de oportunidades es 

el factor clave. Así, factores que en ciertos contextos parecen ser determinantes para explicar 

los efectos que provocan, en otros, pueden ser explicados por otros aspectos de la matriz de 

oportunidades que los vinculan, distorsionan o compensan. Al efecto de facilitar una 

comparación entre las matrices de oportunidades, en el cuadro C.3, se establecen las diferencias 

sistémicas entre los organismos, en su interrelación con el contexto ambiental y diseño 

institucional. En el trabajo hemos observado que la presencia controlante del ambiente político, 

combinado con las debilidades de diseño legal han tenido influencia crucial en la aptitud 

funcional de los OC a través de las subjetividad de los funcionarios. 

 

 

 

 

 



 266 

Cuadro C.3. Mapa de dimensiones de los organismos de control 

Dimensiones de análisis para la  

evaluación de los organismos de control 

Tribunal de 

Cuentas 

Junta 

Electoral  

Fiscalía 

Anticorrupción 

      

Ambiente Contexto político I B I B I B 

D
is

e
ñ

o
 I

n
st

it
u

c
io

n
a

l 

Le
g

a
l 

Solidez Jurídica B I B B B Eliminada 

Autonomía 

Designación de 

titulares 
I I I I B Eliminada 

Destitución de 

titulares 
A A B B B 

Eliminada 

Gestión interna A A A A B Eliminada 

Inmunidades y 

Privilegios (DP) 
- - - - - - 

Universo de trabajo A A A A A Eliminada 

Determinación de 

daños 
A A B B I Eliminada 

Prerrogativas 

Investigación A A - - A Eliminada 

Control  operaciones 

del Estado 
A A - - A Eliminada 

Funciones de 

Inteligencia (FA) 
- - - - A Eliminada 

Asesoría A A - - B Eliminada 

Administrativas (JEP) - - A A - - 

Organizativas (JEP) - - I I - - 

Control partidario 

(JEP) 
- - A A - - 

Control de 

financiamiento 
- - B B - - 

Obligaciones 

Funciones 

organizativas (JEP) 
- - A A - - 

Funciones 

asesoramiento (JEP) 
- - B B - - 

Accountability (JEP) - - I I - - 

Extensión a la 

comunidad 

Informalidad y 

gratuidad (DP) 
- - - - - - 

Publicidad (DP) - - - - - - 

Descentralización 

(DP) 
- - - - - - 

Transparencia de 

tramitaciones (DP) 
- - - - - - 

funcional 

administrativa 

Recursos financieros B B I I B Eliminada 

Recursos humanos B B B B B Eliminada 

Relación con otros 

poderes del 

Estado 

Vínculos con 

legislativo y ejecutivo 
B B B B B Eliminada 

Relación de 

dependencia 
B B B B I Eliminada 

Matriz de oportunidades 

Condiciones 

habilitantes de 

diseño legal 

I B B B B Eliminada 

Rendición de cuenta B B B B I Eliminada 

 Aptitud funcional Pro-actividad I B B B I Eliminada 

Fuente: Elaboración propia 
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5. Conclusiones de tesis 

 

La aptitud funcional de los OC analizada se encuentra comprometida por las distintas 

dimensiones que la influencian. Por una parte, el ambiente político, por otro lado, las 

debilidades propias de los diseños institucionales particulares. Ello propicia una matriz de 

oportunidades desfavorable, la que a su vez no puede ser compensada por la demanda de 

servicio. Este aspecto, la demanda de servicio/legalidad –de baja intensidad- está inhibida de 

actuación por la ley (caso TC) o su ineficiencia está naturalizada en la sociedad (sociedad poco 

demandante). La influencia del ambiente es crucial en todas ellas, dado que los aspectos 

favorables de los diseños particulares (autonomía de gestión y prerrogativas) sólo serían 

propulsores de pro-actividad en ambientes favorables, pero en ambientes desfavorables la pro-

actividad se neutraliza quedando la estructura legal vacía de contenido. Por ello, actitudes como 

las del FA Esteban Jerez, asumen el perfil de heroicas cuando deberían ser naturales y el sistema 

viciado rápidamente lo expulsa. El resto de los organismos carecen de pro-actividad justamente 

porque el ambiente no ha propiciado su eficiencia. La posición psicológica es: “me quedo 

tranquilo, no hago qui…o, gozo de ciertos beneficios, un buen sueldo y soy sumiso al 

gobernador”. 

La influencia del ambiente político, como se ha visto, ha causado en los organismos una 

impronta contundente que ha modificado la matriz de oportunidades de los funcionarios. Los 

diseños legales de los OC que se manifiestan débiles, ya eran débiles e ineficientes desde antes, 

por lo que no se puede adjudicar al exuberante espacio político logrado por las mayorías 

habilitantes su precarización. Pero sí es adjudicable al ambiente político (cuya variación se 

verifica en la competitividad electoral, balance de poder y en el relacionamiento con el gobierno 

federal) no haber implementado las reformas de segunda generación que sí se implementaron 

en provincias con ambiente político más estable (Córdoba, CABA, Santa Fe). En este caso, la 

condición de gobierno unificado, ha colaborado con retoques de sintonía fina, su eliminación, 

o simplemente a la no-adecuación a las reformas de segunda generación que hubieran sido 

necesarias.  

Si se mira con atención, las modificaciones más sustanciales del período se centran en la 

captura de la Legislatura, organismo que en definitiva es revisor de la gestión de los organismos 

de control y juez político del sistema democrático. Si bien ésta no ha sido materia de estudio, 
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se puede solamente destacar que sobre la misma se ha operado de manera corrosiva, quitándole 

todo poder de veto y convirtiéndola en un mercado de voluntades que ha desnaturalizado su 

cometido.  

El efecto que sí ha generado estas mayorías habilitantes es la procacidad, las actitudes 

desafiantes y temerarias (al decir de Beatriz Sarlo, “la era de la desfachatez”),171 para avanzar 

sobre lo precario y una tremenda presión ejercida sobre los titulares de organismos a través de 

una matriz de oportunidades amenazante. Presión activa o latente manifestada en las matrices 

de oportunidades. En este sentido la actitud es mimética con el Estado nacional y la impronta 

kirchnerista sobre la oposición, el periodismo, los fiscales que investigan, los símbolos 

culturales establecidos, etc. 

Se concluye que el principal hallazgo de la investigación empírica es la constatación 

de las escasas o nulas condiciones orgánicas en los diseños legales de los OC para realizar 

accountability. Tanto en la inefectividad propia de los mismos como en el accountability 

debido a otros organismos. La baja intensidad de estas condiciones se verifican en todos 

los aspectos del accountability: answerability, justifiability y en su enforcement. Los 

hallazgos de la exploración han explicado asimismo que los medios utilizados para ello se dan 

principalmente a través de la designación de los titulares, el control presupuestario, inexistencia 

de servicio civil de carrera, opacidad y precariedad de diseño legal. Otro hallazgo de la 

investigación se relaciona a que los diseños legales debilitados de los OC, ya eran débiles e 

ineficientes desde antes como se menciona en párrafos anteriores. 

De esta manera validamos nuestra hipótesis que postulaba que en regímenes de gobierno 

concentrado, los diseños legales de los institutos de control son débiles, influenciables por el 

ejecutivo y, como resultado de la investigación, se advierte además una constante tendencia 

hacia su captura funcional a través de la modificación legal de sus diseños, que en algunos 

casos se materializan y en otros (judicialización mediante) no llegan a formalizar. Dadas 

estas debilidades de diseño legal, la influencia del ambiente resulta significativa.  

Del resultado del estudio realizado surge que, habida cuenta las debilidades de diseño legal 

de los organismos autónomos en endogeneidad con la variación negativa del ambiente (4 a 1 

categorías positivas de 7 posibles). Pero asimismo considerando que el ambiente político, no 

obstante esta variación, nunca llegó a su óptimo favorable (4 categorías de 7 posibles), 

                                                
171 Nota en La Nación. Cfr. < http://www.lanacion.com.ar/1464282-la-era-de-la-desfachatez> [consulta: 

15/05/2015]. 

http://www.lanacion.com.ar/1464282-la-era-de-la-desfachatez
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podemos explicar tanto la débil de rendición de cuentas como el conjunto episodios anómalos 

que se repiten con frecuencia en el historial político y el imaginario colectivo de la sociedad 

tucumana, pero con mayor incidencia en el período analizado. Contribuyendo así a alimentar 

un ciclo endógeno en el cual participan otras dimensiones y provocan resultados reiterados que 

convalidan un patrón de comportamiento definido: hábitos persistentes de falta de rendición de 

cuentas, naturalizados en la sociedad. 

 

5.1. Postulados. 

El panorama dinámico lleva a inferir los siguientes postulados. En primer lugar, el grado 

de modificación está directamente relacionado al grado de “molestia” que el organismo 

particular genera. Así, la Fiscalía Anticorrupción, a pesar de su precaria institucionalidad, fue 

directamente eliminada. Lo que alerta sobre la importancia metodológica de la matriz de 

oportunidades para la evaluación de la aptitud del organismo. Desde un enfoque 

institucionalista, la FA debería ser altamente pro-activa, sin embargo la composición del 

ambiente, modifica la efectividad y demuestra el mecanismo que incide en su aptitud funcional 

definitiva. 

En segundo lugar se puede advertir que si los organismos no han sido intervenidos con 

mayor profundidad, es porque el diseño institucional de los mismos ya estaba disminuido, 

es decir eran organismos “sumisos” cuya eliminación hubiera comprometido la fachada 

de legitimidad que los mismos otorgan. Esta última observación valida en primer lugar la 

afirmación de Moe: “en el sistema político las burocracias públicas son diseñadas en gran 

medida por participantes cuyo principal interés es su fracaso” (Moe, 1995:127), y en segundo 

lugar la tesis de Crisp, Moreno y Shugart (2003) quienes sostienen: 

 

La proliferación de entidades de vigilancia en América Latina debería considerarse, en consecuencia, 

como un producto del descontento con el funcionamiento de la rendición de cuentas y del mismo modo 

representa una forma de darle la vuelta al problema del déficit de rendición de cuentas sin resolverlo de 

raíz (Crisp et al, 2003). 

 

No obstante, la contundencia de la tesis de Crisp et al, los autores no advierten la influencia 

de la “ola de cambios”. Si bien esta inadvertencia es sugerida por Ackerman (2007), la misma, 

a nuestra evaluación tiene sentido opuesto. Es decir la observación de Crisp et al no tiene en 

cuenta el efecto de un fenómeno político de esta magnitud, donde la propia tesis no sólo se 

resignifica, sino además queda corta. Se excede límites no previstos o analizados hasta el 
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momento. Crisp et al, habla de un “criterio cosmético” que tiene la finalidad de legitimar un 

supuesto desorden democrático, pero la investigación verifica que el gobierno unificado va más 

allá de lo cosmético, avanza hasta la amputación de organismos de control, la desobediencia 

de mandamientos judiciales y el incumplimiento de estatutos normativos de carácter legal. Así, 

una democracia históricamente “superficial”, cuando es colonizada por una mayoría 

habilitante, invade límites democráticos y el gobierno unificado pierde límites axiológicos en 

su avance hegemónico.  

A diferencia de las investigaciones de Ackerman (2007), donde verifica que la emergencia 

de una coalición amplia consolida instituciones innovativas y progresistas, se puede afirmar 

que cuando el resultado es opuesto, cuando en un ambiente originalmente desfavorable es 

alcanzado por mayorías habilitantes de gobierno unificado, el sentido de los cambios es 

regresivo y autoritario. Lo que lleva al segundo postulado: Cuando una mayoría electoral 

habilita reformas institucionales estructurales y el ambiente lo convalida, el cambio tiene 

características regresivas que exceden la experiencia institucional anterior de 

construcción democrática. En este sentido se valida la tesis de Payne, Zovatto y Díaz quienes 

han sostenido que “las instituciones funcionan de forma diversa en función del contexto 

socioeconómico y cultural en el que se desempeñan” Payne, Zovatto y Díaz (2006). 

La creación de instituciones consolidadas, de organismos verdaderamente autónomos, 

independientes y robustos depende de una amplia diversidad de “jugadores de veto” en la 

confección de su diseño (Ackerman, 2007). Solo de esta manera puede la oposición limitar y 

superar las intenciones destructivas de las coaliciones autoritarias. Ello en Tucumán no ha 

existido. 

Nuestra investigación asimismo, refuta la tesis ampliamente aceptada en la literatura de 

Barry Weingast (1995 y 2000) y Robert Kaufman (1999) quienes afirman que los organismos 

gubernamentales son más efectivos cuando defienden la dicotomía entre administración y 

política y se aíslan de la sociedad civil. Se ha podido observar que las políticas implementadas 

en el período de gobierno unificado han avanzado sobre pilares liminares del estado de 

derecho, división de poderes y la calidad democrática, dejando esta hipotética pro-actividad 

cubierta bajo el manto de opacidad, degradando los organismos de control sin que sea posible 

validar su legitimidad y fehacienciay generando fuertes sentimientos de anomia social. 

Por otra parte, se debe asumir que, si bien los hallazgos validan la tesis de Wibbels en tanto 

se verifica que “una menor competencia política consolida la degradación del sistema de 
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accountability” (Wibbels, 2006), el criterio de abordaje sugiere que dado que la calidad 

disminuida de los organismos es anterior a la conformación de estas mayorías, esta 

involución tiene como causa “otros” factores de origen diverso que en conjunto y de 

manera sistémica confluyen a la conformación del ambiente que favorecen su involución.  

Con estas observaciones se dan por cumplidos los objetivos de tesis propuestos en punto 4 

de la Introducción. Quedan múltiples preguntas sin resolver en la agenda de investigaciones 

sobre organismos horizontales, y múltiples materias pendientes para futuros estudios. ¿Por qué 

ocurren estos cambios? Sin pretender desarrollar una teoría en sentido estricto, se propone una 

explicación del mecanismo que favorece la configuración del perfil democrático de Tucumán. 

 

 

6. Una propuesta explicativa 

 

El análisis de las diferentes variables que inciden sobre los organismos de control pretende 

evaluar el potencial explicativo de cada conjunto de factores en combinación con la variable de 

los actores (matriz de oportunidades), de esta manera se realiza una exploración de la 

interacción de las mismas. Se ha dado especial importancia a la “dinámica” de estas variables 

considerando que éstas se interrelacionan entre sí a través de un ciclo sistémico que puede ser 

expresado a través de un modelo de factores causales consecuentes que a continuación se 

desarrolla.  

 

6.1. Factores causales. 

Un gobierno que no implementa prácticas de “buen gobierno”, que no introduce reformas 

de adecuación constante en las instituciones –en un proceso de consolidación-, y por el 

contrario, estresa límites para manipular normas legales, degradar instituciones y hasta 

anularlas, encuentra causas que pueden ser identificadas bajo los siguientes argumentos. 

De acuerdo al comportamiento histórico de las instituciones provinciales, el parlamento 

local siempre dispuso (salvo el período bussista) de las mayorías necesarias para permitir al PJ 

ejercer una cómoda gobernabilidad, sancionar las leyes necesarias, y procurar una gestión 

fluida, sin contratiempos, dependiendo básicamente de los recursos recibidos desde la Nación. 

Sin embargo el comportamiento en este ambiente continuo y naturalizado de mayorías, sin 
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jugadores de veto, no habilitó en los gobernadores anteriores al período analizado, la vocación 

hegemónica sin precedentes que se verifica en este período. Los únicos aspectos que han 

modificado el ambiente político son las categorías observadas en el Cuadro I.9, es por ello que 

realizamos al análisis de estas tres categorías para identificar causas: 

1) Contexto nacional favorable: A lo largo de la historia podemos advertir que la provincia 

articuló su gobernabilidad con un PEN amable por su identidad partidaria durante 18 de los 32 

años del retorno democrático (1989-1995: Domato-Aráoz-Ortega/Menem; 2003-2015: 

Alperovich/kirchnerismo). Sin embargo el único período que activó la vocación hegemónica 

fue en los doce años de kirchnerismo (12 de 18). Acá encontramos dos elementos determinantes 

que lo diferencian de períodos anteriores, por un lado:  

a) el envío de recursos inéditos en la historia –producto de los precios records de los 

commodities, y por otro,  

b) el cambio de rumbo geopolítico nacional que levantó a las provincias la exigencia 

de mecanismos de accountability diagonal (OMCs a través de la presión 

nacional).172  

2) Competitividad democrática provincial: La notable reducción de los partidos políticos 

efectivos en la disputa para la gobernación (Cuadro I.4, pág. 139), son la contracara de las 

exuberantes mayorías conseguidas en los comicios (alrededor del 80%). Esta carencia de 

competitividad vacía de contenido los jugadores de veto y los organismos de control. Opositores 

y neutrales no se atreven a desafiar el poder aplastante del gobernador. Por otra parte, la 

contundencia de los resultados habilita la reforma constitucional taylor-made del gobernador. 

3) Equilibrio parlamentario: Las mayorías parlamentarias sin precedentes históricos 

conseguidas en el período (Cuadro I.6, pág. 142) supera el límite de mayoría simple 

parlamentaria conocido (1/2 + 1 de legisladores). La conformación parlamentaria –íntimamente 

vinculada por el sistema de votación a la preferencia electoral del gobernador- alcanzó el 

“número áureo” de la mayoría calificada (2/3 de los legisladores). Ésta es la mayoría habilitante 

propiamente dicha que la diferencia de parlamentos anteriores y faculta dos mecanismos 

decisivos:  

a) la manifestación de reforma constitucional bajo propios parámetros (Ley N° 7.469 

del 23/12/2004) y  

                                                
172 Es de tener en cuenta que el gobernador ha incumplido mandamientos judiciales como en el caso ERSACT, 

legales como la constitución del Tribunal Fiscal y los tratados internacionales contra la corrupción que instan a 

los Estados a implementar políticas efectivas. 
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b) la conformación propia de los jurados de enjuiciamiento de todos los actores de 

accountability: jueces, fiscales, vocales de Corte, vocales del Tribunal de Cuentas, 

Defensor del Pueblo y directores de organismos autónomos. 

Dadas estas tres categorías analizadas, las cuales contrastadas diacrónicamente se revelan 

distintivas de ambientes coyunturales anteriores, se propone como mecanismo causal el 

siguiente orden: 

 

Cuadro C.4: Secuencia causal de elementos habilitantes 

 

Fuente: Elaboración propia. 

 

Ante la falta de elementos de análisis que permitan sesgar los elementos observados, se 

sostiene que las tres categorías de ambiente actúan endógenamente propiciando las condiciones 

de surgimiento de la vocación hegemónica de los líderes. Es posible argumentar asimismo que 

la falta de alguna de estas categorías no puede sostener las condiciones del sistema que permitan 

la construcción de instituciones falaces. No obstante ello, el valor que ha tenido el ingreso de 

recursos económicos ha sido determinante en el inicio del proceso dinámico. El flujo económico 

ha permitido convalidar la preferencia de los electores, organizar el sistema clientelar -el cual 

no se agota en los bolsones y acarreo de votantes en épocas de elecciones, sino que se desarrolla 

a través del complejo sistema de lealtades y pertenencias, empleo público, necesidades de 

supervivencia y pobreza estructural-, organizar el partido oficialista y estimular el ciclo 

descripto en el gráfico C4.  
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7. Conclusiones teóricas. 

 

A manera de cierre se concluye que, en el proceso de consolidación provincial persisten 

minorías de rasgos autoritarios que, convalidadas electoralmente, pugnan por mantener el viejo 

régimen. La elite política legitimada por mayorías electorales disputa con las minorías 

progresistas la consolidación del estado de derecho provincial. La dinámica observada se ve 

favorecida por un electorado preponderantemente indiferente a los principios del estado de 

derecho. Las “familias políticas” (Behrend, 2008) así configuradas intentan aislarse de los 

cambios democratizantes en tanto ven amenazados sus privilegios. La ventaja de tener el 

aparato del Estado a su favor (Schiumerini y Page (2012), el empleo de mecanismos 

clientelares (Lodola, 2005; Weitz-Shapiro, 2006; Giraudy, 2007; y Calvo y Murillo, 2004),173 

sumado a la manipulación legal de los resortes institucionales del Estado -socavamiento 

intencional de la efectividad de nuevas leyes e instituciones-174 (Moe, 1984 y 1995), confluyen 

en el establecimiento de estatutos corruptos (Rasmusen y Ramseyer, 1994), los cuales 

amparados en la complicidad mutua de los actores, están diseñados para permitir en vez de 

prohibir el comportamiento corrupto, bajo el formalismo de la institucionalidad democrática 

(Crisp et al, 2007). Así, el proceso endógeno que perfila las instituciones y sus productos, 

validándose años tras años, da lugar a la anulación de la dimensión pública del Estado o en 

otras palabras: 

 

(…) Esas regiones -que estoy tentado de llamar "neofeudalizadas"- contienen organismos estatales a 

nivel nacional, provincial y municipal. Pero la obliteración de la legalidad priva a los circuitos de poder 

regionales, incluyendo las agencias estatales, de la dimensión pública, legítima, sin la cual desaparece 

el Estado-nación y el orden que éste sustenta. Es posible que el error de objetivar el Estado no sea 

evidente cuando se teoriza sobre países homogéneos, pero se vuelve claro cuando a causa de la 

obliteración de su dimensión pública, ciertos organismos estatales pasan a ser parte de circuitos de poder 

que están perversamente privatizados (O’Donnell, 1993:8). 

 

 

 

                                                
173 Ejemplo: El secretario de gobierno sortea un automóvil en acto público. Ver < 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/638899/politicalocal/secretario-gobierno-caponio-sorteo-otro-auto.html> 

[consulta: 26/05/2015]. 
174 “en el sistema político las burocracias públicas son diseñadas en gran medida por participantes cuyo 

principal interés es su fracaso” Moe (1995:127) 

http://www.lagaceta.com.ar/nota/638899/politicalocal/secretario-gobierno-caponio-sorteo-otro-auto.html
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ANEXO FOTOGRÁFICO 
 

Foto 1: Saqueos en Tucumán en diciembre de 2013. 

 
 

Foto: 3: Saqueos en Tucumán. Hordas saquean 

comercios durante 3 días en diciembre de 2013. 

 
 

 
Foto 5: Las inundaciones de febrero de 2015 

arrasaron 10 puentes y dejaron a 10.000 tucumanos 

evacuados. 

 
 

 

Foto 7: Inundaciones en Febrero de 2015. 

 

Foto 2: Saqueos en Tucumán. La población civil se 

arma para defender sus pertenencias. Diciembre 

2013 

 

 
 

Foto 4: Saqueos en Tucumán. Hordas saquean 

comercios durante 3 días en diciembre de 2013. 

 
 

Foto 6: Momento en que la esposa del gobernador 
insulta a un poblador que perdió su casa en las 

inundaciones de febrero de 2015: “vago de 

miércoles, pedazo de animal”. 

 
 

Foto 8: Uso del avión sanitario de la provincia para 

traslado de la familia del gobernador a la ciudad de 
Punta del Este. 
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Foto 9: Paulina Lebbos, víctima de los “hijos del 

poder”. Su causa judicial lleva 10 años impune, durante 

7 años la Justicia “cajoneo” el expediente donde está 

involucrado el hijo del gobernador entre otros 

funcionarios 

 
 

Foto 11: Alberto Lebbos (padre de Paulina lleva 

adelante una batalla personal contra la Justicia hace 10 

años... 

 
 

Foto 10: El periódico local captura una foto donde 

el fiscal del caso Lebbos acude a la casa del 

gobernador a pedir instrucciones. 

 

 

Foto 12: La esposa del auditor nacional del Juicio de Paulina Lebbos,  Bernardo Lobo Bugeau, es 

frecuentemente amenazada. 

 
 

 

Foto 13: El médico Jorge Gómez Ponce denuncia 

gravísimos hechos de ocultamiento de datos de 

desnutrición en Tucumán. 

 

Foto 14: Jubilados marchan durante 10 años sin 

que se le reconozcan la movilidad de sus haberes. 
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Foto 15: Noche del 24/08/2015. Episodios de violencia y represión tras las elecciones a gobernador. 

 
 

Foto 16: Siete Jornadas consecutivas de 

manifestaciones ciudadanas de aproximadamente 

20.000 personas, posteriores a las elecciones del 

23/08/2015, conocidas como el Tucumanazo 

 
 

Foto 18: Noche del 24/08/2015 

 
 

 

Foto 20: La policía incauta 2 bolsas de consorcio con 

papeletas de votación que iban a ser introducidas en 
las urnas por los fiscales de mesa del PJ durante el 

escrutinio en la JEP.  

Foto 17: Noche del 24/08/2015. Secuelas de la 

represión: 7 personas internadas, incluidos 2 niños 

por asfixia de gases lacrimógenos. 

 
 

Foto 19: Represión del 24/08/2015. 
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Foto 21: Efecto mediático nacional de la anulación judicial en “primera instancia” de las elecciones provinciales 

del 23/08/2015. 

 
 

Foto 22: “Escrache” a los jueces que anularon las elecciones, 

financiado por el legislador provincial Dante Loza. 

 
 

Foto 24: Los manifestantes del PJ local ingresan a Tribunales 

por una ventana. No había guardia policial. 

 

Foto23: Palacio de Justicia de Tucumán. Foto desde 

adentro en el momento que “sitian” la Justicia. Las 

puertas fueron blindadas y no había guardia policial. 
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